
LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, a cargo de la diputada Ximena
Tamariz García, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Ximena Tamariz García (PAN), diputada de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y de conformidad
a lo dispuesto en los artículos 6 numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputado, somete a considera-
ción del pleno de la Honorable Cámara de Diputados la
presente iniciativa de reforma el artículo 61, y sus fraccio-
nes I y II, así como el artículo 64, y sus fracciones II y II
Bis. Se adiciona el capítulo V Bis y se reforman los artícu-
los 111, en su fracción segunda, y el artículo 112 en su frac-
ción tercera, y el artículo 113.

Exposición de Motivos

Según la Organización Mundial de la Salud, la lactancia
materna es la forma más adecuada y natural de aportar a los
niños pequeños de los nutrientes necesarios para su creci-
miento, desarrollo nutricional, inmunológico y emocional,
además de proteger al bebé de enfermedades infecciones y
crónicas, sin dejar atrás la creación del fuerte lazo afectivo
entre la madre y el recién nacido.

La leche materna es el primer alimento natural de los niños
y proporciona toda la energía y los nutrientes que necesitan
durante sus primeros meses de vida. La Organización
Mundial de la Salud sugiere lactancia materna exclusiva
durante los primeros 6 meses de vida del bebé, y el mante-
nimiento hasta los 2 años de vida o más.

Según la Organización Mundial de la Salud, la lactancia
materna tiene una infinidad de beneficios, entre ellos están
la protección contra del síndrome de muerte súbita del lac-
tante y en general contra la mortalidad infantil, el acelera-
do crecimiento del cerebro de los bebés es otro de los prin-
cipales beneficios de lactancia materna, así como la mayor
facilidad de digestión en comparación con la alimentación
en polvo, la contribución a un desarrollo maxilofacial ópti-
mo, la disminución de la mortalidad infantil por enferme-

dades de la infancia, como la diarrea o neumonía, así como
el estar exento de manipulaciones y de contaminación por
gérmenes al poder fluir la leche directamente del pezón a
la boca del bebé.

La lactancia materna también contribuye a la salud de la
madre, en la rápida reducción del útero o matriz, la pérdi-
da del peso ganado durante el embarazo, ya que la grasa
acumulada se utiliza como energía para la producción de
leche, disminuye el riesgo de cáncer ovárico y mamario,
además de los efectos psicológicos y emocionales positi-
vos en madre e hijo.

Según estudios de la Organización Mundial de la Salud, los
adultos que recibieron lactancia materna en la infancia,
suelen tener menor tensión arterial y menores concentra-
ciones de colesterol, así como menores tasas de sobrepeso,
obesidad y diabetes.

La lactancia materna es una de las formas más eficaces de
asegurar la salud y la supervivencia de los niños. Combi-
nada con la alimentación complementaria, la lactancia ma-
terna óptima previene la malnutrición y puede salvar la vi-
da a cerca de un millón de niños anualmente, según datos
de la Organización Mundial de la Salud, OMS.

Gracias a pruebas realizadas por la Organización Mundial
Salud sobre las ventajas sanitarias de la lactancia materna,
en los últimos decenios, la OMS puede afirmar con seguri-
dad que la lactancia materna reduce la mortalidad infantil,
y trae beneficios que llegan hasta la edad adulta, como los
anteriormente mencionados.

En México a lo largo de los años, el periodo de lactancia
materna ha estado disminuyendo, actualmente, según la
Organización Mundial de la Salud, el promedio de lactan-
cia materna exclusiva durante los primeros seis meses de
vida del bebé es de 14.4 por ciento, colocando a México en
el penúltimo lugar de Latinoamérica en este rubro.

Según la Organización Panamericana de la Salud, podrían
evitarse cerca de 20 por ciento de las defunciones neonata-
les, si se comenzara a amamantar a todos los recién naci-
dos durante la primera hora de vida.
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A fin de mejorar los servicios a la población materno-in-
fantil; tomando en cuenta los beneficios de salud anterior-
mente mencionados, tanto para el bebé como para la ma-
dre, y las investigaciones sobre el tema que demuestra que
la lactancia materna es esencial en el desarrollo cognitivo
del recién nacido, es importante legislar con el objetivo de
empoderar la lactancia materna en México, y de ésta forma
fortalecer el apoyo de las autoridades nacionales hacia las
madres. Algunos de los problemas que acontecen en las
madres mexicanas actualmente, es la falta de apoyos para
instaurar y mantener un amamantamiento apropiado, un
asesoramiento y apoyo adecuados en materia de lactancia
materna es esencial para que las madres y las familias ini-
cien con prácticas óptimas de amamantamiento. 

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de la
honorable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 61, y sus fracciones
I y II, así como el artículo 64, y sus fracciones II y II Bis.
Se adiciona el capítulo V Bis y se reforman los artículos
111, en su fracción segunda, 112 en su fracción tercera, y
el artículo 113, de la Ley General de Salud.

Título Tercero
Prestación de los Servicios de Salud

Capítulo V
Atención Materno-Infantil

Artículo 61. El objeto del presente Capítulo es la protec-
ción materno infantil y la promoción de la salud materna,
que abarca el período que va del embarazo, parto, post-par-
to, puerperio y lactancia, en razón de la condición de vul-
nerabilidad en que se encuentra la mujer y el producto.

1. La atención materno-infantil tiene carácter prioritario y
comprende, entre otras, las siguientes acciones:

I. La atención integral de la mujer durante el embarazo,
el parto, el puerperio y la lactancia, incluyendo la aten-
ción psicológica que requiera.

…

II. La atención del niño y la vigilancia de su crecimien-
to, desarrollo integral, incluyendo la promoción de la
lactancia materna, de la vacunación oportuna, atención

prenatal, así como la prevención y detección de las con-
diciones y enfermedades hereditarias y congénitas, y en
su caso atención, que incluya la aplicación de la prueba
del tamiz ampliado, y su salud visual. 

Artículo 64. En la organización y operación de los servi-
cios de salud destinados a la atención materno-infantil, las
autoridades sanitarias competentes establecerán:

I. …

II. Acciones de protección, promoción, orientación y vi-
gilancia institucional, capacitación y fomento para la
lactancia materna y amamantamiento, incentivando a
que la leche materna sea alimento exclusivo durante seis
meses y complementario hasta avanzado el segundo año
de vida y, en su caso, la ayuda alimentaria directa ten-
diente a mejorar el estado nutricional del grupo materno
infantil, además de impulsar, la instalación de lactarios
en los centros de trabajo de los sectores público y pri-
vado. 

II. Bis. Fomentar la creación de bancos de leche huma-
na en los establecimientos de salud que cuenten con ser-
vicios neonatales.

III. …

IV. …

Capítulo V Bis
Comité Nacional de Lactancia Materna

Artículo 66 Bis. En el marco de las políticas nacionales
de salud, se establece la lactancia materna como priori-
dad dentro de la atención integral de la mujer y la ni-
ñez.

Artículo 66 Bis II. Se crea el Comité Nacional de Lac-
tancia Materna, que tendrá por objeto la promoción,
orientación, soporte y protección de la lactancia mater-
na, con el fin de coadyuvar a mejorar el estado nutri-
cional de los recién nacidos y a reducir las tasas de mor-
talidad de los menores de 5 años, causados por la
lactancia artificial. Así como proteger y evaluar los pro-
gramas y proyectos, de lactancia materna, a los que se
refiere la presente ley.

Artículo 66 Bis III. El Comité Nacional de Lactancia
Materna, estará integrado por el Secretario de Salud,



quien lo presidirá, quien en sus funciones puede deter-
minar, de entre las subsecretarías y diferentes direccio-
nes que la componen, cuáles de ellas coadyuvarán con
el cumplimiento de las obligaciones derivadas del cargo
de presidente.

Artículo 66 Bis IV. El Comité Nacional de Lactancia
Materna tendrá las siguientes atribuciones:

I. Proponer políticas públicas, lineamientos y proce-
dimientos específicos en la materia, así como ade-
cuaciones necesarias a la legislación vigente, a fin de
garantizar la práctica de la lactancia materna.

II. Promover, proteger y fomentar la lactancia ma-
terna, de manera exclusiva hasta los seis meses de
edad y de forma complementaria hasta los dos años.

III. Brindar servicios de orientación y capacitación a
madres, niñas y niños.

IV. Dar asesoría a los trabajadores del sector público
y privado, sobre los derechos y deberes de la organi-
zación empleadora o patrón y empleados, en relación
con el apoyo que deber ser ofrecido a las familias, pa-
ra fomentar la lactancia materna. 

V. Establecer campañas permanentes de fomento a
la Práctica de la Lactancia Materna. 

VI. Vigilar que la alimentación con sucedáneos de la
leche materna, no sea promovida por personal médi-
co ni por trabajadores del sector público y privado.

VII. Fomentar la creación de organizaciones civiles,
juntas directivas o comunidades que se dediquen a
promover y proteger la lactancia materna.

VIII. Definir el reglamento del Comité, que abarca
tanto como la frecuencia de las votaciones así como
las votaciones, y sus miembros, y

IX. Velar por el cumplimiento y aplicación de la pre-
sente ley.

Título Séptimo
Promoción de la Salud

Capítulo I
Disposiciones Comunes

Artículo 111. La promoción de la salud comprende:

I. Educación para la salud.

II. Lactancia materna, nutrición, orientación alimentaria y
activación física.

III. …

IV. …

V. …

Artículo 112. La educación para la salud tiene por objeto:

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente en
materia de lactancia materna, nutrición, alimentación nutri-
tiva, suficiente y de calidad, activación física para la salud,
salud mental, salud bucal, educación sexual, planificación
familiar, cuidados paliativos, riesgos de automedicación,
prevención de farmacodependencia, salud ocupacional, sa-
lud visual, salud auditiva,, uso adecuado de los servicios de
salud, prevención de accidentes, donación de órganos, teji-
dos y células con fines terapéuticos, prevención de la dis-
capacidad y rehabilitación de las personas con discapaci-
dad y detección oportuna de enfermedades.

Transitorios

Primero. El presente acuerdo entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Comité expedirá su Reglamento Interno en un
término no mayor de 60 días contados a partir de la fecha
de publicación del presente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputada
Ximena Tamariz García (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.
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REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma el artículo 148 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, a cargo de la diputada Alicia Guada-
lupe Gamboa Martínez, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional en la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78, 285 y
demás relativos del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presenta a consideración de esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona el
numeral 3 al artículo 148 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, en materia de requisitos para el nombramiento
de secretarios técnicos.

Exposición de Motivos

Las labores que realizan las comisiones legislativas son
trascendentales para el trabajo de la Cámara de Diputados,
pues aquí se preparan, analizan y estudian todas las pro-
puestas para llevarlas al pleno; es decir, las actividades que
se realizan en las comisiones, son los elementos que dan
soporte a la labor del Congreso.

Las principales funciones de las comisiones son el estudio,
análisis, investigación y redacción de las leyes y ordena-
mientos que posteriormente conformarán el debate legisla-
tivo. Y para esto se requiere un cuerpo técnico preparado y
capaz que facilite información, datos, estudios y análisis.

Los secretarios técnicos en cada comisión son la columna
vertebral de estos órganos parlamentarios, ya que además
de las funciones de asesoría para la construcción del mar-
co jurídico y la coordinación del personal adscrito, también
se encargan de la ejecución de los acuerdos, preparan las
actas correspondientes y las comunicaciones necesarias.

Según el artículo 151, numeral 2, sus tareas y atribuciones
son

I. Coordinar los trabajos de la comisión o comité, bajo
la dirección del presidente de la junta directiva;

II. Desarrollar el análisis y las investigaciones corres-
pondientes para el desahogo de los asuntos turnados a la
comisión o comité;

III. Elaborar las actas de las reuniones;

IV. Llevar el registro de los integrantes y del estado que
guarden los asuntos turnados a la comisión o comité;

V. Asistir a la junta directiva de la comisión o comité en
la planeación y organización de sus actividades, así co-
mo formular las convocatorias de las reuniones, órdenes
del día, informes, memorias y publicaciones;

VI. Llevar el archivo de la comisión, con el apoyo y ar-
ticulación de los servicios a la sesión, a las comisiones
y el archivo;

VII. Dirigir los trabajos de los asesores y del personal
administrativo de apoyo a la junta directiva, y

VIII. Atender y dar cumplimiento a los acuerdos de la
junta directiva y del pleno de las comisiones y comités.

Pese a la relevancia del papel de los secretarios técnicos
para el desarrollo del trabajo legislativo, fue precisamente
hace casi un año, cuando el 25 de marzo de 2015 fue pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el decreto que
reformó el numeral 1 del artículo 148, la fracción XV del
artículo 150 y la fracción VIII del artículo 151 y se adicio-
nó un numeral 2 al artículo 151 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, para de esta forma agregar las atribu-
ciones descritas.

El objetivo de dicha reforma, además de agregar las atri-
buciones y tareas del Secretario Técnico, fue establecer de
manera expresa un procedimiento de nombramiento, ratifi-
cación y los requisitos que debe cumplir quien desempeñe
dicha función; para ello, según lo relatado por el dictamen
que se aprobó: “se retomó de manera íntegra el Estatuto de
la Organización Técnica y Administrativa y del Servicio de
Carrera de la Cámara de Diputados, de mayo de 2000, en
lo que corresponde al artículo 67, por considerar que es el
documento que de manera completa establece lo que se
pretende elevar a rango reglamentario; sobre todo porque
aunque dichas atribuciones se encuentran contenidas en el
estatuto en comento, este solamente obliga a los miembros
del servicio de carrera de la Cámara de Diputados y no a la
generalidad”.

Pese al gran avance que significó esta reforma, ya que dio
claridad al trabajo y facultades del Secretario técnico, que-
dó pendiente un desglose del perfil que debería cumplir, ya
que como menciona el análisis realizado por el Centro de



Estudios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias de
la Cámara de Diputados, e incluido en el cuerpo del dicta-
men, “las comisiones son determinantes para el funciona-
miento de las Cámaras y su labor no se reduce o la materia
de formación de la legislación, ya que mediante las comi-
siones, las Cámaras ejercen todas sus facultades –control,
jurisdiccional, administrativa, etcétera–. Por esa razón, de
la operación eficiente y eficaz de estos órganos funcionales
depende el buen funcionamiento de toda la Cámara. Es
evidente que para garantizar el buen funcionamiento de las
comisiones y en general de todos los órganos parlamenta-
rios, es necesaria la conformación de órganos técnicos de
apoyo con la experiencia y conocimiento suficientes en las
materias de los asuntos que las comisiones deben analizar
y resolver”.

Otro elemento por considerar es que el artículo 159 del Re-
glamento del Senado: menciona el perfil que debe reunir el
secretario técnico, señalando que éste debe contar con títu-
lo profesional, así como tener conocimientos y experiencia
en las materias de competencia de la comisión o comité
que corresponda. Además, obliga a que los secretarios téc-
nicos de las Comisiones de Estudios Legislativos, de Justi-
cia, de Puntos Constitucionales, de Reglamentos y Prácti-
cas Parlamentarias, y Jurisdiccional deben ser licenciados
en derecho, preferentemente con maestría o doctorado.

El análisis de los requisitos que debe cumplir el candidato
a secretario técnico evidencia la necesidad de que cuente
con experiencia y desde luego con una formación especia-
lizada en el ámbito de la comisión, a fin de que esté en con-
diciones de cumplir las funciones que el mismo Reglamen-
to le asigna.

Tomando en consideración que el actual reglamento de la
Cámara de Diputados únicamente señala genéricamente
“el perfil del conocimiento requerido para cada tema”, es
necesario dar una descripción más puntual y detallada para
que de esta forma se incremente la calidad y perfil del Se-
cretario técnico, que a su vez impactará en la eficacia del
todo el trabajo en el Congreso de la Unión, sobre todo
cuando los temas que se abordan son cada vez más com-
plejos, específicos y técnicos.

Por ello resulta imprescindible que el secretario técnico
tenga un perfil adecuado, con una formación profesional y
experiencia en la materia, para que de esta forma pueda re-
alizar sus actividades eficazmente.

Los tiempos actuales exigen contar con personal capacita-
do y preparado, las tareas legislativas no quedan exentas de
tal exigencia, ya que la sociedad exige un parlamento más
moderno, eficaz y apto para proponer soluciones los retos
de México.

Por lo anterior someto a consideración de esta soberanía el
siguiente proyecto de

Decreto que adiciona el numeral 3 al artículo 148 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, en materia de
requisitos para el nombramiento de secretarios técnicos

Único. Se adiciona el numeral 3 al artículo 148 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, para quedar como si-
gue:

Artículo 148.

1. y 2. …

3. Los secretarios técnicos deben contar con cédula profe-
sional con una antigüedad de tres años, preferentemente
con estudios de posgrado; asimismo, deben tener conoci-
mientos y experiencia en proceso legislativo y en las mate-
rias de competencia de la comisión o comité que corres-
ponda.

Los secretarios técnicos de las Comisiones de Derechos
Humanos; Gobernación; Justicia, Jurisdiccional, Puntos
Constitucionales, y Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias deben ser licenciados en derecho.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La presente disposición no será retroactiva a los
nombramientos otorgados previos a su publicación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputada
Alicia Guadalupe Gamboa Martínez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.
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LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 60 Bis a la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Alicia Guadalupe Gamboa
Martínez, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, diputada
a la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 71 fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y artículos 6 numeral 1,
fracción I, 77 y 78 y demás relativos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta a la consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 60 Bis a la Ley General de Salud,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La participación ciudadana, implica acciones encaminadas
a la construcción de la sociedad civil en su relación con el
Estado, es un instrumento que permite la inclusión de la
ciudadanía en la toma de decisiones en conjunto con el go-
bierno generando una relación igualitaria que vela por el
bien común e incrementa la capacidad de las personas de
observar y mejorar las capacidades de las instancias guber-
namentales. 

El doctor Jorge Balbis, señala que la participación ciuda-
dana se entiende como “toda forma de acción colectiva que
tiene por interlocutor a los Estados y que intenta  influir so-
bre las decisiones de la agenda pública”.1

Con base en lo anterior y con la finalidad de consolidar es-
ta interlocución, cabe señalar que una de las cinco metas
nacionales del Plan Nacional de Desarrollo 20013 - 2018
(PND) es la promoción de un México incluyente2 donde se
promueva la participación social  en las políticas  públicas
como un factor de cohesión y ciudadanía. 

Asimismo, uno de los objetivos centrales de la política pú-
blica en salud, establecidos en el PND, es brindar servicios
de salud eficientes, con calidad y seguridad para el pacien-
te, para tales efectos existe el Sistema Integral de Calidad
en Salud (Sicalidad) cuyo objetivo es vigilar la calidad téc-
nica y la seguridad del paciente que brindan las institucio-
nes de salud en todas sus instalaciones. Es a través de este
sistema como se coordina, integra, apoya, promueve y di-

funde el avance en materia de calidad, tema de alta priori-
dad en la agenda del Sistema de Salud.

Programas como Sicalidad, están sustentados en el progra-
ma sectorial de salud 2013 -2018 donde se estipula, como
deber del Estado, instrumentar las herramientas a su alcan-
ce para que la población acceda a una atención integral con
calidad técnica e interpersonal, al tiempo que se avanzará
en la mejora de la calidad en la atención, los procesos y la
capacitación del personal de salud.3

Luego entonces, y con la finalidad de dar oportuno cum-
plimiento a lo establecido en el programa sectorial, la Di-
rección General de Calidad  y Educación en Salud
(DGCES) de la Secretaría de Salud, ha dotado de herra-
mientas al programa Sicalidad como el aval ciudadano. 

Desde el año 2001 el aval ciudadano, figura surgida en la
Cruzada  Nacional por la Calidad de los Servicios de Sa-
lud, es un canal de comunicación entre los usuarios y los
servicios de salud, mediante el cual se plantean las necesi-
dades percibidas  por la comunidad y los recursos reales
con los que cuenta el servicio de salud para satisfacerlas. 

El aval ciudadano surge de la necesidad de responder a la
pregunta: ¿cómo recuperar la confianza de la ciudadanía en
las instituciones de salud? Y fue así como se diseñó este
mecanismo que faculta a ciertos grupos, organizaciones ci-
viles y ciudadanos a título individual con representatividad
social, prestigio y credibilidad entre la población, a visitar
unidades de salud con la finalidad de avalar las acciones en
favor del trato digno que en ellas se llevan a cabo, y ga-
rantizar que los informes emitidos por las instituciones de
salud se apeguen a la realidad.

Los avales ciudadanos no son trabajadores del sector salud,
son personas comprometidas con su sociedad, que dedican
parte de su tiempo y esfuerzo de manera individual o gru-
pal, comprobando la existencia de algunos avances o retro-
cesos en los servicios de salud y aportando sugerencias y
opiniones para mejorarlos.

Desde 2001 hasta agosto de 2015, se han registrado e ins-
talado 13, 944 avales ciudadanos dentro de 13, 835 unida-
des médicas de todos los sistemas del sector salud4 del pa-
ís, de los cuales 10, 793  son unidades de la SSA.

Asimismo, las entidades que han logrado instalar en un
100% a los avales ciudadanos, a agosto de 2015, son Mi-



choacán e Hidalgo, así como la Ciudad de México en las
instituciones de 1er. nivel, Sonora y Baja California Sur
tienen el porcentaje más bajo con 53% y 51% respectiva-
mente, el resto de las entidades federativas se encuentra en-
tre un 90 y 66 por ciento de avance en la instalación de los
avales ciudadanos.   

Un punto a resaltar, es la notable participación de los ciu-
dadanos que se han unido a este esfuerzo por mejorar los
servicios de salud de nuestro país, ya que del total de ava-
les ciudadanos registrados, 12,146 (87.11%) son personas
que a título individual vigilan y realizan sus observaciones
a las autoridades correspondientes de las instituciones de
sus comunidades. 

Durante estos casi 15 años de implementación del aval ciu-
dadano, los resultados de los esfuerzos de la sociedad civil
son palpables pero superables: más de 64,257 cartas com-
promiso atendidas de las 104,591 realizadas entre los ava-
les ciudadanos y los directivos de las unidades médicas. 

Las cartas compromiso son el principal instrumento con el
que cuentan los avales para comprometer a las institucio-
nes médicas a atender las solicitudes de los usuarios en los
rubros de trato, información, tiempo de espera, medica-
mentos, confort, instalaciones y otros aspectos que permi-
tan brindar un trato digno a los pacientes.

Sin lugar a dudas, el aval ciudadano ha mostrado que la re-
cuperación de la confianza es apenas un punto de partida
para la creación de espacios para el dialogo con la socie-
dad, el desarrollo de atención a la salud de mejor calidad y
desarrollo de una etapa de servicios sensibles que respon-
dan las inquietudes de la ciudadanía. Es mediante la mejo-
ra continua, la reducción de eventos adversos, así como la
calidad percibida por los usuarios como mejoraremos la ca-
lidad técnica y la seguridad del paciente en la atención a la
salud.

La Ley General de Salud en su capítulo IV, Usuarios de los
Servicios de Salud y Participación de la Comunidad, esta-
blece los lineamientos y las acciones mediante los cuales la
comunidad puede participar en el fortalecimiento y funcio-
namiento de los sistemas de salud. En los artículos 58, frac-
ción V, y 60, de la mencionada ley, se concede acción po-
pular para formular sugerencias para mejorar los servicios
de salud y denunciar ante las autoridades sanitarias todo
hecho, acto u omisión que represente un riesgo o daño a la
salud. 

Sin embargo, es indispensable reconocer y fortalecer a me-
canismos como el Aval Ciudadano y dotarlo de las herra-
mientas necesarias para mejorar los resultados que brinda,
que sean equiparables a los importantes aportes que realiza
a nuestro sistema de salud. 

Pese a reconocerse en las Reglas de Operación del Progra-
ma Calidad en la Atención Médica, la figura del aval ciu-
dadano debe ser fortalecida a fin de promover la atención
inmediata a las demandas de la sociedad civil a través de
los avales y mejorar los niveles de penetración del meca-
nismo en todos las entidades federativas así como mejorar
los índices de evaluación de los avales ciudadanos. 

Considerar las expectativas y la voz de los ciudadanos des-
arrollando acciones destinadas a mejorar la calidad con la
que perciben los servicios que les brindan sus instituciones
de salud contribuirá a que el ejercicio del derecho a la sa-
lud sea una realidad para todos los mexicanos y el derecho
a la participación democrática se amplíe a una mayor ex-
presión colectiva.

A través de la inclusión del aval ciudadano en la Ley Ge-
neral de Salud, la sociedad civil la participación de la po-
blación civil tendrá un mayor sustento de sus normas sobre
los planteamientos y demandas que formula y el gobierno
podrá observar una mayor eficiencia de los sistemas de sa-
lud, por lo que someto a la consideración de esta soberanía,
el siguiente proyecto de

Decreto que adiciona el artículo 60 Bis de la Ley Gene-
ral de Salud para incluir al Aval Ciudadano como par-
te de los mecanismos de participación de la comunidad
para el mejoramiento del nivel de salud de la población

Único. Se adiciona el artículo 60 bis., de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Artículo 60 Bis.  El Aval Ciudadano es un mecanismo de
participación ciudadana que, a través de grupos orga-
nizados de la sociedad civil, centros e instituciones aca-
démicas o de profesionales y ciudadanos a título indivi-
dual, avalarán las acciones de trato digno realizada por
las instituciones prestadoras de servicios de salud.

La figura del Aval Ciudadano tiene como objetivo con-
tribuir en la mejora del trato digno y la calidad de los
servicios que brindan a los pacientes las instituciones de
salud. El Aval Ciudadano es independiente a las institu-
ciones de salud y debe contribuir de forma responsable
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en la evaluación a los servicios de salud ayudando a las
instituciones a obtener la confianza de los usuarios.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Las acciones que las dependencias y entidades
de la Administración Pública Federal deban realizar para
dar cumplimiento a lo establecido en el presente Decreto,
se sujetarán a la disponibilidad presupuestaria aprobada
para tal fin en el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal correspondiente.

Tercero. La Secretaría de Salud, en el marco de sus atribu-
ciones, analizará y emitirá los lineamientos para dar cum-
plimiento a lo establecido en el artículo 60 Bis.

Notas:

1 Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública Participación Ciu-
dadana [Actualización: 20 de abril de 2006] en www.diputados.gob.
mx/cesop/ 

2 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018; Meta 2. Un México inclu-
yente, parte de Las Cinco Metas Nacionales; pág. 21. 

3 Programa Sectorial de Salud 2013 – 2018; Objetivo 2. Asegurar el
acceso efectivo a servicios de salud con calidad.

4 SSA, IMSS, ISSSTE, IMSS Prospera, Sedena, ISSEMYM, DIF,
Cruz Roja.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputada
Alicia Guadalupe Gamboa Martínez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDI-
MIENTOS ELECTORALES Y LEY GENERAL DE 
SALUD

«Iniciativa que reforma los artículos 156 de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, y 329 y 329
Bis de la Ley General de Salud, suscrita por la diputada
María Verónica Muñoz Parra, del PRI, e integrantes de di-
versos grupos parlamentarios

Los suscritos diputados al rubro señalados, integrantes de
la LXIII Legislatura, en ejercicio de la facultad que nos
confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentan
ante el pleno de esta soberanía, la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el cual se adiciona el inciso j) al
numeral 1 del artículo 156 de la Ley General de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales y se reforman y adiciona
los artículos 329 y 329 Bis de la Ley General de Salud en
materia de donación de órganos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Para describir completamente esta propuesta es necesario
saber el significado de la donación de órganos, según la Or-
ganización Nacional de Trasplantes la donación es un ges-
to altruista, considerado como el mayor acto de bondad en-
tre los seres humanos, en otras palabras, es un tratamiento
médico complejo que consiste en trasladar órganos, tejidos
o células de una persona a otra. El órgano trasplantado re-
emplaza y asume la función del órgano dañado del recep-
tor, salvándole la vida o mejorando la calidad de vida.

Según el Centro Nacional de Trasplantes (Cenatra), la do-
nación es el acto de dar un órgano, tejido o células de sí
mismo a otra persona que lo necesita para mejorar su salud.
En el proceso de donación se involucran aspectos médicos,
sociales, psicológicos, éticos y legales.

La donación es coordinada por un grupo de médicos, en-
fermeras, paramédicos y trabajadoras sociales capacitados
para fomentar la donación e incrementar el número de tras-
plantes que se realizan en el país.1

Actualmente en México, referente a la donación y tras-
plante de órganos y tejidos, el avance que hoy en día tene-
mos en el tema se ve plasmado en el artículo 4 de nuestra
constitución al reconocer el derecho fundamental a la pro-
tección de la salud además del trabajo en conjunto entre  la



sociedad y el gobierno Federal y estatal ha sido favorable
en algunos aspectos, además de reconocer el esfuerzo y la
dedicación de las instituciones médicas que han logrado
conformar, durante las últimas cinco décadas, equipos de
trabajo comprometidos en esta causa.

La principal motivación de donar órganos entre quienes se
encuentran a favor es el deseo de ayudar a otros, el ánimo
de trascender, el altruismo, la solidaridad, la conciencia del
otro y la sensibilidad ante el dolor humano, en cambio, la
posición en contra de la donación se debe a diversos facto-
res y se ponderan de manera distinta en las entidades fede-
rativas del país. Entre los casos de la decisión negativa se
encuentran los siguientes a) se debe a una desconfianza en
las instituciones encargadas de realizar la donación de ór-
ganos, b) a un asunto de carácter religioso y c) por una
cuestión de respeto a la integridad del cuerpo.2

La demanda de una creciente población de profesionales
involucrados al respecto, en instituciones y organizaciones
públicas, privadas y no gubernamentales, dio como resul-
tado que en 1999 quedara conformado el Consejo Nacional
de Trasplantes, y un año después, el Centro Nacional de
Trasplantes.

En México la Ley General de Salud establece que todos so-
mos donadores de órganos y tejidos sin embargo la deci-
sión final la tiene la familia. Para ello, se estructuro y creó
el Cenatra se crea con la finalidad de desarrollar un siste-
ma para operar un programa que “permita la actuación
oportuna y eficaz del personal de distintas instituciones y
centros hospitalarios, con una filosofía humanista, contem-
plando lineamientos, políticas y procedimientos que facili-
ten la donación y el trasplante de órganos y tejidos”.

En 2010, la OMS aprobó los principios rectores sobre tras-
plante de células, tejidos y órganos humanos. En el primer
principio rector señala que podrán extraerse células, tejidos
y órganos del cuerpo de personas fallecidas para fines de
trasplante si: a) se obtiene el consentimiento exigido por la
ley; y b) no hay razones para pensar que la persona falleci-
da se oponía a esa extracción.

Como vemos el consentimiento es la piedra angular ética
de toda intervención médica y compete a las autoridades
nacionales definir, de conformidad con las normas éticas
internacionales, el proceso de obtención y registro del con-
sentimiento relativo a la donación de células, tejidos y ór-
ganos, el modo en que se organiza la obtención de órganos
en su país y la función práctica del consentimiento como

salvaguardia contra los abusos y las infracciones de la se-
guridad.

Actualmente en México al día de hoy según cifras del Cen-
tro Nacional de Trasplantes existen 19 mil 977 personas las
cuales requieren un trasplante de órgano, de las cuales 12
mil 76 esperan recibir un trasplante de riñón, 7 mil 431 un
trasplante de córnea y 400 un trasplante de hígado.

En total, aproximadamente 2 por ciento de la población
mexicana, es decir dos de cada cien, dentro de los próxi-
mos 10 años, podrían requerir de un trasplante de órganos
por la pérdida de la salud y el incremento de la crisis, en el
avance de las enfermedades crónico degenerativas como la
diabetes mellitus.

En el caso específico de México un precedente en el tema
se puede visualizar en el artículo 12 de la Ley de Movili-
dad del Distrito Federal que señala que la Secretaría de
Movilidad del Distrito Federal entre sus funciones se en-
cuentra la de establecer un programa que fomente la cultu-
ra de donación de órganos y tejidos en la expedición o re-
novación de la licencia de conducir, diseñando
mecanismos para incluir una anotación que exprese la vo-
luntad del titular de la misma respecto a la donación de sus
órganos o tejidos.

En lo que respecta a la credencial de elector según el do-
cumento elaborado por el Instituto Nacional Electoral
(INE) “El ABC de la credencial para votar”, la credencial
para votar con fotografía es un documento indispensable
para la emisión del voto, ya que en las listas de votantes
que se utilizan el día de la jornada electoral (denominadas
listas nominales) sólo se incluye a los ciudadanos que
efectuaron el trámite de inscripción en el registro y acu-
dieron a recoger su credencial a la oficina o módulo co-
rrespondiente.

La lista nominal es la relación de ciudadanos que contie-
ne el nombre, dirección, distrito y sección de quienes
cuentan con su credencial para votar vigente y están in-
cluidos en el padrón electoral. También cuenta con una
fotografía impresa idéntica a la de la Credencial para Vo-
tar más reciente.

El día de la votación, los funcionarios de casilla contaron
con listas nominales impresas con los nombres de los ciu-
dadanos con derecho a votar. Dichos funcionarios son los
encargados de verificar la identidad del votante.
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La lista nominal es entregada también a los partidos políti-
cos y se conserva un ejemplar para respaldo en cada ofici-
na distrital del INE.

Por otro lado, el Padrón Electoral se utiliza para el desarro-
llo de los instrumentos electorales la Comisión Nacional de
Vigilancia y el Grupo de Trabajo de Verificación y Depu-
ración del Padrón Electoral del Registro Federal de Electo-
res, integrados por los partidos políticos y la autoridad elec-
toral, llevan a cabo una serie de acciones en todo el país
que integran la verificación nacional muestral.

En ese sentido, la Dirección Ejecutiva del Registro Federal
de Electores con la supervisión de los partidos políticos, ha
instrumentado encuestas de verificación como ejercicios
muestrales para evaluar la calidad del padrón electoral, los
cuales han buscado la comparabilidad de algunos indicado-
res a través del tiempo.

Los indicadores que se obtienen en las encuestas de verifi-
cación, se refieren a: cobertura del padrón electoral y de la
credencial para votar con fotografía, vigencia del padrón
electoral y de la credencial para votar con fotografía, ac-
tualización del padrón electoral, error en la sección, empa-
dronados fallecidos, ciudadanos en domicilios no localiza-
dos y no reconocidos.

A continuación se describen las cifras proporcionadas por
el INE hasta el día de hoy.



Estadísticas de la lista nominal.

Y finalmente estadísticas del padrón electoral.

Las cifras anteriores comprenden un universo amplio en
materia de registro de identidad donde cada ciudadano ha-
ce valer los derechos político-electorales mismos que se en-
cuentran descritos en nuestra Constitución, es aquí, dónde
se reitera integrar el consentimiento o negativa expresa en
un documento oficial que debe de tener cada ciudadano.

Además, en la mayoría de los accidentes mortales la pri-
mera identificación que encuentran es la misma credencial
de elector y aún mejor, en el documento oficial, será seña-
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lada la decisión de donación de órganos, oportunidad que
se utilizará parta dar vida a otras personas que están en una
lista de espera 

Por lo anterior, la presente iniciativa permitirá unir consen-
sos para complementar el plan de acción nacional para ge-
nerar una cultura social y colectiva que fomente la dona-
ción de órganos así como establecer una estrategia que
garantice los mecanismos para que la población esté infor-
mada y que disponga de un medio para manifestar sí así lo
desea su oposición a donar sus órganos.

Es por lo anterior que se sugiere adicionar el inciso j) al nu-
meral 1 del artículo 156 de la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales, asimismo, se reforma y adi-
ciona los artículos 329 y 329 BIS de la Ley General de Sa-
lud, para quedar como sigue:



Invito a mis compañeros diputados a adherirse y apoyar
con nosotros esta importante iniciativa para que origine-
mos más y mejores oportunidades de vida para aquellas
personas que están al borde de la muerte a causa de la fal-
ta de un trasplante, los invito a crear vida a partir de la pro-
moción e impulso a la donación de órganos.

En mérito de lo expuesto, con fundamento en el artículo 71
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y los artículos 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados sometemos a consideración del
pleno de esta soberanía, para estudio y dictamen, la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un inciso j) al artículo
156 numeral 1 de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales; y se reforma y adiciona los ar-
tículos 329 y 329 Bis de la Ley General de Salud

Artículo Primero. Se adiciona un inciso j) al artículo 156
numeral 1 de la Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales para quedar como sigue:

Artículo 156.

1. La credencial para votar deberá contener, cuando menos,
los siguientes datos del elector: 

a) a i)…;

j) La manifestación del consentimiento expreso o ne-
gativa del elector para donar órganos, tejidos y célu-
las después de la muerte para que éstos sean utiliza-
dos en Trasplantes, en términos del artículo 322 de la
Ley General de Salud. La aceptación o negativa pa-
ra la donación puede ser sujeta a modificación de
acuerdo al elector en el momento que ella o él lo de-
cida, siguiendo el mismo procedimiento para la mo-
dificación de datos en la credencial para votar.

Artículo Segundo. Se reforma y adiciona los artículos 329
y 329 Bis de la Ley General de Salud para quedar como si-
gue:
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Artículo 329. El Centro Nacional de Trasplantes y los cen-
tros estatales de trasplantes en coordinación con el Insti-
tuto Nacional Electoral, en el ámbito de sus respectivas
competencias, harán constar el mérito y altruismo de la do-
nadora o donador y de su familia.

El Instituto Nacional Electoral informará al Centro
Nacional de Trasplantes de las donadoras o donadores
que manifestaron su consentimiento expreso por medio
de la credencial para votar para que su vez se actualice
el Registro de Donadores.

…

…

Artículo 329 Bis. El Centro Nacional de Trasplantes en
colaboración con el Instituto Nacional Electoral, fomen-
tarán la cultura de la donación para fines de trasplantes, en
coordinación con los centros estatales de trasplantes.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://www.cenatra.salud.gob.mx/interior/donacion_presentacion.
html

2 http://www.cenatra.salud.gob.mx/descargas/contenido/campanas/
EVALUACION_CAMPANA_2007.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputados:
Verónica Muñoz Parra, Mariana Trejo Flores, Román Francisco Cortés
Lugo, Adriana Terrazas Porras, José Refugio Sandoval Rodríguez (rú-
bricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación y de
Salud, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma los artículos 160 y 162 del Código
Penal Federal, a cargo de la diputada María Guadalupe
Oyervides Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
y demás disposiciones jurídicas aplicables, la suscrita, Ma-
ría Guadalupe Oyervides Valdez, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión, presento y someto a considera-
ción de esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto
de decreto que modifica el primer párrafo a los artículos
160 y 162 del Código Penal Federal, al tenor de la siguien-
te

Problemática 

De conformidad con el artículo décimo de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos: los habitantes
de los Estados Unidos Mexicanos tienen derecho a poseer
armas en su domicilio, para su seguridad y legítima defen-
sa, con excepción de las prohibidas por la Ley Federal y de
las reservadas para el uso exclusivo del Ejército, Armada,
Fuerza Aérea y Guardia Nacional. La ley federal determi-
nará los casos, condiciones, requisitos y lugares en que se
podrá autorizar a los habitantes la portación de armas. 

Actualmente, en el estado mexicano es legal la compra y
venta de armas, así como portarlas en vía pública o mante-
nerlas en domicilios privados con fines de defensa propia e
incluso se permite la importación de armas. El artículo oc-
tavo de la Constitución Política establece el derecho de pe-
tición, para la adquisición de armamento, regulado en el ar-
tículo 17 de la  Ley Federal de Armas de Fuego y
Explosivos, el cual indica que toda persona que adquiera
una o más armas, está obligada a manifestarlo a la Secreta-
ría de la Defensa Nacional en un plazo de treinta días. De
modo que cada ciudadano tiene derecho garantizado por la
Constitución a poseer armas con fines determinados.

El catálogo de armas disponibles a la ciudadanía está regu-
lado por la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), a
través de su Unidad de Comercialización de Armamentos y
Municiones, y establece los tipos de licencias para la por-
tación de armas ya sea de tipo oficial o para uso particular.



Por otro lado, la Sedena fracciona la oferta de armamento
en tres secciones: 1) gobiernos de los estados y dependen-
cias federales, 2) empresas privadas y 3) venta al público
en general. 

Si bien se reconocen importantes esfuerzos de regulación y
registro de armas de fuego realizado por las autoridades, el
tráfico de armas es un delito creciente en el país que deri-
va en actividades ilícitas como el crimen organizado y to-
do tipo de organizaciones delictivas, es innegable el incre-
mento en la violencia en el acontecer diario del país
dejando miles de costos humanos a su paso. De modo que
resulta necesario contener y hacer frente al problema en es-
piral de violencia que deriva del uso de armas prohibidas. 

Situación en México

En 2015 de cada 100 personas 15 están armadas,1 la venta
de armas legales ha crecido de manera sostenida en los úl-
timos quince años, de acuerdo con cifras de la Sedena2 en
el trascurso de una década y media, su Unidad de Comer-
cialización vendió poco más de 494 mil artefactos de fue-
go, de este arsenal una tercera parte se vendió a mayor rit-
mo en los últimos tres años, como consecuencia del
aumento en la percepción de la delincuencia. 

Por otro lado, el número de permisos para poseer armas ha
aumentado significativamente  entre  2001 y 2015, pasan-
do de 2 mil 851 a poco más de 6 mil  registros, lo que im-
plica un crecimiento de más del cien por ciento.  

El aumento sostenido en la compra de armas se relaciona
positivamente con la percepción de inseguridad y la cre-
ciente desconfianza en las autoridades. De acuerdo con in-
formación del décimo levantamiento de la Encuesta Nacio-
nal de Seguridad Pública Urbana (ENSU) realizada por el
Inegi, durante el mes de diciembre de 2015 se encontró que
67.7 por ciento de la población de 18 años y más conside-
ró que vivir en su ciudad es inseguro.3 Asimismo, destaca
que la población objeto ha escuchado o ha visto en los al-
rededores de su vivienda situaciones, tales como; consumo
de alcohol en las calles (69.8 por ciento), robos o asaltos
(67.1 por ciento) y vandalismo (55.9 por ciento), además,
prevalece la expectativa de que las condiciones de Seguri-
dad Pública empeore durante los próximos 12 meses. Por
último, la percepción de la población respecto al desempe-
ño de las labores relativas  a la prevención y combate a la
delincuencia de la policía4 municipal, estatal y federal es
de 32.7 por ciento, 39.5 por ciento y 55.7 por ciento res-
pectivamente. 

El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública (SESNSP), a través de la publicación de cifras
del reporte de incidencia delictiva del fuero federal por en-
tidad federativa 2012 – 2016, señala que entre enero-di-
ciembre del 2015 se cometieron 15 mil 353 delitos en ma-
teria de Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, y
para febrero del presenta año ya suman mil 610 delitos. 

Las entidades que registraron cantidades más altas de deli-
tos cometidos con armas de fuego a nivel nacional fueron
los estados de Baja California, Jalisco, Oaxaca, Tamauli-
pas, Chihuahua, Nuevo León, el estado de México y el Dis-
trito Federa, la cantidad de delitos suman poco más de 11
mil para el año 2011, de acuerdo al documento de Estadís-
ticas Judiciales en Materia Penal y las Publicaciones Esta-
dísticas Judiciales en Materia Penal de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Adicionalmente, en 2014 se registraron 19 mil 669 homi-
cidios en México, es decir, una proporción de 16 por cada
100 mil habitantes a nivel nacional5 de los cuales, suman-
do; la agresión con disparo de arma corta, agresión con
disparo de rifle, escopeta y arma larga y agresión con dis-
paro de otras armas de fuego, y las no especificadas as-
cienden a 11 mil 717 homicidios, equivalente al 60 por
ciento del total. 

En México se estima que hay aproximadamente 15 millo-
nes de armas en circulación, de las cuales casi 13 millones
son ilegales,6 cantidad suficiente para armar a uno de cada
tres personas en el país. Además, se señala que alrededor
de 2 mil armas son introducidas de manera ilegal al país
por día, procedentes de Estados Unidos, principalmente de
los Estados de Texas, California, Arizona y Nuevo México.   

En América Latina y el Caribe la violencia letal producida
por armas de fuego supera ampliamente el promedio mun-
dial. Sobre el particular debe señalarse que para 2012,
mientras que en el mundo el 42 por ciento del total de los
homicidios involucraron armas de fuego, esta cifra llegó al
70 por ciento para América Central (incluido México) y al
60 por ciento para Sudamérica y el Caribe.

Se ha estimado que las autoridades en nuestro país confis-
can sólo el 14 por ciento de las 252 mil armas que cruzan
de forma ilegal anualmente por la frontera norte y que al-
rededor del 46.7 por ciento de las 51 mil armerías estadou-
nidenses depende en alguna medida de la demanda mexi-
cana. Lo anterior, ha contribuido a que en México circulen
más de 15 millones de armas ilegales y que alrededor de un
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80 por ciento de esa cantidad provengan de Estados Uni-
dos, lo cual en parte explica que en nuestro país se hayan
utilizado armas de fuego en la mitad de los 120 mil homi-
cidios cometidos entre 2007 y 2012. El tráfico de armas de
Estados Unidos a México generó ganancias por 127 millo-
nes de dólares al año.7

Por medio de la Unidad Especializada en Investigación de
Terrorismo, Acopio y Tráfico de Armas (UIETA), al 30 de
junio de 2015 se cuenta, según base de datos de la Sedena,
con un total de 2 mil 108 granadas y minas de diferentes ti-
pos y 9 mil 180 armas, todas ellas se encuentran en proce-
so de investigación y con el apoyo de la Oficina de Alco-
hol, Armas de Fuego y Explosivos (ATF) de los EUA, se
ha solicitado el rastreo del 100 por ciento de las armas ase-
guradas. 

Entre septiembre de 2014 y junio de 2015 fueron asegura-
das 413 armas, de las cuales 306 son largas y 107 son cor-
tas, los aseguramientos de las 413 armas en dicho periodo
se concentraron en los siguientes estados de la república:
Tamaulipas, Guerreo, Jalisco, Sinaloa, Sonora y el Distrito
Federal.8

Con  cifras de la Procuraduría General de la República de
1995 a 2009 se han asegurado aproximadamente 131 mil
armas de fuego, del cual el 85 por ciento proviene de Esta-
dos Unidos. 

De acuerdo a la información y cifras previamente señala-
das, se destaca la necesidad de incrementar la regulación y
control de armas con el propósito de fortalecer el marco
institucional y ejercer mayor vigilancia en la compra, ven-
ta y distribución del armamento para evitar su uso discre-
cional con fines delictivos, además resulta necesario endu-
recer las sanciones aplicadas a las personas que porten
armas prohibidas con fines ilícitos.  

Argumentación

El artículo 10o. señala el derecho de los habitantes de los
Estados Unidos Mexicanos a poseer armas en su domicilio,
para su seguridad y legítima defensa con la excepción de
las prohibidas por la Ley Federal y de las reservadas para
el uso exclusivo del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y
Guardia Nacional, determinando la Ley Federal los casos,
condiciones, requisitos y lugares en los cuales se podrá au-
torizar la portación de armas.9

Asimismo en el Código Penal Federal en su artículo 160
señala que a quien porte, fabrique, importe o acopie sin un
fin lícito instrumentos que sólo puedan ser utilizados para
agredir y que no tengan aplicación en actividades laborales
o recreativas, se le impondrá prisión de tres meses a tres
años o de 180 a 360 días multa y decomiso. Sin embargo,
a la luz del uso discrecional e indiscriminado del arma-
mento con fines delictivos resulta prioritario aumentar las
penalidades a los sujetos que porten armas prohibidas, esta
iniciativa tiene como propósito disminuir y desincentivar
la compra y venta ilegal de armas que deriva en aumentos
desproporcionados de violencia en el país. 

El endurecimiento de las penas en prisión para las personas
que posean armamento prohibido tendrá un impacto posi-
tivo en la disminución de la delincuencia registrada en los
últimos años en México. 

Adicionalmente, en el artículo 83 de la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego y Explosivos establece penas a quien sin el
permiso correspondiente porte un arma de uso exclusivo
del Ejército, Armada o Fuerza Aérea. 

En vista de las anteriores consideraciones, y con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
someto a consideración de esta soberanía el siguiente
proyecto de modificación del Código Penal Federal con
el fin de aumentar las sanciones aplicadas a las perso-
nas que porten armas prohibidas con fines ilícitos.  

Ordenamiento a modificar, texto normativo propuesto y ar-
tículo transitorio

El propósito de esta iniciativa es disminuir y desincentivar
la compra y venta ilegal de armas que deriva en aumentos
desproporcionados de violencia en el país, a través del au-
mento de las sanciones aplicadas a las personas que porten
armas prohibidas con fines ilícitos de conformidad con lo
establecido en el Código Penal Federal y en la Ley Federal
de Armas de Fuego y Explosivos.



Por otra parte, como artículo transitorio, propongo que úni-
camente se prevea que la modificación entrará en vigor el
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Small Arms Survey A Project of the Graduate Institute of Internatio-
nal and Development Studies. 

2 Cifras entregadas vía transparencia por la Secretaría de la Defensa
Nacional (Sedena). 

3 Véase. Boletín de Prensa número 9/16. Encuesta Nacional de Segu-
ridad Pública Urbana (ENSU) Cifras correspondientes a diciembre de
2015.

4 Porcentaje de población de 18 años y más que reside en capitales de
los estados o ciudades seleccionadas de 100,000 habitantes y más que
perciben el desempeño de las autoridades como “Muy o algo efectivo”,
Inegi.

5 Véase. Datos preliminares revelan que en 2014 se registraron 19 mil
669 homicidios. Información a nivel nacional y por entidad federativa.
Boletín de prensa núm. 276/15

6 Tráfico de armas: Entorno, propuestas legislativas y opinión pública.
José de Jesús González Rodríguez, Centro de Estudios Sociales y de
Opinión Pública, 2014. Con datos de Naciones Unidas y otros organis-
mos internacionales. 

7 Íbid.

8  Procuraduría General de la República, “Tercer informe de labores
2014-2015”, PGR, México 2015.

9 Secretaría de la Defensa Nacional. Dirección General del Registro
Federal de Armas de Fuego y Control de Explosivos, Manual de Ser-
vicios al Público 2014/2015

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 de abril de
2016.— Diputada María Guadalupe Oyervides Valdez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma el artículo 38 de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Maricela Emilse Etcheverry Aranda,
del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Maricela Emilse Etcheverry Aranda,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, y en apego a las facultades y atribucio-
nes conferidas por el artículo 71 fracción II de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los
artículos 6, numeral 1, fracción I, y artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, somete a la consideración de esta
asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona algunas disposiciones a la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y en
la que se solicita que la Ley establezca que en cada entidad
federativa se cuente con un Centro de Justicia para la Mu-
jer o de atención para mujeres víctimas de la violencia, ba-
jo las siguientes consideraciones: 

Exposición de Motivos

La violencia contra las mujeres se desarrolla de diversas
formas: física, sexual, psicológica y económica. Estas for-
mas de violencia se interrelacionan y afectan a las mujeres
desde el nacimiento hasta la edad mayor. Algunos tipos de
violencia, como el tráfico de mujeres, cruzan las fronteras
nacionales.

Las mujeres que experimentan violencia sufren de una va-
riedad de problemas de salud y se disminuye su capacidad
para participar en la vida pública. La violencia contra las
mujeres afecta a familias y comunidades de todas las gene-
raciones y refuerza otros tipos de violencia prevalecientes
en la sociedad.

La protección de los derechos humanos incluyendo los de
mujeres y niñas, es un eje rector y transversal de la políti-
ca nacional del Estado mexicano. Durante los últimos años
se ha desarrollado un robusto marco normativo para su pro-
tección, partiendo del artículo 1o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece
que todas las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en la misma y en los tratados internacionales
de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las
garantías para su protección.

Además, indica que los derechos humanos deberán garan-
tizarse favoreciendo la protección más amplia a las perso-
nas, a la luz de los principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad. Igualmente, el
mismo precepto prohíbe tajantemente cualquier tipo de
discriminación que atente contra la dignidad humana y que
tenga por objeto anular los derechos y libertades de las per-
sonas.

Es también necesario resaltar que en la Encuesta Nacional
de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública
(ENVIPE-2015)1 refiere que los problemas de mayor pre-
ocupación que reconoce la población de 18 años y más son
la inseguridad, desempleo, aumento de precios y la pobre-
za.

La preocupación por su seguridad tiene razones y causas
objetivas que se encuentran vinculadas directamente con
las condiciones de su entorno social, territorial, económico
y particularmente las relacionadas con las acciones que los
tres órdenes de gobierno llevan a cabo para cumplir con su
encomienda básica de garantizar su seguridad y con lo que
de manera inmediata la población percibe y recibe.

En algunos espacios públicos dentro de las ciudades se ha
recrudecido particularmente la violencia en los últimos
años. La percepción de inseguridad esta? más arraigada en
las mujeres, pues suelen pasar más tiempo en su comuni-
dad con el temor de ser agredidas sexualmente.

En el ámbito comunitario, en el transporte público o zonas
de esparcimiento, son también frecuentes los eventos de
violencia hacia las mujeres. Como resultado del crecimien-
to de las actividades criminales, la violencia hacia las mu-
jeres se ha incrementado ya sea en forma de trata, desapa-
riciones, violaciones, o feminicidios, aunque también los
asaltos y robos en contra de mujeres han crecido en los es-
pacios públicos, sobre todo de ciudades con más de un mi-
llón y medio de habitantes.

La encuesta refiere también que más del 4% de la pobla-
ción femenina encuestada mayor de 18 años, dijo haber si-
do victimizada por delitos sexuales (hostigamiento, mano-
seo, exhibicionismo, intento de violación y violación
sexual); asimismo las mujeres declararon haber vivido al-
guna situación de violencia en los espacios públicos a lo
largo de su vida. 

En el caso de la forma más extrema de violencia hacia las
mujeres que es la privación de la vida, de acuerdo con las



Estadísticas Vitales de la Secretaría de Salud, los cuerpos
de mujeres cuyo Certificado de Defunción indicaba haber
sufrido un homicidio pasaron de 1,214 en 2004 a 2,590 en
2012. Esto explica que la percepción de inseguridad este?
más extendida entre las mujeres.

Por lo anterior, las mujeres han modificado sus rutinas co-
tidianas y se inhiben de hacer uso de los espacios públicos,
lo que repercute negativamente en su bienestar y limita sus
posibilidades de desarrollo educativo, laboral, social y el
ejercicio pleno de su ciudadanía.

Muestra de ellos, el pasado 31 de julio de 2015, la Secreta-
ría de Gobernación emitió una declaratoria de Alerta de
Violencia contra la Mujeres en once municipios del Estado
de México (Chalco, Chimalhuacán, Cuautitlán Izcalli, Eca-
tepec de Morelos, Ixtapaluca, Naucalpan de Juárez, Neza-
hualcóyotl, Tlalnepantla de Baz, Toluca, Tultitlán y Valle
de Chalco Solidaridad), decisión que había sido aprobada
por unanimidad en el Sistema Nacional para Prevenir,
Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mu-
jeres.

La Secretaría de Gobernación, a través de la Comisión Na-
cional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las
Mujeres (CONAVIM), trabaja en el diseño de programas y
políticas públicas de carácter integral que tienen como fin
último garantizar y proteger los derechos humanos de las
mujeres.

Una de las políticas públicas más exitosas que ha puesto en
marcha la CONAVIM desde el 2010, ha sido la creación y
fortalecimiento de los Centros de Justicia para la Mujer,
los cuales buscan dar respuesta a las obligaciones en mate-
ria de atención y prevención de violencia contra las muje-
res, así como atender diversas recomendaciones interna-
cionales formuladas al Estado mexicano en la materia. 

Los Centros de Justicia para la Mujer son el resultado de
la suma de esfuerzos y recursos entre el Gobierno de la Re-
pública, entidades federativas y organizaciones de la socie-
dad civil, para la creación de espacios que concentran bajo
un mismo techo servicios multidisciplinarios tales como: 

• Atención psicológica, jurídica y médica,

• Albergues temporales,

• Ludoteca con expertas y expertos en temas de desa-
rrollo infantil; y,

• Talleres de empoderamiento social y económico para
apoyar a las mujeres a salir del círculo de violencia.

En estos Centros se busca fortalecer el acceso a la justicia
por medio de un proceso de autovaloración para detener la
violencia, así como proporcionar herramientas que propi-
cien la toma de decisiones informada y encaminada a cons-
truir un proyecto de vida en entornos libres de violencia.

Tomando en cuenta que no en todos las entidades federati-
vas existe un Centro de Justicia para la Mujer, es impor-
tante por ello, incorporar dentro de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia la
creación, establecimiento y presupuestación de Centros de
Justicia para la Mujer en todas las entidades federativas.

Con la publicación de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia, el Estado mexicano
debe de impulsar estrategias para atender la violencia en
contra de las mujeres a través de la Centros de Justicia de
la Mujer y de Atención en cada una de las ciudades impor-
tantes del país donde se refleje este fenómeno y especial en
cada una de las entidades federativas. Asimismo es necesa-
rio armonizar de leyes estatales para que se dé lugar a tra-
tamientos diferenciados que favorezcan el acceso a la jus-
ticia, sin perder de vista que algunas entidades federativas,
contemplan disposiciones que atentan contra los derechos
de las mujeres.

Es por ello que se propone la construcción de Centros de
Justicia para la Mujer para que en estos espacios se atien-
da y asesore a mujeres que han sido víctimas de la violen-
cia con sensibilidad, con perspectiva de género y derechos
humanos de las mujeres, a fin de que las y los servidores
públicos de los tres órdenes de gobierno, proporcionen ser-
vicios de asistencia con dignidad, integralidad y respeto a
los derechos de las mujeres, promoviendo así el cambio
cultural para la no violencia contra las mujeres y niñas y el
desarrollo de las relaciones igualitarias.

Resulta también indispensable, difundir el contenido de la
Ley General y los servicios que otorgan estos Centros de
Justicia para la Mujer a nivel nacional, acompañado con
campañas de difusión y sensibilización para la no violencia
contra las mujeres; así como llevar a cabo acciones para
fortalecer el empoderamiento de las mujeres y su autono-
mía.
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Entonces

Una vez presentados los argumentos por los cuales se mo-
tiva la creación de estos centros en todas las entidades fe-
derativas para que se garantice la atención, asistencia y
asesoría a las mujeres que han sido víctimas de la violen-
cia; se considera entonces importante incorporar en el cuer-
po de la Ley la creación de Centros de Justicia para la Mu-
jer en todas y cada una de las entidades federativas del
país; por lo que se exhiben a continuación, las propuestas
de reforma en el Artículo 38 de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a su considera-
ción la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona distintas disposiciones
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia para establecer estrategias integra-
les con la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar
la Violencia contra las Mujeres y asegurar la creación
de centros de justicia para la mujer en todas las entida-
des federativas

Artículo 38 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia para quedar como sigue:

• Fracción XIV: Establecer los mecanismos necesarios
para el establecimiento, construcción y desarrollo de
Centros de Justicia para la Mujer en cada entidad fede-
rativa; con el propósito de atender, apoyar, asistir, pre-
venir y asesorar a las mujeres que son víctimas de la
violencia.

• Fracción XV: Promover, desarrollar, ejecutar y eva-
luar proyectos para la creación de Centros de Justicia
para la Mujer entre la Conavim y demás dependencias
que establece la presente Ley a fin de brindar la protec-
ción necesaria y salvaguarda física de mujeres y promo-
ver una cultura libre de violencia.

• Fracción XVI: Difundir los servicios que otorgan los
Cetros de Justicia para la Mujer a través de todos los
medios de comunicación, con el objeto de que se fo-
mente el espacio de atención y asistencia y se erradique
la violencia contra la mujer.

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo.- La Conavim contarán con un plazo de 90 días
para emitir los lineamientos a los que se hace referencia en
el Artículo 38, fracciones XIV y XV del presente decreto.

Tercero.- El Ejecutivo Federal contará con 120 días para
realizar las adecuaciones presupuestales y administrativas
necesarias para desarrollar estrategias que garantice el es-
tablecimiento de Centros de Justicia para la Mujer en todas
las entidades federativas.

Nota:

1 Inegi, Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Segu-
ridad Pública 2015, Año base 2014, México.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 de abril de
2016.—Diputada Maricela Emilse Etcheverry Aranda (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS
ADULTAS MAYORES

«Iniciativa que reforma el artículo 5o. de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la
diputada Edith Yolanda López Velasco, del Grupo Parla-
mentario del PRI

La que suscribe, diputada Edith Yolanda López Velasco,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso
de la Unión, presento Iniciativa en ejercicio de las faculta-
des que me confieren los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto para efectos
de su discusión y aprobación en su caso, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona el
inciso h) a la fracción I del artículo 5 de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores. Por lo anterior y



a efecto de reunir los elementos exigidos por el numeral 1
del artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
de este Honorable Congreso de la Unión, la iniciativa se
presenta en los siguientes términos:

I. Exposición de Motivos

Los adultos mayores son una parte muy importante de la
sociedad, personas que llevan toda una vida de experiencia.
Reconocer estas capacidades, no sólo es un acto de estric-
ta justicia, sino una clara posibilidad de incorporarlos o
reincorporarlos en forma activa a los distintos espacios del
desarrollo social y económico de la entidad, de sus pueblos
o comunidades, principalmente tratándose de adultos ma-
yores indígenas, lo que implica la apertura a nuevas opor-
tunidades en educación, capacitación, ocupación laboral,
diversidad cultural, turístico, respetando su identidad, len-
gua, tradiciones y costumbres. 

En nuestro país el artículo 1o, párrafo quinto, constitucio-
nal, protege a los adultos mayores al señalar que la edad es
uno de los motivos por los cuales se prohíbe discriminar a
las personas en el territorio nacional. Las personas adultas
mayores, como todas las personas en el territorio nacional,
tienen reconocidos los derechos humanos previstos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
en los tratados internacionales firmados y ratificados por el
Estado mexicano, de acuerdo con la reforma constitucional
en materia de derechos humanos publicada el 10 de junio
de 2011.

Todos los cambios que el adulto mayor sufre en su estruc-
tura molecular, se producen involuntariamente, por lo que
deben ser asumidos como parte de sus vidas y considerar-
los en los diferentes planes, programas y estrategias de las
instancias de salud federales, estatales y municipales

Personas que se ven solos ante la muerte del cónyuge, por-
que los hijos se desentienden, son un peso demasiado difí-
cil de llevar o simplemente en la vida de valores frenéticos
y materiales que vivimos no nos dan un beneficio directo y
pueden frenar nuestras ansias de movimiento. En otras so-
ciedades, los adultos mayores son venerados y tratados con
respeto mientras en la nuestra son muchas veces abando-
nados o simplemente no escuchados.

Las personas adultas mayores en poblaciones indígenas,
deben ser reconocidas por su identidad, porque son el prin-
cipal promotor de su diversidad cultural, dado su liderazgo,
su edad, sabiduría y fortaleza a lo largo de los tiempos en

sus pueblos y comunidades, y por otro lado, por las valio-
sas aportaciones que han realizado a las instituciones no
sólo en su conocimiento, sino en sus iniciativas de apoyo,
dedicación y ayuda efectiva.

Sin embargo, en la actualidad la sociedad moderna ha in-
fluido, y ya no son respetados los adultos mayores indíge-
nas, por la edad y por la sabiduría. Por ello, es necesario
atender este sector de adultos mayores respetando su iden-
tidad indígena de la que se sienten orgullosos y agradeci-
dos, ayudando a satisfacer las necesidades más básicas, co-
mo la alimentación y la salud, sin apartarse de su cultura,
sus ceremoniales, sus tradiciones y los valores que siempre
han tenido.

Los adultos mayores de los pueblos y comunidades indíge-
nas tienen derecho a identificarse a sí mismos como indí-
genas y de ser reconocidos como tales. Estos pueblos rei-
vindican el derecho a definirse ellos mismos a través de la
autodefinición y del autorreconocimiento. El reconoci-
miento de sus derechos de grupo implica el respeto de su
identidad étnica, libremente determinada por ellos mismos. 

En otras palabras, ellos reivindican su derecho a ser dife-
rentes, como es respetado por nuestra Constitución Federal
en su artículo 2 al señalar: 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible.

La Nación tiene una composición pluricultural sustenta-
da originalmente en sus pueblos indígenas que son
aquellos que descienden de poblaciones que habitaban
en el territorio actual del país al iniciarse la colonización
y que conservan sus propias instituciones sociales, eco-
nómicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio
fundamental para determinar a quiénes se aplican las dis-
posiciones sobre pueblos indígenas.

En el país se observa un envejecimiento poblacional muy
acelerado, el Consejo Nacional de Población, hace referen-
cia que en el año 2000 la población de adultos mayores co-
rrespondía al 7.3% de la población total; en el 2015 tiene
un número 8%, para el 2025 se espera un total de 14.9% y
para el 2050 un 26.8%. La población adulta mayor indíge-
na en el país es de 957,101, siendo la lengua indígena la
predominante, seguida del Náhuatl, Maya y Zapoteco.
(Instituto Nacional de Estadística y Geografía, INEGI,
2012). De acuerdo con el INEGI en el 2008, el 90 % de las
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personas adultas mayores indígenas viven en sus comuni-
dades con sus familias, sin embargo no cuentan con segu-
ridad social y algunos servicios básicos, mientras el 10%
ha migrado a las zonas urbanas y carece de red de apoyo
familiar e institucional.

La pobreza es uno de los problemas más álgidos a los que
se enfrenta la población indígena, principalmente las per-
sonas mayores, la falta de programas de salud, de educa-
ción y accesibilidad, favorecen su vulnerabilidad, la barre-
ra lingüística favorece su discriminación, por eso, es tan
necesario que se les atienda y se les reconozca su identi-
dad, en los espacios ya instalados para sus cuidados y aten-
ciones, a fin de que se les permita mejorar su calidad de vi-
da de acuerdo a su diversidad, tradiciones, modos de vida
y estructura generacional; así como en los espacios de aten-
ción integral que se instalen en sus comunidades, ya que
debe de respetarse su pluriculturalidad, lengua y formas de
organización, porque no se pueden aplicar políticas públi-
cas, programas o espacios de asistencia integral, sin que se
considere esta identidad, de otra manera, se le estaría dis-
criminando por ser indígena, violentando su derecho de
igualdad e identidad.

La importancia de concientizar a las Autoridades Federa-
les, Estatales y Municipales para que observen en sus ac-
ciones y políticas a este sector más importante de la socie-
dad, como son las y los adultos mayores indígenas,
reconociendo su identidad, procurando dotarlos de los cui-
dados y atenciones que les permitan mejorar su calidad de
vida en sus pueblos y comunidades indígenas, hacerlos
sentir personas de gran valor y experiencia y así poder co-
rresponder un poco a su trabajo y esfuerzo que han realiza-
do durante muchos años y con el cual han favorecido a la
edificación, conservación y legado de un gran pueblo o co-
munidad para todas y todos.

III. Fundamento legal de la iniciativa

Esta Iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades que
tiene la suscrita en su calidad de Diputada Federal de la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, y
que le confieren los artículos 71, fracción II de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
el 6o., numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados.

IV. Denominación del proyecto de reforma

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona el
inciso h) a la fracción I del artículo 5 de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores.

V. Texto normativo propuesto

Artículo Único: se adiciona el inciso h) a la fracción I del
artículo 5 de la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores.

Para quedar como sigue:

Capítulo II
De los Derechos

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta
Ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas ma-
yores los siguientes derechos:

I. De la integridad, dignidad, identidad y preferencia:

a. A una vida con calidad. Es obligación de las Ins-
tituciones Públicas, de la comunidad, de la familia y
la sociedad, garantizarles el acceso a los programas
que tengan por objeto posibilitar el ejercicio de este
derecho.

b. Al disfrute pleno, sin discriminación ni distinción
alguna, de los derechos que ésta y otras leyes consa-
gran.

c. A una vida libre sin violencia.

d. Al respeto a su integridad física, psicoemocional
y sexual.

e. A la protección contra toda forma de explotación.

f. A recibir protección por parte de la comunidad, la
familia y la sociedad, así como de las instituciones
federales, estatales y municipales.

g. A vivir en entornos seguros dignos y decorosos,
que cumplan con sus necesidades y requerimientos y
en donde ejerzan libremente sus derechos.

h. Al respeto a su identidad indígena, garantizan-
do su desarrollo integral, de acuerdo a su diversi-



dad cultural, tradición, lengua, modo de vida y
estructura generacional. 

Artículo Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Palacio Legislativo, Cámara de Diputados del Honorable Congreso de
la Unión, Ciudad de México, DF, a 14 de abril de 2016.— Diputada
Edith Yolanda López Velasco (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma los artículos 132 y 180 de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado David Mercado
Ruiz, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, David Mercado Ruiz, diputado a la LXIII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72, inciso h), de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presenta a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona la fracción XXIX del artículo 132 y se adiciona la
fracción VI del artículo 180 de la Ley Federal del Trabajo,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Antecedentes

El derecho laboral en México nació en el siglo XIX, como
un derecho reivindicatorio, perseguía como propósito prin-
cipal restituir a la clase trabajadora en el goce de sus dere-
chos. En la relación de trabajo, las y los trabajadoras eran
siempre la parte más vulnerable, históricamente, sus dere-
chos fueron anulados, disminuidos, o bien, violentados por
la parte patronal. Nació entonces una rama del derecho co-
mo una pieza fundamental del ordenamiento jurídico que

desarrollaría las bases para proteger a todas las personas
trabajadoras y sentaría los principios para dar cabal reco-
nocimiento y cumplimiento a los derechos sociales de la
clase trabajadora mexicana permitiendo la regulación de
las relaciones laborales de conformidad con el principio
de dignidad del trabajo procurando crear un equilibrio
justo y razonable en las relaciones de trabajo.

La Constitución de 1917 fue promulgada en una realidad
histórica que dio paso al constitucionalismo social, una
realidad que elevó a la técnica constitucional, por vez pri-
mera en el mundo, los denominados derechos sociales, en
el texto legal de esta Constitución se recogió el pensa-
miento inspirador del derecho laboral en el artículo 123. En
un principio, fueron los congresos locales quienes detenta-
ron la facultad de legislar en materia laboral; aunque las di-
ferencias socioeconómicas y el distinto nivel de desarrollo
entre los estados provocaron el surgimiento de diferentes
interpretaciones respecto a los alcances del artículo consti-
tucional consagrado a los derechos de los trabajadores, co-
mo consecuencia de esto, el presidente Portes Gil presentó
una propuesta que modificaba el artículo 73 constitucional
con el fin de que el responsable para promulgar una Ley
Federal del Trabajo fuera el Congreso de la Unión1.

Posteriormente, el 22 de mayo de 1931 se publicó la pri-
mera Ley Federal del Trabajo, Reglamentaria del Artículo
123 Constitucional, casi cuatro décadas después, el 1 de
abril de 1970 fue publicada la nueva Ley Federal del Tra-
bajo en el Diario Oficial de la Federación, esta nueva ley
sería ahora reglamentaria del apartado A del artículo 123 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
comprende dieciséis títulos que engloban los principios ge-
nerales; relaciones individuales de trabajo; duración de las
relaciones de trabajo; condiciones de trabajo; derechos y
obligaciones de las y los trabajadores y de la clase pa-
tronal; trabajo de las mujeres; trabajo de los menores;
trabajos especiales; relaciones colectivas de trabajo; huel-
gas; riesgos de trabajo; prescripción de las acciones de tra-
bajo; autoridades del trabajo; personal jurídico de las jun-
tas de conciliación y arbitraje; representantes de los
trabajadores y de los patrones; derecho procesal del traba-
jo y procedimientos de ejecución.

Planteamiento del problema

Con base en lo anterior, puede decirse que la Ley Federal
del Trabajo está integrada por una amplia gama de temas
laborales, no obstante, también es amplia la gama de trans-
formaciones económicas, sociales y políticas que han
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acaecido en las últimas décadas tanto en México como en
el escenario internacional, en el cual nuestro país participa
activamente, dichas transformaciones fueron rebasando en
gran medida la ley laboral de la década de los 70, cabe
mencionar que en aquel entonces no existían todavía ins-
trumentos internacionales específicos de derechos de las
mujeres, tales como la Convención para la Eliminación de
la Discriminación contra la Mujer (Cedaw, por su sigla en
inglés) o la Convención Interamericana para Prevenir, San-
cionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.

En materia de derechos laborales de las mujeres, la Ley Fe-
deral del Trabajo vigente contempla un número limitado de
derechos y, básicamente, están ligados con el ejercicio de
la maternidad, además, es importante tener en cuenta que
estos derechos se centran en garantizar los derechos de las
mujeres incorporadas en el sector formal, acorde con las ci-
fras reportadas por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), 42.5 de cada 100 mexicanas están incor-
poradas a un empleo2 un porcentaje que indudablemente
incrementaría si se tuvieran las cifras precisas de las muje-
res activas laboralmente en el sector informal o no estruc-
turado.

En la Ley Federal del Trabajo se aprecian aún muchas de-
bilidades que exponen la necesidad de perfeccionar la
norma desde la perspectiva de género y la transversali-
dad de la igualdad. Debemos entender la ley referida, co-
mo una norma fundamental en la tarea de conquistar un
bienestar social para toda la nación mexicana, por ello, es
crucial que tengamos en cuenta la importancia de decons-
truir la visión tradicional del derecho. Desde la actividad
legislativa debemos reconocer y asumir los grandes cam-
bios que las mujeres han estado viviendo en los últimas dé-
cadas como ciudadanas y llevar a cabo los cambios jurídi-
cos que se hagan necesarios para reflejar estas importantes
transformaciones, por ello, es apremiante reformar la Ley
Federal del Trabajo con una visión integradora que permi-
ta garantizar plenamente los derechos de las mujeres en el
ámbito laboral. 

La ley que nos ocupa se reformó en 2013 para incorporar
los conceptos de hostigamiento y acoso sexual, sin em-
bargo, en el título cuarto, capítulo I, Obligaciones de los
Patrones, así como en el título quinto Bis, Trabajo de los
Menores, no se señala de forma explícita y puntualizada
que es obligación de la parte patronal el establecimiento
de mecanismos, políticas y procedimientos internos para
atender, desalentar, prevenir y erradicar conductas de aco-
so y hostigamiento sexual, así como resolver y sancionar

dichas conductas cuando se presenten en el lugar de tra-
bajo.

Por consiguiente, la cuestión que pretende perfeccionarse
en la ley, consiste en eliminar el vacío jurídico existente en
omisión de señalar con precisión y sin vacilaciones que
dentro de las obligaciones de la parte patronal se consi-
deran también: establecer mecanismos y políticas inter-
nas para prevenir, desalentar, evitar y sancionar con-
ductas de acoso y hostigamiento sexual, así como el
establecimiento de un procedimiento equitativo, confia-
ble y efectivo, que garantice la confidencialidad de las
denuncias, para atender, detectar, erradicar, investigar
y resolver quejas, reclamos o denuncias presentadas en
relación con el acoso y el hostigamiento sexual en el lu-
gar de trabajo.

Consideraciones

En los últimos años, nuestro país, al igual que diversos es-
tados miembros de la comunidad internacional, se han pre-
ocupado y abocado en el diseño y la definición de los per-
files de sus agendas de desarrollo, en las cuales, se han
incorporado metas muy claras y específicas tales como la
incorporación de la cultura en la promoción del desarrollo
social inclusivo, la erradicación de la pobreza, el impulso
de la sustentabilidad ambiental, entre muchas otras, no obs-
tante, para poder afirmar que se tiene una agenda de desa-
rrollo completa, es crucial integrar en la misma la igualdad
de género como una parte fundamental de la ecuación para
un desarrollo más inclusivo y sostenible3.

En el caso de México, el Plan Nacional de Desarrollo
2013-2018 se creó con la visión de trabajar por hacer de
México una sociedad de derechos, en donde todas y todos
tengan acceso efectivo a los derechos que otorga la Cons-
titución. Por primera vez en un Plan Nacional de Desarro-
llo, en nuestro país, se incorporó como una de las tres es-
trategias transversales para todas las políticas públicas
derivadas la perspectiva de género.

Es importante destacar que este Plan Nacional de Desarro-
llo señala que: “el Estado mexicano hará tangibles los
compromisos asumidos al ratificar la Convención sobre
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer”. Acorde con la estrategia transversal
de la perspectiva de género, se contemplan diversas me-
didas destinadas a dar certeza jurídica y garantizar los de-
rechos de las mujeres buscando evitar a toda costa que la
condición de género sea causa de exclusión, desigual-



dad, discriminación o violencia. Asimismo, se señala que
la transversalización debe entenderse como una estrate-
gia de institucionalización y, al mismo tiempo, debe con-
siderarse la guía para lograr la igualdad entre mujeres y
hombres, como uno de sus objetivos define: “fomentar un
proceso de cambio profundo que comience al interior
de las instituciones de gobierno”4.

Podemos señalar entonces que la igualdad y la perspecti-
va de género son instrumentos esenciales para conquistar
la plena realización de los derechos humanos de todas
las personas. No obstante y, pese a los esfuerzos que se
han venido desplegando en las últimas décadas, es necesa-
rio el reconocimiento sobre la existencia de leyes en nues-
tro ordenamiento jurídico con matices discriminatorios
contra las mujeres, debemos evitar que esto persista tanto
como evitar que se promulguen leyes en este sentido.

Es innegable que el derecho tiene un rol fundamental para
que las mujeres puedan lograr la consolidación y el respe-
to de sus derechos humanos y constitucionales, no pode-
mos poner en duda esta verdad porque el derecho es el
principal mecanismo para involucrar tanto a hombres co-
mo a mujeres, que son sujetos del derecho, en la promo-
ción, creación y aplicación de leyes desde la perspectiva de
género, es decir, a través de una conciencia no discrimina-
toria y en la defensa de los derechos humanos de las muje-
res, desde la realidad jurídica vigente5.

Tampoco puede negarse que históricamente el sistema pa-
triarcal encontró en la ley a su mejor aliado, a través del or-
den jurídico se posibilitó y legitimó el afianzamiento y la
permanencia de la subordinación de la mujer, al amparo de
leyes patriarcales y discriminatorias se ha justificado el
control de su cuerpo, de su sexualidad, de su educación o
forma de vida, desde la trinchera legal se consintió un sis-
tema de agresión y explotación física, económica, política
y social contra las mujeres, concluyendo finalmente en una
negación de sus derechos más elementales como seres hu-
manos y como ciudadanas6.

Durante mucho tiempo les fue negado a las mujeres el de-
recho a la seguridad social y al trabajo en condiciones dig-
nas, estos derechos hoy en día forman parte de los derechos
universales y en nuestro sistema jurídico se encuentran am-
pliamente reconocidos, teniendo así que; constitucional-
mente el marco de los derechos de la clase trabajadora se
encuentra consagrado en su artículo 1o. que establece el
derecho humano de no discriminación, mientras que en el
4o. se estipula la igualdad jurídica entre la mujer y el

hombre. El artículo 5o. señala el derecho de las personas a
dedicarse a la profesión, industria, comercio o trabajo que
a cada quien le acomode, siempre y cuando éstos sean líci-
tos.

Los principios que rigen las relaciones laborales pueden
ubicarse en el artículo 123 constitucional y en sus leyes re-
glamentarias, esto es la Ley Federal del Trabajo y la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. En el
ámbito internacional nuestro país forma parte de distintos
instrumentos internacionales que promueven la igualdad
de oportunidades y de trato. México ha ratificado alrededor
de 78 convenios de los 188 adoptados por la Organización
Internacional del Trabajo7, entre ellos: el Convenio sobre
igualdad de remuneración, el Convenio sobre la discrimi-
nación (empleo y ocupación), el Convenio sobre las peo-
res formas de trabajo infantil, por mencionar algunos.

En lo que respecta a los tratados y convenciones interna-
cionales vinculados directamente con la igualdad de la mu-
jer y la lucha contra la discriminación y la erradicación de
todo tipo de violencia, nuestro país está suscrito a los prin-
cipales instrumentos, tales como: la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra
la Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Con-
vención Interamericana sobre Concesión de los Derechos
Civiles a la Mujer, la Convención Internacional para la Re-
presión de la Trata de Mujeres y Menores, Convención so-
bre los Derechos Políticos de la Mujer, entre otros.

Hasta aquí puede señalarse que la firma y ratificación de
diversos instrumentos internacionales y el perfecciona-
miento de las leyes internas es una muestra de la vocación
de la nación mexicana por la igualdad, la justicia, la demo-
cracia y los derechos sociales. El Estado mexicano plasmó
esta vocación en la elaboración de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia vigente
desde el 2 de febrero de 2007. La publicación de esta ley se
ha celebrado como un importante paso hacia el cumpli-
miento de normas internacionales en la materia, representa
un freno a las conductas que atentan contra la dignidad y
los derechos de las mujeres, además, trajo consigo la in-
corporación de los conceptos de acoso y hostigamiento se-
xual.

Posteriormente, la reforma laboral de 2013 recogió estos
conceptos incluyéndolos en la Ley Federal del Trabajo
como un primer paso para dar protección a las mujeres
trabajadoras. La ley establece la diferencia entre acoso y
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hostigamiento sexual, en el artículo 3o. Bis, se define co-
mo acoso sexual “una forma de violencia en la que hay un
ejercicio abusivo del poder que conlleva a un estado de in-
defensión y de riesgo para la víctima, independientemente
de que haya o no una relación de subordinación”. Por otro
lado, el hostigamiento, acorde con la legislación, es: “el
ejercicio del poder en una relación de subordinación real de
la víctima frente al agresor en el ámbito laboral, que se ex-
presa en conductas verbales, físicas o ambas”.

Sin embargo, aún queda camino por avanzar en la erradi-
cación de estas prácticas y de todas las formas de violencia
hacia la mujer. Acorde con datos del Comité de Vigilancia
para la aplicación de la Convención sobre la Eliminación
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, en
México 3 de cada 10 mujeres han sido víctimas de vio-
lencia en el trabajo, incluyendo el acoso sexual8. Según
datos del Inegi, 45 por ciento de las mujeres declaró que al
menos una vez ha sido agredida de diferentes formas por
personas distintas a su pareja: ya sea por familiares, cono-
cidos o extraños en diferentes espacios, incluido el ámbi-
to laboral. Asimismo, 62.8 por ciento de las mujeres ma-
yores de 15 años, declararon que había sufrido al menos un
acto de violencia en su vida, en este análisis se consideró la
violencia de pareja, de cualquier otro agresor distinto a la
pareja, violencia y discriminación en el trabajo y discri-
minación por embarazo9.

La violencia sexual ha sido experimentada por poco más de
un tercio de todas las mujeres, es decir, 35.4 por ciento ha
sufrido violencia relacionada directamente con la inti-
midación, el abuso sexual o el acoso sexual en algún es-
pacio de su vida. Si nos abocamos a las estadísticas, éstas
muestran un panorama contrario al optimismo y sumamen-
te alarmante. En 2011, 63 de cada 100 mujeres mayores de
15 años reconoció haber padecido algún incidente de vio-
lencia, ya sea por parte de su pareja o de cualquier otra u
otras personas10.

La gravedad que se expresa a través de estos datos, incre-
menta si consideramos que el común denominador en los
casos de acoso es la falta de políticas para prevenir y
atender este delito, generalmente, los centros de trabajo
no cuentan con herramientas ni mecanismos apropia-
dos para registrar una conducta abusiva o violenta,
tampoco incluyen en sus reglamentos los delitos de aco-
so y hostigamiento y, mucho menos, elaboran estrate-
gias que motiven a la trabajadora a denunciar, por lo
que, en muchas ocasiones, este tipo de delitos es invisi-

bilizado dado que son pocas las mujeres que denuncian
por temor a represalias, en consecuencia, son mínimos
los casos que se resuelven por la vía penal, al tratarse de
delitos que se persiguen por querella.

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer11, señala
que los países suscritos deben promover el mejoramien-
to y perfeccionamiento de la legislación interna para
abolir toda práctica que justifique, consienta o promue-
va la violencia de género. Asimismo, la Oficina del Alto
Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos
Humanos en México, ha emitido recomendaciones exhor-
tando a nuestro país a llevar a cabo las estrategias necesa-
rias para lograr la eliminación de obstáculos que impi-
den sancionar y castigar a los responsables de acciones
ilícitas como el acoso y el hostigamiento sexual en el sec-
tor laboral.

Por todo esto, debemos seguir trabajando, con decisión y
firmeza, en la ruta para lograr la igualdad de oportuni-
dades en el trabajo para mujeres y hombres, con el fin
de que puedan tener acceso a un empleo en condiciones
de igualdad, libertad y seguridad necesarias y exigidas
por la dignidad humana. Cabe aclarar que tampoco se
trata de generar un sistema de sobreprotección ni desde la
legislación ni desde la tutela jurisdiccional afectando o vul-
nerando los derechos del empleador, se trata simplemente
de normar su conducta al ordenamiento mejorado y perfec-
cionado como principio de seguridad jurídica.

Es indispensable que tengamos en cuenta el contexto en el
que surgen las normas jurídicas que prohíben el acoso se-
xual laboral. Si bien, desde un plano teórico, puede seña-
larse que cualquier persona puede ser víctima de acoso se-
xual, por lo que los hombres también pueden llegar a ser
víctimas de este delito, lo cierto es que se trata de una for-
ma de crimen por razón de sexo, además, es fundamen-
tal que nos situemos en la realidad. La situación de fac-
to es que son las mujeres las que han estado sometidas a
escenarios de acoso, abuso, hostigamiento y violencia se-
xual en el ambiente laboral.

Desde los albores de la sociedad, las mujeres han sido las
principales víctimas del acoso y el hostigamiento al encon-
trarse en posiciones de mayor vulnerabilidad, por lo que
son la población más expuesta a sufrir un comportamiento
agresivo provocado por las condiciones históricas de infe-
rioridad debido a los roles de género atribuidos a hombres



y mujeres en la vida económica y social que afectan direc-
ta o indirectamente a las mujeres en el mercado del trabajo
y en el lugar de su prestación.

Es esta situación de facto lo que ha provocado que el aco-
so sexual se reconozca como una problemática social,
paulatinamente, se ha ido ganando terreno en cuanto al re-
conocimiento legal sobre este problema y sus consecuen-
cias, es decir, sobre lo que implica contribuir a la perma-
nencia de la inequidad en las oportunidades de empleo y
trabajo. Internacionalmente, el primer precedente relativo a
la discriminación en materia de empleo está representado
en el Convenio 111 de la Organización Internacional del
Trabajo de 195812.

Este documento recoge en su numeral 1o. el concepto de
discriminación incluyendo aquella sexual, no obstante
que la primera norma que regula directamente el tema sur-
gió hasta 1985, en una resolución adoptada por la organi-
zación mencionada en la cual se hace referencia de mane-
ra directa a la urgencia y al deber de los estados
miembros de crear y promover medidas destinadas a
luchar contra el hostigamiento sexual como parte de las
políticas de promoción de la igualdad13.

Por otro lado, cabe señalar que la omisión normativa en
prohibir las conductas de acoso y hostigamiento sexual
en el trabajo, es violatoria, además del citado convenio,
de los siguientes instrumentos internacionales, ratifica-
dos y adoptados por México:

1. La Declaración Universal de los Derechos Humanos

2. La Convención sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer (1979)

3. La Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Conven-
ción de Belém do Pará, 1994)

4. La Declaración y Plataforma de Acción de la Cuarta
Conferencia Mundial de la Mujer (Beijing, 1995)

5. El Convenio número 169 de la OIT. 

El planteamiento que se propone se ha creado consideran-
do el espíritu de la función legislativa de respeto y conser-
vación de los derechos humanos, establecidos en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

además, se ajusta a los principios establecidos en los ins-
trumentos internacionales de derecho como son:

La Convención Americana sobre Derechos Humanos,
que establece en su artículo 5 el respeto hacia la integri-
dad física, psíquica y moral. En el artículo 10 instituye el
derecho a la indemnización y el artículo 24 que dicta la
igualdad de todas las personas ante la ley. La Declaración
Universal de Derechos Humanos que se refiere a la se-
guridad personal en su artículo 3, y la prohibición de
tratos degradantes o inhumanos establecida en el nume-
ral 5, que refuerza el artículo 7 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos.

El acoso y el hostigamiento sexual en el trabajo, deben
entenderse como una forma de violencia de género y co-
mo una problemática que se ha agudizado con el correr
del tiempo. La negación o minimización sobre la existen-
cia de este infausto fenómeno, no significa que el mismo
no ocurra. El acoso como el hostigamiento sexual en el tra-
bajo provocan múltiples consecuencias, de índole diversa:
deteriora las condiciones laborales de las trabajadoras,
afecta las perspectivas de empleo, las posibilidades de for-
mación, ascenso o permanencia en el trabajo, además de
las implicaciones psicológicas y físicas para la víctima.

También tiene consecuencias negativas para el espacio de
trabajo, dificulta el desenvolvimiento de las funciones la-
borales, afecta negativamente el rendimiento y la producti-
vidad, afecta la imagen de una empresa o de un determina-
do sector económico-productivo, en el peor escenario, el
acoso y el hostigamiento sexual en el trabajo, pueden oca-
sionar que la mujer abandone su empleo para escapar del
problema, o bien, que sea subyugada por la situación eco-
nómica y se someta para no perder el empleo y su conse-
cuente económico, el ingreso y, finalmente, tiene conse-
cuencias sociales, pues frena la anhelada conquista de la
igualdad y el desarrollo, por lo que constituyen un pro-
blema de seguridad, salud, discriminación y una forma
de violencia.

El acoso y el hostigamiento sexual en el ámbito del traba-
jo son violaciones a la integridad humana, es una situación
humillante, en extremo denigrante, representa una viola-
ción del derecho de trabajar en un ambiente digno y huma-
no, máxime cuando es a través del trabajo de donde las per-
sonas obtienen el sustento para cubrir sus necesidades y las
de su familia. La comunidad internacional ha entendido
que no deben cesar los esfuerzos por erradicar este delito,
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por lo cual es necesario contar con una legislación firme
y armonizada para poner fin al acoso y al hostigamien-
to de naturaleza sexual laboral. 

Si bien, la regulación del acoso sexual tiene su origen en
los Estados Unidos de América en la década de los 70, gra-
dualmente las decisiones jurisprudenciales de los Estados
Unidos han ido ganando influencia en las legislaciones de
otras naciones, hoy en día más de 50 países han prohibido
explícitamente el acoso sexual en el lugar de trabajo, ya sea
en la legislación nacional o en los códigos laborales14. En
Panamá, por ejemplo, el acoso sexual se aborda en el Có-
digo Penal, el Código Laboral, y en una ley que prohíbe
específicamente el acoso sexual en el empleo público15. En
Austria el acoso sexual está consagrado tanto en la legisla-
ción laboral como penal. Francia fue uno de los primeros
países europeos, –en conjunto con Bélgica, Finlandia, Sui-
za y España–, en introducir la prohibición del acoso sexual
en su Código de Trabajo. Es destacable la legislación de
Gran Bretaña16, donde la sección 26 de la Ley de Igualdad,
contempla en términos amplios el acoso sexual, tanto en el
lugar de trabajo como fuera del mismo.

La pretensión de esta iniciativa de incorporar en el texto de
la Ley Federal del Trabajo la obligación de los patrones
de establecer políticas internas y procedimientos para aten-
der, prevenir y sancionar las conductas de acoso y hostiga-
miento sexual en el lugar de trabajo cobra importancia en
relación con la teoría normativista y la técnica legislativa,
toda vez que en el proceso creador de las normas es nece-
sario atender al principio de armonización y coherencia
que todo orden jurídico debe guardar. Las normas jurídicas
no actúan aisladamente sino que son operadas en su rela-
ción con otras normas que integran un sistema jurídico, es
decir, en el marco de un sistema o conjunto de elementos
interrelacionados, entre los que existe una cierta cohesión
y unidad de propósito.

El ordenamiento jurídico es un conjunto unitario y siste-
mático de normas jurídicas, por lo que no se trata de tener
una única norma para regular una conducta específica, se
requiere una serie de normas que compartan el mismo fun-
damento común de validez lo que constituye una unidad.
La serie de normas integradas en la unidad del ordena-
miento no conforman un conjunto de normas yuxtapuestas
o coordinadas a un nivel básico, sino que se distribuyen por
grados o niveles subordinados unos a otros. La unidad del
ordenamiento es una aspiración del propio sistema.

Un sistema jurídico en el que se crean normas de simple re-
conocimiento es decir, en el que se limita la actividad le-
gislativa a crear criterios meramente descriptivos o con-
ceptuales, es insuficiente. Es fundamental considerar
también la integración de normas de adjudicación y cam-
bio. Debe tenerse presente también que el sistema legal no
es estático, además de coherencia y armonización, requie-
re adquirir dinamismo y adaptarse como una secuencia
temporal que paulatinamente va evolucionando. Por otro
lado, característica de todo ordenamiento jurídico es la ple-
nitud, el sistema jurídico no puede considerarse pleno
cuando existen lagunas o vacíos, dichos espacios vacíos en
la ley, no regulados, deben llenarse con métodos de autoin-
tegración; recurriendo a los principios generales del dere-
cho, o bien; con métodos de heterointegración como el uso
del derecho comparado.

Desde la función legislativa es un deber procurar el evitar
conflictos entre los diversos ordenamientos jurídicos y en-
tre la legislación interna y el sistema jurídico internacional
de carácter universal que México ha adoptado. El pluralis-
mo jurídico exige generar un sistema legislativo de recep-
ción y de armonización normativa. En el caso que nos ocu-
pa, la comunidad internacional ha acordado respecto al
marco legal para sancionar el acoso sexual en el trabajo
que la protección legal debe fundarse en las leyes sobre
igualdad de oportunidades; en la legislación específica
sobre acoso sexual; en las normas del derecho laboral;
en las normas del derecho civil y en la normatividad pe-
nal tipificando al acoso y el hostigamiento sexual en el tra-
bajo, con el fin de establecer una estrategia multisectorial
y multidisciplinaria para prevenirlo y erradicarlo.

Finalmente, es menester señalar que hoy en día, más que
nunca, debe de una manera positiva ponerse el acento en
que toda empresa y todo espacio de trabajo debe respetar a
todas las personas trabajadoras como seres humanos y,
muy particularmente, dado el aumento de la fuerza de tra-
bajo femenina, debe considerarse el respeto que la trabaja-
dora debe tener en su calidad de mujer durante el trabajo.
Tenemos que reconocer que las mujeres han cargado con
décadas acumuladas de marginación y con la responsabili-
dad, casi exclusiva, de mantener y cuidar la familia y el
hogar. Afortunadamente, nuestra sociedad ha evoluciona-
do, por ello, hoy es nuestra preocupación, de mujeres y
hombres, no claudicar en la lucha por conseguir que la
igualdad deje de ser un principio abstracto.

La centralidad del trabajo en la vida de la sociedades mo-
dernas y su rol esencial en los modelos productivos vigen-



tes, torna la experiencia de lo laboral como uno de los es-
pacios más significativos de socialización de los indivi-
duos, tanto por la cantidad de tiempo que se dedica al tra-
bajo, como por la calidad de las experiencias que se
producen al interior de los lugares donde se desarrolla. Los
lugares de trabajo deben ser espacios únicos de experien-
cias positivas y de crecimiento para el desarrollo humano.
Resulta evidente, cuando no tautológico, afirmar que el
ejercicio de un trabajo es en la actualidad la condición prin-
cipal para pertenecer a la sociedad, el factor de identidad
esencial, o que las personas carentes de trabajo se encuen-
tran al mismo tiempo desposeídas de todo, o que el trabajo
es la única actividad colectiva, ya que el resto pertenece a
la esfera privada.

No debemos permitir que el acoso sexual siga siendo una
situación de tensión en relación a los derechos personalísi-
mos de las trabajadoras, ni uno de los problemas más gra-
ves para el derecho laboral de los últimos años. En los ca-
sos de acoso sexual laboral se aprecia claramente el
desnivel de poder impetrante en las relaciones de trabajo y
la respuesta del derecho no puede hacerse esperar, el pano-
rama jurídico es distinto, como ya se mencionó, existen nu-
merosos sistemas jurídicos que han decidido sancionar le-
galmente las figuras del acoso y el hostigamiento sexual y
establecer diversos mecanismos de prevención y repara-
ción, tales como la responsabilidad patronal, la indemniza-
ción, multas, entre muchos otros.

Además, la sociedad mexicana ha entendido que la justicia
social es un elemento indispensable de la libertad, la
igualdad de oportunidades y una distribución más
equitativa y justa de las cargas y de los frutos del desa-
rrollo, son condiciones esenciales para conquistar la socie-
dad a la que aspiramos, por ello, debemos avanzar en la ne-
cesaria y urgente conciliación de los derechos sociales con
los individuales, armonizando de este modo la vida en con-
vivencia de las personas, los grupos y la sociedad en su
conjunto.

Estoy convencido que nuestra Constitución, al consagrar
los derechos sociales, tenía como máxima pretensión poner
los cimientos para una sociedad de igualdad en oportuni-
dades para toda la sociedad mexicana, por lo que, estable-
ció y reconoció derechos humanos e introdujo las garantí-
as sociales al establecer, entre otros, el derecho a la
justicia, el reconocimiento de la igualdad ante la ley; el
derecho al trabajo, como requisito esencial de la digni-
dad y el bienestar individual; el derecho a la educación,
que permite el desarrollo armónico de todas las facultades

del ser humano y que incluye, sin duda alguna, el derecho
a la capacitación; el derecho a la salud, como requisito in-
dispensable para alcanzar una vida plena; el derecho de to-
da familia a disfrutar de una vivienda decorosa y el dere-
cho a la participación política de todas y todos.

Lo anterior, pone de manifiesto como una verdad irrefuta-
ble que, la igualdad ha sido, y es, un valor político afirma-
do por nuestra filosofía social. Y eso nos convoca a reco-
nocer que aún subsisten diferencias importantes y
desigualdades en cuanto al número y calidad de oportuni-
dades que socialmente se brindan a la mujer en el trabajo,
lo cual es una realidad incompatible con nuestras aspira-
ciones, pues la persistencia de la desigualdad, bajo cual-
quiera de sus formas, restringe el goce generalizado de la
libertad, limita la democracia y obstaculiza la justicia, so-
bre todo la justicia social.

En el México al que se aspiramos se requiere concretizar
las estrategias y acciones específicas que contribuyan a im-
pulsar el avance de la mujer y su debida protección jurídi-
ca en los espacios de trabajo, esto es imperativo, por con-
sideraciones de ética, justicia, equidad e igualdad,
entendiendo que de ello depende la incorporación cabal del
potencial creativo del que México dispone y requiere. En
este tenor, podemos afirmar que el trabajo de las mujeres
es un factor clave para lograr la igualdad entre los se-
xos, mitigar decisivamente la pobreza y alcanzar un de-
sarrollo sostenible.

La función legislativa debe guiarse siempre por los princi-
pios rectores de equidad, igualdad, justicia social y digni-
dad para todas y todos los mexicanos, toda vez que para
conquistar una sociedad realmente democrática se requiere
garantizar la igualdad de oportunidades y los mismos dere-
chos de participación a todas y todos los ciudadanos. En
consecuencia, resulta imperioso adoptar las medidas que
resulten apropiadas para garantizar el pleno goce y ejerci-
cio de las libertades y garantías fundamentales en condi-
ciones de igualdad. El acoso sexual constituye una viola-
ción de los derechos humanos y sindicales y de la dignidad
humana. No debemos escatimar esfuerzos para erradicarlo.

En suma, estoy convencido que los argumentos anteriores
justifican que se precise dentro de la Ley Federal del Tra-
bajo la obligación de los patrones de establecer mecanis-
mos, políticas internas y procedimientos para atender, pre-
venir, desalentar, investigar, resolver y sancionar conductas
de acoso y hostigamiento sexual que puedan ejecutarse en
el lugar de trabajo.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2016 / Apéndice  III357



Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2016 / Apéndice  III Diario de los Debates de la Cámara de Diputados358

Con la intención de actualizar y perfeccionar la ley de re-
ferencia y en virtud del compromiso del Estado mexicano
de armonizar la legislación interna con la normatividad in-
ternacionalmente aceptada, la estructura que a continua-
ción se propone se debe al orden lógico y progresivo que
debe guardar la estructura de la ley para identificar su con-
tenido. Con esto, se permitirá perfeccionar el marco legal
de este sector y se dotará al mismo tiempo de más herra-
mientas que aporten en su interpretación y cumplimiento.

Por lo expuesto y fundado me permito presentar a conside-
ración del pleno de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión la presente iniciativa con proyecto
de:

Decreto que reforma la Ley Federal del Trabajo

Primero. Se adiciona la fracción XXIX al artículo 132,
para quedar de la siguiente manera:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

I. a XXVIII. ...

Fracción XXIX. Establecer mecanismos y políticas
internas para prevenir, desalentar, evitar y sancionar
conductas de acoso y hostigamiento sexual, así como
el establecimiento de un procedimiento equitativo,
confiable y efectivo, que garantice la confidenciali-
dad de las denuncias, para atender, detectar, erradi-
car, investigar y resolver quejas, reclamos o denun-
cias presentadas en relación con el acoso y el
hostigamiento sexual en el lugar de trabajo. Asimis-
mo, debe facilitarse al personal toda la información
acerca del procedimiento a seguir, los mecanismos de
prevención, denuncia e instituciones especializadas
en la materia para brindarle apoyo y protección.
Con ese fin, deberán tomarse medidas en los regla-
mentos internos, los convenios colectivos o en los
convenios con el sindicato de los y las trabajadoras.

Segundo. Se adiciona la fracción VI al artículo 180, pa-
ra quedar de la siguiente manera:

Artículo 180. Los patrones que tengan a su servicio me-
nores de dieciocho años, están obligados a:

I. a V. …

Fracción VI. Establecer mecanismos e instancias in-
ternas para mantener el ambiente laboral libre de
acoso y hostigamiento sexual en el lugar de trabajo
mediante la implementación y aplicación de políticas
internas que sirvan para prevenir, evitar, investigar
y sancionar tales conductas.

...

Transitorio

Único. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputado
David Mercado Ruiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y LEY FEDE-
RAL DE LOS DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Fiscal de la Federación y de la Ley Federal de
los Derechos del Contribuyente, a cargo del diputado Cé-
sar Augusto Rendón García, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, diputado federal César Augusto Rendón Gar-
cía, del Grupo Parlamentario del Partido de Acción Nacio-

nal correspondiente a la LXIII Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, somete
a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Código Fiscal de la Federación y de la
Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, bajo la si-
guiente

Exposición de Motivos

La evolución de la administración tributaria ha extendido
las actuaciones administrativas, colocando a los pagadores
de impuestos frente a acciones de las autoridades que re-
quieren de la intervención de organismos especializados en
materia de protección de los derechos de los contribuyen-
tes y la generación de una cultura tributaria que coadyuve
al cumplimiento de las normas fiscales.

La Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, en el
artículo 23, establece que los contribuyentes tendrán a su
alcance los recursos y medios de defensa que procedan en
los términos de las disposiciones legales respectivas, con-
tra los actos dictados por las autoridades fiscales, además
de que en la notificación de dichos actos se debe indicar el
recurso o medio de defensa procedente, el plazo para su in-
terposición y el órgano ante el que debe formularse.

No obstante ello, existen actuaciones administrativas que
no alcanzan a configurarse como actos administrativos y
que no pueden ser objeto de impugnación ante las autori-
dades jurisdiccionales, pese a que pueden generar vulnera-
ciones a los derechos de los pagadores de impuestos, como
pueden ser las acciones de cobro persuasivo1 (cartas u ofi-
cios invitación, correos electrónicos, mensajes de texto
SMS, entrevistas personales, gestión telefónica, entre
otras). 

Es así, que la autoridad fiscal debe brindar al contribuyen-
te la información suficiente en todos los actos administra-
tivos, respecto de los recursos y medios de defensa juris-
diccionales que procedan, como en las comunicaciones y
documentos que constituyan acciones de cobro persuasivo
que pueden ser sometidos por los contribuyentes a control
jurisdiccional.

Los organismos defensores de los contribuyentes tienen
dos efectos: i) complementar los instrumentos de diálogo y
defensa; y ii) contribuir al mejor funcionamiento y calidad
de los servicios que presta la administración tributaria. 
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La creación de la Procuraduría de la Defensa del Contribu-
yente (Prodecon) materializa un instrumento de diálogo
con la autoridad, y un medio de defensa no jurisdiccional
para los pagadores de impuestos y, en consecuencia, el me-
joramiento de los servicios de la Administración Tributaria,
funciones que se entrelazan en la defensa y protección de
los derechos del contribuyente y en la construcción de una
nueva cultura contributiva.

La Prodecon debe detectar, observar, recomendar y fomen-
tar la adopción de las mejores prácticas administrativas por
parte de las autoridades fiscales en aras de la protección de
los derechos de los pagadores de impuestos, también resul-
ta necesario vigilar el estricto control de legalidad de los
actos de la administración tributaria, por lo que se conside-
ra indispensable que en todo acto de autoridad fiscal se in-
forme al contribuyente que éste cuenta con los servicios
gratuitos de asesoría y de defensa de esa Procuraduría, co-
mo un medio de defensa no jurisdiccional.

En consecuencia, los diputados de Acción Nacional coinci-
dimos plenamente con los razonamientos vertidos por la
Prodecon para establecer en el Código Fiscal de la Federa-
ción y en la Ley Federal de los Derechos del Contribuyen-
te la obligación de la autoridad fiscal para que en todos sus
actos así como en los documentos o comunicaciones que
emita, informe al pagador de impuestos que tiene el dere-
cho de acudir a la Prodecon para ser informado y orienta-
do respecto del acto de autoridad y en relación a los dere-
chos que le asisten y los medios de defensa con que cuenta
en materia administrativa o jurisdiccional, garantizando su
derecho de acceso a la justicia fiscal.

Con esta modificación se busca disminuir considerable-
mente la judicialización de las controversias entre autori-
dades fiscales y pagadores de impuestos, generando mayor
énfasis al diálogo entre la Administración Tributaria y los
pagadores de impuestos, así como el fortalecimiento de los
derechos de los contribuyentes.

No omitimos señalar que esta reforma legislativa es una
propuesta de la Prodecon presentada ante la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, el 15 de octubre de 2015, con
fundamento en el artículo 5, fracción XVI, de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente.

Por lo anteriormente expuesto, el suscrito y en representa-
ción de los diputados del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, someto a consideración de esta honora-
ble soberanía la siguiente iniciativa proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Fiscal de la Federación y de la Ley Federal
de los Derechos del Contribuyente

Primero. Se reforma el artículo 33, fracción I, incisos d) y
e); y se adiciona una fracción V al artículo 38, recorrién-
dose la actual en su orden, ambos del Código Fiscal de la
Federación, para quedar como sigue: 

Artículo 33. …

I. …

a) a c) …

d) Señalar en forma precisa en los requerimientos
mediante los cuales se exija a los contribuyentes la
presentación de declaraciones, avisos y demás docu-
mentos a que estén obligados, cuál es el documento
cuya presentación se exige, así como la leyenda o
anotación del derecho que le asiste para acudir a
la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente,
en términos de la fracción V del artículo 38 de es-
te Código.

e) Difundir entre los contribuyentes los derechos y
medios de defensa que se pueden hacer valer contra
las resoluciones de las autoridades fiscales; además
de la mención, anotación o señalamiento del de-
recho que les asiste para acudir a la Procuradu-
ría de la Defensa del Contribuyente, en términos
de la fracción V del artículo 38 de este Código. 

[…]

Artículo 38. …

I. a IV. …

V. La inscripción o anotación del derecho que tiene el
contribuyente de acudir a la Procuraduría de la De-
fensa del Contribuyente para ser informado y orien-
tado respecto de sus derechos y los medios de defen-
sa que le correspondan.

VI. … 

[…]



Segundo. Se adiciona una fracción XV al artículo 2o. de la
Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, para que-
dar como sigue: 

Artículo 2. …

I. a XIV. …

XV. Derecho a que toda actuación, documento o co-
municación de las autoridades fiscales, con indepen-
dencia de su definitividad, contenga la inscripción o
anotación del derecho que tienen los contribuyentes
de acudir a la Procuraduría de la Defensa del Con-
tribuyente, para utilizar sus servicios.

Las autoridades fiscales vigilarán que en todos los
actos, documentos o comunicaciones por los que se
tenga contacto con los contribuyentes se incorpore la
inscripción o anotación que establece esta fracción.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Nota:

1 Criterio Sustantivo Prodecon 9/2015/CTN/CS-SASEN.- Mejores
prácticas en las acciones de cobro persuasivo. No basta con que la
autoridad fiscal cumpla la ley. Dada la evolución del Estado moder-
no y la ampliación y extensión creciente de las actuaciones adminis-
trativas, es común que los gobernados se enfrenten con acciones de las
autoridades que no alcanzan a configurar actos que puedan ser objeto
de impugnación ante las autoridades jurisdiccionales. En tal sentido, se
considera que la serie de acciones de cobro persuasivo que lleva a ca-
bo el Servicio de Administración Tributaria, tales como, cartas u ofi-
cios invitación, correos electrónicos, mensajes de texto SMS, entrevis-
tas personales, gestión telefónica, entre otras, debe ser tutelada por la
Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, a efecto de proteger los
derechos de los pagadores de impuestos, pues tal es la función propia
del Ombudsman fiscal en su carácter de defensor del pueblo, como
protector no judicial de derechos. En ese sentido, las autoridades al im-
plementar las acciones de cobro persuasivo, deben respetar los dere-
chos consagrados en el artículo 2o. de la Ley Federal de los Derechos
de los Contribuyentes, en especial, los que se refieren a que las actua-
ciones de las autoridades fiscales que requieran la intervención de los
contribuyentes, se lleven a cabo de la manera que les resulte menos
onerosa; así como a ser tratados con el debido respeto y consideración
por parte de los servidores públicos. Por lo tanto, el que las autorida-

des fiscales acaten las disposiciones legales, no basta para que se pro-
duzca el respeto cabal de los derechos de los gobernados, sino que la
autoridad debe adoptar, en todo caso, las mejores prácticas, y en forma
muy especial, en el caso de las acciones de cobro persuasivo, ya que se
trata, como se ha visto, de actos que ni siquiera están sujetos a control
judicial, lo que pone en evidencia la relevancia del criterio.

Criterio Sustantivo 9/2015/CTN/CS-SASEN visible en http://intrapro-
decon/index.php/buscador-de-criterios.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputado
César Augusto Rendón (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

«Iniciativa que reforma el artículo 2o.-A de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, a cargo del diputado Víctor Ma-
nuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El suscrito, diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, en uso de las facultades conferidas en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta honorable asamblea, la iniciativa con proyecto
de decreto que adiciona una fracción V al artículo 2-A de
la Ley del Impuesto al Valor Agregado, conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

En noviembre de 2005, la Cumbre Mundial sobre la Socie-
dad de la Información pidió a la Asamblea General de las
Naciones Unidas que declarara el 17 de mayo como el Día
Mundial de la Sociedad de la Información para promover
la importancia de las tecnologías de la información y co-
municaciones, TIC, y los diversos asuntos relacionados
con la Sociedad de la Información planteados en la CMSI.
La Asamblea General adoptó en marzo de 2006 una Reso-
lución (A/RES/60/252) por la que se proclama el 17 de
mayo como Día Mundial de la Sociedad de la Información
todos los años. Posteriormente en noviembre de 2006, la
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Conferencia de Plenipotenciarios de la Unión Internacional
de las Telecomunicaciones reunida en Antalya (Turquía)
decidió celebrar ambos eventos, Día Mundial de las Tele-
comunicaciones y de la Sociedad de la Información, el 17
de mayo.1

Que la Organización de las Naciones Unidas, ONU, en el
año 2011 declaró como Derecho Humano el acceso a in-
ternet.

En México, con las reformas a nuestra Carta Magna de ju-
nio de 2013, en el artículo 6o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos se estableció que “El Estado garan-
tizará el derecho de acceso a las tecnologías de la informa-
ción y comunicación, así como a los servicios de radiodi-
fusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e
internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condicio-
nes de competencia efectiva en la prestación de dichos ser-
vicios.

De acuerdo con el Informe del Banco Mundial 2016 intitu-
lado “Informe sobre el desarrollo mundial 2016: Dividen-
dos digitales, cuadernillo del Panorama General”, más de
40 por ciento de la población mundial tiene acceso a inter-
net, …en casi 7 de cada 10 hogares ubicados en 20 por
ciento más pobre hay un teléfono celular… en América La-
tina, menos de 1 de cada 10 hogares pobres tiene conexión
a internet…”.

Es innegable que el uso internet es parte de la cotidianei-
dad en la mayor parte de los sectores de nuestra sociedad e
indispensable para el uso y aprovechamiento de las tecno-
logías de la información y comunicaciones, TIC, y si bien
es cierto que muchos sí tenemos la posibilidad de contratar
una renta mensual para disfrutar del servicio, gran parte de
los mexicanos tienen que acudir a ciber-cafés para poder
realizar tareas escolares, terminar un trabajo o realizar al-
gún trámite, en virtud de que les resultaría muy gravoso
pagar una mensualidad por el servicio de internet. 

Frente a los avances tecnológicos se encuentra lo que se ha
llamado la “brecha digital”, generada por las dificultades
de acceso a tecnologías de la información y comunicacio-
nes, calificada como una nueva forma de exclusión de edu-
cación, cultura, conocimiento y económica.

Hace dos décadas cuando la red mundial de internet, la
World Wide Weblos tuvo un crecimiento mundial en su uso,
los gobiernos comenzaron a ver en la red una fuente para
recaudar impuestos.

En México, estamos viviendo lo mismo, pero dos décadas
tarde, mientras en otros países se están eliminando las ba-
rreras arancelarias al uso de las tecnologías de la informa-
ción, en  nuestro país se sigue imponiendo. 

En Finlandia desde mediados de 2010, el derecho a tener
acceso a internet al ser elevado a rango constitucional, el
gobierno otorgará conexión a la red, en forma gratuita, a
toda persona que no lo posea en su territorio.2

En noviembre de 2014, como resultado de dos manifesta-
ciones masivas en la capital húngara, Budapest, el gobier-
no de ese país ha decidió retirar la propuesta establecer un
impuesto a los ciudadanos por el uso de Internet.3

A mediados de 2015, en Estados Unidos de América, la Cá-
mara de Representantes aprobó un proyecto de ley que
prohíbe de forma permanente que los estados del país co-
bren impuestos por el acceso a internet, reemplazando una
veda temporal de 17 años que había sido extendida en múl-
tiples oportunidades y que expiraba el 1 de octubre.4

Así pues, contrario a la tendencia mundial, y pese a estar
reconocido como derecho en la Carta Magna, en nuestro
país sí está gravado el acceso y uso del internet, lo que pro-
voca un mayor rezago tecnológico.

En obviedad, el impuesto por uso de transferencias de da-
tos por la web y acceso a internet, que tendrían que pagar
los proveedores de telecomunicaciones, desemboca en el
precio final, es decir, el costo es pagado por los usuarios, y
por tanto afecta a los ciudadanos y restringe el derecho hu-
mano de libre acceso al internet.

Está comprobado que con mayor accesibilidad a las tecno-
logías de la información y facilidad al uso generalizado del
internet, hay mayor comercio, más información y mejor
educación.

Para que el derecho humano de acceso a internet, recono-
cido en la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, sea real y ejercido por los ciudadanos, resulta in-
dispensable modificar la legislación secundaria que ve el
acceso a internet como lujo, pues no es un lujo sino una ne-
cesidad y un derecho fundamental.

Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, In-
egi, en el estudio de campo llamado Módulo sobre Dispo-
nibilidad y Uso de las Tecnologías de la Información en los
Hogares 2014 (Modutih), el 44.4 por ciento de la población



mexicana se declaró usuario de internet, lo que representa
47.4 millones de personas, resaltando que de las tres prin-
cipales actividades realizadas en internet la más recurrente
es la búsqueda de información, con 67.4 por ciento, segui-
da del acceso a redes sociales con 39.6 por ciento, que co-
mo medio de comunicación, 38.5 por ciento de la pobla-
ción lo utiliza, y tanto actividades de apoyo a la educación
como el entretenimiento con una proporción similar de 36
por ciento. De igual manera, en este estudio por parte del
Inegi, resultó que quienes usan internet lo hacen mayorita-
riamente todos los días, con 46 por ciento, seguido de una
frecuencia semanal, con 45 por ciento de los usuarios, ex-
plicando además, que en la era del conocimiento, el acce-
so a internet se encuentra asociado de manera importan-
te con el nivel de estudios, pues de la población que cuenta
con estudios de nivel superior como licenciatura o posgra-
do, 90.1 por ciento ha incorporado el uso de Internet en sus
actividades habituales, y 67.9 por ciento de los que acredi-
taron el nivel medio superior (preparatoria o equivalente)
también lo hacen. De éstos, dos de cada tres hogares (67.2
por ciento) reportaron la falta de recursos económicos co-
mo la principal limitante para contar con conexión a la red,
y uno de cada seis señaló carecer de interés o necesidad de
disponer del servicio.

¿De qué sirve que el gobierno de la República constante-
mente dote de equipo de cómputo a escuelas y estudiantes,
si no tienen acceso a de alta velocidad? ¡Resulta primordial
implementar reformas que propicien mayor asequibilidad a
internet! Así lo demuestra el Inegi en el Modutih 2014 se-
ñalando que de los 12 millones de hogares con computa-
dora, 16 por ciento señaló no tiene conexión a internet.

En este orden de ideas, tomando en cuenta que de acuerdo
a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Eco-
nómicos, OCDE, en México los servicios de internet son 5
veces más caros y 60 por ciento más lentos que en el resto
de los países que la integran; y si el acceso a internet es un
derecho humano, y es una política pública de nuestro go-
bierno reducir la brecha digital en nuestro país, luego en-
tonces el acceso a internet no debe ser considerado un ser-
vicio de lujo y por tanto debe estar exento a cualquier
gravamen.

Hoy en día no se discute la necesidad y el derecho de
contar con acceso a internet, que en los lugares en los
que está restringido, escuchamos de forma continua co-
mo promesa de campaña que se trabajará para dar ac-
ceso gratuito a internet, tal como lo ha anunciado Mo-

vimiento Ciudadano, que en todo tiempo estaremos
pugnando por una mejor calidad de vida para los me-
xicanos, y un escaño para avanzar en esta meta es dotar
a los ciudadanos de mayores elementos para su educa-
ción y desarrollo profesional, como lo es la facilidad de
acceso a las tecnologías de la información y como con-
secuencia, el libre acceso a internet. Es una contradic-
ción que el gobierno en el poder ofreciera en sus cam-
pañas políticas computadoras para todas las escuelas y
ahora pretenda gravar el acceso a internet.

Frente a la disminución de la recaudación por la exención
en el IVA al acceso a la red mundial de internet resultan
evidentes mayores beneficios en superación educativa y
desarrollo económico en México, y que redundarían en
mayor recaudación por otros conceptos.

Por lo expuesto y fundado, sometemos a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que adiciona una fracción V al artículo 2-A de
la Ley del Impuesto al Valor Agregado

Único. Se adiciona una fracción V al artículo 2-A de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado para quedar como sigue:

Artículo 2o.-A. El impuesto se calculará aplicando la tasa
de 0 por ciento a los valores a que se refiere esta ley, cuan-
do se realicen los actos o actividades siguientes:

I. a IV. …

V. El uso, acceso y servicios de banda ancha e internet

…

Transitorio

Artículo Único. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

1 http://www.diadeinternet.org/2015/?page=que_es

2 http://www.elmundo.es/elmundo/2009/10/14/navegan-
te/1255539592.html
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3 http://www.eleconomista.es/tecnologia-internet/noticias/6198518/
10/14/Manifestacion-masiva-en-Hungria-contra-el-impuesto-que-
quiere-gravar-Internet.html

4 http://www.forbes.com.mx/eu-desestima-proyecto-de-ley-para-co-
brar-impuestos-por-uso-de-internet/

Palacio Legislativo, a 19 de abril de 2016.— Diputado Víctor Manuel
Sánchez Orozco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal, a cargo de la diputada Ana Ma-
ría Boone Godoy, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 6o., fracción I, del Reglamento de la Cámara
de Diputados y demás disposiciones jurídicas aplicables, la
que suscribe, Ana María Boone Godoy, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
en la LXIII Legislatura, somete a consideración de esta so-
beranía iniciativa con proyecto de decreto por el que se
agrega un nuevo artículo 343 Quáter al Código Penal Fe-
deral y se modifica la numeración del actual artículo a 343
Quinquies, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la familia, reconocido en la Convención In-
ternacional sobre los Derechos del Niño de 1989, garanti-
za a todos los niños y las niñas el derecho a tener una fa-
milia, entendiendo este como la integración al núcleo
social por excelencia, vinculando al niño con una historia y
otorgándole una barrera de protección contra cualquier
afrenta a sus derechos.

La familia, por simple definición, es una comunidad de
personas unidas por un lazo de parentesco, el cual genera
entre sus integrantes obligaciones morales y materiales que
van encaminadas al mejoramiento de la calidad de vida y
la superación tanto de cada uno de sus miembros como del
grupo en sí.

Para el estado de derecho, la convivencia de un niño con su
familia es un axioma, y salvo que vaya en contra de su
bienestar o de sus intereses, las niñas y niños siempre de-
berán tener derecho de ver a sus padres, independiente-
mente de si los mismos se encuentran unidos en vínculo
matrimonial o no.

Este derecho, elemento sine qua non de un sano desarrollo
infantil, se encuentra garantizado por el derecho interna-
cional, toda vez que la Asamblea General de las Naciones
Unidas la ha reconocido dentro de múltiples acuerdos y
postulados, a fin de garantizar que las niñas y niños tengan
mejores condiciones de vida.

En efecto, la previamente citada Convención Internacional
sobre los Derechos del Niño, adoptada por la ONU el 20 de
noviembre de 1989, comprende 54 artículos, en los cuales,
repetidamente se hace mención explícita y directa sobre la
convivencia del niño con su familia, y, precisamente en el
artículo 9 de este documento, se establece que los Estados
parte velarán porque el niño no sea separado de sus padres,
y que en el caso de que este separado de uno o ambos pro-
genitores, los Estados parte deberán respetar su derecho a
mantener relaciones personales y contacto directo de modo
regular.

Dicha previsión resulta sumamente importante, toda vez
que según información del Inegi, 18.5 por ciento de los ho-
gares familiares en México es monoparental; es decir, está
encabezado por uno solo de los padres. En términos sim-
ples, prácticamente uno de cada cinco hogares mexicanos,
y, según información del mismo instituto, 76 por ciento de
estos hogares se encuentra en dicha condición por causal
de divorcio, la cual por sus elementos obvios, dificulta la
convivencia entre los hijos con el padre que ha abandona-
do el hogar familiar.

Desgraciadamente, el derecho de convivencia de las hijas e
hijos con los padres divorciados es un tema que tiene un
impacto inmensurable en el sano desarrollo infantil, y la
disputa más constante en un divorcio suele ser en la que el
progenitor con la custodia del menor obstaculiza o impide
la convivencia de este con su otro ascendiente, esto en
afectación directa del padre alienado pero también del hijo
impedido, aun cuando no se ejerza sobre este mismo nin-
gún tipo de violencia para impedir la convivencia.

Uno de los efectos más graves de este tipo de acciones es
el conocido como síndrome de alienación parental, térmi-
no acuñado por el psiquiatra Richard Gardner para identi-



ficar el desorden en el cual un niño adquiere sentimientos
de rencor hacia uno de sus progenitores no por razones per-
sonales o por actos imputables al mismo, sino por la sepa-
ración inducida por quien mantiene la guarda custodia del
menor.

Actualmente, si bien la ley reconoce en el derecho familiar
las vías para la solución de este tipo de conflictos, no exis-
te ningún tipo de castigo a la práctica, y se deja a potestad
de la intervención de un juez civil el que se establezcan las
medidas cautelares que garanticen la convivencia entre hi-
jos y padres divorciados, sin embargo la falta de una re-
percusión contundente al progenitor que impida o estorbe
la convivencia hace de esta práctica un riesgo siempre pre-
sente.

La iniciativa que hoy propongo, en observancia del interés
superior de la niñez, busca equiparar al delito de Violencia
Familiar, comprendido en el Código Penal Federal, a todo
aquel que sin causa justificada impida u obstaculice la con-
vivencia entre padres e hijos, este o no emparentado con
estos, a fin de evitar que tanto los progenitores con guarda
custodia de manera personal, o con auxilio de terceros, se
interpongan entre el legítimo derecho de un hijo de convi-
vir con su familia.

Hay que destacar que el tipo penal de violencia familiar
descrito en los artículos 343 Bis y 343 Ter de este código
es muy amplio, y cataloga como violencia familiar a todo
acto o conducta de dominio o control, agresión física, psi-
cológica, patrimonial o económica, sin embargo, la gran
capacidad dada al tipo penal le dota de una ambigüedad en
detrimento de algunos actos como el que concierne la pre-
sente iniciativa, ya que la convivencia entre ascendientes y
ascendientes puede obstaculizarse sin hacer uso de violen-
cia, actos de control o dominio e inclusive a través de la in-
terferencia de terceros.

Por lo anterior propongo que se agregue al Código Penal
Federal un nuevo artículo 343 Quáter, que equipare la fi-
gura de violencia familiar y se sancionará con una pena si-
milar a todo aquel que realice actos orientados a obstaculi-
zar o impedir la convivencia de los hijos con uno o ambos
padres, estén o no emparentados a cualesquiera de estos, y
a la vez, el artículo 343 Quáter actual, que fija el actuar del
Ministerio Público en estos casos, pase a convertirse en ar-
tículo 343 Quinquies, adverbio numeral latino que le sigue,
a fin de respetar la numeración de los preceptos posteriores
sin modificar el texto actual.

Por todo lo expuesto me permito someter a consideración
de la Cámara de Diputados la presente iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto que agrega un artículo 343 Quáter al Código
Penal Federal y modifica la numeración del actual ar-
tículo a 343 Quinquies

Único. Se agrega un artículo 343 Quáter al Código Penal
Federal y se modifica la numeración del actual artículo a
343 Quinquies, para quedar como sigue:

Artículo 343 Quáter. Se equipara a la violencia familiar
y se sancionará con seis meses a cuatro años de prisión
al que, sin causa justificada, realice actos orientados a
obstaculizar o impedir la convivencia de los hijos con
uno o ambos padres, esté o no emparentado con éstos.

Artículo 343 Quinquies. En todos los casos previstos en
los dos artículos precedentes, el Ministerio Público ex-
hortara? al probable responsable para que se abstenga
de cualquier conducta que pudiere resultar ofensiva
para la víctima y acordara? las medidas preventivas ne-
cesarias para salvaguardar la integridad física o psíqui-
ca de la misma. La autoridad administrativa vigilara?
el cumplimiento de estas medidas. En todos los casos, el
Ministerio Público deberá? solicitar las medidas pre-
cautorias que considere pertinentes.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputada
Ana María Boone Godoy (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Justicia, para dictamen.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2016 / Apéndice  III365



Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2016 / Apéndice  III Diario de los Debates de la Cámara de Diputados366

LEY ORGÁNICA DEL SEMINARIO DE CULTURA
MEXICANA

«Iniciativa que reforma los artículos 2o., 11 y primero tran-
sitorio de la Ley Orgánica del Seminario de Cultura Mexi-
cana, a cargo de la diputada Eloisa Chavarrias Barajas, del
Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Eloisa Chavarrias Barajas, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nu-
meral 1, fracción I, 77, numerales 1 y 3, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputado, somete a consideración
de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma los artículos 2o., 11 y segundo transito-
rio de la Ley Orgánica del Seminario de Cultura Mexicana,
al tenor de las siguientes

Consideraciones

Sobre la Ley Orgánica del Seminario de Cultura Mexi-
cana

El Seminario de Cultura Mexicana fue creado por acuerdo
presidencial del 28 de febrero de 1942, durante el gobierno
del general Manuel Ávila Camacho.

México iniciaba plenamente su vida institucional y la cul-
tura fue generadora de un factor de unidad nacional.

El 30 de diciembre de 1949, el Congreso de la Unión ra-
tificó su fundación. Su fuente de financiamiento principal
es un subsidio otorgado por la Secretaría de Educación Pú-
blica.

Propiamente fue un decreto, y el Congreso lo ratificó como
tal.

El seminario tiene un consejo integrado por 25 miembros
titulares y un conjunto de más de 60 corresponsalías, pre-
sencia en 25 estados de la República Mexicana y represen-
tación internacional en Madrid, Gijón, Zaragoza, Amberes,
Denver, Nueva York, Los Ángeles, Chicago, Notre Dame,
San Salvador, Ciudad de Guatemala y Santo Domingo.

Los miembros fundadores fueron el escritor Mariano
Azuela; los pintores Ángel Zárraga, Frida Kahlo, Antonio
M. Ruiz; los escultores Carlos Bracho, Luis Ortiz Monas-
terio, Arnulfo Domínguez Bello; los músicos Julián Carri-
llo, Manuel M. Ponce, Esperanza Cruz de V.; la cantante

Fanny Anitúa; el grabador Francisco Díaz de León; el físi-
co Manuel Sandoval Vallarta; el maestro Luis Castillo Le-
dón; y la profesora Matilde Gómez.

La primera exposición realizada por el Seminario de Cul-
tura Mexicana fue presentada en el Palacio de Bellas Artes
el 20 de noviembre de 1942.

Como se observa, es una de las instituciones culturales de
mayor antigüedad.

El Seminario de Cultura Mexicana, creado en 1942, ha es-
tado integrado desde sus inicios por mexicanos distingui-
dos en los campos de la ciencia, las letras, el arte y otras
expresiones de la cultura.

Sin duda, a los 78 años de su creación el Seminario de Cul-
tura representa un legado de un valor incuestionable por la
serie de personajes que lo han formado.

A raíz de la aprobación de la creación de la Secretaria de
Cultura y la extinción del Conaculta, de acuerdo con la re-
forma de la Ley Orgánica de la Administración Pública, y
publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 17 de
diciembre de 2016, resulta evidente que el Seminario de
Cultura Mexicana ya no debe depender de la Secretaria de
Educación Pública sino de la nueva Secretaría de Cultura.

Eso, a fin de que sus acciones cuenten con mayor coordi-
nación y difusión. La Ley Orgánica del Seminario de Cul-
tura Mexicana debe ser reformada para adecuarla al marco
jurídico actual y facilitar su financiación, dentro de los
marcos legales establecidos para las instituciones de la cul-
tura pública, bajo reglamentación federal.

También presenta la citada ley orgánica un desfasamiento
de acuerdo con la geografía política del país, pues los lla-
mados territorios dejaron de existir al convertirse los en-
tonces territorios –1974– de Quintana Roo y Baja Califor-
nia Sur en estados de la federación.

Una de las labores del Congreso es la actualización cons-
tante de nuestras leyes. La Ley Orgánica del Seminario de
Cultura mexicana no ha tenido modificaciones desde 1949,
es necesario su adecuación a la realidad para darle plena vi-
gencia.

El seminario cuenta con un presupuesto federal anual de
poco más de 11 millones de pesos que, de aprobarse la pre-
sente reforma, sería entregado por la Secretaría de Cultura.



Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona y modifica diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Seminario de Cultura Mexicana

Único. Se reforman las fracciones III, V y VI del artículo
2o., el artículo 11 y el artículo segundo transitorio de la Ley
Orgánica del Seminario de Cultura Mexicana, para quedar
como sigue:

Artículo 2o. Las finalidades del Seminario son

I. Estimular en México la producción científica, filosó-
fica y artística;

II. …

III. Mantener activo intercambio cultural con los esta-
dos, la Ciudad de México y sus demarcaciones terri-
toriales, y con instituciones e individuos del extranjero
interesados en la cultura mexicana;

IV. …

V. Servir de órgano de consulta a la Secretaría de Cul-
tura;

VI. Colaborar con la Secretaría de Cultura, con otras
dependencias oficiales, con instituciones descentraliza-
das y privadas, en actividades culturales.

Artículo 11. El gobierno federal concederá al Seminario de
Cultura Mexicana, por conducto de la Secretaría de Cul-
tura, un subsidio anual cuya cuantía en ningún caso será
inferior al que disfruta actualmente. Por el mismo conduc-
to y a su cargo, le proporcionará local, mobiliario y emple-
ados administrativos.

…

Segundo. La Secretaría de Cultura tendrá por designa-
dos, con plena sujeción a esta ley, a los miembros del Se-
minario de Cultura Mexicana que actualmente lo integran.

Transitorio

Único. Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputada
Eloisa Chavarrias Barajas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen.

LEY SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLE-
MENTARIA Y ASILO POLÍTICO

«Iniciativa que reforma el artículo 5o. de la Ley sobre Re-
fugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, a
cargo de la diputada María Concepción Valdés Ramírez,
del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

Pese a que en el país contamos con una de las legislaciones
de avanzada en materia de protección a migrantes, en el
campo de la vida real y cotidiana menos del 1 por ciento de
los menores de edad que son detenidos por las autoridades
migratorias de nuestro país son reconocidos bajo el estatus
jurídico o condición de refugiado.

Lo anterior se evidencia en el informe dado a conocer el
pasado 31 de marzo por la organización Human Rights
Watch (HRW), denominado “Puerta cerradas: el fracaso de
México a la hora de proteger a niños refugiados y migran-
tes de América Central”, en el cual, se documentan las
grandes contradicciones entre lo que marca la legislación
de nuestro país y la deportación de miles de menores mi-
grantes que son enviados de vuelta a sus países de origen
principalmente como Guatemala, El Salvador y Honduras,
aun cuando su integridad está sujeta al espiral de violencia
generada por la amenaza de la propia delincuencia de don-
de son originarios.

La numeralia de esta problemática es compleja: tan sólo en
2015, las autoridades migratorias del país detuvieron a 35
mil 704 menores migrantes. De ellos, 18 mil 650 viajaban
no acompañados, según datos del Instituto Nacional de Mi-
gración, de la Secretaría de Gobernación.

Argumentos

El informe de HRW en referencia evidencia diversas fallas
para con el tratamiento de menores migrantes acompaña-
dos y no acompañados, en este sentido, Michael Bochenek,
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responsable del informe, argumenta que la Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los Refugiados estima,
que para el caso mexicano, de los 18 mil 650 menores que
viajaron no acompañados en 2015, al menos la mitad de es-
tos sí reunirían los requisitos o condiciones para acogerse
a los beneficios de la Ley sobre Refugiados, Protección
Complementaria y Asilo Político, ante la oleada de violen-
cia que azota a los países de origen de estos menores mi-
grantes como se aseveró. Sin embargo, en este contexto
nuestro país dio protección únicamente a 57 menores mi-
grantes el año pasado, lo que representa únicamente 0.3 por
ciento de los tratados por las autoridades migratorias del
país.

HRW resalta que la cifra de 35 mil menores migrantes de-
tenidos refleja un aumento del flujo migratorio de 55 por
ciento en comparación al año de 2014, e inclusive, de has-
ta 270 por ciento si tomamos en referencia la numeralia
oficial de 2013.

Para Bochenek, como consejero de la División de Dere-
chos de los Niños de HRW, puntualiza que los datos arro-
jados no son una coincidencia, sino que evidencian el cre-
ciente apoyo financiero que el gobierno de los Estados
Unidos de Norteamérica ha concedido a México para que
implante un control migratorio más estricto, tanto en la
frontera sur como norte de nuestro país. Un control no abo-
cado al respeto y defensa de los derechos humanos de mi-
les de infantes migrantes.

Para HRW, tanto la legislación como la política migratoria
de México ha fallado principalmente en cinco aspectos: el
primero, aunque la Ley de Migración establece que las au-
toridades migratorias mexicanas deben notificar al menor
migrante de su derecho a solicitar el reconocimiento como
refugiado, en la praxis no se lleva a cabo, actuándose en un
marco de omisión de la ley y de las propias facultades del
servidor público; segundo, se adolece de la no adecuada
evaluación para con los niños migrantes, y con ello, deter-
minar si sus solicitudes de refugio son viables de confor-
midad con lo que establece la Ley sobre Refugiados, Pro-
tección Complementaria y Asilo Político; tercero, la falta
de la asesoría jurídica por parte del servidor público; cuar-
to, la práctica de las autoridades migratorias de detener a
todos los niños bajo una condición carcelaria; y quinto, que
se desalientan a los infantes para solicitar la protección por
parte del Estado mexicano.

El informe de HRW no es el único que ha venido obser-
vando la problemática sobre los niños migrantes y sus de-

rechos, en este caso, en lo que toca a los provenientes de
Centroamérica y el paso por nuestro país. Previamente la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha emiti-
do tres informes que tocan en parte la temática al respecto:
primero, Derechos Humanos de los Migrantes y otras per-
sonas en el contexto de la Movilidad Humana en México,
publicado el 30 de diciembre de 2013; segundo, Violencia,
Niñez y Crimen Organizado, publicado el 11 de noviembre
de 2015; y tercero, Situación de Derechos Humanos en
México, publicado el 31 de diciembre de 2015.

En contraparte a la realidad, México como Estado parte de
diversos instrumentos internacionales para con el abordaje
de la migración y los derechos de los niños, ha ratificado
dos importantes documentos: la Convención Internacional
sobre la Protección de los Derechos de los Trabajadores
Migratorios y sus Familias, y la Convención sobre los De-
rechos del Niño, permitiendo con ello, la posibilidad de
que la rama legislativa o creadora de leyes del gobierno del
Estado suscribiente –en este caso México– adopte las con-
venciones y se comprometa a incorporarlas a las propias le-
yes nacionales, es decir, implantar una armonización o es-
tandarización de sus contenidos y alcances.

Para Bochenek, en el marco de la presentación del informe,
puntualizó que en nuestro país se cuenta con una legisla-
ción buena, el problema está siendo en su propia aplica-
ción. Asimismo, señaló que la misma legislación –por re-
ferirse tanto a la Ley de Migración como a la Ley de
Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político–
cuentan con buenos niveles de protección, pero operada
por agencias sin capacidad para aplicarla 

En suma, México se había caracterizado a lo largo de su
historia contemporánea de tener una política de no política
migratoria en sus diversas aristas, hoy la preocupación no
radica en tener una ley de avanzada más o menos armoni-
zada conforme los instrumentos internacionales, sino de
quienes son operadores de la misma, han recaído en un
marco de aplicación discrecional e inclusive de omisión en
perjuicio de los derechos humanos de los migrantes que
cruzan por nuestro país, y particularmente, los propios de
los infantes.

Más allá de los aciertos y las deficiencias de las leyes en
materia, como de la poca eficacia de instituciones guber-
namentales como lo es el propio Instituto Nacional de Mi-
gración, el quid de la temática del informe que da origen a
la presente iniciativa con proyecto de decreto, parte de la
idea de la imposibilidad a la que se afrontan día con día mi-



les de niños migrantes –principalmente centroamericanos–
para poder adquirir la condición de refugiado, o en su de-
fecto, la protección complementaria con causas y motivos
fundados.

La Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y
Asilo Político actualmente prevé diversas figuras para
efectos de protección de extranjeros o de migrantes que se
encuentran de paso por nuestro país, a fin de acogerse pa-
ra la protección de sus derechos humanos con el Estado
mexicano. Asimismo, incluye los mecanismos para la ad-
quisición de las condiciones referidas de refugiado, de pro-
tección complementaria y del propio asilo político a través
de instituciones como la Comisión Mexicana de ayuda a
Refugiados de la Secretaría de Gobernación y la propia Se-
cretaría de Relaciones Exteriores, cada una en el marco de
sus facultades.

Actualmente, la ley en comento señala en el artículo 5, del
título segundo, “De la condición de refugiado”, en el capí-
tulo I, “De los principios”, una serie de criterios bajo los
cuales la o las dependencias de la administración pública
federal competentes deberán avocarse para efectos de la in-
terpretación y aplicación de la propia ley, además de lo que
deben observar conforme a las disposiciones de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los trata-
dos internacionales de observancia obligatoria en México y
demás ordenamientos aplicables.

El artículo 5 de la Ley para Refugiados, Protección Com-
plementaria y Asilo Político establece lo siguiente:

En aplicación de esta ley se observarán, entre otros, los si-
guientes principios y criterios:

I. No devolución;

II. No discriminación;

III. Interés superior del niño;

IV. Unidad familiar;

V. No sanción por ingreso irregular; y

VI. Confidencialidad.

Los principios o criterios considerados en el artículo en ci-
ta, en efecto plantean una serie de parámetros bajo los cua-
les la dependencia de la administración pública federal

competente –en este caso la Secretaría de Gobernación a
través de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados–
debe adecuar sus criterios de interpretación y aplicación de
la Ley siempre en beneficio del extranjero y de sus propios
derechos humanos, cuando solicite en este caso aplicar pa-
ra la condición de refugiado.

Aunque la legislación vigente señala elementos de avanza-
da y un tanto armonizados conforme los estándares inter-
nacionales que prevé la Convención Internacional sobre la
Protección de los Derechos de los Trabajadores Migrato-
rios y sus Familias, y particularmente, la Convención sobre
los Derechos del Niño, para lo tocante a la problemática de
los niños migrantes que deseen acogerse al beneficio de es-
ta figura, así como la Declaración de Cartagena sobre Re-
fugiados, existen otra serie de principios, criterios o están-
dares que es menester a considerarse en la propia
legislación vigente y siempre en beneficio del extranjero,
así como de niñas, niños y adolescentes, entre otros.

En noviembre de 2015 se publicó por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, en coparticipación con la organiza-
ción civil Sin Fronteras, la segunda edición del Protocolo
de Actuación para quienes Imparten Justicia en Casos que
involucren a Personas Migrantes y Sujetas de Protección
Internacional. Protocolo que partiendo del respeto a la au-
tonomía e independencia judicial, proporciona las reglas de
actuación para garantizar el respeto de los derechos huma-
nos de las personas migrantes y sujetas de protección in-
ternacional, así como los principios y los principales ins-
trumentos jurídicos que les aseguran la mayor protección
posible. Basado en el marco jurídico de origen nacional e
internacional, pretende dotar de herramientas a quienes im-
parten justicia para identificar la norma que protege de ma-
nera más amplia los derechos humanos de las personas mi-
grantes y sujetas de protección internacional, pero que de
igual manera, los contenidos del protocolo pudiesen ade-
cuarse al actuar de las demás instituciones gubernamenta-
les en sus diversos niveles, como previstos mediante refor-
mas en las leyes correspondientes en beneficio de las
personas migrantes en el país.

El protocolo en mención plantea en lo tocante a los meno-
res de edad y sus derechos, un apartado relativo a las reglas
de actuación para casos que involucren a niños, niñas y
adolescentes migrantes, estableciendo una serie de criterios
de atención de este grupo vulnerable, así como el mismo
protocolo, prevé una serie de principios generales que de-
ben tomarse en consideración no únicamente para quienes
imparten justicia, sino que de igual manera de amplíe el es-
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pectro hacia demás autoridades en sus diversos niveles de
gobierno como hemos aseverado.

Como señalamos, México adolece no únicamente de una
temática compleja para los extranjeros que soliciten los be-
neficios de la figura de refugiado, sino de los miles de me-
nores migrantes provenientes de países centroamericanos
como Guatemala, El Salvador y Honduras, como denuncia
HRW en el informe Puertas cerradas: el fracaso de Méxi-
co a la hora de proteger a niños refugiados y migrantes de
América Central.

El quid de la presente iniciativa con proyecto de decreto se
sustenta en la adecuación de los principios y criterios con-
siderados en el artículo 5 de la Ley sobre Refugiados, Pro-
tección Complementaria y Asilo Político, así como de la
incorporación de otros previstos en diversos instrumentos
internacionales referidos en el cuerpo de la argumentación.

En el marco de las recomendaciones de los organismos in-
ternacionales, de los informes de organizaciones civiles,
como de lo derivado a la reforma constitucional de 2011 y
su carácter extensivo en la defensa de los derechos huma-
nos, se plantea así la necesidad de llevar a cabo una recon-
figuración de los principios y criterios para efectos de in-
terpretación y aplicación de la Ley para Refugiados,
Protección Complementaria y Asilo Político, particular-
mente, en lo tocante a la defensa los derechos de los niños,
niñas y adolescentes migrantes y otros sujetos de protec-
ción internacional en el país.

La presente propuesta se sustenta básicamente en la recon-
figuración e incorporación de los siguientes principios y
criterios:

Primero, la no discriminación e igualdad, es un principio
que posee un carácter fundamental para la salvaguarda de
los derechos humanos. Al respecto, la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos se ha pronunciado en la opinión
consultiva 4/84: “La noción de igualdad se desprende di-
rectamente de la unidad de naturaleza del género humano
y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, fren-
te a la cual es incompatible toda situación que, por consi-
derar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo
con privilegio o que, a la inversa, por considerarlo inferior,
lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine
del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se
consideran incursos en tal situación de inferioridad. No es
admisible crear diferencias de tratamiento entre seres hu-

manos que no se correspondan con su única e idéntica na-
turaleza”.

Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos
puntualiza en la opinión consultiva 18/03, que el principio
de igualdad y no discriminación alcanzan “a todos los Es-
tados por pertenecer al dominio del jus cogens, revestido
de carácter imperativo, acarrea obligaciones erga omnes de
protección que vinculan a todos los Estados y generan
efectos con respecto a terceros, incluso particulares”. De
acuerdo con el artículo 53 de la Convención de Viena so-
bre el Derecho de los Tratados, una norma jus cogens co-
mo lo es el principio de la no discriminación e igualdad, re-
viste cuatro características: primera, que reviste un estatus
de norma de derecho internacional general; segunda, im-
plica una aceptación de la comunidad internacional; terce-
ra, conlleva inmunidad para ser derogada; y cuarta, puede
ser modificable únicamente por una norma de la misma je-
rarquía.

Segundo, el principio pro persona, cuya esencia se consi-
dera en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, se sustenta para con la observan-
cia y aplicación de los derechos humanos en que será
“favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección
más amplia”. Lo referido, implica que cuando se está ante
dos o más normas que son aplicables al caso concreto, de-
be prevalecer la que mejor cumpla ese propósito. Este cri-
terio interpretativo también debe emplearse en el caso de
que una norma tenga diversas interpretaciones jurídica-
mente aceptables.

Así, el principio pro persona implica que todas las autori-
dades ya sean de carácter legislativo, ejecutivo o judicial,
como de cualquier nivel, están obligadas a brindar la pro-
tección más amplia a cualquier persona en territorio nacio-
nal. Por su parte, el Poder Judicial de la Federación ha re-
conocido que el principio pro persona implica recurrir a la
interpretación más extensiva cuando se trata de garantizar
derechos y a la interpretación más restrictiva cuando se tra-
ta de imponerles límites.

Tercero, la universalidad, interdependencia, indivisibilidad
y progresividad, son un conjunto de principios ya conside-
rados en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos en su artículo 1o., argumentados en las siguien-
tes razones: primero, respecto a su universalidad este prin-
cipio está vinculado con el de no discriminación y que tie-
ne que ver con que todos los derechos humanos



corresponden a todas las personas por igual, independien-
temente de su condición por nacionalidad, raza, opinión
política, condición económica, raza, género, o cualquier
otra; segundo, respecto a su interdependencia, se refiere a
la relación entre unos con otros derechos, haciendo con
ello, que el reconocimiento de uno, conlleve el respeto de
los demás derechos; tercero, es para lo relativo al principio
de indivisibilidad, que se sostiene la idea de que los dere-
chos humanos son inherentes a la persona; y cuarto, en lo
concerniente a su progresividad, se refiere a la toma de me-
didas necesarias para lograr la efectividad de los derechos
hasta el máximo de recursos disponibles.

Cuarto, el principio de no devolución, previsto en la ley vi-
gente, se trata de una norma o criterio del derecho consue-
tudinario internacional relativo a la prohibición de llevar a
cabo cualquier medida que tenga la naturaleza de devolver
a una persona solicitante de las figuras de refugio o asilo
político a su país de origen donde su vida, libertad y dere-
chos pueden verse vulnerados.

Quinto, el interés superior del niño, niña o adolescente mi-
grante, considerado en la ley vigente bajo de la denomina-
ción de interés superior del niño, implica en términos ge-
néricos el bienestar del menor de edad. De acuerdo con la
Corte Interamericana de Derechos Humanos, dicho princi-
pio se sustenta en la propia dignidad del ser humano, como
en las características especiales de los infantes y en la ne-
cesidad de propiciar su desarrollo.

Sexto, la unidad familiar, enmarca el reconocimiento de la
familia como elemento nodal de la sociedad y la figura del
Estado constituye un principio esencial del derecho inter-
nacional de los derechos humanos y de los refugiados. La
separación de los niños, niñas y adolescentes de su núcleo
familiar es especialmente delicada, por lo que sólo debe re-
alizarse bajo una justificación clara y con una duración
temporal; tan pronto lo permitan las circunstancias, ellos o
ellas deben ser devueltos a su entorno familiar.

Séptimo, la no revictimización, o bien conocida como vic-
timización secundaria se define como toda acción y omi-
sión que lesione el estado físico, mental o psíquico de la
persona. En este contexto, las personas migrantes y sujetas
a la protección internacional pueden ser sujetas a la condi-
ción de víctimas, testigos u ofendidos de algún ilícito, den-
tro de los que se considera la trata de personas o el tráfico
ilícito de migrantes, entre otros.

Octavo, la presunción de inocencia, figura prevista como
derecho en su consagración con el artículo 20 de la Carta
Magna, es un derecho humano relativo a que toda persona
acusada de haber cometido un delito debe ser considerada
inocente, siempre que no se establezca lo contrario me-
diante una resolución judicial definitiva. La razón de ser de
dicho principio es garantizar a toda persona que no será
condenada sin que existan pruebas suficientes que demues-
tren su responsabilidad.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación se ha pronunciado que el derecho de pre-
sunción de inocencia trasciende el espectro y alcances del
debido proceso, pues con su observancia y aplicación se
garantizan la protección de otros derechos conexos como la
dignidad humana entre otros, que podrían ser vulnerados
por actuaciones administrativas o penales.

Noveno, la gratuidad, como elemento para garantizar un
efectivo acceso a los procedimientos por parte de las per-
sonas migrantes y sujetas de protección internacional, ya
que ante la falta de recursos, ello actúa como un inhibidor
para llevar un debido proceso en el contexto de la defensa
de los derechos humanos.

Décimo, el beneficio de la duda, es uno de los principios
rectores que deben considerarse en los procedimientos de
determinación de la condición de refugiado, el cual, reco-
noce que es complejo para las personas que solicitan dicho
estatus de aportar las pruebas suficientes y necesarias para
validar o comprobar sus afirmaciones. En otras palabras,
respecto a los criterios del derecho internacional sobre re-
fugiados, la carga de la prueba no recae solamente en la fi-
gura del solicitante de la condición de refugiado, puesto
que es imposible que la persona cuya vida e integridad co-
rran peligro tenga los medios para preparar de manera ex-
haustiva las pruebas que motivan su caos en el país de aco-
gida.

Undécimo, la no sanción por ingreso irregular, se refiere al
principio de no criminalizar la acción de migrar cuando las
razones de los sujetos se sustenten en el peligro que corren
sus derechos de ser vulnerados por su país de origen o de
otro.

Duodécimo, la confidencialidad, se refiere a la confiden-
cialidad que debe llevar el procedimiento de solitud de re-
fugio o asilo si no vulnera sus derechos fundamentales.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2016 / Apéndice  III371



Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2016 / Apéndice  III Diario de los Debates de la Cámara de Diputados372

Decimotercer, finalmente la asistencia humanitaria y pro-
tección, el cual se traduce en un principio para el caso de
personas desplazadas, de acuerdo con los principios recto-
res de los desplazamientos internos, los Estados tienen la
obligación de proporcionar protección y asistencia huma-
nitaria a las personas desplazadas.

La reconfiguración como incorporación de un catálogo de
principios y criterios para efectos de interpretación y apli-
cación de la Ley para Refugiados, Protección Complemen-
taria y Asilo Político, viene a ampliar el espectro bajo el
cual adquiere un peso mayor la propia ley; fortalece la ob-
servancia, aplicación y defensa de los derechos humanos
de los refugiados; fortalecerá los mecanismos para la ad-
quisición de las condiciones jurídicas previstas; el entendi-
miento de la propia ley irá a la par del espíritu del derecho
internacional de derechos humanos y de los refugiados; así
como estos principios vendrán a trastocar los criterios que
permitan a los miles de niños, niñas y adolescentes puedan
acogerse al beneficio de la protección del Estado mexica-
no.

Finalmente, la presente iniciativa con proyecto de decreto,
relativa a la Ley sobre Refugiados, Protección Comple-
mentaria y Asilo Político, pretende adquirir dos aspectos
con la reconfiguración y reconocimiento de otros princi-
pios y criterios para la interpretación y aplicación de la ley
en referencia; primero, el relativo a que ello se traduzca en
un instrumento de protección de los derechos de los niños,
niñas y adolescentes migrantes que puedan acogerse al be-
neficio de la condición de refugiado; y segundo, que ello
viene a trastocar a otros sujetos de protección internacional
considerados en la propia legislación, además de incidir en
la construcción de acciones y políticas públicas ad hoc al
respeto de los derechos humanos.

Fundamento legal

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6o., numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, la suscrita, María
Concepción Valdés Ramírez, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, pre-
senta iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman las fracciones II y III, y
se adicionan las fracciones VII a XIII del artículo 5 de
la Ley para Refugiados, Protección Complementaria y
Asilo Político

Único. Se reforman las fracciones II y III, y se adicionan
las fracciones VII a XIII del artículo 5 de la Ley para Re-
fugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, pa-
ra quedar como sigue:

Título Segundo
De la Condición de Refugiado

Capítulo I
De los Principios

Artículo 5. En aplicación de esta ley se observarán, entre
otros, los siguientes principios y criterios:

I. No devolución;

II. No discriminación e igualdad;

III. Interés superior del niño, niña o adolescente mi-
grante;

IV. Unidad familiar;

V. No sanción por ingreso irregular;

VI. Confidencialidad;

VII. Pro persona;

VIII. Universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad;

IX. No revictimización;

X. Presunción de inocencia;

XI. Gratuidad;

XII. Beneficio de la duda; y

XIII. Asistencia humanitaria y protección.



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputada
María Concepción Valdés Ramírez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Gobernación, para dicta-
men.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 4o., 30 y 34 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada María Elena Orantes López, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada María Elena Orantes López, viceco-
ordinadora del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo el artículo 6, fracción I y los artículos 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, somete a la consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 4, 30 y 34 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de ajus-
tes de lenguaje con perspectiva de género en la referencia
a hombre y mujer, de acuerdo con la siguiente

Exposición de Motivos

La lucha por construir un país más justo, en el que la dis-
criminación por género, raza, preferencia sexual o religión
ha sido una constante en nuestra historia. En este sentido,
como parte de dicha dinámica, durante las últimas siete dé-
cadas ha incrementado la búsqueda de la justicia en el ám-
bito de la perspectiva de género.

Así, las mexicanas y los mexicanos, hemos desarrollado
nuestros marcos normativos, hemos establecido cuotas de
género en distintos ámbitos para fomentar la equidad y to-
dos los días diseñamos e implementado políticas dirigidas

tanto a hombres como a mujeres con la intención de trans-
formar nuestras perspectivas y realidades.

Todos esos esfuerzos, proyectos y logros para la igualdad,
han encontrado buen sustento en nuestra Constitución y és-
ta, a su vez, ha podido adaptarse, a través del trabajo del le-
gislador, a los cambios y transformaciones de nuestra so-
ciedad. No obstante este hecho, aún falta una gran cantidad
de temas que tanto en forma y fondo faltan por abordar.

En este sentido, nuestra ley fundamental preserva el térmi-
no varón que simbólicamente implica la aceptación de una
realidad contextual machista que, a partir de su origen his-
tórico, implícitamente asigna un estatus de superioridad
frente al término mujer.

La palabra varón, prevaleciente en los artículos 4o., 30 y
34 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, refiere, de acuerdo con la Real Academia de la Len-
gua Española, una cualidad que se le asigna al hombre y
que puede ser la de haber llegado a la edad viril, la de ser
autoridad, tener una preparación docta o atributo de bon-
dad. Es decir, refiere en su significado a un hombre con una
jerarquía especial, adicional a la de ser hombre.

En consecuencia, entre las cosas que tenemos pendientes
por cambiar esta la forma que es fondo y que en este caso
concreto simbólicamente implica mantener una diferencia-
ción machista entre el hombre y la mujer. 

Son estas las razones por las cuales se pretende eliminar el
término varón y establecer el de hombre en nuestra consti-
tución, fortaleciendo la congruencia de la forma y el fondo
desde nuestro texto fundamental. 

Por lo expuesto, sometemos a consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 4, 30 y 34 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de ajustes de lenguaje con perspectiva de géne-
ro en la referencia a hombre y mujer

Artículo Único. Se reforma los artículos 4, 30 y 34 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de ajustes de lenguaje con perspectiva de género en
la referencia a hombre y mujer para quedar como sigue:

Artículo 4o. El hombre y la mujer son iguales ante la ley.
Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.
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Artículo 30. La nacionalidad mexicana se adquiere por na-
cimiento o por naturalización.

A) …

I. a IV. …

B)…

I. …

II. La mujer o el hombre extranjeros que contraigan
matrimonio con hombre o con mujer mexicanos, que
tengan o establezcan su domicilio dentro del territorio
nacional y cumplan con los demás requisitos que al
efecto señale la ley.

Artículo 34. Son ciudadanos de la República los hombres
y mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan,
además, los siguientes requisitos:

I. …

II. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.—
Diputada María Elena Orantes López (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

«Iniciativa que reforma los artículos 86, 87, 293 y 390 del
Código Civil Federal, a cargo de la diputada Ana María
Boone Godoy, del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 6o., fracción I, del Reglamento de la Cámara
de Diputados y demás disposiciones jurídicas aplicables, la

que suscribe, diputada Ana María Boone Godoy, integran-
te del Grupo Parlamentario del PRI de la LXIII Legislatu-
ra, somete a consideración de esta honorable soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 86, 87, 293 y 390 del Código Civil Federal
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la familia, reconocido en la Convención In-
ternacional sobre los Derechos del Niño de 1989, garanti-
za a todos los niños y las niñas el derecho a tener una fa-
milia, entendiendo este como la integración al núcleo
social por excelencia, vinculando al niño con una historia y
otorgándole una barrera de protección contra cualquier
afrenta a sus derechos.

La familia, por simple definición, es una comunidad de
personas unidas por un lazo de parentesco, el cual genera
entre sus integrantes obligaciones morales y materiales que
van encaminadas al mejoramiento de la calidad de vida y
la superación tanto de cada uno de sus miembros como del
grupo en sí.

Es por esto, que derivado de este mismo derecho a la fa-
milia surge uno nuevo, el derecho a la adopción, enfocado
en permitirle a los niños y niñas la posibilidad de formar
parte de un nuevo núcleo cuando el biológico, por las ra-
zones que sean, se encuentre fuera de su alcance. Para las
niñas y los niños, en efectos prácticos, el derecho a la adop-
ción es parte misma del derecho a la familia, por lo que su
importancia se encuentra prácticamente homologada.

En efecto, la Convención Internacional sobre los Derechos
del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas el 20 de noviembre de 1989, comprende 54 ar-
tículos, en los cuales, repetidamente se hace mención ex-
plícita y directa sobre la convivencia del niño con su
familia, y que, en caso de no tener una, el Estado deberá to-
mar medidas que incluyan, por supuesto, la facilitación del
proceso de adopción.

Precisando, el artículo 8, Parte 1, de esta Convención, reza
de manera literal “Los Estados parte se comprometen a res-
petar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos
la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de
conformidad con la ley sin injerencias ilícitas”; es decir, la
Convención integra las relaciones familiares del niño in-
clusive, dentro de la identidad de este mismo; de manera
aún más clara, el Artículo 20 de este cuerpo normativo ex-



presa, en su conjunto, que todos los niños temporal o per-
manentemente privados de su medio familiar, o cuyo supe-
rior interés exija que no permanezcan en ese medio, ten-
drán derecho a la protección y asistencia especiales del
Estado, el cual garantizará otros tipos de cuidados, como la
colocación en hogares de guarda o la adopción, entre otros.

En este sentido, cabe agregar que el Código Civil Federal,
que regula las relaciones entre las personas en materia fe-
deral y establece normas generales aplicables para toda la
República, contemplaba previamente la existencia de dos
tipos de adopción, la adopción plena y la adopción simple,
mismas que generaban una distinción característica de un
paradigma contrario a los derechos humanos pero sobre to-
do, al interés superior de la niñez.

En la adopción semiplena o simple, figura que ha desapa-
recido ya en la mayoría de los estados de la República, la
relación de parentesco generada por la adopción se limita-
ba al vínculo entre el adoptante y el adoptado, sin que exis-
tiera ningún enlace entre la familia del adoptante y el niño
o niña adoptado; este escenario generaba una condición de
discriminación, al permitir la existencia de hijos adoptivos
con pertenencia plena a la familia amplia o tradicional, e
hijos adoptivos que cuando mucho tenían vínculo con su
familia nuclear.

Cabe destacar que en observancia a esto, y a fin de actua-
lizar el marco jurídico federal en materia de adopción, la
LXII Legislatura aprobó una serie de reformas al Código
Civil Federal, mismas que fueran publicadas en el Diario
Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 2013, para
desaparecer la distinción entre ambas figuras de adopción,
reformando los artículos 86, 87, 133, 292, 395 y 1612, y
derogando los numerales 88,157, 295, 394, 1613 y 1620
del citado ordenamiento legal.

Dicha reforma, si bien desaparece de la legislación lo con-
cerniente a la adopción simple, fue omisa en legislar res-
pecto a aquellas adopciones que se hubieran realizado pre-
vio a la misma, dejando en un virtual limbo jurídico a los
niños y niñas que fueran adoptados bajo una modalidad
simple, puesto que ni en las actualizaciones al cuerpo legal
ni en sus artículos transitorios se estipulo reconocimiento
alguno a estos casos, y considerando que dicha reforma tie-
ne apenas 2 años de su instauración, actualmente pueden
existir muchos adoptados en este escenario, máxime si
consideramos que una persona pueda ser adoptada desde el
nacimiento o hasta la mayoría de edad e inclusive pasando

esta, como estipula el artículo 390 del Código Civil Fede-
ral.

Es de reconocer que en la reforma multicitada, con la posi-
ble intención de homologar los distintos escenarios de
adopción se estableció en el artículo 292, relativo al paren-
tesco, que la ley no reconocerá más que los de consangui-
nidad y afinidad, eliminando el parentesco civil, figura que
definía a la filiación originada por la adopción, sin embar-
go, cabe destacar que al no ser precisos sobre la transición
entre quienes tienen un parentesco civil ya sea al de con-
sanguineidad o al de afinidad, se genera una incertidumbre
en uno de los derechos fundamentales de la niñez.

Es por lo anterior, que la iniciativa que hoy se propone,
busca reformar el artículo 390 del Código Civil Federal,
para establecer que toda adopción celebrada o que se cele-
bre se considerara como plena, y, toda vez que no existen
ya otras figuras de adopción en el citado ordenamiento le-
gal desde hace casi 3 años, se propone además del criterio
anterior que se actualice el texto de los numerales 86, 87 y
293, para eliminar la distinción de la adopción plena y
mantenerla solo como adopción, al ser innecesaria esta di-
ferenciación, no obstante, se sugiere conservar intacta la
Sección Tercera del Capítulo V del Título Séptimo de este
Código, denominada “De la Adopción Plena”, ya que la
misma señala las pautas específicas de la adopción plena,
y, en aras de impulsar a una homologación de las distintas
legislaciones estatales, permitir que sus figuras de adop-
ción plena puedan adaptarse a la federal.

Es por lo anteriormente expuesto, que me permito someter
a la consideración de esta Honorable Cámara de Diputados
la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 86, 87, 293 y 390 del
Código Civil Federal

Único. Se reforman los artículos 86, 87, 293 y 390 de Có-
digo Civil Federal, para quedar como sigue:

Artículo 86. En la adopción se levantará un acta como si
fuera de nacimiento, en los mismos términos que la que se
expide para los hijos consanguíneos, sin perjuicio de lo dis-
puesto en el artículo siguiente.

Artículo 87. En la adopción, a partir del levantamiento del
acta a que se refiere el artículo anterior se harán las anota-
ciones en el acta de nacimiento originaria, la cual quedará
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reservada. No se publicará ni se expedirá constancia algu-
na que revele el origen del adoptado ni su condición de tal,
salvo providencia dictada en juicio.

Artículo 293. El parentesco de consanguinidad es el que
existe entre personas que descienden de un mismo proge-
nitor.

En el caso de la adopción, se equiparará al parentesco por
consanguinidad aquél que existe entre el adoptado, el
adoptante, los parientes de éste, los descendientes de
aquel, como si el adoptado fuera hijo consanguíneo.

Artículo 390. El mayor de veinticinco años, libre de matri-
monio, en pleno ejercicio de sus derechos, puede adoptar
uno o más menores o a un incapacitado, aun cuando éste
sea mayor de edad, siempre que el adoptante tenga dieci-
siete años más que el adoptado y que acredite además:

I. Que tiene medios bastantes para proveer a la subsisten-
cia, la educación y el cuidado de la persona que trata de
adoptarse, como hijo propio, según las circunstancias de la
persona que trata de adoptar;

II. Que la adopción es benéfica para la persona que trata de
adoptarse, atendiendo al interés superior de la misma, y

III. Que el adoptante es persona apta y adecuada para adop-
tar.

Toda adopción que haya sido celebrada o que se celebre
en México será considerada plena en atención al interés
superior de la niñez.

Cuando circunstancias especiales lo aconsejen, el juez pue-
de autorizar la adopción de dos o más incapacitados o de
menores e incapacitados simultáneamente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputada
Ana María Boone Godoy (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

«Iniciativa que reforma el artículo 37 de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, a cargo del diputado José Luis Orozco Sán-
chez Aldana, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, José Luis Orozco Sánchez Aldana, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea, Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 37 de la Ley de Coordinación Fiscal, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el país, las instituciones en materia de seguridad públi-
ca y protección civil han sido en todo momento; reconoci-
das por su labor, la entrega y el profesionalismo con el que
realizan su trabajo.

La sociedad en su conjunto; las reconoce con su respeto,
aprecio y cariño, por ser ellos con el desempeño de su fun-
ción; quienes están cerca de la gente en las buenas y sobre
todo, cuando más se requiere el apoyo; en las situaciones
desagradables y que en muchos casos está expuesta la inte-
gridad e incluso la vida de las personas.

No obstante, con el paso del tiempo, la diversificación de
las situaciones de peligro entre sociales y familiares, y en
mayor medida por el actuar de algunos miembros de estas
corporaciones en el desempeño de su trabajo o en su con-
ducta durante su tiempo libre; muchas de estas corporacio-
nes han perdido su prestigio ante la sociedad.

Sin embargo y afortunadamente, entre las pocas que que-
dan ampliamente reconocidas, hay una que se distingue y
que se ubica seguramente en primer lugar en reconoci-
miento, cariño y aprecio social pese al tiempo.

Me refiero en particular a los siempre heroicos Cuerpos de
Bomberos.

De acuerdo con la Encuesta sobre la Percepción Pública en
México de 2013, la profesión de bombero es la más respe-
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table entre la población, por encima incluso de la enferme-
ra, el médico y el investigador científico.1

Los Cuerpos de Bomberos en nuestra historia son leyenda
misma, datan según los registros, que en 1873 fue la fecha
en que se señala, como el momento en que se creó oficial-
mente el primer Cuerpo de Bomberos destacado en el puer-
to de Veracruz.

En esa fecha se inició su tradición de valor, entrega y sobre
todo de cercanía, respeto y cariño con la sociedad mexica-
na; condición que sin duda alguna guardan hasta hoy, con
más fuerza y vigencia.

Fue tal el desempeño de sus elementos que 1951, por de-
creto presidencial, se otorgó a las corporaciones de bom-
beros en toda la nación el carácter de heroicos.

Es indiscutible que los bomberos desde siempre, han sido
salvadores de vidas, apoyo en materia de protección civil,
de percances y además; motivo de ejemplo y orgullo na-
cional.

Los bomberos en el país incluso han sido y son ejemplo de
la niñez y fuente de inspiración en la juventud.

A la fecha no hay persona alguna que mire pasar a un bom-
bero camino a cumplir su labor, y no sienta una profunda
admiración y respeto al ser humano que va dispuesto a en-
tregar si es necesario, su propia vida para salvar la de al-
guien más.

Sin embargo, no nos hemos atrevido ni hemos sido capaces
de ver que ellos también; necesitan ser salvados.

Hoy, la situación que enfrentan los bomberos en su día a
día, desafortunadamente no se centra únicamente en sofo-
car incendios, salvamento de personas, atender contingen-
cias o accidentes automovilísticos, derrames de sustancias
peligrosas o en resumen, a exponer la vida.

Enfrentan también problemas en cuanto al equipamiento
requerido para el desempeño seguro de su trabajo, en la re-
tribución salarial para atender sus necesidades personales y
las de su familia, en las prestaciones que le den certeza ju-
rídica y garantía en el desempeño de su labor ante un in-
fortunio, y además por si lo anterior fuera poco, en algunas
ocasiones graves dificultades al interior de su corporación
y en el desempeño mismo de sus funciones, por mencionar
sólo algunas.

De acuerdo con expertos en el tema, en el país hay 428 cor-
poraciones de bomberos, integradas por elementos que re-
alizan su noble labor de tiempo completo; en condiciones
inseguras, sin equipo, protección y en muchos casos –es-
pecíficamente cerca de 9 mil bomberos– sin salario.

Otro importante número de bomberos depende de aporta-
ciones voluntarias, de la caridad de las personas; o bien, de
recursos entregados por patronatos; para percibir un sueldo
“ficticio” que se ubica por debajo del salario mínimo, co-
mo retribución a su labor y único medio de subsistencia pa-
ra su familia.

El panorama es todavía mucho más desolador si nos refe-
rimos a las prestaciones sociales, seguro de vida, protec-
ción jurídica, seguro o cobertura de servicios médicos al
menos para ellos por el desempeño de su labor; porque
imaginarlo para sus hijos como actualmente lo perciben
elementos de seguridad pública, es un sueño inalcanzable.

Aunado a lo anterior y al ver pasar a ese bombero a cum-
plir su deber, no imaginamos que en sus pensamientos, al
lado de la firme convicción en su ser de entregar incluso su
vida o estar dispuesto a sufrir quemaduras graves; va de la
mano el problema de enfrentar en cualquier momento un
despido injustificado porque “un superior” vendió su plaza
y requiere deshacerse de él, sin recibir siquiera algún tipo
de indemnización que por ley le correspondería.

Los riesgos de su primer labor o encomienda, que es la de
sofocar incendios, son muchos; pero principalmente están
expuestos a sufrir quemaduras por dos cuestiones, primero
son los peligros propios e inherentes de su trabajo y segun-
do, porque carecen del equipo necesario que los proteja.

El asunto no es menor, las quemaduras son sumamente pe-
ligrosas, incapacitantes y de una larga, dolorosa y costosa
recuperación.

Ello, en función de la gravedad y la penetración de éstas en
la piel.

Básicamente se identifican cuatro tipos o grados de que-
maduras a las que están expuestos día tras día los bombe-
ros:

Quemadura de primer grado: esta quemadura sólo afecta a
la capa más externa de la piel, la epidermis. Por esto es una
lesión superficial. Los síntomas que presenta son hincha-
zón de la piel, sequedad, enrojecimiento y dolor.
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Quemadura de segundo grado: estas quemaduras, además
de lesionar a la epidermis, afectan una porción de la der-
mis. Quien padece una quemadura de segundo grado pre-
senta síntomas como hinchazón, ampollas, dolor, enrojeci-
miento, sensibilidad al aire y pérdida de piel.

Quemadura de tercer grado: en este tipo de quemadura la
dermis y la epidermis quedan destruidas, es por esto que se
habla de quemaduras totales. Estas destruyen las termina-
ciones nerviosas y también pueden llegar a afectar a los
huesos, tendones y músculos. La zona afectada queda de
color blanco o carbón. Los síntomas que tienen quienes pa-
decen estas enfermedades son, entre otros, edema, grasa
expuesta, piel seca, que adquiere un color café, blanco o
negro y eliminación de piel. Además, esta quemadura se
caracteriza por ser indolora, a causa de la destrucción de
los nervios.

Quemadura de cuarto grado: estas quemaduras dañan a los
huesos y músculos. No solo pueden ser producto del con-
tacto con líquidos calientes, fuego, electricidad, sino tam-
bién por frío o congelación.2

Además de lo anterior, derivado de lo extenuante de su la-
bor, del estrés que sufren por el riesgo de su trabajo y las
circunstancias a las que se enfrentan, y de lo intenso de la
preparación en cuestiones de condición física y psicológi-
ca que deben mantener como requisito para hacerle frente
a su faena; están expuestos a sufrir la denominada “muerte
cardiaca súbita”.

Estudios no oficiales señalan que es la muerte cardiaca sú-
bita, una de las causas más comunes por las que los bom-
beros pierden la vida, solo después de las propias y deriva-
das de atender un siniestro.

Lo anterior es particularmente delicado, porque expertos
en la materia señalan que la muerte cardiaca súbita, se pue-
de presentar en más de la mitad de sus casos, sin una sin-
tomatología previa.3

Además, pese a que los factores de riesgo son bastantes y
bien identificados para esta causa de muerte; se reconoce
que uno de los mayores factores de riesgo para sufrirla es
debido a la realización de un esfuerzo físico y estresante
muy intenso y prolongado.4

Justamente es lo anterior, la mejor descripción del trabajo
que realizan los bomberos al atender un incendio o una si-

tuación de emergencia donde están en peligro la vida de
víctimas, además de la propia.

Además, hay que añadirle a lo intenso y prolongado de las
situaciones de riesgo que los bomberos padecen durante su
trabajo; la alta frecuencia de estos eventos que tienen que
atender.

Al respecto, las cifras son contundentes: se tiene registrado
que en un año, en promedio 9 de cada 100 habitantes pier-
den su hogar a causa directa de un incendio.5

Asimismo, se reconoce que en promedio se registran poco
más de 50 mil víctimas directas de este tipo de percances
en el país.6

De igual forma y como un ejemplo de la labor extenuante
e incluso en muchos casos sobrehumana, que los bomberos
tienen que realizar, cabe señalar que en el caso específico
de los incendios forestales, desde el 1 de enero hasta el 14
de abril del presente año, se han registrado 4 mil 539 even-
tos.7

Este impresionante número de incendios forestales, que va-
le la pena destacar es una cifra que está dentro del prome-
dio anual, ha exigido para su atención y combate de 103
mil 158 días/hombre;8 es decir, 103 mil 158 días que a la
fecha –el primer tercio del año–, nuestros bomberos han
expuesto su salud y sobre todo su vida.

Frente a lo anterior insisto, 80 por ciento de estos seres hu-
manos, mexicanos y heroicos bomberos; realizan esta labor
sin las prestaciones necesarias y justas, sin el equipo ade-
cuado y sin la certeza jurídica que los proteja a ellos y sus
familias.

Como se aprecia, indiscutiblemente la cantidad de incen-
dios, sus daños, consecuencias y el número de víctimas di-
rectas e indirectas; son muchas, periódicas y sobre todo re-
basan la capacidad de atención de los elementos en activo
de los Cuerpos de Bomberos; situación que les exige el do-
ble o triple de su entrega y su capacidad física, para como
lo han hecho en todo momento, acudir en nuestro rescate y
auxilio.

Estas situaciones de indiscutible entrega por parte de los
bomberos los ha convertido en verdaderos héroes naciona-
les, sin embargo este reconocimiento no es suficiente para
ganarse el sustento de sus necesidades básicas y las de su
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familia ni les ha alcanzado para sacarlos de la invisibilidad
salarial y de prestaciones en la que se encuentran sumergi-
dos históricamente.

Esta situación no es posible y mucho menos admisible.

Tenemos una enorme deuda de gratitud y sobre todo de re-
conocimiento para los bomberos.

Hemos sido opacos en la atención de sus necesidades, e in-
cluso una sociedad indiferente ante los peligros que los
asechan.

Por ese motivo y como espíritu de la presente iniciativa, es
que propongo que de las aportaciones federales que todos
los municipios de nuestro país reciben; tengan la obliga-
ción por ley de destinar una parte, para la atención de las
necesidades de sus bomberos.

Ello, en primer lugar porque todos hemos necesitado, ne-
cesitamos o de manera lamentable estaremos expuestos a
requerir del auxilio directo de un bombero.

O bien, con la labor que ellos realizan, por ejemplo al con-
tener y sofocar un incendio forestal, nos benefician de ma-
nera indirecta a nosotros en el presente y nuestros hijos en
el futuro, al preservar y proteger –incluso con su vida– los
bosques y áreas verdes que cada vez son menos y que
siempre serán vitales.

Propongo que esta asignación se realice en específico, en
los fondos de aportaciones federales, porque en la redac-
ción de la ley en su artículo 37, se considera ya la “atención
de las necesidades directamente vinculadas con la seguri-
dad pública de sus habitantes”.9

Con este artículo, los municipios en la práctica están facul-
tados para realizar gastos en materia de equipamiento para
las fuerzas policiacas o bien para las derivadas de la pro-
tección civil de sus habitantes.

No obstante, es necesario incluir a los bomberos porque
ellos comparten en mayor medida, el riesgo que asumen las
fuerzas policiacas y superan en frecuencia las contingen-
cias que enfrentan en promedio, las autoridades de protec-
ción civil.

En 1993, en el marco de diversa reforma de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, se adicionó el capítulo “De los fondos de
aportaciones federales”; como una medida encaminada a

reforzar la descentralización presupuestal y reforzar las ca-
pacidades presupuestarias de los municipios.

En ese capítulo y en específico en el mencionado artículo
37 de la Ley de Coordinación Fiscal considero que se de-
ben garantizar los recursos para solventar las necesidades
básicas de los Cuerpos de Bomberos de los municipios en
función del objeto del artículo que a la letra dice:

Artículo 37. Las aportaciones federales que, con cargo
al Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los
Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del
Distrito Federal, reciban los municipios a través de las
entidades y las demarcaciones territoriales por conduc-
to del Distrito Federal, se destinarán a la satisfacción de
sus requerimientos, dando prioridad al cumplimiento de
sus obligaciones financieras, al pago de derechos y
aprovechamientos por concepto de agua, descargas de
aguas residuales, a la modernización de los sistemas de
recaudación locales, mantenimiento de infraestructura,
y a la atención de las necesidades directamente vincula-
das con la seguridad pública de sus habitantes. Respec-
to de las aportaciones que reciban con cargo al fondo a
que se refiere este artículo, los municipios y las demar-
caciones territoriales del Distrito Federal tendrán las
mismas obligaciones a que se refiere el artículo 33,
Apartado B, fracción II, incisos a) y c), de esta ley.10

Como se aprecia con lo anterior, con la reforma que pro-
pongo no estaríamos inventando un gasto ni dejando de
atender una necesidad por atender otra; por el contrario,
con la reforma que propongo estaríamos atendiendo una
urgencia y una inversión en nuestra propia seguridad al te-
ner cuerpos de bomberos equipados, capacitados y sobre
todo con la percepción del justo salario que les correspon-
de.

No podemos ser ajenos ni omisos, ante las necesidades
apremiantes que todos conocemos y disimulamos ver que
padecen los bomberos en todo el país.

Esta soberanía y quienes la integramos estamos obligados
y facultados a hacer algo al respecto.

Necesitamos atender esa deuda histórica que se tiene con
los Heroicos Cuerpos de Bomberos que con vocación nos
brindan su labor y servicios.

Como integrantes de la sociedad y representantes popula-
res, debemos reconocer que el trabajo de los bomberos mo-
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tiva, porque con la misma entrega arriesgan su vida propia,
por la de otro ser humano, o por cualquier ser vivo.

Debemos tener desde esta soberanía la capacidad para va-
lorar; que para un bombero no importa el riesgo a enfren-
tar, porque por más pequeño que sea el ser vivo a salvar y
proteger, es una vida por la que sin titubear se exponen con
valor. Sin duda, al término de su día a día, nuestros bom-
beros con su labor se llevan la tranquilidad de su concien-
cia, pero desafortunadamente no llevan de la mano, la tran-
quilidad a su subsistencia y la de su familia.

Lo anterior lo debemos detener. Estamos obligados desde
esta soberanía a responderle a nuestros bomberos y a nues-
tra sociedad en su conjunto.

Por todo ello se somete a consideración del pleno de la Cá-
mara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifica el artículo 37 de la Ley
de Coordinación Fiscal

Único. Se reforma el artículo 37 de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 37. Las aportaciones federales que, con cargo al
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
nicipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito
Federal, reciban los municipios a través de las entidades y
las demarcaciones territoriales por conducto del Distrito
Federal, se destinarán a la satisfacción de sus requerimien-
tos, dando prioridad al cumplimiento de sus obligaciones
financieras, al pago de derechos y aprovechamientos por
concepto de agua, descargas de aguas residuales, a la mo-
dernización de los sistemas de recaudación locales, mante-
nimiento de infraestructura y a la atención de los requeri-
mientos de su Cuerpo de Bomberos y las necesidades
directamente vinculadas con la seguridad pública de sus
habitantes. Respecto de las aportaciones que reciban con
cargo al Fondo a que se refiere este artículo, los municipios
y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal ten-
drán las mismas obligaciones a que se refiere el artículo 33,
Apartado B, fracción II, incisos a) y c), de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor en el siguiente
ejercicio fiscal que corresponda a su publicación en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

Notas:

1 Encuesta sobre la Percepción Pública en México. Inegi, 2013.

2 Fuente: http://www.tiposde.org

3 Instituto Nacional de Cardiología Ignacio Chávez.

4 Instituto Nacional de Cardiología Ignacio Chávez.

5 Asociación Mexicana de Instituciones de Seguros.

6 Asociación Mexicana de Instituciones de Seguros.

7 Reporte acumulado 2016. www.camafu.org.mx

8 Reporte acumulado 2016. www.camafu.org.mx

9 Ley de Coordinación Fiscal, artículo 37.

10 Ley de Coordinación Fiscal, artículo 37. Texto vigente.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
26 de abril de 2016.— Diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 48 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Refugio Trinidad Garzón
Canchola, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano

Diputada Refugio Trinidad Garzón Canchola, integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 123, segundo
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en relación con los diversos 6, numeral 1, frac-
ción I; 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a la consideración de ésta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de la si-
guiente
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Exposición de Motivos

El trabajo es la energía esencial de las economías del mun-
do, y quien presta un trabajo se entrega a sí mismo. Es por
esa razón que el derecho laboral, como derecho social, de-
be estar revestido de nobleza.

Anteriormente, el hombre de trabajo era considerado un
simple objeto, reducido en ocasiones a esclavo; el derecho
laboral liberó al hombre y le concedió dignidad, le hizo
hombre, suceso que sin duda representa un paso funda-
mental en la vida jurídica.

El derecho laboral como conjunto de normas y principios
jurídicos, debe tener como objetivo buscar la igualdad en-
tre los desiguales, salvaguardar las garantías de la clase tra-
bajadora frente al poder económico del patrono, buscar el
equilibrio entre la mano de obra y el capital en un escena-
rio en donde la necesidad de empleo somete al trabajador a
la voluntad del empleador; siendo entonces obligación del
Estado establecer mecanismos que preserven los derechos
fundamentales del trabajador.

Es por ello que, someto a consideración de este pleno la re-
forma al artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, con la
intención de proteger la estabilidad en el empleo de los tra-
bajadores; considerando que la reforma laboral de 2012 es
contraria al espíritu constitucional de protección frente al
patrón, pues le ciñe al trabajador la carga de conformarse
con el pago de solo doce meses de salarios caídos sin im-
portar los años que el Estado se tarde en resolver definiti-
vamente su juicio.

Debido a lo anterior, podemos decir que la ley laboral vi-
gente viola el derecho de estabilidad en el empleo; consi-
derando que el día de hoy es barato despedir a cualquier
trabajador, y que el Estado no ha cumplido en su responsa-
bilidad de establecer, por lo que se refiere a los juicios la-
borales, una justicia pronta.

Lo anterior toma mayor relevancia cuando la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, considera mediante la reso-
lución que dictó el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en
Materia del Trabajo del Primer Circuito, que la reforma del
30 de noviembre de 2012, es contraria a los principios de
progresividad, justicia, equilibrio social y derecho al míni-
mo vital, consagrados en los artículos 1o., 3o., y 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
en consecuencia vulneran los tratados internacionales pac-
tados por el Estado mexicano, particularmente el artículo

26 de la Convención Americana sobre los Derechos Hu-
manos y 21 del Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales; pues tal como lo considera el
Tribunal Colegiado, es responsabilidad del Estado generar
las condiciones en sus instituciones para la impartición de
una justicia, eficaz, pronta y expedita.

De tal suerte que la reforma laboral de 2012, no solo vio-
lenta las garantías constitucionales de los trabajadores, si-
no que es también retrograda respecto de los tratados inter-
nacionales en los que el Estado mexicano toma parte, es
por ello indispensable reivindicar el principio de progresi-
vidad.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración del
pleno de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 48 de la Ley Federal del
Trabajo

Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 48 de la
Ley Federal del Trabajo y se deroga el tercer párrafo del ar-
tículo 48 de la Ley Federal del Trabajo.

Para quedar como sigue:

Artículo 48. …

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la
causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho, además,
cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le
paguen los salarios vencidos desde la fecha del despido
hasta que se cumplimente el laudo.

(Se deroga)

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Cuadro comparativo

Texto vigente

Artículo 48. …
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Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón
la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho,
además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada,
a que se le paguen los salarios vencidos computados
desde la fecha del despido hasta por un período máximo
de doce meses, en términos de lo preceptuado en la úl-
tima parte del párrafo anterior.

Si al término del plazo señalado en el párrafo ante-
rior no ha concluido el procedimiento o no se ha da-
do cumplimiento al laudo, se pagarán también al tra-
bajador los intereses que se generen sobre el importe
de quince meses de salario, a razón del dos por cien-
to mensual, capitalizable al momento del pago. Lo
dispuesto en este párrafo no será aplicable para el
pago de otro tipo de indemnizaciones o prestaciones.

…

Texto propuesto

Artículo 48. …

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón
la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho,
además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada,
a que se le paguen los salarios vencidos desde la fecha
del despido hasta que se cumplimente el laudo.

Se deroga

…

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputada
Refugio Trinidad Garzón Canchola (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS MÍNIMAS 
SOBRE READAPTACIÓN SOCIAL DE SENTENCIADOS

«Iniciativa que reforma los artículos 1o., 3o. y 11 de la Ley
que establece las Normas Mínimas sobre Readaptación So-
cial de Sentenciados, a cargo de la diputada Martha Lore-
na Covarrubias Anaya, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Martha Lorena Covarrubias Anaya,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete la consideración de esta asamblea la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 1o., 3o. y 11 de la Ley que Establece las Nor-
mas Mínimas para la Readaptación Social de Sentenciados,
con el objeto de que se observen las Reglas de Bangkok y
establecer medidas que refuercen el principio de Interés
Superior de la Niñez, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

A nivel mundial más de medio millón de mujeres y niñas
se encuentran privadas de su libertad. Las mujeres repre-
sentan entre 2 y 9 por ciento de la población penitenciaria.
Sus necesidades y características han sido poco o nada
atendidas por los sistemas penitenciarios de todos sus paí-
ses dada la invisibilidad con que se les trata. El diseño de
todos los sistemas de los países fue hecho mediante una vi-
sión androcéntrica1.

En nuestro país, más de 11 mil mujeres se encuentran pri-
vadas de su libertad. A nivel mundial estamos entre el sex-
to y séptimo país con más mujeres en reclusión. Más de 90
por ciento de ellas son madres y eso tiene como conse-
cuencia una serie de situaciones que conlleva múltiples si-
tuaciones de violencia y discriminación por parte del siste-
ma carcelario2.

Un documento elaborado por la Unidad de Género de la
Suprema Corte de Justicia, revela que de 400 centros peni-
tenciarios en nuestro país, sólo 12 son exclusivos para mu-
jeres.

Este documento señala que la mayoría de las mujeres pre-
sas son pobres, con bajo nivel escolar y con antecedentes
de haber sido víctimas de violencia familiar. Que la mayo-
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ría son acusadas por delitos no violentos que no ameritaban
prisión preventiva ni privación de la libertad, de ahí que no
se observan las recomendaciones que diversos organismos
nacionales e internacionales han realizado sobre esta pro-
blemática.

Por otra parte, se señala que desde el Poder Judicial se pue-
den tomar medidas que garanticen la aplicación de los es-
tándares internacionales en materia de derechos humanos,
sobre todo la protección del interés superior del niño y la
niña.

Entre los múltiples instrumentos que se puede utilizar, se
pueden mencionar las reglas para el tratamiento y las me-
didas no privativas de la libertad para las mujeres delin-
cuentes, conocidas como Reglas de Bangkok3, aprobadas
por la Asamblea General de las Naciones Unidas en di-
ciembre de 2010. Estas reglas complementan las reglas
mínimas para el tratamiento de los reclusos y a las reglas
mínimas sobre las medidas no privativas de la libertad (Re-
glas de Tokio).

El artículo señala que cuando se presenta un caso en el que
está involucrada una mujer, es recomendable mirar su con-
dición de género, las circunstancias reales que han marca-
do su vida y cómo y por qué se ha generado la vinculación
con un hecho delictivo. Esto es particularmente relevante a
la hora de decidir sobre el dolo y las causas de justifica-
ción, o bien a la hora de establecer las condiciones de eje-
cución de la pena impuesta.

Las Reglas de Bangkok buscan precisamente responder a
estas necesidades, complementando otras reglas pero aho-
ra bajo las condiciones y necesidades específicas de las
mujeres presas.

Las 70 Reglas brindan una guía a los responsables de polí-
ticas, legisladores, operadores del sistema de justicia penal,
y al personal penitenciario para reducir el innecesario en-
carcelamiento de las mujeres y para atender sus necesida-
des especiales. Las reglas parten de la premisa que varones
y mujeres no deben recibir un “trato igual”, sino por el con-
trario, debe asegurarse un trato diferente bajo leyes y polí-
ticas sensibles al género de las personas (discriminación
positiva).

Se concluye entonces que las preguntas que deben guiar la
determinación de quien juzga es ¿sí es la cárcel resulta la
manera más eficaz de “castigar” y “repara el daño” causa-
do por un hecho delictivo específico? y ¿si se está aten-

diendo debidamente la violencia contra las mujeres, parti-
cularmente en sus orígenes e impactos estructurales?

Por otra parte me interesa señalar que una de las conse-
cuencias que genera el hecho que más de noventa por cien-
to de las mujeres en reclusión sean madres, es que sus hi-
jas e hijos pueden convivir con ellas el tiempo que duren
en reclusión hasta los 6 años, según establece la Ley que
Establece las Normas Mínimas sobre la Readaptación So-
cial de Sentenciados, la cual para este caso prevé que:

Artículo 3o. …

Las hijas e hijos de internas que permanezcan con ellas
dispondrán de los espacios correspondientes para ase-
gurar su desarrollo integral, incluyendo los servicios de
alimentación, salud y educación, hasta los seis años de
edad cuando así lo determine el personal capacitado,
con opinión de la madre y considerando el interés supe-
rior de la infancia. El Ejecutivo federal deberá cumplir
esta disposición y para ello podrá celebrar convenios
con las entidades federativas del país4.

…

Sin embargo estas disposiciones contradicen las Reglas de
Bangkok sobre la estancia de niñas y niños con madres en
reclusión, las cuales establecen que las decisiones sobre el
momento en que deba separarse a un hijo o hija de su ma-
dre, se adoptará en función del caso y teniendo presente el
interés superior del niño y no en función de una determi-
nada edad como señala la ley antes aludida. Específica-
mente la Regla 52 establece que:

Regla 52 

1. Las decisiones respecto del momento en que se debe
separar a un hijo de su madre se adoptarán en función
del caso y teniendo presente el interés superior del niño
con arreglo a la legislación nacional pertinente. 

2. Toda decisión de retirar al niño de la prisión debe
adoptarse con delicadeza, únicamente tras comprobarse
que se han adoptado disposiciones alternativas para su
cuidado y, en el caso de las reclusas extranjeras, en con-
sulta con los funcionarios consulares.

3. En caso de que se separe a los niños de sus madres y
sean puestos al cuidado de familiares o de otras perso-
nas u otros servicios para su cuidado, se brindará a las
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reclusas el máximo posible de posibilidades y servicios
para reunirse con sus hijos, cuando ello redunde en el
interés superior de estos y sin afectar el orden público5.

De ahí que de conformidad con el artículo 2 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes
y con base en el interés superior las autoridades peniten-
ciarias deben observar lo dispuesto en las Reglas de Bang-
kok, de conformidad con el citado numeral que a la letra
señala que:

El interés superior de la niñez deberá ser considerado de
manera primordial en la toma de decisiones sobre una
cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescen-
tes. Cuando se presenten diferentes interpretaciones, se
elegirá la que satisfaga de manera más efectiva este princi-
pio rector.

Cuando se tome una decisión que afecte a niñas, niños o
adolescentes, en lo individual o colectivo, se deberán eva-
luar y ponderar las posibles repercusiones a fin de salva-
guardar su interés superior y sus garantías procesales6.

Relativo al mismo caso, el artículo 13 de la citada ley ge-
neral, al establecer como derechos de las niñas, niños y
adolescentes el:

I. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo;

II. Derecho de prioridad;

III. Derecho a la identidad;

IV. Derecho a vivir en familia;

V. Derecho a la igualdad sustantiva;

VI. Derecho a no ser discriminado;

VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un
sano desarrollo integral;

VIII. Derecho a una vida libre de violencia y a la inte-
gridad personal;

IX. Derecho a la protección de la salud y a la seguridad
social;

X. Derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes
con discapacidad;

XI. Derecho a la educación;

XII. Derecho al descanso y al esparcimiento;

XIII. Derecho a la libertad de convicciones éticas, pen-
samiento, conciencia, religión y cultura;

XIV. Derecho a la libertad de expresión y de acceso a la
información;

XV. Derecho de participación;

XVI. Derecho de asociación y reunión;

XVII. Derecho a la intimidad;

XVIII. Derecho a la seguridad jurídica y al debido pro-
ceso;

XIX. Derechos de niñas, niños y adolescentes migran-
tes, y

XX. Derecho de acceso a las tecnologías de la informa-
ción y comunicación, así como a los servicios de radio-
difusión y telecomunicaciones, incluido el de banda an-
cha e internet, en términos de lo previsto en la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. Para
tales efectos, el estado establecerá condiciones de com-
petencia efectiva en la prestación de dichos servicios.

La permanencia sólo hasta los seis años en los centros pe-
nitenciarios puede suponer una violación a estos derechos,
no obstante que la redacción actual de la ley de normas mí-
nimas deja abierta la posibilidad para que pueda ser eva-
luada su permanencia.

Lo cierto es que la realidad y la práctica nos han indicado
que es a esta edad que son separados de sus madres sin que
se abra por regla general la posibilidad de implementar me-
didas no privativas de libertad que permitan la convivencia
familiar y el fomento de los apegos para las mujeres delin-
cuentes con responsabilidad en el cuidado de otras perso-
nas. Lo que en todo caso debiera adoptarse es la aplicación
de las Reglas de Bangkok.

Pero mientras ello no ocurra, se evidencia pues la violación
y la falta de acceso a la más amplia protección que supone
la legislación sobre los niños y niñas, la cual ha sido crea-
da con base en los principios de derechos humanos intro-
ducidos en la reforma a la Constitución Política Federal de
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2011, en la que se amplían los derechos de las personas en
un nuevo esquema constitucional, a través del reconoci-
miento de la progresividad de los derechos humanos, me-
diante la expresión clara del principio pro persona como
rector de la interpretación y aplicación de las normas jurí-
dicas, en aquellas que favorezcan y brinden mayor protec-
ción a las personas; lo que trae consigo la obligación ex-
presa de observar los tratados internacionales y regionales
firmados por el Estado mexicano, en los que se reconocen
derechos humanos.

En este sentido es que el artículo 1o. constitucional, tiene
importancia trascendental pues incorpora conceptos nove-
dosos para el Constitucionalismo mexicano, precisamente
el párrafo tercero de dicho precepto, contempla las obliga-
ciones del estado, en materia de derechos humanos, al es-
tablecer lo siguiente:

“Artículo 1o. …

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el es-
tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las
violaciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley.”

De lo que se advierte un complejo sistema de interpreta-
ción, aplicación e implementación de los derechos huma-
nos, dirigidos a los poderes ejecutivos, legislativos y judi-
ciales, además de los órganos públicos autónomos del país;
que pone énfasis en los derechos pero que también contie-
ne un sofisticado mecanismo para el análisis y la imple-
mentación de los derechos y sus obligaciones a partir de
ciertos principios que permiten mantener, realizar y avan-
zar el disfrute de los derechos.

Así de esta reforma deriva: a) La obligación a cargo de to-
das las autoridades del Estado mexicano de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos; b) El estableci-
miento en el marco constitucional de los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresi-
vidad, los cuales deben ser interpretados y aplicados en co-
rrelación al establecimiento de las obligaciones del estado
referidas en el inciso anterior; y c) Lo que debe hacer el Es-
tado mexicano cuando se presente una violación a esos de-
rechos y aun antes de esa violación, prevenir, investigar,
sancionar y reparar.

En virtud de lo expuesto, proponemos a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 1o., 3o. y 11 de la Ley
que Establece las Normas Mínimas para la Readapta-
ción Social de Sentenciados, con el objeto de que se ob-
serven las Reglas de Bangkok y establecer medidas que
refuercen el principio de interés superior de la niñez.

Artículo Único. Se reforman los artículos 1o., 3o., sexto
párrafo, y 11, tercer párrafo, todos de la Ley que Establece
las Normas Mínimas para la Readaptación Social de Sen-
tenciados, para quedar como siguen:

Artículo 1o. Las presentes normas tienen como finalidad
organizar el Sistema Penitenciario en la República, confor-
me a lo establecido en los tratados internacionales de los
que el Estado mexicano sea parte, en las Reglas de
Bangkok, en lo concerniente a mujeres reclusas, y en las
disposiciones previstas en la presente ley.

Artículo 3o. …

…

…

…

…

Las hijas e hijos de internas que permanezcan con ellas dis-
pondrán de los espacios correspondientes para asegurar su
desarrollo integral, incluyendo los servicios de alimenta-
ción, salud y educación, hasta el tiempo que determine el
personal capacitado en función del caso, con opinión de
la madre y considerando el interés superior de la infancia.
El Ejecutivo federal deberá cumplir esta disposición y pa-
ra ello podrá celebrar convenios con las entidades federati-
vas del país.

…
…
…

Artículo 11. …

…

…
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Los hijos de las mujeres recluidas, en caso de que perma-
nezcan dentro de la institución, recibirán atención pediátri-
ca, educación inicial y preescolar hasta el tiempo que de-
termine el personal capacitado en función del caso.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Datos disponibles en 

http://www.unodc.org/documents/ropan/Reglas_de_Bangkok/Taller_R
egional_sobre_la_Imlementacion_de_las_Reglas_de_Bangkok.pdf

2 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Unidad de Género. Ejecu-
ción Penal y Perspectiva de Género. Boletín Mensual “Género y Jus-
ticia”. 01 de abril del 2014. Disponible en

http://equidad.scjn.gob.mx/ejecucion-penal-y-perspectiva-de-genero/.

3 Las reglas integras pueden consultarse en 

https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Bang-
kok_Rules_ESP_24032015.pdf

4 Disponible en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

5 Op. Cit. 3.

6 Op. Cit. 4.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputados:
Martha Lorena Covarrubias Anaya (rúbrica), Rafael Yerena Zambrano
(rúbrica), María Esther de Jesús Scherman Leaño (rúbrica), Ramón Ba-
ñales Arambula (rúbrica), Hugo Daniel Gaeta Esparza (rúbrica), José
Luis Orozco Sánchez Aldana (rúbrica), Laura Valeria Guzmán Váz-
quez (rúbrica), Jesús Zúñiga Mendoza (rúbrica), Evelyng Soraya Flo-
res Carranza (rúbrica), Francisco Javier Santillán Oceguera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen.

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE
LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

«Iniciativa que reforma el artículo 49 de la Ley del Institu-
to del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res, a cargo de la diputada Gabriela Ramírez Ramos, del
Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Gabriela Ramírez Ramos, diputada federal por
el distrito 12, integrante del Grupo Parlamentario del PAN
de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6 numeral 1 fracción I; 77 numeral 1 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 49  de la Ley
del Instituto del Fondo Nacional de La Vivienda para los
Trabajadores, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El fin del Estado moderno lo constituye el bien público de
los hombres y mujeres que forman su población. Es éste
elemento final el que da contenido a las atribuciones del
Estado, que se otorgan con la intención de que el mismo
pueda proporcionar adecuadamente el conjunto de condi-
ciones sociales, culturales, morales, políticas y económi-
cas, para que el hombre alcance su pleno desarrollo.

El derecho a la vivienda es inherente a la persona. Es un
elemento clave del desarrollo social y su satisfacción con-
diciona a derechos primordiales como la alimentación, sa-
lud y educación. Surge como respuesta a la demanda de
condiciones adecuadas de vida para el desarrollo familiar,
constituyéndose en el resguardo del hombre y su familia y
tiene en nuestro país sólidos antecedentes históricos. La
Constitución de 1917, en su artículo 123, fracción XII, ya
consignaba la obligación de los patrones de proporcionar a
sus trabajadores viviendas con niveles mínimos de como-
didad e higiene.

Posteriormente, el país se abocó a construir la infraestruc-
tura de seguridad social para atender las diversas necesida-
des de la población. En 1943 se creó el Instituto Mexicano
del Seguro Social, para brindar seguridad social a los tra-
bajadores, aunque en sus inicios, también proporcionó vi-
vienda a sus derechohabientes.
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En 1948, en la Declaración Universal de los Derechos del
Hombre se otorga un reconocimiento internacional al dere-
cho a la Vivienda, al incorporarse en el artículo 25 del men-
cionado ordenamiento,

En la década de los sesentas, México se incorpora a un pro-
ceso de urbanización y de desarrollo industrial más avan-
zado, se crearon los principales organismos nacionales de
vivienda. En 1963, el Gobierno Federal constituye en el
Banco de México, el Fondo de Operación y Financiamien-
to Bancario a la Vivienda, como una institución promotora
de la construcción y de mejora de la vivienda de interés so-
cial, para otorgar créditos a través de la banca privada.

En febrero de 1972, con la reforma al artículo 123 de la
Constitución, se obligó a los patrones, mediante aportacio-
nes, a constituir un Fondo Nacional de la Vivienda y a es-
tablecer un sistema de financiamiento que permitiera otor-
gar crédito barato y suficiente para adquirir vivienda. Esta
reforma fue la que dio origen al Instituto del Fondo Nacio-
nal de la Vivienda para los Trabajadores, Infonavit, me-
diante el decreto de ley respectivo, el 24 de abril de 1972.

Sin embargo, fue hasta 1983, cuando el derecho a la vi-
vienda se elevó a rango constitucional y se estableció co-
mo una garantía individual.

Hasta la década de los ochenta, el eje de la política de vi-
vienda había sido la intervención directa del Estado en la
construcción y financiamiento de vivienda y aplicación de
subsidios indirectos, con tasas de interés menores a las del
mercado. En la primera mitad de la década de los noventa,
se inició la consolidación de los organismos nacionales de
vivienda como entes eminentemente financieros.

Esta última afirmación implica que el Modelo Mexicano de
oferta de vivienda mediante la institución más representa-
tiva, es decir el Infonavit, ha transitado de un organismo
público constructor de vivienda, a un organismo rector en
la materia y con capacidad para financiar el otorgamien-
to de créditos preferentes, destinados a la adquisición de
vivienda y en su caso mejoramiento de la misma, a las fa-
milias mexicanas que se encuentren en situación de empleo
formal.

Sin embargo al adoptar el esquema de organismo financie-
ro, el Infonavit ignora disposiciones que le resultarán en to-
do caso aplicables respecto a los traspasos de los créditos
otorgados, disposiciones que se encuentran reguladas debi-

damente en el capítulo respectivo de Cesión de Deuda del
Código Civil Federal.

En la actualidad, el derecho humano fundamental a gozar
de una vivienda digna, se encuentra supeditado a diversos
factores, normalmente de carácter presupuestario y de po-
líticas públicas que afectan la capacidad financiera de los
organismos de vivienda, específicamente al Infonavit para
aumentar su cobertura y cubrir de ésta manera la demanda
nacional de vivienda nueva.

Sin embargo, y a pesar de la inevitabilidad de éstas cir-
cunstancias, muchas de ellas derivadas del propio entorno
internacional, existen también acciones propias del Institu-
to, que dentro de la esfera administrativa y de capacidad de
su propia capacidad de operación, inciden en la seguridad
jurídica respecto de la tenencia y posesión de una vivienda.

La obligación del Estado mexicano de asegurar condicio-
nes mínimas de vivienda, no se circunscribe a los trabaja-
dores incorporados al sector formal, sino a la totalidad de
la población.

En éste sentido es de reconocer, que las políticas públicas
han fallado por cuanto hace a la formalización de la activi-
dad económica, siendo la realidad actual el hecho de que
según cifras del propio Instituto Nacional de Geografía e
Informática, 6 de cada 10 personas económicamente acti-
vas, es decir, más de 30 millones de personas laboran en
condiciones de informalidad, por consiguiente, sin cotizar
o participar de esquemas de financiamiento a través del In-
fonavit.

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y De-
sarrollo Económicos, OCDE, en México cada persona tra-
baja en promedio dos mil 250 horas al año, muy por enci-
ma del promedio, de sólo mil 748 horas. Comparado con
otros países, México es de lo que menos días de vacacio-
nes por ley tiene al año, con sólo 6, cuando otras naciones
como Reino Unido, España Italia, Brasil, Argentina y Ve-
nezuela, tienen más.

También el país sale mal parado en el balance deseable o
saludable entre trabajo y vida. Inclusive, México tiene el
mayor desequilibrio entre estos dos aspectos de todos los
países que integran la OCDE.

Lo anterior hace en la práctica negatoria los derechos a la
vivienda de una muy amplia mayoría de mexicanos. Dere-
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chos que en parte pudieran verse resarcidos si el Infonavit
reconociera situaciones de hecho que se presentan respec-
to de sus créditos otorgados.

Según cifras del propio Infonavit, de 1972 a 2012 se han
ejercido 6 millones, 992 mil, 339 créditos de vivienda de
los cuales 40 por ciento o más han sido objeto de la figura
del traspaso a través de la cesión de derechos y o poder ge-
neral notarial, a pesar de que la normatividad del instituto
lo prohíbe.

En muchos casos esta gran cantidad de traspasos o cesio-
nes se realizan sustituyendo a los deudores del Infonavit,
con nuevos sujetos que en la mayoría de los casos no cuen-
tan con esquemas de seguridad social o cotizaciones en
materia de vivienda, pero que sin embargo pagan mensual-
mente los créditos.

Esta situación, es en la práctica, la gran generadora de la
incertidumbre legal y falta de seguridad jurídica que afec-
ta a millones de familias mexicanas, situación que en todo
caso, con controles efectivos y garantizando siempre la
viabilidad económica del instituto, podría con las modifi-
caciones que se plantearán más adelante, corregirse en be-
neficio de millones de mexicanos.

Parte de la problemática que esta situación de hecho propi-
cia es la siguiente:

Al detectarse por parte del Infonavit la situación de ce-
sión de derechos o subrogación, el instituto pueda dar ini-
cio a un procedimiento formal de recuperación de vivien-
da al considerar el vencimiento anticipado del crédito
hipotecario, y por lo tanto el incumplimiento del deudor
original.

En caso de no proceder con la recuperación de la vivienda,
el vendedor seguiría siendo legalmente el dueño de la casa
y el responsable de pagar la hipoteca ante el Infonavit, al
ser el titular del crédito, por lo que en un momento dado, al
cubrirse el adeudo del mismo, la titulación de bien se otor-
gará invariablemente en beneficio del titular original.

Sin importar los acuerdos pactados entre las partes intere-
sadas, al titular original se le realizarán los descuentos co-
rrespondientes al pago del crédito, con el agravante de que
además de descontarle al vendedor cada mes lo que corres-
ponde al pago de la mensualidad de la casa, debemos re-
cordar que la aportación patronal, que es el pago que hace
el patrón cada 2 meses al Infonavit y que representa 10 por

ciento del ingreso mensual del trabajador (5 por ciento por
mes), se seguirá depositando al crédito Infonavit, lo que
significa que el titular original se encuentra “aportando” al
comprador el 5 por ciento del sueldo cada mes.

Para el Infonavit el crédito seguirá vigente y el vendedor
no tendrá derecho a un segundo crédito hasta que lo termi-
ne de pagar.

Si el contrato no está bien elaborado, con los poderes ne-
cesarios y el vendedor llegara a cambiarse de ciudad, esta-
do o país o incluso a morir, el comprador no podrá locali-
zar al vendedor para formalizar la cancelación de la
hipoteca ante el Infonavit (trámites de cancelación que de-
be ser realizados por el propietario de la casa y del crédito
Infonavit) siendo esta la principal fuente de incertidumbre
respecto de las viviendas y créditos cesionados.

Analizando las situaciones anteriores se propone la bús-
queda de un instrumento legal que permita en todo caso,
resolver en beneficio de las partes, y sin comprometer la
viabilidad económica del Infonavit, asegurando el pago
completo del crédito otorgado y a las partes la seguridad
jurídica que deriva del reconocimiento, y en su caso escri-
turación del bien.

En la búsqueda de la figura jurídica aplicable, destaca lo
preceptuado por el Código Civil Federal en su capítulo de
“Cesión de Deuda” y “Subrogración”, contenidos en los ar-
tículos 2051 al 2061 del mencionado ordenamiento.

Al respecto y como solución viable, que garantice esque-
mas mínimos de seguridad jurídica a las partes, así como el
propio pago del crédito motivo de la operación en favor del
instituto, sería procedente lo siguiente:

De conformidad con lo establecido por la regulación con la
que el Código Civil Federal aborda a la cesión de deuda y
subrogación, para que exista sustitución de deudor es ne-
cesario que el acreedor consienta expresa o tácitamente la
operación, esto es que permita el cumplimiento de una
obligación, en éste caso el pago, de un tercero a nombre del
titular original, siempre que lo haga en nombre propio. 

El instituto deberá por consiguiente elaborar los formatos
correspondientes para que pueda realizarse ésta solicitud.

En todo caso, de existir inconformidad por el acreedor, de-
berá establecerse un plazo razonable para que la misma sea
expresada por escrito, fundando y motivando en su caso la
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negación. De no darse ésta inconformidad, se establece en
beneficio del solicitante la afirmativa ficta, la cual única-
mente procedería para el caso de que el solicitante contara
con crédito Infonavit.

La solicitud planteada por el cesionario deberá contener los
elementos necesarios para garantizar adecuadamente el pa-
go del monto del crédito motivo de la operación, ya sea
porque el nuevo titular cuente con crédito Infonavit, o ha-
ga uso de instrumentos otorgados por la banca privada, o
de manera preferente, el deudor original permanezca como
aval solidario garantizando con su propio crédito la liqui-
dación total del importe original.

En dado caso de que el titular cuente con crédito Infonavit,
el crédito se considerará subrogado inmediatamente, y por
tanto la transmisión de la deuda con sus respectivos dere-
chos y obligaciones será procedente, al encontrarse garan-
tizado el pago del importe total del crédito restante, de-
biéndose únicamente establecer un límite en la cantidad de
operaciones que pudieran realizarse, en el afán precisa-
mente de garantizar la seguridad jurídica. 

La propuesta es que este traspaso con reconocimiento ins-
titucional, pueda otorgarse por una única ocasión por el In-
fonavit, para generar condiciones de regularización de to-
dos aquellos créditos afectados por las circunstancias
motivo de la presente iniciativa.

Para el caso de que el solicitante no cuente con crédito In-
fonavit, y aporte financiamiento de otras instituciones pú-
blicas o privadas, estas últimas cubrirán la totalidad del
adeudo pendiente por el crédito original para que proceda
la operación y sustitución correspondiente de los derechos
y obligaciones en favor del nuevo titular, y en consecuen-
cia el Instituto escriturará en su beneficio. 

Sin embargo el caso más complicado, como ya se ha men-
cionado, es cuando el cesionario carece de las ventajas que
le otorgan un empleo formal, y por lo tanto carece de la
oportunidad de presentar como garantía de pago o como
pago mismo, su propio crédito Infonavit, pero sin embargo
paga mensualmente su mensualidad.

Para este caso en particular, el deudor original, deberá per-
manecer como aval solidario en favor del cesionario, ga-
rantizando con su crédito la liquidación de la totalidad del
crédito original. Esta acción permitiría regularizar la situa-
ción que se presenta de hecho en materia de vivienda, en
beneficio incluso de una muy amplia mayoría de mexica-

nos que no se encuentran en el sector formal, y que no
cuentan con otra opción de acceso a vivienda.

Con estas acciones se resuelve una añeja complicación res-
pecto de los créditos de hecho traspasados, en beneficio de
los posesionarios de las viviendas y que además cubren de
hecho los importes y montos adeudados al Infonavit.

Se garantizaría los derechos no sólo a la vivienda de millo-
nes de mexicanos, sino al de seguridad jurídica, pues son,
debido a estimaciones del propio Infonavit, cerca del 40
por ciento del total de los créditos otorgados, los que se han
visto afectados por alguna cesión o traspaso en favor de
otros sujetos diferentes, realizados al margen de la legali-
dad y el marco normativo que rige al Infonavit, ocasionan-
do un grave perjuicio a millones de familias mexicanas,
que ven así comprometido su patrimonio ante una regula-
ción inflexible que no reconoce la realidad de nuestro país.

De no tomarse en cuenta éstas modificaciones legales, se
contribuye a fomentar la incertidumbre jurídica respecto de
cientos de miles de familias mexicanas que al no contar
con acceso a créditos Infonavit por carecer de un empleo
formal, ven anulados sus derechos a la vivienda, o incluso
a aquellas que contando con empleo formal y por tanto con
crédito Infonavit, no puedan aplicar éste para la obtención
de la vivienda que habitan.

Por otra parte, si de hecho se encuentra ocupando una casa
adquirida con crédito Infonavit una persona distinta del ti-
tular original, y ambas partes, en un acto consensuado,
acuerdan la respectiva transmisión de derechos y obliga-
ciones, es en interés del propio Estado mexicano otorgar
validez a dicho acuerdo, velando siempre, porque los re-
cursos otorgados por el propio Estado para la adquisición
del inmueble, retornen efectivamente al Infonavit, preser-
vando así la razón de ser del mismo Instituto, es decir, otor-
gar créditos para la adquisición de vivienda digna, sin ver
comprometida en ningún momento, su propia viabilidad fi-
nanciera, pues al recuperar el monto total del crédito ero-
gado, se encuentra en condiciones de continuar con el fi-
nanciamiento de vivienda a las familias mexicanas.

De igual forma, en caso de no aprobarse estas modifica-
ciones legales, se causa un perjuicio económico grave a los
posesionarios de vivienda, pues al concluirse el crédito y
otorgarse la correspondiente escritura, deberá realizarse
una nueva operación notarial para asignar los derechos al
nuevo titular, incurriéndose así en gastos y erogaciones que
dificultan y encarecen el acceso a la vivienda.
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A esto debe sumarse la complicación de que al momento de
la liquidación del crédito original, sea imposible localizar al
derechohabiente inicial, lo que imposibilita la escrituración
al usuario final, y por lo tanto la permanencia en una situa-
ción de incertidumbre.

Teóricamente en la actualidad el Infonavit reconoce la su-
brogación o cesión siempre que el crédito original sea cu-
bierto. Sin embargo, en la práctica al establecerse en el ar-
tículo 49 la prohibición de la cesión, el instituto no otorga
esta facilidad. La propuesta presentada implicaría estable-
cer esta obligación como una facultad reglada y no discre-
cional, sujeta únicamente al cumplimiento de los requisitos
establecidos.

Como beneficio inmediato derivado de esta reforma, se en-
cuentra la regularización del patrimonio de cientos de mi-
les de familias mexicanas, garantizando la actualización de
derechos fundamentales, sin una erogación o recurso patri-
monial del estado mexicano que ponga en peligro la viabi-
lidad del Instituto o del propio Estado.

Es más, la misma representa una acción de alto impacto con
contenido social y humano, relativo a derechos fundamen-
tales, garantizando el acceso a la vivienda digna, a la certi-
dumbre y seguridad jurídica, con un costo mínimo para las
finanzas públicas, constituyendo así una excelente acción
Costo-Beneficio que resuelve una problemática amplia-
mente difundida, y a la fecha, sin respuesta.

Fundamento legal

Por lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, del Reglamento de
la Cámara de Diputados; y 55 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, se somete a consideración de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 49 de la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores 

Artículo Único. Se reforma el artículo 49 de la Ley del Ins-
tituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-
dores para quedar como sigue:
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. El instituto contará con 180 días naturales con-
tados a partir de la entrada en vigor del presente decreto pa-

ra realizar las adecuaciones reglamentarias correspondien-
tes, a fin de cumplir con las disposiciones contenidas en el
artículo 49 de la ley.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputada
Gabriela Ramírez Ramos (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Vivienda, para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, a cargo de la diputada Guadalupe González Suástegui,
del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Guadalupe González Suástegui, diputada a la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72,
inciso H, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y, en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 77
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración del Congreso de la Unión iniciativa con proyec-
to de decreto, por el que se reforman los artículos 94, 95,
97, 98, 99 y 100 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de paridad o igualdad de gé-
nero en el Poder Judicial conforme al siguiente

Exposición de Motivos

A pesar de los avances con perspectiva de género en las le-
yes que rigen la vida en nuestro país, aún existen prácticas,
usos y costumbres que fomentan la discriminación y ex-
clusión de las mujeres en los tres poderes públicos, princi-
palmente en el Poder Judicial; lo cual, contraviene nuestra
constitución en su artículo 1o. y 4o. así como los instru-
mentos internacionales reconocidos por el Estado mexica-
no, que consagraran el principio de la igualdad de oportu-
nidades del hombre y de la mujer en las esferas de lo
público, político, social, económico y cultural; para asegu-
rar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, para que pue-
da disfrutar plenamente de sus derechos humanos y liber-
tades.

Lo anterior plantea tomar en consideración lo establecido
en los artículos 1o., 2o., 3o., 4o., 5o., 7o. y 15 de la Con-
vención sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer (Cedaw) en la cual, los
estados parte, se comprometen a realizar por todos los me-
dios apropiados y sin dilaciones, acciones legislativas o de
cualquier otra índole para que las mujeres puedan partici-
par abierta y libremente en la formulación de las políticas
gubernamentales y en la ejecución de éstas, además de
ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públi-
cas en todos los planos gubernamentales, lo que significa
garantizar su participación para el caso de la presente ini-
ciativa de reforma constitucional en el Poder Judicial, para
que pueda haber más ministras, magistradas, juezas y en

general, funcionarias de manera horizontal y transversal en
el Poder Judicial.

Respecto a lo anterior, el artículo 1o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, menciona lo si-
guiente:

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos recono-
cidos en esta Constitución y en los tratados internacio-
nales de los que el Estado mexicano sea parte, así como
de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y
bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se inter-
pretarán de conformidad con esta Constitución y con los
tratados internacionales de la materia favoreciendo en
todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el es-
tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las
violaciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley.”

(…)

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.”

Lo antes expuesto significa que todas las personas tienen
reconocidos y disfrutarán plenamente de sus derechos hu-
manos reconocidos en nuestra constitución y en los instru-
mentos internacionales reconocidos por nuestro país, los
cuales, deben ser interpretados e incorporados ampliamen-
te para permitir la mayor protección posible.

Asimismo, prohíbe cualquier forma de discriminación,
principalmente la relacionada con el “…origen étnico o na-
cional, el género, la edad, las discapacidades, la condición
social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones,
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las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto
anular o menoscabar los derechos y libertades de las per-
sonas.”

Por su parte el artículo 4o. constitucional plantea desde su
párrafo primero, la igualdad entre hombres y mujeres a fin
de que ambos puedan desarrollarse de manera integral y
plena en todos los ámbitos de la vida en los siguientes tér-
minos:

“Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley.
Esta protegerá la organización y el desarrollo de la fa-
milia.”

De acuerdo a lo previsto en el primer párrafo del artículo 4
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, el derecho humano a la igualdad entre el varón y la
mujer, establece una prohibición para el legislador de dis-
criminar por razón de género, esto es, frente a la ley hom-
bres y mujeres deben ser tratados por igual, es decir, busca
garantizar la igualdad de oportunidades para que la mujer
intervenga activamente en la vida social, económica, polí-
tica y jurídica del país, sin distinción alguna por causa de
su sexo, dada su calidad de persona; y también comprende
la igualdad con el varón en el ejercicio de sus derechos y
en el cumplimiento de responsabilidades.

Esta modalidad del principio constitucional de igualdad ju-
rídica impone a las distintas autoridades del estado la obli-
gación de llevar a cabo ciertos actos que tiendan a obtener
una correspondencia de oportunidades entre distintos gru-
pos sociales y sus integrantes y el resto de la población;
ello se cumple a través de una serie de medidas de carácter
administrativo, legislativo o de cualquier otra índole que
tengan como finalidad evitar que se siga produciendo una
diferenciación injustificada o discriminación sistemática o
que se reviertan los efectos de la marginación histórica y/o
estructural de un grupo social relevante.

Así, el texto del artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, da la pauta para modificar
todas aquellas leyes secundarias que incluyan algún modo
de discriminación.

Derivado de lo anterior, cabe señalar que el derecho huma-
no a la igualdad jurídica se configura por distintas facetas
que pueden distinguirse conceptualmente en dos modalida-
des: 1) La igualdad formal o de derecho, y 2) La igualdad
sustantiva o, de hecho.

La primera es una protección contra distinciones o tratos
arbitrarios y se compone a su vez de la igualdad ante la ley,
como uniformidad en la aplicación de la norma jurídica por
parte de todas las autoridades, e igualdad en la norma jurí-
dica, que va dirigida a la autoridad materialmente legislati-
va y que consiste en el control del contenido de las normas
a fin de evitar diferenciaciones legislativas sin justificación
constitucional.

En ese sentido, se considera que la igualdad de género ya
se encuentra contemplada en el artículo 4o. constitucional,
por lo que la presente iniciativa tendrá por efecto precisar
la observancia de dicho principio al momento de realizar
los nombramientos a que se hace referencia.

Por su parte, la segunda modalidad (igualdad sustantiva o,
de hecho) radica en alcanzar una paridad de oportunidades
en el goce y ejercicio real y efectivo de los derechos hu-
manos de todas las personas, lo que conlleva a que en al-
gunos casos sea necesario remover y/o disminuir los obstá-
culos sociales, políticos, culturales, económicos o de
cualquier otra índole que impidan a los integrantes de cier-
tos grupos sociales vulnerables gozar y ejercer tales dere-
chos.

En nuestra constitución, no existe duda de la igualdad exis-
tente entre mujeres y hombres, incluso en la organización
y el desarrollo de la familia, lo que implica la igualdad de
oportunidades, de derechos y obligaciones desde el centro
de la composición de nuestra sociedad: la unidad familiar
y la esfera pública en su más amplia interpretación. 

En términos políticos y sociales, la paridad debe entender-
se como el equilibrio existente entre mujeres y hombres pa-
ra participar en la política, en las decisiones de estado des-
de los poderes que lo integran a fin de impulsar un
desarrollo equilibrado e incluyente de mujeres y hombres.

En una interpretación más amplia, la paridad tiene como
objeto crear un equilibrio cuantitativo y cualitativo, ten-
diente a garantizar el disfrute pleno de los derechos en
igualdad, sin pretender favorecer a un género de otro, co-
mo se menciona en la Cedaw, “… que se deben adoptar
medidas temporales, esto es, la realización de acciones po-
sitivas a favor de la igualdad de género.”

Lo anterior, nos permite entender que la creación de dispo-
sitivos constitucionales que den paso a la paridad en el Po-
der Judicial, es una cuestión ineludible para lograr la inte-
gración de las mujeres en un plano de igualdad en la
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profesión de la impartición de justicia en nuestro país y de
esta manera, erradicar la exclusión estructural de que han
sido objeto en dicho poder en cumplimiento de los com-
promisos adquiridos y la obligación del Estado mexicano
de promover las condiciones para que la igualdad sea real
y efectiva.

La incorporación en la Constitución de la perspectiva de
género en la composición del Poder Judicial en su conjun-
to, se traduce en una medida estratégica para erradicar la
sub-representación de las mujeres en los órganos de impar-
tición de justicia en virtud de que es un acto de justicia y
de superación de la desigualdad estructural existente en di-
cho poder de estado, permitiendo dar un paso más allá de
las cuotas y de las medidas temporales que plantea la igual-
dad sustantiva.

De ahí que, actualmente, la Ley General para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres establece en la fracción VII del
artículo 36, la obligación de las autoridades de fomentar la
participación equilibrada y sin discriminación de mujeres y
hombres en los procesos de selección del Poder Judicial,
como puede observarse a continuación:

“Artículo 36. Para los efectos de lo previsto en el ar-
tículo anterior, las autoridades correspondientes des-
arrollarán las siguientes acciones:

I. a VI. …

VII. Fomentar la participación equilibrada y sin discri-
minación de mujeres y hombres en los procesos de se-
lección, contratación y ascensos en el servicio civil de
carrera de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judi-
cial.”

Sin embargo, vemos que, pese a dicha disposición, por lo
que respecta al Poder Judicial, la presencia de las mujeres
es escasa.

Desde el año 2010, el Centro de Estudios para el Adelanto
de las Mujeres y la Equidad de Género1 de esta Cámara de
Diputados señaló que el Poder Judicial parecía haberse
quedado a la zaga respecto a la implementación de medi-
das tendientes a la igualdad entre mujeres y hombres des-
de la perspectiva de género, lo cual se reflejaba en la limi-
tada presencia de las mujeres en los altos puestos de primer
nivel como funcionarias del Poder Judicial, toda vez que en
2008, de 11 ministros de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación sólo 2 eran mujeres; de 6 consejeros del Consejo de

la Judicatura Federal sólo 2 eran mujeres; de 7 magistrados
del Tribunal Federal Electoral sólo 1 era mujer; de 15 ma-
gistrados electorales de las salas regionales sólo 6 eran mu-
jeres; de 546 jueces colegiados sólo 94 eran mujeres; de 71
jueces unitarios sólo 8 eran mujeres; mientras que de 301
jueces de distrito sólo 80 eran mujeres.

Dicho problema aún subsiste. Recientemente se ha recono-
cido la falta de representación de las mujeres en el Poder
Judicial. La consejera del Consejo de la Judicatura, Martha
María del Carmen Hernández Álvarez, ha señalado que en
los mandos superiores del Poder Judicial de la Federación
existe poca participación de las mujeres, toda vez que por
cada diez magistrados sólo dos son mujeres y por cada diez
jueces solamente tres son mujeres2.

De igual manera, durante su participación en el cuarto Con-
greso Nacional para juzgar con Perspectiva de Género, cele-
brado el pasado 20 de agosto de 2015, la magistrada Marga-
rita Luna Ramos señaló, “respecto a la participación de la
mujer en posiciones de juezas o magistradas, que en México
el Poder Judicial Federal trabaja para que más mujeres acce-
dan al porcentaje promedio de Iberoamérica que es aproxi-
madamente de 30 por ciento”, y que el “Comité Interinstitu-
cional propone que se reserve para mujeres plazas en los
concursos de oposición para acceder a la judicatura y a la
magistratura; realizar exámenes exclusivamente para las in-
teresadas en acceder al cargo de jueza de distrito o magistra-
da de circuito; insertar criterios flexibles y objetivos para la
definición de adscripciones, entre otras medidas.”3:

Estos datos nos indican la necesidad de contar con meca-
nismos que garanticen el acceso de las mujeres a los prin-
cipales puestos de toma de decisiones, en este caso del Po-
der Judicial, fortaleciendo con ello la igualdad entre
mujeres y hombres, entendiendo por ésta la obligación de
considerar a ambos géneros al momento de evaluar sus ca-
pacidades y aptitudes para ocupar un cargo, en este caso,
dentro del Poder Judicial Federal.

Así, en congruencia a nuestro sistema jurídico donde se re-
conoce como derecho humano la igualdad para acceder a
un cargo público en todos los ámbitos y niveles sin discri-
minación –por razón de sexo, entre otras– acorde al artícu-
lo 1o. y 4o. constitucional, es imperativo aprobar acciones
legislativas que garanticen dicho principio, es decir la
igualdad material entre hombres y mujeres; como también
lo establece el artículo 6o. de la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, donde se reafirma dicha
igualdad.

Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2016 / Apéndice  III Diario de los Debates de la Cámara de Diputados394



En el ámbito internacional, existen diversos instrumentos
tendientes a proteger y garantizar mediante su incorpora-
ción en las legislaciones locales, la igualdad de mujeres y
hombres, en los siguientes términos.

En los artículos 1o., 2o., 3o., 4o., 5o., 7o. y 15 entre otros
de la Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación Contra la Mujer (Cedaw) se es-
tablece que los estados parte deben encaminar sus políticas
a erradicar la discriminación contra la mujer y, consagrar el
principio de la igualdad del hombre y de la mujer en las es-
feras política, social, económica y cultural, para asegurar
su pleno desarrollo, con la finalidad de garantizar el ejerci-
cio y goce de sus derechos humanos y libertades funda-
mentales en igualdad de condiciones con el hombre.

Lo anterior quedó reafirmado en la recomendación hecha
al Estado mexicano, aprobada en el 36o. periodo de sesio-
nes de la Cedaw, en la que se señaló la necesidad de forta-
lecer las medidas para aumentar el número de mujeres en
puestos directivos en todos los niveles y ámbitos. 

En lo que respecta a la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), en sus
artículos 1o., 23 y 24, se plantea que los estados integran-
tes se comprometen a respetar los derechos y libertades re-
conocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a
toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discrimi-
nación alguna, también establece que todas las personas
deben gozar, entre otros derechos y oportunidades, el de
tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las
funciones públicas de su país.

Por su parte, los artículos 5, 13 y 14 de la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), es-
tablece que “… toda mujer tiene derecho al reconocimien-
to, goce, ejercicio y protección de todos los derechos
humanos y a las libertades consagradas por los instrumen-
tos regionales e internacionales sobre derechos humanos.
Así como el derecho a tener igualdad de acceso a las fun-
ciones públicas de su país y a participar en los asuntos pú-
blicos, incluyendo la toma de decisiones. Toda mujer po-
drá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles,
políticos, económicos, sociales y culturales y contará con
la total protección de esos derechos consagrados en los
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos
humanos.”

Por su parte el criterio señalado en la décima Conferencia
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, ce-
lebrada del seis al nueve de agosto de dos mil siete, conoci-
do como Consenso de Quito en la consideración 17, men-
ciona que “… la paridad es uno de los propulsores
determinantes de la democracia, cuyo fin es alcanzar la
igualdad en el ejercicio del poder, en la toma de decisiones,
en los mecanismos de participación y representación social
y política…” 

A la luz de todo lo anterior, en congruencia con el sistema
jurídico nacional e internacional, las reformas tendientes a
promover la paridad de género en el Poder Judicial, es
congruente con el ejercicio pleno de los derechos y liberta-
des de las personas, para hacer efectiva la participación
equilibrada entre mujeres y hombres en los ámbitos públi-
cos, esencialmente en lo que se refiere a la profesión de im-
partición de justicia.

Finalmente, de acuerdo a todo lo antes expuesto y fundado,
someto a consideración del Congreso de la Unión, la si-
guiente iniciativa de reforma constitucional cuyo objeto,
consiste en realizar el principio de paridad de género en su
aspecto vertical, horizontal y trasversal en el Poder Judi-
cial.

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en materia de paridad de género en el Poder Judicial

Artículo Único. Se reforman los artículos 94, 95, 97, 98,
99 y 100 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de igualdad de género en el Poder
Judicial, para quedar como sigue:

Capítulo IV
Del Poder Judicial

Artículo 94. Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de
la Federación en una Suprema Corte de Justicia, en un Tri-
bunal Electoral, en Tribunales Colegiados y Unitarios de
Circuito y en Juzgados de Distrito.

La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judi-
cial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, estarán a cargo del Consejo de la
Judicatura Federal en los términos que, conforme a las ba-
ses que señala esta Constitución, establezcan las leyes.
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación se compondrá,
atendiendo al principio de igualdad de género, de once
ministros o ministras y funcionará en pleno o en salas.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Artículo 95. Para ser electo ministro o ministra de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, se necesita:

I. Tener la ciudadanía mexicana por nacimiento, en
pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles.

II. (…) a VI (…)

Los nombramientos (de los Ministros) deberán recaer
preferentemente entre aquellas personas que hayan ser-
vido con eficiencia, capacidad y probidad en la imparti-
ción de justicia o que se hayan distinguido por su hono-
rabilidad, competencia y antecedentes profesionales en
el ejercicio de la actividad jurídica.

Artículo 96. (…)

(…) 

Artículo 97. Los magistrados de circuito y los jueces de
distrito serán nombrados y adscritos, atendiendo la igual-
dad de género, por el Consejo de la Judicatura Federal,
con base en criterios objetivos y de acuerdo a los requisi-
tos y procedimientos que establezca la ley. Durarán seis
años en el ejercicio de su encargo, al término de los cuales,
si fueran ratificados o promovidos a cargos superiores, só-

lo podrán ser privados de sus puestos en los casos y con-
forme a los procedimientos que establezca la ley.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá solicitar
al Consejo de la Judicatura Federal que averigüe la con-
ducta de algún juez o magistrado federal.

La Suprema Corte de Justicia nombrará y removerá, aten-
diendo la igualdad de género, a su secretario y demás
funcionarios y empleados. Los magistrados y jueces nom-
brarán y removerán a los respectivos funcionarios y em-
pleados de los tribunales de circuito y de los juzgados de
distrito, conforme a lo que establezca la ley respecto de la
carrera judicial.

Cada cuatro años, atendiendo la igualdad de género, el
pleno elegirá de entre sus miembros al presidente de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, el cual no podrá ser
reelecto para el periodo inmediato posterior.

(…) 

(…) 

(… ) 

(…) 

(…) 

Artículo 98. Cuando la falta de un ministro excediere de
un mes, el presidente de la República, atendiendo a la
igualdad de género, someterá el nombramiento de un mi-
nistro interino a la aprobación del Senado, observándose lo
dispuesto en el artículo 96 de esta Constitución.

Si faltare un ministro por defunción o por cualquier causa
de separación definitiva, atendiendo a la igualdad de gé-
nero, el presidente someterá un nuevo nombramiento a la
aprobación del Senado, en los términos del artículo 96 de
esta Constitución.

(…) 

(…)

Artículo 99. (…) 

(…) 
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La sala superior se integrará atendiendo a la igualdad de
género por siete magistrados electorales. El presidente del
tribunal será elegido por la sala superior, de entre sus
miembros, para ejercer el cargo por cuatro años.

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma de-
finitiva e inatacable, en los términos de esta Constitución y
según lo disponga la ley, sobre:

I. (…) a X. (…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Los magistrados electorales que integren las salas supe-
rior y regionales serán elegidos atendiendo a la igual-
dad de género por el voto de las dos terceras partes de
los miembros presentes de la Cámara de Senadores a
propuesta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
La elección de quienes las integren será escalonada,
conforme a las reglas y al procedimiento que señale la
ley.

(…) 

(…) 

En caso de vacante definitiva se nombrará, atendiendo a
la igualdad de género, a un nuevo magistrado por el tiem-
po restante al del nombramiento original.

(…) 

Artículo 100. El Consejo de la Judicatura Federal será un
órgano del Poder Judicial de la Federación con indepen-
dencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones.

El consejo se integrará atendiendo a la igualdad de géne-
ro por siete miembros de los cuales, uno será el presidente
de la Suprema Corte de Justicia, quien también lo será del
consejo; tres consejeros designados por el pleno de la Cor-

te, por mayoría de cuando menos ocho votos, de entre los
magistrados de circuito y jueces de distrito; dos consejeros
designados por el Senado, y uno por el presidente de la Re-
pública.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Poder Judicial contará con un plazo no mayor
de sesenta días, contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, para realizar las reformas correspondien-
tes.

Notas:

1 La participación política de las mujeres. De las cuotas de género a la
paridad. 1a Reimpresión. Febrero 2010. Centro de Estudios para el
Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género. H. Congreso de la
Unión. Cámara de Diputados. LXI Legislatura. Pág. 91.

2 Reconoce CJF sensibilidad de las mujeres para detectar y combatir
problemas de discriminación dentro del PJF. 

Comunicado No. 15. México, D.F., a 09 de abril de 2015. Disponible
en http://www.cjf.gob.mx/documentos/Comunicados%20Prensa/docs-

ComunicadosPrensa/2015/comunicado15.pdf

3 Inicia Congreso “Juzgar con perspectiva de Género” http://www.az-
tecanoticias.com.mx/notas/seguridad/228898/inicia-congreso—juz-
gar-con-perspectiva-de-genero-
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputada
Guadalupe González Suástegui (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 159 de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Araceli Madrigal Sánchez,
del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

Uno de los retos de la salud en México está en la cobertu-
ra total de enfermedades que, por sus características y ries-
gos asociados con su desarrollo presentan diferentes deto-
nantes que muestran síntomas agresivos y muy diversos,
llegando a imitar a otras enfermedades que, por su severi-
dad, son causantes de la muerte. 

Tal es el caso del Lupus Eritematoso Sistémico (LES), en-
fermedad autoinmune, inflamatoria, crónica y multisisté-
mica de etiología desconocida, definida por sus caracterís-
ticas clínicas y por la presencia de anticuerpos dirigidos
contra uno o más componentes del núcleo. 

En las personas con afectación de la enfermedad de lupus,
el sistema inmunitario del cuerpo, el cual está diseñado pa-
ra combatir las sustancias ajenas al organismo, se vuelve
hiperactivo, formando anticuerpos que atacan a los tejidos
y a órganos sanos, incluyendo piel, articulaciones, riñones,
cerebro, corazón, pulmones y sangre.

La prevalencia en la población general -dependiendo de la
zona- se encuentra entre 4 y 250 casos por cada 100,000
habitantes. En el caso de Norteamérica, Asía y el norte de
Europa, la enfermedad afecta a 40 de cada 100,000 habi-
tantes, con una mayor incidencia entre la población hispa-
na y afroamericana.

Se estima que actualmente hay cinco millones de personas
que padecen esta enfermedad, siendo España el país que
tiene 20,000 personas enfermas de Lupus Eritematoso Sis-
témico, mientras que en Estados Unidos reporta de 14.6 a
50.8 casos por cada 100,000 habitantes.

En México se reporta una prevalencia de 0.086%. La inci-
dencia se ha estimado de 1.8 a 7.6 casos por cada 100,000
habitantes al año.

El LES suele comenzar entre los diecisiete a treinta y cin-
co años y el gran derrotero, a pesar de que el pronóstico ha
mejorado en los últimos tres años, la mortalidad es todavía
un problema mayor, la cual es tres veces mayor que en la
población general y ello, por el impacto económico que re-
presenta atender la enfermedad.

Los tratamientos para el Lupus Eritematoso Sistémico si-
guen siendo para un reducido número de personas con ca-
pacidad económica sostenible. 

Es indispensable, incorporar la enfermedad de Lupus Eri-
tematoso Sistémico al catálogo de enfermedades del Fondo
de Protección contra Gastos Catastróficos. Toda vez y con
fundamento en lo dispuesto en el Artículo 77 Bis 29, Capí-
tulo VI de la Ley General de Salud, se establece que:

Se considerarán gastos catastróficos a los que se derivan de
aquellos tratamientos y medicamentos asociados, definidos
por el Consejo de Salubridad General, que satisfagan las
necesidades de salud mediante la combinación de interven-
ciones de tipo preventivo, diagnóstico terapéutico, paliati-
vo y de rehabilitación, con criterios explícitos de carácter
clínico y epidemiológico, seleccionadas con base en su se-
guridad, eficacia, costo, efectividad, adherencia a normas
éticas profesionales y aceptabilidad social, que impliquen
un alto costo en virtud de su grado de complejidad o espe-
cialidad y el nivel o frecuencia con la que ocurren.

Argumentos

Con el objetivo de apoyar el financiamiento de la atención
principalmente de beneficiarios del Sistema de Protección
Social en Salud que sufren enfermedades de alto costo de
las que provocan gastos catastróficos, se constituirá y ad-
ministrará por la Federación un fondo de reserva, sin lími-
tes de anualidad presupuestal, con reglas de operación de-
finidas.

Por lo expuesto, someto a consideración del pleno de esta
honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona al catálogo de enfermedades
el Lupus Eritematoso Sistémico igualmente se adiciona la
fracción VII al artículo 159 de la Ley General de Salud,
que establece la actualización del catálogo de enfermeda-
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des que por su impacto económico, afectan la economía de
las familias mexicanas que tienen enfermos de LES y que
no aparece dentro de las coberturas vertical y horizontal.

Fundamento legal

La suscrita, legisladora federal Araceli Madrigal Sánchez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, integrante de la LXIII Legislatura de la Cámara
de Diputados, y con fundamento en lo establecido en los
artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 6, fracciones I
y IV, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados y
demás aplicables, somete a la consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona la enfermedad Lupus Eritema-
toso Sistémico al apartado 3.5.1 Fondo de Protección
contra Gastos Catastróficos y la ampliación de las cobertu-
ras vertical y horizontal del Sistema de Protección Social
en Salud,  y la fracción VII al artículo 159 de la Ley Gene-
ral de Salud.

Decreto por el que se adiciona la fracción VII al artícu-
lo 159 de la Ley General de Salud

Artículo Primero. Se adiciona la fracción VII al artículo
159 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 159. El ejercicio de la acción de prevención y
control de enfermedades no transmisibles comprenderá
una o más de las siguientes medidas, según sea el caso que
se trate:

I. a VI. ...

VII. Actualizar el catálogo de enfermedades que, por
su impacto económico, afectan la economía de las fa-
milias mexicanas que tienen enfermos de Lupus Eri-
tematoso Sistémico y que no aparece dentro de las
coberturas vertical y horizontal. 

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Bibliografía:

Ley General de Salud.

Boletín Epidemiológico, Sistema Nacional de Vigilancia Epidemioló-
gica. Sistema Único de Información.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a los
diecinueve días del mes de abril de 2016.— Diputada Araceli Madri-
gal Sánchez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL Y LEY DE
COORDINACIÓN FISCAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes General de Desarrollo Social, y de Coordina-
ción Fiscal, a cargo del diputado Juan Pablo Piña Kurczyn,
del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Juan Pablo Piña Kurczyn, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión y, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración del Pleno de esta Honorable Asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan
diversos artículos de la Ley General de Desarrollo Social y
de la Ley de Coordinación Fiscal, de conformidad con el
siguiente:

Considerando

La pobreza en México es uno de los problemas más gran-
des que ha tenido nuestro país. Constantemente ha sido un
tema de análisis y discusión, en el cual se han buscado va-
rias formas para erradicarla mediante políticas públicas,
proyectos, fondos y cruzadas, tanto por parte del gobierno
como de instituciones privadas. Sin embargo, esta situa-
ción no deja de aquejar a nuestra sociedad. Las cifras si-
guen siendo alarmantes. Todas las acciones no han tenido
el impacto esperado y el problema sigue en incremento, ge-
nerando que las familias se encuentren en condiciones de
vulnerabilidad.
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De acuerdo con cifras del Consejo de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social (Coneval) existen en nuestro pa-
ís 55.3 millones de personas en situación de pobreza, de las
cuales 11.4 millones se encuentran en pobreza extrema y
43.9 millones en pobreza moderada, cifras basadas en tres
aspectos analíticos, el enfoque de bienestar, derechos fun-
damentales y el contexto territorial.

Existen varias formas de medición de la pobreza, algunas
de ellas son: por Marginación, la cual es realizada por el
Consejo Nacional de Población, Conapo, por rezago social
la cual es ejecutada por el Coneval, por las Áreas Geoesta-
dísticas Básicas, AGBE, diseñadas por el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía, Inegi, a través del Marco
Geoestadístico Nacional, entre otras.

El Marco Geoestadístico Nacional, fue creado en 1978 pa-
ra referenciar correctamente la información estadística de
los censos y encuestas con lugares geográficos correspon-
diente, dicha división es diseñada por el Inegi en base a los
censos, el cual divide al territorio en áreas geoestadísticas
con tres niveles de desagregación:

1. Área geoestadística estatal (AGEE),

2. Área geoestadística municipal (AGEM) y 

3. Área geoestadística básica (AGEB)1

Dentro de estos tres niveles de degradación se encuentra el
área geoestadística básica, la cual constituye la unidad fun-
damental de dicho marco; por las diferencias de densidad
de población y uso de suelo, el Inegi dividió en dos tipos a
las AGEB: urbanas y rurales.

Las primeras, delimitan una parte o el total de una locali-
dad de más de 2 mil 500 habitantes, generalmente van de 1
a 50 manzanas; y las segundas demarcan una superficie de
aproximadamente 11 mil hectáreas2. Actualmente existen
en el país un total de 59, 195 AGEB, de las cuales 18 mil
139 están en pobreza extrema.

Por otro lado, el Coneval realiza una metodología para la
medición de la pobreza en México mediante Grados de Re-
zago Social, con el objeto de contar con la mayor informa-
ción posible para determinar la degradación territorial, es-
tos grados son Muy Alto, Alto, Medio, Bajo y Muy Bajo
los cuales se distribuyen en el total de AGEB dadas por el
Inegi.3

Aunado a todo lo anterior, de acuerdo con el artículo 29 de
la Ley General de Desarrollo Social, se considera una zona
de atención prioritaria, ZAP, lo siguiente:

Artículo 29. Se consideran zonas de atención prioritaria
las áreas o regiones, sean de carácter predominante-
mente rural o urbano, cuya población registra índi-
ces de pobreza, marginación indicativos de la exis-
tencia de marcadas insuficiencias y rezagos en el
ejercicio de los derechos para el desarrollo social es-
tablecidos en esta ley. Su determinación se orientará
por los criterios de resultados que para el efecto defina
el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social que esta Ley señala y deberá, en todo
tiempo, promover la eficacia cuantitativa y cualitativa
de los ejecutores de la Política Social.”

De lo anterior se desprende que las zonas de atención prio-
ritarias, ZAP, son otra forma de medición de la pobreza, sin
embargo, esta tiene una peculiaridad que es de gran rele-
vancia, éstas únicamente son para regiones de carácter pre-
dominantemente rural o urbano cuya población registra ín-
dices de pobreza, por lo que no todo el territorio puede
acceder a ser una ZAP.

Estas zonas son revisadas anualmente por el Poder Ejecu-
tivo, a través de la Secretaría de Desarrollo Social, de
acuerdo con el artículo 30 de la citada Ley, en la que se es-
tablece lo siguiente:

Artículo 30. El Ejecutivo federal revisará anualmente las
zonas de atención prioritaria, teniendo como referente las
evaluaciones de resultados de los estudios de medición
de la pobreza, que emita el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social e informará
a la Cámara de Diputados sobre su modificación, des-
agregado a nivel de localidades en las zonas rurales y a ni-
vel de manzanas en las zonas urbanas, para los efectos de
asignaciones del Presupuesto de Egresos de la Federación.
La Cámara de Diputados, al aprobar el presupuesto, hará la
declaratoria de zonas de atención prioritaria, la cual debe-
rá publicarse en el Diario Oficial de la Federación, junto
con el decreto del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción.”

Esta revisión se hace tomando en cuenta las evaluaciones
de medición de pobreza que emita el Consejo Nacional pa-
ra la Evaluación de la Política de Desarrollo Social, Cone-
val. Dicha revisión será informada a la Cámara de Dipu-
tados sobre su modificación, la cual se aprobará en el
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presupuesto, haciendo la declaratoria de estas zonas, de-
biéndose publicarse en el Diario Oficial de la Federación,
junto con el decreto del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración.

Ahora bien, al tratarse de un problema social, es necesaria
la inyección de fondos a la población que se encuentra en
esta situación desfavorable y se genere un mejor desarrollo
social en el país. Por ello, de acuerdo con la Ley General
de Desarrollo Social se establece en el artículo 17 que los
municipios son los encargados de ejecutar los programas,
recursos y acciones federales de desarrollo social, de
acuerdo con las reglas de operación que para el efecto
emita el Ejecutivo federal.

Dichas reglas de operación, así como el diseño y coordina-
ción de los programas y apoyos federales de las zonas de
atención prioritaria, corresponden al gobierno federal por
conducto de la Secretaría de Desarrollo Social, Sedesol.

De igual forma, el artículo 32 del Presupuesto de Egresos
de la Federación para 2016, señala que los programas de
subsidios del Ramo Administrativo 20 Desarrollo Social,
se destinarán exclusivamente a la población en condicio-
nes de pobreza, de vulnerabilidad, rezago y margina-
ción, de acuerdo con los criterios que defina la Conapo y
las evaluaciones del Consejo Nacional para la Evaluación
de la Política de Desarrollo Social, Coneval, en los progra-
mas que resulte aplicable y la Declaratoria de Zonas de
Atención Prioritaria formulada por la Cámara de Dipu-
tados.

Por lo anterior, existen varias incongruencias en el método
actual para definir prioridades geográficas que a continua-
ción se detallan:

Al existir varios métodos para la medición de la pobreza
los municipios caen en confusiones geográficas y limita-
ciones presupuestales.

De los mil 80 municipios de zonas de atención prioritaria,
ZAP, que actualmente existen, al menos 994 municipios de
esos son designados como áreas geoestadísticas básicas,
generando una duplicación geográfica de la pobreza.

Las áreas geoestadísiticas básicas asignadas por Secretaría
de Desarrollo Social anualmente, con base en la pobreza,
no cuentan con reglas fijas y claras, lo que generan confu-
sión e incertidumbre territorial. 

Entre 2013 y 2014 se disminuyeron 4 mil 735 AGEB la
cual afectó gravemente a 204 municipios mayores a 100
mil habitantes en su territorialidad para ejercer recursos ur-
banos y entre 2014 y 2016 aumentaron 2 mil 576 AGEB.

En este momento existen 354 municipios sin clasificación
de pobreza, no se encuentran dentro de las zonas de aten-
ción prioritaria y la Cruzada Nacional contra el Hambre no
las toman en cuenta; tampoco tienen asignadas áreas geo-
estadísticas básicas y de igual forma reciben recursos del
Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Mu-
nicipal (FAISM), fondo que es utilizado para favorecer a
las zonas de pobreza extrema.

En la disminución de 4 mil 735 AGEB existen casos que no
cuentan con fundamento alguno para ser eliminadas, limi-
tando gravemente la autonomía y la soberanía municipales,
el desempeño de atribuciones constitucionales y el ejerci-
cio de acciones jurídicamente propias en la materia, pre-
vistas en el artículo 115 constitucional.

En apoyo a lo anterior, se muestra una tabla en la que se de-
muestra cómo cambian drásticamente la asignación de las
áreas geoestadísticas básicas en ciertos municipios del te-
rritorio nacional:
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De igual forma, se presenta una tabla en la que se demues-
tra las incongruencias del método actual, en cuanto a la las
zonas geográficas, existiendo confusión para delimitar las
mismas y por ende se generan conflictos presupuestales:

Aunado a lo anterior, la presente iniciativa propone modi-
ficar los artículos 30 y 43 de la Ley General de Desarrollo
Social con la finalidad de que a más tardar el 15 de sep-
tiembre de cada año, la Secretaría de Desarrollo Social en-
tregue a la Cámara de Diputados , el diseño, operación y li-
neamientos de coordinación de los programas y apoyos
federales en las zonas de atención prioritaria, para el año
fiscal siguiente, para que ésta a su vez realice con antela-
ción a la aprobación del PEF el análisis y aprobación de la
declaratoria de zonas de atención prioritaria, la cual deberá
publicarse en el Diario Oficial de la Federación, a más tar-
dar el primero de noviembre de cada año.

Por todo lo anterior, se considera necesario modificar va-
rios preceptos de la Ley General de Desarrollo Social, así
como de la Ley de Coordinación Fiscal a fin de que las in-
congruencias en la medición de la pobreza sean eliminadas
y brindar mayor autonomía a los municipios del país en la
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operación de dichos recursos, en beneficio de los habitan-
tes de las zonas que así lo requieran.

En tal virtud, someto a la consideración de la Honorable
Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto

Primero. Se reforman los artículos 17, 29, 30, y 43 frac-
ciones III y IV de la Ley General de Desarrollo Social pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 17. Los municipios serán los principales ejecuto-
res de los programas, recursos, acciones y obras federales
de desarrollo social, que se financien mediante recursos
provenientes de subsidios locales o federales, de acuer-
do a las reglas de operación que para el efecto emita el
Ejecutivo federal o la entidad federativa correspon-
diente.

Sus lineamientos, normas o reglas de operación debe-
rán ser claras, sencillas, accesibles y de trámite ágil. De-
berán ser publicadas como fecha límite el treinta de
enero del año fiscal correspondiente y sus plazos de
atención deberán estar abiertos cuando menos durante
5 meses.

Las dependencias responsables del otorgamiento de es-
tos recursos, deberán brindar de manera obligada y
gratuita la asesoría, capacitación y orientación para
que los municipios accedan a los recursos del desarrollo
social en tiempo y forma.

Artículo 29. Se consideran zonas de atención prioritaria
las áreas o regiones de tipo rural o urbano, cuya población
registre altos índices de marginación, rezago social y po-
breza extrema dictaminados por el Consejo Nacional de
Población, el Consejo Nacional para la Evaluación de la
Política de Desarrollo Social, el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía y la Secretaría de Desarrollo
Social; que indiquen y sustenten la existencia de caren-
cias sociales, insuficiencias alimentarias y en materia de
salud, educación, vivienda y servicios básicos en el ejer-
cicio de los derechos del desarrollo social establecidos
en esta ley.

La selección y clasificación de zonas prioritarias no de-
berán duplicarse en materia geográfica, especificando
claramente qué las constituye y su territorialidad; res-

petando la autonomía municipal en la toma de decisio-
nes y acompañando a los municipios en materia de ase-
soría, capacitación y orientación constante y gratuita.

Artículo 30. El Ejecutivo federal revisará anualmente las
zonas de atención prioritaria, teniendo como referente las
evaluaciones de resultados de los estudios de medición de
la pobreza, que emita el Consejo Nacional de Evaluación
de la Política de Desarrollo Social y enviará la propuesta
a más tardar el quince de septiembre a la Cámara de
Diputados, sobre su modificación, desagregando a nivel
de localidades en las zonas rurales y a nivel de manza-
nas en las zonas urbanas.

La Cámara de Diputados, aprobará o modificará la de-
claratoria de zonas de atención prioritaria, la cual de-
berá publicarse en el Diario Oficial de la Federación,
antes del primero de noviembre del año fiscal que ter-
mina para aplicarse en el año fiscal siguiente.

Artículo 43. Corresponde al gobierno federal, por conduc-
to de la secretaría, las siguientes atribuciones:

I. y II. …

III. Proponer a la Cámara de Diputados anualmente
las zonas de atención prioritaria, con base a los artícu-
los 29 y 30 de esta ley.

IV. Proponer a la Cámara de Diputados, el quince de
septiembre como máximo; el diseño, operación y li-
neamientos de coordinación de los programas y apo-
yos federales en las zonas de atención prioritaria, pa-
ra el año fiscal siguiente.

V. a XI. …

Segundo. Se reforma el artículo 33 de la Ley de Coordina-
ción Fiscal para quedar de la siguiente manera:

Artículo 33. Las aportaciones federales que con cargo al
Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social reci-
ban las entidades, los municipios y las demarcaciones te-
rritoriales, se destinarán prioritariamente al financiamiento
de obras, acciones sociales básicas y a inversiones que be-
neficien directamente a la población en pobreza extrema, y
a localidades con alto o muy alto nivel de rezago social.

Lo anterior sin perjuicio de que el municipio pueda eje-
cutar las obras acciones en aquellas áreas de geoesta-
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dística básica y localidades donde no se hayan determi-
nado zonas de atención prioritaria, conforme a lo seña-
lado en los artículos 17, 29, 30 y 43 de lo previsto en la
Ley General de Desarrollo Social.

A. …

B. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://www.inegi.org.mx/geo/contenidos/geoestadistica/m_geoesta-
distico.aspx 

2 http://www.beta.inegi.org.mx/temas/mapas/mg/ 

3 http://www.coneval.gob.mx/Medicion/IRS/Paginas/Rezago_so-
cial_AGEB_2010.aspx

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputado
Juan Pablo Piña Kurczyn (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Desarrollo Social
y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen y a la
comisión de Fortalecimiento al Federalismo, para opi-
nión.

LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS MÍNIMAS 
SOBRE READAPTACIÓN SOCIAL DE SENTENCIADOS

«Iniciativa que reforma el artículo 11 de la Ley que esta-
blece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de
Sentenciados, a cargo del diputado Ángel Rojas Ángeles,
del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Ángel Rojas Ángeles, diputado federal in-
tegrante de la LXIII Legislatura, perteneciente al Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; así como en los artículos 77 y 78 del Reglamento de

la Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta
asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona un párrafo cuarto al artículo 11 de
Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readapta-
ción Social de Sentenciados, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En 2014 a efecto de verificar las condiciones de interna-
miento y el trato que se brinda a las mujeres privadas de la
libertad, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
realizó la supervisión sobre las condiciones de las Mujeres
Internas en los Centros de Reclusión de La República Me-
xicana.

Derivado de ello se informó que 77 de los 389 estableci-
mientos penitenciarios tiene población femenina, entre los
cuales se encuentran: 

• 15 exclusivos para mujeres (13 de ellos estatales y dos
federales); 

• 3 prisiones militares, que alojan a población mixta, así
como

• 59 centros, también mixtos, bajo la administración de
autoridades estatales

En ellos, conforme al Censo Nacional de Gobierno, Segu-
ridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2015 del
INEGI, existían 549 Menores de 6 años viviendo con su
madre en los centros penitenciarios y de estos el 45% eran
menores de un año.

Sin embargo, en 10 centros NO se permite la estancia de
menores de edad con sus madres internas, lo que es con-
trario a lo señalado por el artículo 11 de la Ley Que Esta-
blece Las Normas Mínimas Sobre Readaptación Social De
Sentenciados y el artículo 23 segundo párrafo de la Ley
General De Los Derechos De Niñas, Niños Y Adolescen-
tes, ya que ambos establecen el derecho de los hijos de las
mujeres recluidas, no sólo a que permanezcan dentro de la
institución hasta los 6 años de edad, sino que además, reci-
birán atención pediátrica, educación inicial y preescolar.

Aunado a ello, la propia CNDH observó que la estancia de
estos menores únicamente se permite cuando nacen mien-
tras sus madres se encuentran internas, con los que se les
restringe el derecho a convivir con ellas, ya que se ha de-
jado a criterio de las autoridades penitenciarias garantizar
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o no este derecho en sus reglamentos internos, permitiendo
la discrecionalidad en el cumplimiento del derecho de los
menores y de su madre a comprenderse. (En Acapulco de
Juárez y Chilpancingo de los Bravo, ambos en Guerrero,
los menores de edad pueden permanecer hasta los 8 y 12
años de edad, respectivamente).

Aunado a lo anterior, por mencionar un ejemplo, en el Re-
glamento de los Centros de Reclusión del Distrito Federal,
Publicado En La Gaceta Oficial del Distrito Federal el 24
de Septiembre de 2004, se establece que los menores de 6
años, “en ningún caso podrán permanecer después de esta
edad alojados en las estancias de los Centros de Reclusión,
por lo que los responsables de los Centros Femeniles se
abocarán, con la anticipación debida, a realizar los estudios
de trabajo social necesarios para entregar a estos menores
a los familiares más cercanos o a instituciones que des-
arrollen funciones de asistencia social”.

Es decir, a los 6 años cuando un menor es más cercano y
más afecto a su madre, es separado de ella, sin que haya la
obligación por parte de los centros penitenciarios o institu-
ción alguna de dar el tratamiento psicológico a fin de pre-
parar al menor, a la madre o a los familiares, a sufrir el
cambio emocional que ello implica, e incluso considerar
que la madre en muchos casos ha sido abandonada por su
propia pareja o sus familiares. Por lo que, los menores no
tienen garantizado su derecho a la salud emocional.

A la fecha no sabemos que le ocurre a estos pequeños,
no se le da seguimiento a este acontecimiento vital es-
tresante, porque tampoco se da tratamiento a los meno-
res posteriormente al ser separados de su madre; no sa-
bemos si habrá algún tipo de resentimiento o trastorno
biopsicosocial, pero más aún se le deja a la madre la ta-
rea de rehabilitarse y que cuando recobre su libertad,
tenga sin apoyo especializado, la difícil labor de recons-
truir la relación emocional con sus hijos y que estos la
vean con el mismo respeto, ya que el tiempo en prisión
casi siempre produce la ruptura del grupo familiar; ten-
gamos en claro que la persona pudo haber tomado una de-
cisión, pero la madre y el hijo merecen el cariño mutuo.

Es verdad, que existen algunas buenas prácticas de ofrecer
tratamiento psicológico a los menores previo a la referida
separación, pero depende, como lo he señalado de la dis-
crecionalidad de la autoridad, no hay un programa que se
encargue de una manera eficaz de garantizar o reco-
brar la reinserción emocional de las madres y sus hijos
y a su vez de estos con sus seres queridos, quienes son

los lazos más cercanos. Esta es justamente la finalidad de
la presente iniciativa, garantizar a los hijos de madres pri-
vadas de su libertad en centros de readaptación social, las
condiciones que les permitan un crecimiento y desarrollo
integral pleno.

Para ello, es conveniente recordar que las Reglas de las Na-
ciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medi-
das No Privativas de la Libertad para las Mujeres (Reglas
de Bangkok), suscritas por México, piden que “Las autori-
dades penitenciarias, en cooperación con los servicios de
libertad condicional y de asistencia social, los grupos co-
munitarios locales y las organizaciones no gubernamenta-
les, elaborarán y ejecutarán programas de reinserción
amplios para el período anterior y posterior a la puesta
en libertad, en los que se tengan en cuenta las necesida-
des específicas de las mujeres” (Regla 46).

Asimismo a que “Tras su puesta en libertad, se prestará
apoyo suplementario a las mujeres que requieran ayu-
da psicológica, médica, jurídica y práctica, en cooperación
con los servicios comunitarios, a fin de asegurar su rein-
serción social” (Regla 47).

Aunado a lo anterior, del Informe Especial de la Comisión
Nacional de Los Derechos Humanos sobre las Mujeres In-
ternas en los Centros de Reclusión de La República Mexi-
cana, se desprende la recomendación de que “con relación
a las deficiencias en la atención médica para los niños
que viven con sus madres internas, es importante recor-
dar que por razones obvias, estas personas no están en
posibilidad de proporcionar a sus hijos los medios más
elementales para subsistir, ni mucho menos para pro-
curarles el acceso a los servicios de salud especializados
que requieren en la etapa de desarrollo en que se encuen-
tran, por lo que, el Estado debe asumir esa responsabilidad
mientras se encuentren bajo su custodia”.

Con base en lo anteriormente expuesto, se somete a la con-
sideración del Pleno de la Cámara de Diputados, la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona un párrafo cuarto al artículo 11
de Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Rea-
daptación Social de Sentenciados, para quedar como si-
gue:

Artículo 11. 

...
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...

...

Para los efectos anteriores, los Centros Penitenciarios
podrán suscribir convenios de colaboración con los Sis-
temas DIF, Nacional, Estatal y Municipales, para que
en coordinación se implementen programas que ofrez-
can tratamiento psicológico a las hijas e hijos de las mu-
jeres recluidas, al menos un año previo al momento en
que deban concluir su permanencia dentro de la insti-
tución y hasta cumplidos los 12 años de edad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputado
Ángel Rojas Ángeles (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen.

LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIO-
NADOS CON LAS MISMAS

«Iniciativa que adiciona el artículo 20 Bis y reforma el 46
de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con
las Mismas, a cargo de la diputada Rocío Matesanz Santa-
maría, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Rocío Matesanz Santamaría, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6o., fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, presenta al pleno de este órgano legislati-
vo iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de
Obras y Servicios Relacionados con las Mismas, para esta-
blecer que “las dependencias y entidades incluirán en las
convocatorias y en los contratos, cláusulas para que los
contratistas establezcan programas de responsabilidad so-
cial que privilegien la construcción, equipamiento, mante-
nimiento, rehabilitación, reforzamiento, reconstrucción y

habilitación de inmuebles e instalaciones destinados a los
servicios del sistema nacional educativo y de salud”, con-
forme a la siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema.

México requiere más inversión en infraestructura educati-
va, para que la educación esté verdaderamente al alcance
de todos los niños y jóvenes, y así poder construir escuelas
que cuenten con los servicios básicos que necesitan los es-
tudiantes a fin de aprovechar su estancia en los centros es-
colares. La educación es un derecho humano fundamental
que debe estar al alcance de todos los mexicanos, es un ins-
trumento necesario para el desarrollo del país, mejora la
capacidad de la población para lograr su bienestar, es una
herramienta indispensable para combatir la desigualdad y
propiciar la evolución de la sociedad”, no basta con dar un
espacio a los alumnos en las escuelas, éstas deben contar
con la infraestructura y recursos necesarios para funcionar,
debido a que la calidad de la infraestructura y su equipa-
miento son factores que facilitan el aprendizaje y constitu-
yen una parte esencial de los insumos requeridos para lle-
var a cabo el proceso educativo.

De acuerdo con el informe Panorama de la educación
2015 México, de la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos (OCDE), acerca del financiamien-
to de la educación, México gasta un porcentaje de su pro-
ducto interno bruto en educación similar al de otros países
de la OCDE, pero el gasto por estudiante es aún bajo en tér-
minos absolutos. El gasto de México en educación prima-
ria a terciaria como porcentaje del PIB se elevó de 4.4 por
ciento en 2000 a 5.2 en 2012, porcentajes similares al pro-
medio de la OCDE. En 2012, México gastó 3.9 por ciento
de su PIB en instituciones de educación básica (un poco
por encima del promedio de la OCDE, de 3.7 por ciento,
que incluye también las instituciones de educación postse-
cundaria no terciaria) y 1.3 por ciento del PIB en institu-
ciones de educación terciaria (un poco por encima del pro-
medio de la OCDE de 1.5 por ciento).1

En 2012 sólo una pequeña parte del gasto total en educa-
ción básica se destinó a gastos de capital. En 2012, el gas-
to de capital en México en la construcción, renovación y
reparación importante de edificios escolares representó só-
lo 2.5 por ciento del gasto en instituciones de educación
básica.
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El gasto de capital en México como porcentaje del gasto
total en educación terciaria fue de 6.8 por ciento. México
destina un mayor porcentaje de su gasto actual en educa-
ción a la remuneración de los docentes que ningún otro pa-
ís de la OCDE. En 2012, casi 81 por ciento del gasto actual
en los niveles de primaria y secundaria se usó para remu-
neración de los docentes (el promedio de la OCDE, que in-
cluye al nivel postsecundario no terciario, fue de 62 por
ciento). Cerca de 62 por ciento del gasto actual en el nivel
terciario se dedica a remunerar a los profesores (el prome-
dio de la OCDE es de 40 por ciento).

Aunado a lo anterior se debe sumar el hecho de que en el
reciente Censo Educativo de Escuelas, Maestros y Alum-
nos de Educación Básica y Especial, que realizó el Institu-
to Nacional de Estadísticas y Geografía en 2013, reveló las
graves carencias del sistema educativo nacional, escuelas
sin materiales básicos o con infraestructura deficiente y
alumnos sin acceso a computadoras e internet, por lo cual
dicho documento arroja los siguientes datos:

1. El 25 por ciento de las escuelas de educación básica
del país se ubica en instalaciones adaptadas para dar cla-
ses, no en inmuebles construidos expresamente con ese
propósito. Preescolar es el nivel educativo con el mayor
número de planteles en esa situación (29 por ciento de
total).

2. El 36 por ciento de las escuelas carece de drenaje.

3. El 24 por ciento de las escuelas no tiene agua de la red
pública.

4. El 10 por ciento de las escuelas no cuenta con baños.

5. El 8 por ciento de las escuelas no posee energía eléc-
trica.

6. El 59 por ciento de las escuelas carece de salidas de
emergencia.

7. En materia de protección civil, el porcentaje es simi-
lar en el caso de las escuelas sin rutas de evacuación, 58
por ciento, y en el de planteles sin zonas de seguridad
para eventualidades como un sismo, 54 por ciento.

8. El 15 por ciento de las escuelas no tiene sillas para los
alumnos.

9. Una de cada 10 (10 por ciento) carece de pizarrón.

10. De las escuelas, 20 por ciento no cuenta con escri-
torio ni silla para el profesor.

11. De las escuelas, 40 por ciento carece de computado-
ras.

12. De ellas, 61 por ciento no tiene internet.

13. De los datos anteriores se desprende que el 45% de
los alumnos de preescolar, primaria y secundaria no tie-
ne acceso a computadora en su escuela, en tanto el 61%
no puede acceder a la red.

Las características de la infraestructura escolar se transfor-
man en oportunidades para el aprendizaje y la enseñanza,
por ello se requiere atender de manera urgente la proble-
mática que guardan los planteles educativos del país. Le-
galmente, la Secretaría de Educación Pública tiene como
atribución fortalecer y desarrollar la infraestructura de los
servicios educativos, a través de la construcción, manteni-
miento, rehabilitación y equipamiento de espacios educati-
vos, siendo así tenemos que a nivel federal hay 40 mil 967
escuelas, a nivel estatal 171 mil 173, autónomo 2 mil 460
y particulares 43 mil 801, dando un total nacional de 258
mil 401.2

La infraestructura de los planteles educativos comprende
aquellos servicios y espacios que permiten el desarrollo de
las tareas educativas. Las características de la infraestruc-
tura física de las escuelas contribuyen a la conformación de
los ambientes en los cuales aprenden los niños y, por tanto,
funcionan como plataforma para prestar servicios educati-
vos promotores del aprendizaje que garantizan su bienes-
tar. Diversos estudios informan que el ambiente físico, con-
formado por la infraestructura, es en sí mismo una fuente
rica de información para los niños, pues éste influye en su
aprendizaje y desarrollo integral.

Además, dicha infraestructura es una condición para la
práctica docente, pues es un insumo básico para los proce-
sos educativos y su ausencia, insuficiencia o inadecuación
pueden significar desafíos adicionales a las tareas docen-
tes. Así, las características de la infraestructura se transfor-
man en oportunidades para el aprendizaje y la enseñanza.
Aun cuando se reconoce que los servicios educativos se
pueden prestar bajo condiciones de ausencia, insuficiencia
o inadecuación de la infraestructura, es deseable que el en-
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torno donde se encuentran los niños, independientemente
de la escuela a la que asistan, tenga características que per-
mitan garantizar su bienestar y facilitar la realización de los
procesos de aprendizaje y enseñanza.

Sin embargo, también los resultados hacen evidente que en
todas las modalidades educativas hay carencias; algunas
son generalizadas, pero la mayoría se concentran en las
modalidades que atienden a niños provenientes de contex-
tos socioeconómicos desfavorables. En éstas se ofrecen los
servicios educativos en forma más precaria; aún hay caren-
cias en servicios básicos para la infraestructura de los plan-
teles, por ejemplo, algunas instalaciones para la seguridad
e higiene no están presentes o su estado actual es deficien-
te, lo cual, en conjunto, puede poner en riesgo el aprendi-
zaje de los niños y la salud de la comunidad escolar. Una
de las insuficiencias generalizadas es el espacio disponible
por alumno en el aula. Los resultados apuntan hacia algu-
nas medidas que convendría implantar. En general, la si-
tuación que presenta la infraestructura de las escuelas de
educación deja ver la necesidad de acciones del Estado di-
rigidas a asegurar la existencia, suficiencia y funciona-
miento de servicios y espacios educativos adecuados, a fin
de que los niños y docentes dispongan de ambientes apro-
piados para la enseñanza y el aprendizaje.

Por ello es importante modificar el marco normativo de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas para establecer disposiciones en la que las empre-
sas tiendan a ser socialmente responsables hacia la comu-
nidad en las que interactúan. Hace relativamente poco
tiempo, se asumía que la responsabilidad de las empresas
era únicamente generar utilidades, actualmente, esta con-
cepción no es suficiente ni aceptable; además de generar
utilidades para sus accionistas, la empresa debe tomar en
cuenta que sus actividades afectan, positiva o negativa-
mente, la calidad de vida de sus empleados y de las comu-
nidades en las que realizan sus operaciones. Como conse-
cuencia, un número creciente de empresas perciben que la
“responsabilidad social” es un tema que no está restringido
solamente a las acciones sociales o ambientales desarrolla-
das por la organización en la comunidad, sino que implica
también el diálogo y la interacción con los diversos públi-
cos relacionados con la empresa. Para que ésta actúe con
responsabilidad social, desde una perspectiva sistémica y
amplia, es necesario que ese concepto sea incorporado a
sus procesos de gestión y, por tanto, que pase a formar par-
te integral de sus estrategias de negocio y de su sistema de
planeación interna, al igual que en el marco normativo que
rige las formas de contratación entre el Estado y las em-

presas. En este sentido, “la responsabilidad social empre-
sarial es una nueva forma de gestión y de hacer negocios,
en la cual la empresa se ocupa de que sus operaciones se-
an sustentables en lo económico, lo social y lo ambiental,
reconociendo los intereses de los distintos grupos con los
que se relaciona y buscando la preservación del medio am-
biente y la sustentabilidad de las generaciones futuras”.3 Es
una visión de negocios que integra el respeto por las per-
sonas, los valores éticos, la comunidad y el medioambien-
te con la gestión misma de la empresa, independientemen-
te de los productos o servicios que ésta ofrece, del sector al
que pertenece, de su tamaño o nacionalidad.

La “responsabilidad social empresarial” debe sustentarse
en los valores expresados por la empresa y debe ser plas-
mada en un conjunto integral de políticas, prácticas y pro-
gramas a lo largo de las operaciones empresariales para
institucionalizarla. De lo contrario, se caería en el riesgo de
implantar prácticas que, si bien son socialmente responsa-
bles, al no responder a un mandato y cultura instituciona-
les, están en peligro de suspenderse ante cualquier even-
tualidad, coyuntura, crisis presupuestal o cambio en la
dirección de la empresa. Un elemento adicional fundamen-
tal es que debe ser apoyada, la responsabilidad es la “obli-
gación de responder ante hechos o situaciones”, la respon-
sabilidad social es la “obligación de responder ante la
sociedad en lo general y ante algunos grupos en lo especí-
fico”. Entonces, la responsabilidad social empresarial es la
capacidad de entender y dar respuesta al conjunto de soli-
citudes que los diversos grupos que constituyen el entorno,
esto permite a la empresa incrementar su competitividad a
través de la generación de confianza como base de su ne-
gocio. En conclusión, la responsabilidad social empresarial
lleva a la actuación consciente y comprometida de mejora
continua, medida y consistente que permite a la empresa
generar valor agregado para todos sus públicos, y con ello
ser sustentablemente competitiva.

Mientras que el desarrollo económico y social continúa
mejorando las vidas de algunos en nuestro país, todavía
hay trabajo considerable que hacer para alcanzar condicio-
nes favorables en los ámbitos económico, social, educativo
y de salud que beneficien a toda la sociedad. A través de to-
do el hemisferio, la potencia y la influencia de las empre-
sas continua creciendo y es cada vez más evidente que la
construcción de una sociedad más justa y una economía
más sostenible depende, en gran parte, de influenciar a la
comunidad de negocios para poner en ejecución acciones
que permitan alcanzar estas metas. Los mismos indicado-
res, cuantitativos y cualitativos, servirán de base para que
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la empresa y sus directivos establezcan las medidas nece-
sarias para hacer más efectiva y eficiente la manera en que
la responsabilidad social se integra a sus estrategias medu-
lares.

En este contexto, tenemos que Petróleos Mexicanos (Pe-
mex) tomó la decisión de impulsar medidas de conserva-
ción y protección del medio ambiente así como de mejorar
las condiciones económicas y sociales de las comunidades
que se encuentran en el espacio geográfico donde se efec-
túan los trabajos de Pemex Exploración y Producción
(PEP) valorando el trascendente aporte al desarrollo nacio-
nal que realizan las comunidades en cuyos territorios efec-
túa sus actividades de exploración y producción, dado que
el proceso de producción así como del patrimonio natural
pueden verse afectados y las comunidades enfrentar dete-
rioro de su entorno por lo que Pemex, en su carácter de em-
presa social y ambientalmente responsable, crea en el año
2013 el Programa de Apoyo a la Comunidad y Medio Am-
biente (PACMA) como mecanismo de intervención públi-
ca para optimizar las acciones de los agentes del desarrollo
de estas zonas, fortaleciendo la relación de Pemex con la
ciudadanía, los gobiernos de los estados y municipios, así
como para conjuntar esfuerzos con las diferentes depen-
dencias y entidades del Gobierno Federal, con autoridades
locales y organizaciones sociales que se sumen a este es-
fuerzo.

El programa se encuentra acorde con las metas nacionales
y sus estrategias “México Próspero” y “México Incluyen-
te” establecidas en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-
2018, así como con el objetivo 10 del Plan de Negocios de
Pemex 2014-2018, “Mejorar el desempeño ambiental, la
sustentabilidad del negocio y la relación con las comunida-
des”, específicamente en la estrategia 10.3., “Fortalecer los
mecanismos de vinculación y desarrollo social”. El PAC-
MA promueve el desarrollo sustentable, a través de accio-
nes de desarrollo económico y social y de conservación del
medio ambiente, así como el fortalecimiento de las rela-
ciones de Pemex con las comunidades para garantizar la
obtención o ampliación de la licencia social de operación.
Su logro significa el reconocimiento y valoración de la co-
munidad así como la concurrencia de los gobiernos estata-
les y municipales para que la empresa pueda realizar sus
operaciones, siendo social y ambientalmente responsable,
mediante programas, obras y acciones que permiten impul-
sar el desarrollo humano, generar capacidades productivas,
coadyuvar en la atención de rezagos sociales y forjar un
desarrollo comunitario sustentable de largo plazo en las co-

munidades que se encuentran dentro de las áreas de in-
fluencia del PEP.

El programa se financia con al menos el dos por ciento del
monto total del Contrato Principal de los proveedores o
contratistas que realizan actividades para PEP. Con estos
recursos, el PACMA impulsa Programas, Obras y Acciones
(Proa). El programa dispone que se trata de contratos que
sean iguales o superen 100 millones de pesos para el caso
terrestre y 500 millones de pesos en zona marítima. No se
incluyen las contrataciones con dependencias y entidades
de la administración pública federal, estatal o municipal,
organismos internacionales e instituciones académicas. Ni
los relativos al desarrollo de prototipos o a investigaciones
específicas.

El compromiso de los proveedores o contratistas de PEP
con el desarrollo sustentable, así como la participación de
las comunidades donde se realicen los Proa, será funda-
mental para garantizar el éxito de los objetivos del Progra-
ma que contará con sistemas de monitoreo y seguimiento a
la operación y los resultados obtenidos y de evaluación
cuantitativa y cualitativa sobre sus resultados e impacto.

Tomando como marco de referencia el programa citado, la
iniciativa vincularía el proceso de gestión teniendo como
valores a la honestidad, el respeto, la responsabilidad y la
solidaridad y principios siendo estos la corresponsabilidad
y el desarrollo sustentable y las instancias participantes y
que se apoyarán en ellos buscando el logro de los objetivos
como son la eficacia, eficiencia, oportunidad, calidad y
transparencia, teniendo como valores. La iniciativa busca
mejorar las condiciones de las personas, en materia de sa-
lud y educación, a través del equipamiento y la dotación de
bienes básicos, lo que propicia una mejor calidad de vida,
a través de la aplicación de obras y acciones de educativas
y de salud. 

La estrategia del programa se apoya en tres pilares: Obten-
ción de Resultados del Negocio, Responsabilidad Social y
Ambiental y Desarrollo de las Comunidades. Con ello se
contribuye a mejorar la productividad y a generar benefi-
cios económicos y sociales para la población. Dicho pro-
grama ha tenido un buen desempeño y así como el impul-
so y desarrollo de varios programas y acciones ejecutados,
como lo demuestran las estadísticas de referido programa.
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Asimismo, dicho programa cuenta con el sustento de nues-
tra Carta Magna, dado que diversos artículos de ésta hacen
referencia al impulso así como al desarrollo económico na-
cional en la que concurrirán, con responsabilidad social, el
sector público, el sector social y el sector privado.

Con esta iniciativa se busca reformar el orden jurídico me-
xicano a fin de establecer que un porcentaje del monto to-
tal del contrato principal de los contratistas y ejecutores de
obras públicas relacionadas con las dependencias y entida-
des de la administración pública federal, se destine para la
construcción, equipamiento, mantenimiento, rehabilita-
ción, reforzamiento, reconstrucción y habilitación de in-
muebles e instalaciones destinados al servicio del sistema

educativo nacional, así como en infraestructura en materia
de salud.

II. Argumentación de la propuesta

La presente propuesta tiene por objeto modificar la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas,
a efecto de establecer la figura de un programa en materia
de responsabilidad social que privilegie la construcción,
equipamiento, mantenimiento, rehabilitación, reforzamien-
to, reconstrucción y habilitación de inmuebles e instalacio-
nes destinados al servicio del sistema educativo nacional,
así como en infraestructura en materia de salud, a fin de es-
tablecer que un porcentaje del monto total del contrato
principal de los contratistas y ejecutores de obras públicas
relacionadas con las dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal se destine para el desarrollo del
referido programa.

Como ha sido señalado, la figura de apoyo a la comunidad
que ha sido instaurada por Pemex través del PACMA como
mecanismo de intervención pública para optimizar las ac-
ciones de agentes de desarrollo, ha sido tomado como un
modelo de gestión pública para la presente iniciativa de re-
forma de la citada ley para establecer desde el marco nor-
mativo, el apoyo a las comunidades por medio de recursos
financieros para el mejoramiento de la infraestructura edu-
cativa y de salud, al establecer que de las contrataciones
que se adjudiquen en términos de la ley se destine un por-
centaje de los recursos económicos para el impulso de di-
cho programa y que en este caso tomado como modelo del
PACMA sea un 2 por ciento del total del contrato obra pú-
blica que el gobierno federal lleve a cabo mayor a cien mi-
llones de pesos por licitación, invitación o adjudicación.
Esta propuesta va más allá, pues busca establecer en la le-
gislación la incorporación de dichos apoyos.

Asimismo, en la revisión al Programa de Apoyo a la Co-
munidad y Medio Ambiente se observa que las disposicio-
nes que le dan sustento en nuestro orden jurídico, mantie-
nen la característica de ser generales, al referirse a la
responsabilidad social y ambiental, como bien se observa
en lo normado en la Ley de Petróleos Mexicanos y consi-
derando que

• De acuerdo con el artículo 25 constitucional, párrafo
cuarto, al desarrollo económico nacional concurrirán,
con responsabilidad social, el sector público, el sector
social y el sector privado.
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• Que de acuerdo con su párrafo séptimo, conforme a
criterios de equidad social, productividad y sustentabili-
dad se apoyará e impulsará a las empresas de los secto-
res social y privado de la economía, sujetándolos a las
modalidades que dicte el interés público y al uso, en be-
neficio general, de los recursos productivos, cuidando
su conservación y el ambiente.

• Que, de acuerdo con el artículo 27 de la Ley General
de Educación, el Ejecutivo federal y el gobierno de ca-
da entidad federativa tomarán en cuenta el carácter prio-
ritario de la educación pública para los fines del desa-
rrollo nacional.

• De acuerdo con el artículo 9 de la Ley General de Edu-
cación, el Estado tiene la obligación de promover y
atender directamente, mediante sus organismos descen-
tralizados, a través de apoyos financieros, o bien, por
cualquier otro medio, todos los tipos y modalidades
educativos.

• Que de acuerdo con su artículo 28, son de interés so-
cial las inversiones que en materia educativa realice el
Estado, sus organismos descentralizados y los particula-
res.

• Que de acuerdo con el artículo 19 de la Ley General de
la Infraestructura Física Educativa, es atribución del
Instituto Nacional de la Infraestructura Física Educativa
vincular y coordinar los esfuerzos de los organismos so-
ciales del sector privado que desarrollen proyectos rela-
cionados con la misma, en los términos de ley y sin per-
juicio de las competencias locales al respecto.

Y tomando en cuenta que, de acuerdo al artículo 134, pá-
rrafos tercero y cuarto, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos

Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo
tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier natura-
leza y la contratación de obra que realicen la Federación,
los estados, los municipios, la Ciudad de México, y los ór-
ganos político-administrativos de sus demarcaciones terri-
toriales, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licita-
ciones públicas mediante convocatoria pública para que
libremente se presenten proposiciones solventes en sobre
cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al
Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a
precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás cir-
cunstancias pertinentes.

Y que la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas tiene por objeto

Reglamentar la aplicación del artículo 134 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia
de contrataciones de obras públicas, así como de los servi-
cios relacionados con las mismas, que realicen

I. Las unidades administrativas de la Presidencia de la
República;

II. Las secretarías de Estado y la Consejería Jurídica del
Ejecutivo Federal;

III. La Procuraduría General de la República;

IV. Los organismos descentralizados;

V. Las empresas de participación estatal mayoritaria y
los fideicomisos en los que el fideicomitente sea el go-
bierno federal o una entidad paraestatal; y

VI. Las entidades federativas, los municipios y los entes
públicos de unas y otros, con cargo total o parcial a re-
cursos federales, conforme a los convenios que celebren
con el Ejecutivo federal. No quedan comprendidos para
la aplicación de la presente ley los fondos previstos en
el capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal.

Para lograr lo anterior, se proponen las siguientes modifi-
caciones: respecto de la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas, se adicionan el artículo 20
Bis y la fracción XV Bis al artículo 46.

Respecto a la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacio-
nados con las Mismas, se adiciona un artículo 20 Bis y que
dicha disposición establecería que “las dependencias y en-
tidades incluirán en las convocatorias y en los contratos,
cláusulas para que los contratistas establezcan programas
de responsabilidad social que privilegien la construcción,
equipamiento, mantenimiento, rehabilitación, reforzamien-
to, reconstrucción y habilitación de inmuebles e instalacio-
nes destinados a los servicios del sistema nacional educati-
vo y de salud”.

Y con relación a la adición de la fracción XV Bis al artícu-
lo 46, se propone que las “obligaciones en materia de res-
ponsabilidad social, entre las cuales se considerará una
aportación del dos por ciento del monto total del contrato
correspondiente, siempre que éste sea mayor cien millones
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de pesos”, finalmente, y a efecto de que la presente inicia-
tiva tenga una consecuencia inmediata y positiva para las
comunidades y municipios y en general para la educación
nacional y el sistema de salud se propone estipular en un
artículo transitorio para emitir los lineamientos para la ope-
ración e instauración de dichos programas. De esta mane-
ra, el beneficio que por sí mismo habrán de traer al país tal
reforma, será aún mayor al traer beneficios inmediatos en
la infraestructura educativa.

Para el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
es importante recobrar sus principios doctrinarios y acer-
carlos a la sociedad mexicana en general, los cuales enar-
bola como propuestas el crear un fondo de inversión direc-
ta a las escuelas a través del cual se proveerá
financiamiento para el equipamiento y mejoramiento de la
infraestructura y la calidad de la educación en las escuelas
de la comunidad, de acuerdo con lo determinado por los
padres de familia, directivas y maestras, extender la conec-
tividad a internet en las escuelas como una vía de acceso
para los estudiantes a la información y la cultura, adicional
a las bibliotecas escolares y de aula, y como un instrumen-
to que facilite al maestro su formación continua y la prepa-
ración de sus clases y en materia de salud garantizar que la
cobertura de los servicios de salud sea universal, que se
puedan recibir en cualquier establecimiento de atención
médica de los diferentes sistemas, y los mecanismos para
que estos servicios converjan en estándares de calidad ho-
mogéneos, fortalecer mecanismos de prevención y aten-
ción de las enfermedades mentales, facilitar un esquema de
coordinación y de alianzas público-privadas con la indus-
tria farmacéutica, para mejorar la provisión de medica-
mentos en todas las regiones del país y el abasto suficiente
de material de curación en las unidades de atención.

Acción Nacional –desde su primera proyección de su de-
claración de principios, realizada en 1939–, que “es deber
del Estado, pero nunca monopolio suyo, procurar a todos
los miembros de la comunidad una igual oportunidad de
educación, asegurar por lo menos, una enseñanza elemen-
tal para todos, y promover el mejoramiento cultural en la
Nación. En el cumplimiento de este deber el Estado no
puede convertirse en agente de propaganda sectaria o par-
tidista, y la libertad de enseñanza ha de ser garantizada sin
otros límites por parte del Estado, que la determinación de
los requisitos técnicos relativos al método, a la extensión y
a la comprobación del cumplimiento del programa educa-
tivo mínimo o concernientes al otorgamiento de grados o
títulos que capaciten para ejercer una profesión o una fun-
ción social determinada.

Estamos convencidos de que con las modificaciones conte-
nidas en esta iniciativa podrá darse un paso firme para ge-
nerar mayor vinculación y aportación de las empresas ha-
cia las comunidades donde se efectúan obras públicas a fin
de mejorar el entorno social.

III. Contenido del proyecto de decreto

Por todo lo expuesto y fundado, someto a consideración
del pleno de este órgano legislativo la presente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley de Obras y Servicios Relacionados con las
Mismas, para establecer que las dependencias y las en-
tidades incluirán en las convocatorias y en los contratos
cláusulas para que los contratistas establezcan progra-
mas de responsabilidad social que privilegien la cons-
trucción, equipamiento, mantenimiento, rehabilitación,
reforzamiento, reconstrucción y habilitación de inmue-
bles e instalaciones destinados a los servicios del siste-
ma nacional educativo y de salud

Único. Se adicionan el artículo 20 Bis y la fracción XV
Bis al artículo 46 de la Ley de Obras y Servicios Relacio-
nados con las Mismas, para quedar como sigue:

Artículo 20 Bis. Las dependencias y entidades incluirán
en las convocatorias y en los contratos, cláusulas para
que los contratistas establezcan programas de respon-
sabilidad social que privilegien la construcción, equipa-
miento, mantenimiento, rehabilitación, reforzamiento,
reconstrucción y habilitación de inmuebles e instalacio-
nes destinados a los servicios del sistema nacional edu-
cativo y de salud.

Artículo 46. Los contratos de obras públicas y servicios re-
lacionados con las mismas contendrán, en lo aplicable, lo
siguiente:

I. a XV. …

XV Bis. Obligaciones en materia de responsabilidad
social, entre las cuales se considerará una aportación
del dos por ciento del monto total del contrato co-
rrespondiente, siempre que éste sea mayor cien mi-
llones de pesos.
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XVI. a XVII. …

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de
la Función Pública, en coordinación con la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, contará con un plazo de no-
venta días naturales, contados a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto, para expedir los lineamientos a
que deberán sujetarse las dependencias a fin de llevar a ca-
bo las disposiciones normadas que se desprendan del con-
tenido del propio decreto, de acuerdo con la normatividad
correspondiente.

Notas:

1 México-Nota país-Panorama de la Educación 2015: Indicadores de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.

2 Principales cifras del sistema educativo nacional, 2013-2014, di-
ciembre de 2014, Dirección General de Planeación y Estadística Edu-
cativa Secretaría de Educación Pública.

3 Cemefi es promotor y miembro fundador de Forum Empresa, una
alianza hemisférica de organizaciones nacionales que comparten la vi-
sión de promover la responsabilidad social empresarial en América.
Forum Empresa es la mayor red de responsabilidad social en el mun-
do.

4 https://pacma.org.mx/estadisticas.

Recinto legislativo de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, a 19 de abril de 2016.— Diputada Rocío Matesanz Santamaría
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

LEY DE AVIACIÓN CIVIL Y LEY DE AEROPUERTOS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones a
la Ley de Aviación Civil y de la Ley de Aeropuertos, sus-
crita por los diputados Ulises Ramírez Núñez y Miguel Án-
gel Salim Alle, del Grupo Parlamentario del PAN

Los que suscriben, Ulises Ramírez Núñez y Miguel Ángel
Salim Alle, diputados a la LXIII Legislatura del Congreso
de la Unión e integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional en ejercicio de la facultad conferida
en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados sometemos a consideración del ple-
no de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones a la Ley de Aviación Civil y a la Ley
de Aeropuertos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes (SCT),1 el crecimiento promedio de la industria ae-
ronáutica a nivel mundial durante 2015 fue del 6%, mien-
tras que en México se registró un crecimiento superior al
12%, con lo que se rompió el record de tráfico aéreo al re-
gistrarse más de 73 millones de pasajeros regulares. 

Por su parte, el informe de la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económicos (OCDE) señaló que la
actividad aeroportuaria en nuestro país ha crecido más rá-
pido que la economía nacional, por lo que el crecimiento
anual del Producto Interno Bruto (PIB) fue de alrededor del
2% entre 2014 y 2015, mientras que el crecimiento anual
de pasajeros en México fue de 8.5% durante el mismo pe-
riodo. 

A partir de lo anterior y con objeto de apuntalar el dina-
mismo del sector, se decidió poner en marcha uno de los
proyectos más ambiciosos en nuestro país, me refiero a la
construcción del nuevo aeropuerto de la Ciudad de Méxi-
co, que a partir del inicio de sus operaciones en el año
2020, tendrá una capacidad instalada para atender a más de
50 millones de pasajeros al año y realizar alrededor de 850
mil operaciones, con lo que se duplicará la capacidad del
actual Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México
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(AICM), tan criticado y que aqueja graves problemas de
saturación.

Si bien es cierto que tendremos que esperar a que inicie
operaciones el nuevo aeropuerto para acceder a los benefi-
cios de un infraestructura de clase mundial, no debemos
perder de vista que mientras esto no ocurra seguiremos pa-
gando precios excesivos por la falta de competencia en el
actual AICM y tolerar el deterioro cada vez más visible del
servicio que presta el aeropuerto.2

Cuando en los mercados no impera la competencia, los
participantes no tienen ningún incentivo para mejorar sus
servicios u ofrecer mejores tarifas y cualquier reducción de
costos o incremento en la eficiencia de los procesos, jamás
se traducirá en beneficios para los consumidores. De acuer-
do al Instituto Nacional de Estadística y Geografía (IN-
EGI), en 2015 las tarifas aéreas se incrementaron
3.17% en México a pesar que el precio de la turbosina
disminuyó 26%3 y esta situación no se reflejó en mejores
tarifas para los usuarios. La falta de competencia en el
AICM, la reducción del precio de la turbosina y el incre-
mento de pasajeros, permitió que los ingresos de Aeromé-
xico en 2015 se incrementaran 9.4%, respecto a 2014. 

Para el Partido Acción Nacional incrementar la compe-
tencia en este sector, se correlaciona con beneficios inme-
diatos para los consumidores de estos servicios. Proteger el
proceso de competencia y libre concurrencia, mediante la
prevención y eliminación de monopolios, prácticas mono-
pólicas y demás restricciones es un compromiso de los le-
gisladores de Acción Nacional con la ciudadanía y permí-
tanme ser muy enfático en este renglón, en la medida en la
que avancemos en esta materia, más mexicanos podrán ac-
ceder a este servicio, más empresas competirán por llevar-
nos a nuestro destino, la calidad y puntualidad del servicio
será una variable que defina nuestra elección y la compe-
tencia entre las aerolíneas garantizará un precio justo por
nuestro traslado.

A este respecto, quiero reconocer el trabajo de la Comisión
Federal de Competencia Económica (Cofece), ya que el
16 de febrero de 2015,4 inició una investigación en el mer-
cado de la provisión de los servicios de transporte aéreo
que utilizan el AICM para sus procedimientos de aterriza-
je y/o despegue con el fin de determinar la probable exis-
tencia de barreras a la competencia y libre concurrencia o
insumos esenciales que puedan generar efectos anticompe-
titivos.

El resultado preliminar de dicha investigación fue publica-
do el pasado 29 de febrero, en el Diario Oficial de la Fede-
ración (DOF)5 y me permitiré enunciar lo más revelador de
los resultados:6

• El AICM tiene la más alta densidad de tráfico en el pa-
ís, en 2015 se transportaron a más de 38 millones de pa-
sajeros, es decir, 2/3 partes de los pasajeros nacionales y
1/3 de los internacionales usaron este aeropuerto para
llegar o salir. 

• Se identificó que algunos Transportistas Aéreos reali-
zan operaciones de aterrizaje y despegue sin una asig-
nación por parte del Administrador Aeroportuario. Esto
afecta la planeación y coadyuva al desfase de las opera-
ciones programadas. 

• El actual procedimiento de cancelación de horarios de
aterrizaje y despegue por parte de las aerolíneas imposi-
bilita que estos slots sean aprovechados por un potencial
competidor. Esto inhibe la competencia en un mercado
en donde existe saturación de capacidad.

• Durante 2014, las aerolíneas no utilizaron, en prome-
dio, el 37% del total de slots que se les asignó.7

Lo más grave es que el Administrador Aeroportuario tiene
la facultad de retirar horarios de aterrizaje y despegue y no
se tiene registro alguno del reglamento y tampoco se han
efectuado subastas de este tipo de slots, por lo que ningu-
no de los métodos de reasignación de horarios de aterriza-
je y despegue previstos en el marco jurídico en la materia,
ha surtido efecto alguno en el Aeropuerto.

Efectos anticompetitivos

• Se observó que las aerolíneas cargan un sobreprecio
por sólo llegar o salir del AICM.

• Un comparativo de tarificas indica que, disminuye el
precio hasta en un 33.9% cuando se incrementa el nú-
mero de participantes de dos a tres en una ruta nacional
determinada.

• El uso de aeronaves de baja capacidad para atender ru-
tas de baja demanda, restringe la entrada o la expansión
de algún competir y se mantienen precios y rentas eco-
nómicas elevadas en beneficio de las aerolíneas.
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• Las aerolíneas han disminuido la calidad del servicio. 

– De 2011 a 2015, se identificó una tendencia decre-
ciente en sus índices de puntualidad de 95% a 78%.8

– En enero de 2011, 85% de los vuelos que llegaban
al AICM lo hacían sin retraso, en un rango no mayor
a 15 minutos, pero en 2014 más de 115 mil vuelos
no operaron conforme a sus tiempos asignados. Es
decir, más de 300 vuelos diarios en promedio opera-
ron fuera de su horario. Aeroméxico operó el 40%
de sus horarios con una diferencia superior a quince
minutos / Interjet 34% / Volaris 32% / VivaAerobus
47% / Aeromar37%.

Es claro que la falta de competencia en el AICM afecta di-
rectamente a los consumidores de este servicio. Los retra-
sos, el incremento de los precios y el declive de la calidad
de los servicios exigen la intervención inmediata de las au-
toridades competentes y en materia de derechos de los
usuarios, es nuestra obligación, como Poder legislativo, re-
visar el tema con minuciosidad y sensibilizarse con la pro-
blemática que se vive a diario en este aeropuerto.

La presente iniciativa tiene dos objetivos concretos:

1) Reformar la Ley de Aviación Civil con objeto de re-
gular la sobreventa de boletos y precisar los derechos y
beneficios que ya son reconocidos internacionalmente y
que en ningún momento ponen en riesgo la viabilidad
económica de las aerolíneas.

2) Reformar la Ley de Aeropuertos para incrementar la
competencia en la asignación de slots, transparentar es-
te proceso y garantizar el acompañamiento de la Cofece
en la aprobación de un nuevo modelo de asignación. 

1) Reforma a la Ley de Aviación Civil

Esta reforma debe ser analizada desde un enfoque de equi-
dad, en el que las aerolíneas tengan la posibilidad de reali-
zar sus vuelos con el 100% de la ocupación de sus asientos
disponibles, pero también, garantizar que los usuarios reci-
birán una bonificación justa en caso de que no realicen su
viaje, se posponga o se demore.

Para el Partido Acción Nacional la industria aeronáutica
es uno de los pilares más importantes del crecimiento de
nuestro país, a nadie le conviene sobrerregular y frenar el

dinamismo que ha mostrado el sector, por esta razón, el
planteamiento de esta iniciativa es actualizar el catálogo de
beneficios de los usuarios, que le permitan a los mexicanos
tener certeza del servicio que van a recibir y facilitarle a las
líneas aéreas reglas claras en la prestación de sus servicios. 

El término overbooking, se refiere a la venta de boletos por
encima de la capacidad del avión. El ejercicio de esta prác-
tica es legal en nuestro país y se traduce en que pasajeros
que, habiendo contratado el servicio de transporte aéreo
para un tramo, fecha y horario determinado, no pueden ha-
cer uso del servicio, por no haber disponibilidad de asien-
tos en la aeronave designada para el vuelo.

Se trata de un mecanismo utilizado por las aerolíneas para
protegerse de las pérdidas que les puede generar la no pre-
sentación de un pasajero. Las compañías justifican esta
práctica comercial señalando que existe una probabilidad
muy elevada de que un pequeño porcentaje de viajeros no
se presente al embarque y esto afecte los ingresos de las ae-
rolíneas porque no fueron ocupados la totalidad de los
asientos disponibles. 

Las legislaciones de Estados Unidos de América, de la
Unión Europea, disponen de normas que específicamente
regulan esta práctica. A diferencia de México, contienen
disposiciones que fijan reglas procedimentales para aplicar
la denegación de embarque, en razón de criterios preesta-
blecidos. Asimismo, obligan a los transportistas a compen-
sar económicamente a los pasajeros afectados.

A nivel federal, la legislación de EE.UU. dispone de nor-
mas que expresamente regulan el overbooking. La norma
dispuesta al efecto se encuentra consagrada en el Code of
Federeal Regulations, que en su título 14, Capítulo II, sub-
capítulo A, Sección 250,9 norma lo que denominan “over-
sales” en el transporte aéreo de pasajeros.

De negarse el embarque a un pasajero, el transportista se
encuentra obligado a pagar una indemnización al pasajero
afectado que va del 200% del valor de la tarifa para el des-
tino correspondiente, en función de las horas del retraso
para concretar el traslado del pasajero.

En Europa existe legislación referente a la denegación de
embarque desde 1991 de acuerdo con el Reglamento (CE)
295/91. Esta legislación se elaboró específicamente para
combatir el problema de la sobreventa deliberado por par-
te de las compañías aéreas.
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El año 2004 el Parlamento Europeo y el Consejo de la
Unión Europea emitieron el Reglamento (CE) número
261/2004,10 por el que fija normas comunes sobre com-
pensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de de-
negación de embarque y de cancelación o retraso de los
vuelos.

De acuerdo a las normas del citado reglamento, cuando un
transportista aéreo encargado de efectuar un vuelo prevea
que tendrá que denegar el embarque, éste deberá:11

• Solicitar que se presenten voluntarios que renuncien a
sus reservas a cambio de determinados beneficios;

• Sólo si el número de voluntarios no es suficiente para
que los restantes pasajeros con reservas puedan ser em-
barcados en dicho vuelo, el transportista puede denegar
el embarque a los pasajeros contra su voluntad de éstos.

En caso de denegar el embarque, contra la voluntad de los
pasajeros, el pasajero tiene derecho al pago de compensa-
ciones económicas, reembolso o traslado, y la atención de
necesidades. 

Las compensaciones económicas se determinan en función
de la distancia y los montos oscilan entre los 250 y 600 eu-
ros, es decir entre 4,942 y 11,862 pesos mexicanos, consi-
derando que el tipo de cambio del 01 de abril de 2016, es-
tableció en 19.77.12

La denegación de embarque por overbooking o sobreventa
genera, además de la compensación descrita, otorga el de-
recho a los pasajeros a optar por el reembolso del costo ín-
tegro del billete o la conducción hasta el destino final,
siempre que la diferencia en la hora de llegada respecto a
la prevista para el vuelo inicialmente reservado no supere
las cuatro horas. Si la compañía propone un vuelo alterna-
tivo bajo este supuesto, la compensación puede verse redu-
cida a la mitad.

Si la demora es superior a las cinco horas, se equipara a una
cancelación. En estos casos, puede que tu viaje ya no ten-
ga sentido, así la normativa te brinda la posibilidad de re-
nunciar al viaje. “Estas situaciones dan derecho a la devo-
lución del precio del billete, más la compensación”.

Finalmente mencionaré que de acuerdo con el titular de
la Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) en
el pasado periodo vacaciones de semana santa y pascua,

cerca de 5 mil personas fueron afectadas por sobreven-
ta de boletos de avión.13

A partir de la regulación en Estados Unidos, la Comunidad
Europea, así como la realidad y la forma en la que se pres-
ta el servicio en nuestro país, se formulan las siguientes
modificaciones a la Ley de Aviación Civil:

Modificación a los artículos 50 y 51.

La modificación a estos artículos tiene que ver con la ne-
cesidad de otorgar certeza tanto a los pasajeros como a las
aerolíneas del tiempo máximo en el que se puede docu-
mentar o confirmar la presencia en el aeropuerto y por otra
parte, garantizarle a las aerolíneas el momento en el que
podrán disponer de aquellos asientos que no fueron confir-
mados y permitirle el embarque a aquellas personas que
adquirieron boletos bajo la denominación de overbooking
o sobreventa. 

Se considera conveniente que en el Reglamento de la Ley
la SCT determine el tiempo máximos en el que será válida
la documentación del equipaje, así como la hora en la que
se permitirá el ingresó a la sala para abordar cuando lleven
consigo sólo su boleto de avión. La Secretaría deberá to-
mar en cuenta la accesibilidad al aeropuerto, traslados in-
ternos, tiempos de registro y de embarque a la aeronave,
para que se definan estos tiempos. 
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Modificación al artículo 52.

La afectación más significativa en el servicio aéreo es la
cancelación del vuelo por causas imputables al concesio-
nario o permisionario y por esa razón se considera necesa-
rio la reforma a este artículo con la finalidad de que se pre-
cisen las obligaciones de las aerolíneas. Si consideramos
que la cancelación representa para el usuario la imposibili-
dad de iniciar un periodo vacacional o asistir a citas, even-
tos, conferencias, foros o perder conexiones con otros me-
dios de comunicación, así como la aplicación de
penalizaciones en reservaciones, se considera razonable
aplicar una penalización acorde a los gastos y molestias
que tienen que afrontar aquellas personas a las que se les
informa que su vuelo no saldrá. 

Para Acción Nacional, ya no es suficiente una disculpa por
parte de las aerolíneas y la promesa de asignar un lugar en
el siguiente vuelo disponible. Es responsabilidad de las ae-
rolíneas contar con la disponibilidad de aeronaves sufi-
cientes para afrontar la demanda y las rutas asignadas. No
debemos permitir que las empresas sigan cancelando vue-
los, como mecanismo recurrente para ahorrarse costos por-
que los vuelos no se vendieron en su totalidad o porque el
avión se empleó en una ruta que generaba mayor ingreso. 

Debemos anteponer los derechos de los usuarios por enci-
ma de cualquier cosa, en consecuencia y tomando de refe-

rencia la regulación de otras naciones se considera conve-
niente que los concesionarios o permisionarios, además de
reintegrar el precio del boleto o la parte proporcional del
viaje, deberán cubrir una indemnización del 100 por cien-
to del valor del boleto o billete de pasaje o de la parte no
realizada del viaje.

Lo que queremos provocar con esta reforma, es que las ae-
rolíneas cumplan con la obligación de tener vuelos dispo-
nibles para todos sus viajes y generar un círculo virtuoso en
donde cada año se reduzca el número de cancelaciones, se
mejore el servicio y que los usuarios sean los más benefi-
ciados.

Si alguna empresa no le conviene viajar determinadas rutas
en ciertos horarios, seguramente habrá otros competidores
que sí deseen volar y ofrecerle sus servicios a la gente que
requiere llegar en tiempo y forma a su destino. 

Que no se pretenda alarmar o persuadir a la sociedad que
de aplicación de esta medida se incrementará el costo de
los boletos de avión, porque no hay ninguna razón que jus-
tifique la posibilidad de algún incremento. Lo único que se
está pidiendo es que las aerolíneas planifiquen y replante-
en qué rutas y qué horarios desean cubrir, para que ellas
mismas evalúen si les conviene o no indemnizar a los pa-
sajeros de los vuelos que deseen cancelar.
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Adición del artículo 52 Bis. 

Se mantiene la posibilidad de que las líneas aéreas expidan
boletos bajo el concepto de overbooking o sobreventa, des-
tacando que la nueva regulación otorga certeza absoluta
tanto a los pasajeros que compren este tipo de boletos, co-
mo a los que decidan ceder su asiento, en cuanto a los de-
rechos y restricciones de esta modalidad.

Las modificaciones a los artículos 50 y 51 permitirán que
las aerolíneas dispongan eficientemente de los lugares que
no fueron confirmados y facilitarles el ingreso a los pasa-
jeros que compraron boletos bajo la denominación de
overbooking o sobreventa. A su vez, se admite la negocia-
ción con los pasajeros para que cedan su asiento a cambio
de diversos beneficios y se establece en ley que estos pasa-
jeros deberán ser indemnizados al menos con el 20% del
precio del boleto. En cuanto a los pasajeros que decidan
comprar boletos de sobreventa se garantiza la corresponsa-
bilidad de las aerolíneas y se precisa que sólo tendrán de-
recho a ser considerados en el siguiente vuelo disponible,
sin ningún tipo de beneficio adicional. 

La adición de este artículo busca eliminar sorpresas para
aquellos pasajeros que adquirieron un asiento de acuerdo a
la capacidad de la aeronave, para que se les respete su prio-
ridad en el embarque y por otra parte se obliga a las aero-
líneas a hace pública la venta de boletos overbooking o de
sobreventa, para que aquellos usuarios que tienen la urgen-
cia de trasladarse a otro destino, conozcan su turno en la
lista de espera para poder abordar en caso de que no se con-
firme la presencia de algún o algunos pasajeros.
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Adición de los artículos 52 Ter y 52 Quáter

Se considera necesario establecer obligaciones respecto a
las anticipaciones o demoras de los vuelos, por lo que se
propone la adición de 2 artículos que regulen esta situa-
ción. En algunas ocasiones los pasajeros tienen ciertas ac-
tividades agendadas previas a su vuelo, por lo que la anti-
cipación también debe ser considerada como una
afectación en caso de que se pierda el vuelo o se niegue su
embarque.

Por otra parte y de acuerdo con datos de la Dirección Ge-
neral de Aeronáutica Civil, las demoras imputables a aero-
líneas pasaron de ser el 15% de sus operaciones en 2014 en
la terminal aérea de la capital, a 18% en 2015. La adminis-
tración del aeropuerto considera que una operación está
fuera del horario asignado, si la operación se realizó antes
o después de los 15 minutos del horario programado.14

• El rendimiento que más empeoró fue el de Grupo Aé-
reo Monterrey (Magnicharters), al pasar de 10 por cien-
to en 2014, a 20 por ciento de sus 5 mil 267 operaciones
en 2015.

• Le siguió Volaris, pues en 2014, el 17 por ciento de sus
operaciones resultaban en demoras imputables a la ae-

rolínea, pero para 2015, de sus 35 mil 762 movimientos,
el 21 por ciento fueron retrasos atribuibles a la firma.

• En tercer lugar se ubicó Interjet; pues en 2014, el 9 por
ciento de sus demoras eran imputables a la empresa, pe-
ro para 2015, de sus 80 mil 383 operaciones, el 15 por
ciento le fueron atribuibles.

• Aeroméxico Connect empeoró su registro 3 puntos
porcentuales en 2015, al tener el 17 por ciento de sus 98
mil 437 operaciones con demoras, mientras que el re-
gistro de Aeroméxico empeoró un punto porcentual, a
11 por ciento de sus 77 mil 574 operaciones.

Debemos ser muy pulcros con la puntualidad y con los be-
neficios que deben recibir los pasajeros si se juega con su
tiempo. En ocasiones llegar a un destino con retraso de 3 o
4 horas representa el mismo costo que la afectación por la
cancelación del vuelo y posiblemente tu viaje ya no tenga
sentido. Por esta razón, se considera conveniente imple-
mentar un mecanismo de compensación para que los pasa-
jeros reciban una bonificación por el tiempo que tarde el
velo en despegar.
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2) Reforma a la Ley de Aeropuertos

De acuerdo a la Ley de Aeropuertos, el Administrador ae-
roportuario es la persona física designada por el conce-
sionario o permisionario de un aeródromo civil, que tendrá
a su cargo la coordinación de las actividades de adminis-
tración y operación que se realicen dentro del mismo. 

Por su parte el artículo 63 de dicha Ley establece que:

Artículo 63. En los aeropuertos el administrador aeropor-
tuario determinará los horarios de aterrizaje y despegue y
las prioridades de turno de las aeronaves, de conformidad
con bases que fije el reglamento respectivo bajo criterios
equitativos y no discriminatorios y, oyendo la recomenda-
ción del comité de operación y horarios a que se refiere el
artículo 61 de esta Ley.15

Alfonso Sarabia de la Garza, es actualmente el Director
General de la empresa denominada Aeropuerto Internacio-
nal de la Ciudad de México, S.A. de C.V. (AICM), y Ad-
ministrador Aeroportuario del Aeropuerto Internacional
Benito Juárez Ciudad de México, de acuerdo a la publica-
ción del 24 de enero de 2014, en el Diario Oficial de la Fe-
deración (DOF)16 y el portal electrónico de la SCT.17

Ahora bien, el análisis realizado por la Autoridad Investi-
gadora de la Cofece 2015-2016, respecto al mercado de los
servicios de Transporte Aéreo que utilizan el AICM para
sus procedimientos de aterrizaje y/o despegue,18 arrojó in-

formación relevante del funcionamiento del aeropuerto y
sobre todo respecto al desempeño del Administrador Aero-
portuario, por lo que a continuación haré referencia a lo
más sobresaliente de dicha investigación: 

• Tras una exhaustiva investigación, se determinó preli-
minarmente la existencia de un Insumo Esencial, el cual
consiste en la infraestructura de la pista, las calles de ro-
daje, las ayudas visuales y las plataformas del Aero-
puerto.

• Durante la investigación se encontró que el mecanis-
mo de acceso al Insumo Esencial genera una serie de
efectos anticompetitivos en el mercado investigado, ta-
les como: alta concentración, baja disponibilidad de ho-
rarios que inhibe la entrada o la expansión de las em-
presas, el establecimiento de precios elevados y escasa
innovación en rutas. 

• Se identificó la utilización ineficiente del Insumo
Esencial, con efectos adversos a la competencia, de-
bido a problemas en el procedimiento de asignación,
calificación y monitoreo del uso de los horarios de
aterrizaje y despegue. 

• En relación al control del Insumo Esencial, al AICM le
corresponde de manera exclusiva la administración del
Aeropuerto y la prestación de los servicios aeroportua-
rios. El AICM es el único Agente Económico que con-
trola el Insumo Esencial y que puede dar acceso a la in-
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fraestructura del Aeropuerto, así como prestar los servi-
cios aeroportuarios de aterrizaje y despegue, plataforma
y control de plataformas en el Aeropuerto. 

La investigación de la Autoridad Investigadora de la Cofe-
ce identificó que existen Transportistas Aéreos que efec-
túan operaciones de aterrizaje y despegue sin una asig-
nación por parte del Administrador Aeroportuario, y
únicamente reportando a la Comandancia General del Ae-
ropuerto. Durante la temporada de verano 2014, se efec-
tuaron 563 vuelos sin un horario de aterrizaje y despe-
gue asignado; el 41% se trató de una operación de
despegue, mientras que el restante 59% correspondió a ate-
rrizajes. La operación de este tipo de vuelos dificulto y re-
trasó la operación del resto de los Transportistas Aéreos.

Procedimiento para la cancelación de slots

Una vez que las aerolíneas cumplieron con los requisitos y
adquirieron los slots para realizar sus operaciones, existen
dos momentos para que los Transportistas Aéreos cancelen
horarios de aterrizaje y despegue. Primero, durante la eta-
pa previa a la asignación de “Horarios de Largo Plazo”,
donde los Transportistas Aéreos deben devolver horarios
de aterrizaje y despegue que no les será viable operar du-
rante la temporada. Segundo, una vez iniciada la tempora-
da, es decir, en la operación diaria.

La Cofece identificó que este tipo de cancelaciones difi-
culta que otros Transportistas Aéreos estén en posibilidad
de aprovechar los horarios de aterrizaje y despegue libera-
dos por otras aerolíneas, toda vez que los slots pueden ser
cancelados el mismo día en que se iban a operar y, por lo
tanto, los demás Transportistas Aéreos están imposibilita-
dos para planear y comercializar vuelos. 

Lo anterior, ocasiona que estos horarios de aterrizaje y des-
pegue no sean aprovechados por un potencial competidor.
En este orden de ideas, el actual procedimiento de cancela-
ción de horarios de aterrizaje y despegue inhibe las condi-
ciones de competencia en un mercado en donde existen
restricciones de acceso (saturación de capacidad de campo
aéreo en este caso).

La Cofece identificó que las cancelaciones se pueden efec-
tuar hasta una hora antes de iniciar la operación del vuelo
y esto significa que un Transportista aéreo puede retener
hasta el último momento un horario que no pretenda ope-
rar, sin que otra aerolínea pueda solicitarlo. 

Además y lo que resulta lo más alarmante de esta situación,
es que está práctica no condiciona en ningún momento el
retiro de prioridad en su asignación para la próxima tem-
porada, ya que el procedimiento de cancelación prevé que,
siempre y cuando se cancele un horario de aterrizaje y des-
pegue en tiempo y forma, dicho horario se calificará como
operado para fines de mantener el Criterio de Prioridad de
asignación para la próxima temporada equivalente. 

Adicionalmente, las aerolíneas pueden ceder o intercam-
biar con otros Transportistas Aéreos los horarios de aterri-
zaje y despegue, lo que debe preocuparnos sobremanera si
tenemos claro que es un mercado altamente concentrado y
del total de vuelos operados en 2014 Aeroméxico operó el
46% y Volaris el 20.4%.

Consecuencias de la falta de competencia

Un dato sumamente revelador es que en condiciones de
saturación, el Administrador Aeroportuario tiene la fa-
cultad de retirar horarios de aterrizaje y despegue cuan-
do los Transportistas Aéreos, por causas imputables a ellos,
tales como no operar los horarios de aterrizaje y despegue
asignados en una proporción igual o mayor al 85% u ob-
serven demoras en un 15%.19

Sin embargo, la Cofece concluyó que no se tiene registro
de que se hayan retirado horarios por esta causa, inclu-
so el AICM señaló que en el Aeropuerto “no se han efec-
tuado subastas de horarios de aterrizaje y despegue (retira-
dos)”. Por lo tanto, ninguno de los métodos de
reasignación de horarios de aterrizaje y despegue pre-
vistos en el marco jurídico en la materia, ha surtido
efecto alguno en el Aeropuerto. 

Lo anterior, pese a que durante 2014, los Transportistas Aé-
reos no utilizaron, en promedio, el 37% del total de hora-
rios de aterrizaje y despegue que se les asignó bajo el Cri-
terio de Prioridad (“Horarios de Largo Plazo”). Y Bajo este
concepto, Magnicharters y VivaAerobus, no operaron el
58% y 41% respectivamente, de los horarios de aterrizaje y
despegue que se les asignó. En un caso similar, Aeromar y
Grupo Aeroméxico no operaron vuelos para un 39% y Vo-
laris e Interjet no utilizados, 16% y 29%, respectivamente.

Resalta que Grupo Aeroméxico, siendo el Transportista
Aéreo que ostenta el mayor número de horarios de aterri-
zaje y despegue en el Aeropuerto, operó el 40% de sus ho-
rarios con una diferencia superior a quince minutos. En un
caso similar se ubica a Interjet, Volaris, VivaAerobus y Ae-
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romar, con porcentajes de 34%, 32%, 47% y 37% respecti-
vamente. Lo anterior, confirma el señalamiento de la Cofe-
ce respecto a que el Administrador Aeroportuario no ha
cumplido con su función respecto a la administración efi-
ciente de la asignación de slots. 

En relación a este tema, la OCDE ha mencionado que “en
cuanto a la transportación aérea, el acceso equitativo a los
slots de aterrizaje y despegue en el aeropuerto de la Ciu-
dad de México, que opera a su máxima capacidad, será
fundamental para garantizar una competencia abierta. Ac-
tualmente, la asignación de dichos slots no es transparen-
te y se basa en gran medida en el mantenimiento de dere-
chos adquiridos; además, es controlada por un comité en
el cual sólo están representados los grandes actores”.20

Es importante mencionar que también la Asociación de
Transporte Aéreo Internacional (IATA) ha mostrado su pre-
ocupación sobre la saturación del aeropuerto y la necesidad
de una gestión eficaz de slots para maximizar la capacidad
limitada y aumentar los beneficios económicos y sociales,
derivado de que el AICM es considerado como un aero-
puerto de nivel 3. En virtud de ello, la Asociación firmo un
Memorando con la SCT para asesorar a la Dependencia a
fin de garantizar la optimización de la asignación de fran-
jas horarias en el aeropuerto y la aplicación de mejores
prácticas globales de conformidad con las Directrices
Mundiales de Slots (WSG, Worldwide Slot Guidelines).21

Para el Partido Acción Nacional, resulta fundamental que
la SCT, como responsable del sector, investigue e informe
a esta Cámara de Diputados, respecto al señalamiento de la
Cofece de la existencia de Transportistas Aéreos que
efectúan operaciones de aterrizaje y despegue sin una
asignación por parte del Administrador Aeroportuario.
Se requiere que la Secretaria explique con toda puntualidad
por qué no ha hecho nada para frenar este tipo de opera-
ciones.

Asimismo, sirva esta intervención para solicitar una inves-
tigación al Administrador Aeroportuario para que se revi-
sen los criterios con los que se opera el AICM y que se in-
forme por qué no se han retirado horarios de aterrizaje y
despegue si la investigación de la Cofece señala que las ae-
rolíneas no han cumplido con la puntualidad correspon-
diente.

Para Acción Nacional es momento de actuar, se ha dicho
hasta el cansancio que no existen condiciones de compe-
tencia en el AICM, los análisis y opiniones coinciden que

el mercado se encuentra concentrado y se ha comprobado
que en algunas rutas se paga hasta un 30% adicional por-
que no existe competencia o mejor dicho, porque no se per-
mite la competencia.

Dejar que las cosas sigan igual, podría convertirnos en
cómplices y después de escuchar estos datos y conocer los
resultados de la investigación de la Cofece, también nos
haría responsables de que los mexicanos no tengan acceso
a un servicio de clase mundial. 

Para el Partido Acción Nacional, es necesaria la reforma
a la Ley de Aeropuertos con la finalidad de ajustar o redi-
señar las reglas con las que se asignan los horarios de ate-
rrizaje y despegue para que más empresas ofrezcan sus ser-
vicios y para que la competencia nos beneficie a todos.

Modificación a los artículos 6, 62 y 63

Las modificaciones propuestas a estos artículos tienen co-
mo objetivo transparentar y monitorear los procedimientos
relacionados con la asignación, renovación y cancelación
de los horarios de aterrizaje y despegue. Por otro lado, se
considera fundamental que se hagan públicos los criterios
para determinar el uso indebido de un horario asignado y
se aplique las sanciones o la reasignación de slots a quie-
nes verdaderamente harán uso de ellos. Asimismo, se pro-
pone un monitoreo bienal de la Cofece para que se garan-
ticen condiciones de competencia y libre concurrencia. 

A todos nos conviene que el Congreso cuente con la opi-
nión permanente de la Cofece, porque se convertirá en el
mejor incentivo para que se cumpla la ley y se garantice
que el órgano regulador más importante en esta materia su-
giera las mejores prácticas internacionales que nos permi-
tan avanzar en materia de competitividad y mayores bene-
ficios para los usuarios de este transporte.
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Por lo anteriormente expuesto, sometemos a esta Soberanía
la siguiente Iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se reforman los artículos 50, 51 y 52 y
se adicionan los artículos 52 Bis, 52 Ter y 52 Quáter, todos
ellos de la Ley de Aviación Civil, para quedar como sigue:

Artículo 50. En servicios de transporte aéreo nacional, los
pasajeros: 

a) Deberán documentar o registrar su presencia en el
aeropuerto, en los términos en que lo establezca el
reglamento, tomando en cuenta las características fí-
sicas del aeropuerto.

b) Tendrán derecho al transporte de su equipaje den-
tro de los límites de peso, volumen o número de pie-

zas establecidos en el reglamento y disposiciones co-
rrespondientes, y al efecto se expedirá un talón de
equipaje. 

Artículo 51. Para los servicios de transporte aéreo interna-
cional: 

a) Los pasajeros deberán presentarse dos horas y
media previa a la salida del vuelo, cuando se docu-
mente equipaje y 2 horas sin él.

b) El contrato de transporte aéreo de pasajeros, así
como los límites de peso, volumen o número de pie-
zas se sujetará a lo dispuesto en los tratados y en es-
ta Ley.

Para este tipo de servicios, el concesionario o permisiona-
rio deberá exigir a los pasajeros la presentación de los do-
cumentos oficiales que acrediten su legal internación al pa-
ís de destino del vuelo respectivo.
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Artículo 52. Cuando se cancele el vuelo por causas impu-
tables al concesionario o permisionario, a elección del pa-
sajero, deberá:

I. Reintegrarle el precio del boleto o billete de pasaje o
la proporción que corresponda a la parte no realizada del
viaje;

II. Ofrecerle, con todos los medios a su alcance, trans-
porte sustituto en el primer vuelo disponible y propor-
cionarle, como mínimo y sin cargo, los servicios de co-
municación telefónica o cablegráfica al punto de
destino; alimentos de conformidad con el tiempo de es-
pera que medie hasta el embarque en otro vuelo; aloja-
miento en hotel del aeropuerto o de la ciudad cuando se
requiera pernocta y, en este último caso, transporte te-
rrestre desde y hacia el aeropuerto, o

III. Transportarle en la fecha posterior que convenga al
mismo pasajero hacia el destino respectivo, sin cargo al-
guno.

En los casos de las fracciones I y III anteriores, el conce-
sionario o permisionario deberá cubrir, además, una in-
demnización al pasajero afectado que no será inferior al
100 por ciento del precio del boleto o billete de pasaje o de
la parte no realizada del viaje y en el caso de la fracción
II la indemnización no será menor al 50 por ciento del
precio del boleto o billete o de la parte no realizada del
viaje.

Artículo 52 Bis. Cuando se expidan boletos en exceso a
la capacidad disponible de la aeronave, se hará del co-
nocimiento de los pasajeros que adquieran dichos bole-
tos y se deberá precisar el orden de prelación en que se
expidan, con la finalidad de que ingresen a la aeronave
en el mismo orden.

El concesionario o permisionario podrá hacer uso de los
asientos que no hayan sido confirmados en los términos
del inciso a) de los artículos 50 y 51 y en su caso, podrá
solicitar voluntarios que renuncien a su asiento a cam-
bio de algunos beneficios.

El pasajero que acepte ceder su asiento tendrá derecho
a los beneficios de las fracciones II y III del artículo 52
y a una indemnización que no será inferior al 20 por
ciento del valor del boleto o billete de pasaje o de la par-
te no realizada del viaje.

Los pasajeros que hayan adquirido boletos relativos al
exceso a la capacidad disponible de la aeronave, sólo
tendrán derecho a que se les reintegre el precio del bo-
leto o que se les reasigne en el primer vuelo disponible,
sin cargo alguno.

Artículo 52 Ter. Anticipar la hora de salida de cualquier
vuelo obliga al concesionario o permisionario, a cum-
plir con lo establecido en las fracción I a III del artícu-
lo 52.

Los pasajeros que no acepten la modificación del hora-
rio de salida o que se les niegue el embarque por esta ra-
zón, tendrán derecho a los beneficios de las fracciones I
a III del artículo 52 y a una indemnización que no po-
drá ser inferior al 100 por ciento del valor de boleto o
billete de pasaje o de la parte no realizada del viaje.

Artículo 52 Quáter. Cuando el retraso de la hora de sa-
lida del vuelo estipulado en el contrato, sea por causas
imputables al concesionario o permisionario, se otorga-
rá una indemnización al pasajero de acuerdo a lo si-
guiente:

a) 20 por ciento por retrasos hasta por 2 horas.

b) 50 por ciento por retrasos hasta por 4 horas.

c) Retrasos de más de 5 horas reciben todos los be-
neficios del artículo 52.

Artículo Segundo. Se reforman la fracción IV del artículo
6 y el primer párrafo del artículo 63; se adicionan las frac-
ciones X a la XIII al artículo 62 y se adiciona un segundo
párrafo al artículo 63, todos ellos de la Ley de Aeropuertos,
para quedar como sigue:

Artículo 6. La Secretaría, como autoridad aeroportuaria,
tendrá las siguientes atribuciones, sin perjuicio de las otor-
gadas a otras dependencias de la administración pública fe-
deral:

I. a III. …

IV. Establecer las reglas de tránsito aéreo y las bases ge-
nerales para la fijación de horarios de aterrizaje y des-
pegue, las prioridades de turno de las aeronaves y los
criterios para determinar el uso indebido de un ho-
rario asignado;
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Artículo 62. El comité de operación y horarios emitirá re-
comendaciones relacionadas con:

I. a IX. …

X. La transparencia, el monitoreo y control de los
procedimientos relacionados con la asignación de ho-
rarios de aterrizaje y despegue.

XI. Monitoreo del uso de los horarios de aterrizaje y
despegue asignados con el fin de obtener un registro
de la conducta de los concesionarios o permisiona-
rios de los servicios de transporte aéreo, a través del
tiempo.

XII. Procedimientos para la asignación, renovación y
cancelación de los horarios de aterrizaje y despegue.

XIII. Criterios para determinar el uso indebido de
un horario asignado.

…

… 

Artículo 63. En los aeropuertos el administrador aeropor-
tuario determinará los horarios de aterrizaje y despegue y
las prioridades de turno de las aeronaves, a partir de las
recomendaciones del comité de operación y horarios a que
se refiere el artículo 62 de esta Ley.

Respecto del aeródromo que la Secretaría resuelva que
se encuentra en condiciones de saturación, la Comisión
Federal de Competencia opinará en forma bienal del
proceso de asignación de horarios de aterrizaje y des-
pegue de conformidad con las fracciones XIII, XIV y
XV del artículo 12 de la Ley Federal de Competencia
Económica e informará a la Secretaría y al Congreso de
la Unión los resultados de su análisis. 

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 http://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/58090/Informe_So-
bre_Acciones_Relevantes_de_la_SCT.pdf

2 De acuerdo con el Instituto Mexicano para la Competitividad (IM-
CO) México ocupa la posición 64 en infraestructura de transporte aé-
reo en el Índice de Competitividad del Foro Económico Mundial y el
último en logística comercial entre los países de la Organización para
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Y resalta que la
calidad de los servicios de la terminal del AICM se ha agudizado. Tan
sólo entre 2009 y 2010, la terminal capitalina pasó del sitio 124 al 138
en el ranking de SKYTRAX, Compañía auditora que analiza la calidad
de aerolíneas y aeropuertos de todo el mundo, en evaluación de proce-
sos como tiempos de espera, migración, seguridad, instalaciones, entre
otros.

3 http://www.eluniversal.com.mx/articulo/cartera/negocios/2016/
03/7/aerolineas-ganan-mas-en-2015-pero-usuarios-pierden

4 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5382063&fe-
cha=16/02/2015

5 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5428226&fecha=
29/02/2016

6 Tras una exhaustiva investigación, se determinó preliminarmente la
existencia de un Insumo Esencial, el cual consiste en la infraestructura
de la pista, las calles de rodaje, las ayudas visuales y las plataformas
del Aeropuerto. Durante la investigación se encontró que el mecanis-
mo de acceso al Insumo Esencial genera una serie de efectos anticom-
petitivos en el mercado investigado, tales como: alta concentración,
baja disponibilidad de horarios que inhibe la entrada o la expansión de
las empresas, el establecimiento de precios elevados y escasa innova-
ción en rutas. Se identificó la utilización ineficiente del Insumo Esen-
cial, con efectos adversos a la competencia, debido a problemas en el
procedimiento de asignación, calificación y monitoreo del uso de los
horarios de aterrizaje y despegue

7 Magnicharters y Vivaaerobus, no los utilizaron en un 58% y 41%,
respectivamente. Aeromar y Grupo Aeroméxico no operaron vuelos en
un 39%. Volaris e Interjet no utilizados el 16% y 29%, respectivamen-
te.

8 http://a21.com.mx/aeropuertos/2015/11/06/atribuyen-retrasos-en-
aicm-ineficiencia-por-parte-de-autoridades

9 Disponible en: http://bcn.cl/1npqm (Octubre, 2014)

10 Disponible en: http://bcn.cl/1nmya (Octubre, 2014)

11 Artículo 4º Reglamento (CE) no 261/2004.

12 http://www.banxico.org.mx/dyn/portal-mercado-cambiario/index
.html
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13 http://www.aztecanoticias.com.mx/notas/finanzas/247386/sobre-
venta-de-vuelos-queja-mas-recurrente-en-semana-santa-profeco

http://www.elfinanciero.com.mx/empresas/aerolineas-pagan-69-mas-
por-reclamos-en-semana-santa-profeco.html

http://www.jornada.unam.mx/ultimas/2016/03/29/registran-volaris-y-
vivaerobus-la-mayor-sobreventa-de-vuelos-6855.html

14 http://www.elfinanciero.com.mx/economia/empeora-impuntuali-
dad-de-aerolineas-mexicanas-en-el-aicm.html

15 Artículo 61. En cada aeropuerto se constituirá un comité de opera-
ción y horarios que estará integrado por el concesionario del aeropuer-
to a través del administrador aeroportuario, por el comandante de ae-
ródromo y por las demás autoridades civiles y militares que intervienen
en el mismo, así como por los representantes de los concesionarios y
permisionarios del servicio de transporte aéreo y de los prestadores de
servicios. 

Dicho comité será presidido por el administrador aeroportuario y su
funcionamiento y operación se ajustará a un reglamento interno que se
incluirá en las reglas de operación del aeropuerto. 

Artículo 62. El comité de operación y horarios emitirá recomendacio-
nes relacionadas con: 

I. El funcionamiento, operación y horario del aeropuerto.

16 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5330784&fe-
cha=24/01/2014

17 http://www.gob.mx/sct/estructuras/alfonso-sarabia-de-la-garza

18 La Cofece publicó el pasado 29 de febrero, el Extracto del Dicta-
men preliminar del expediente IEBC-001-2015

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5428226&fe-
cha=29/02/2016

19 Ley de Aeropuertos

Artículo 99. En el supuesto de que la Secretaría resuelva que un aeró-
dromo se encuentra en condiciones de saturación en campo aéreo en
horarios específicos, el administrador aeroportuario, a partir de que
surta efectos dicha resolución, asignará los horarios de aterrizaje y des-
pegue aplicando, en lo conducente, las bases señaladas en los artículos
95 y 96 anteriores y las que a continuación se indican: 

I. Durante los primeros cuatro años, la asignación de horarios de des-
pegue y aterrizaje se realizará de acuerdo a lo siguiente: 

a) El administrador aeroportuario deberá retirar a los transportistas aé-
reos los horarios de aterrizaje o despegue que durante el año anterior,
por causas imputables a ellos, no hubieran utilizado en una proporción
igual o mayor al 85% o hubieren tenido demoras en un 15% o más;

20 Getting it Rigth, una Agenda Estratégica para las Reformas en Mé-
xico. OCDE 2012. Disponible en http://www.oecd.org/centrodemexi-
co/Getting%20It%20Right%20EBOOK.pdf

21 Un aeropuerto de nivel 3 presenta las siguientes condiciones:

a) La demanda de infraestructura aeroportuaria supera considerable-
mente la capacidad del aeropuerto durante el periodo en cuestión.

b) La expansión de la infraestructura aeroportuaria para satisfacer la
demanda no es viable a corto plazo.

c) Los intentos por resolver el problema a través de ajustes voluntarios
en la programación han fallado o no son efectivos y

d) Como resultado, se requiere un procedimiento de asignación, por lo
que todas las compañías aéreas y los operadores de aeronaves deben de
tener un slot asignado por un coordinador para poder aterrizar despe-
gar del aeropuerto durante los periodos en que tiene lugar la asignación
de slots.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 19 días del mes de
abril de 2016.— Diputados: Ulises Ramírez Núñez, Miguel Ángel Sa-
lim Alle (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen.

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Alfredo
Javier Rodríguez Dávila, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Alfredo Javier Rodríguez Dávila, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacional en
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, y con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así y los artícu-
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los 6o., fracción I, y 77, 78, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del pleno de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman diversas disposiciones a la Ley de
Aviación Civil, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Es innegable el acelerado crecimiento que ha tenido la in-
dustria aérea de transporte de pasajeros en México, parti-
cularmente durante los últimos cinco años. Tan sólo duran-
te el año 2014, se transportaron más de 65 millones de
personas a través de los aeropuertos nacionales, cifra que
supera ampliamente los 48 millones de pasajeros traslada-
dos durante 2010. Las cifras más recientes de la Dirección
de Aeronáutica Civil, señalan que durante diciembre de
2015, 6.9 millones de pasajeros utilizaron alguno de los 58
aeropuertos comerciales del país, para realizar vuelos na-
cionales o internacionales. 

A pesar de la expansión de éste mercado, hay un factor fun-
damental que se sigue arrastrando y por el cual poco se ha
hecho: la satisfacción de los pasajeros. Mientras que por
una parte, las compañías de aviación civil comercial se en-
cuentran en una situación favorecedora al contar cada vez
con mayor número de pasajeros y, por ende, una mayor
ocupación en sus vuelos, así como la disminución en los
precios de la turbosina, lo cual da como resultado mejores
márgenes de ganancia, por otra parte han sido mínimos los
esfuerzos por mejorar la experiencia del pasajero. 

De acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018,
uno de los retos relevantes para sector de transportes en el
país es “generar condiciones para una movilidad de perso-
nas integral, ágil, segura, sustentable e incluyente, que in-
cremente la calidad de vida”.1 La aviación civil comercial
al ser uno de los principales medios para el traslado de per-
sonas en México, no puede quedarse al margen y debe im-
plementar acciones concretas para garantizar la satisfac-
ción de los pasajeros que se movilizan a través de ella.

Es necesario crear condiciones para que las aerolíneas que
operan en territorio nacional lo hagan con los más altos es-
tándares de calidad, apegadas a las mejores prácticas inter-
nacionales. Se debe entender que el papel de éste medio de
transporte va más allá de movilizar personas, es también el
de proporcionarle al país conectividad con el mundo, ele-
mento fundamental para el desarrollo económico. 

El objetivo de la presente propuesta, es alinear el marco ju-
rídico mexicano considerando las legislaciones más bené-
ficas para el usuario, tratados internacionales suscritos por
México como lo es el Convenio de Montreal, y recomen-
daciones de la Asociación de Transporte Aéreo Internacio-
nal (IATA por sus siglas en inglés), con el fin de mejorar la
experiencia de los usuarios del transporte aéreo regular, a
través de la implementación de mecanismos que regulen el
servicio ofrecido por las aerolíneas, para aumentar sus ni-
veles de eficiencia, competitividad y calidad. 

Planteamiento del problema

Los problemas que enfrenta el transporte aéreo en materia
de atención a los pasajeros, son diversos, basta con revisar
el número y las principales causas de quejas, presentadas
ante la Procuraduría Federal del Consumidor para tener un
panorama sobre el estado actual del sector. Más preocu-
pante aún, es ver que las aerolíneas nacionales lideran las
listas de inconformidades, mientras que las aerolíneas in-
ternacionales que operan en el país tienen números más
discretos. Aún si se construyera un índice considerando la
cantidad de pasajeros que se trasladan a través de cada una,
las aerolíneas nacionales se mantendrían arriba. Las seis
principales aerolíneas nacionales recibieron 1762 quejas
durante el año 2015, mientras que las 25 aerolíneas inter-
nacionales que operan en el país, recibieron 199 quejas du-
rante el mismo periodo, lo cual refleja mayor presencia de
prácticas que resultan insatisfactorias para el pasajero.
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Cuadro I. Aerolíneas Nacionales
Número de quejas presentadas ante la 
Procuraduría Federal del Consumidor

(Periodo Ene-Dic. 2015)

Interjet (ABC Aerolíneas): 174
Aeroméxico (Aerovías de México): 692
Magnicharters (Grupo Aéreo Monterrey): 19
Vivaaerobus (Aeroenlaces): 526
Aeromar:20
Volaris (Concesionaria Vuela Cia. de Aviación): 331

Fuente: Elaboración propia con datos extraídos del Buró Comercial de
la Procuraduría Federal del Consumidor. Disponible en  http://buroco-
mercial.profeco.gob.mx/BC/faces/bus_sector.jsp Consultado el 19 de
febrero de 2015.

Cuadro II. Aerolíneas Internacionales
Número de quejas presentadas ante la 
Procuraduría Federal del Consumidor

(Periodo Ene-Dic. 2015)

Aerovías Nacionales De Colombia, SA: 2
Air Canadá: 6
Air Europa (Air Europa Líneas Aéreas, SA): 3
Air France: 11
Air Transat: 1
Alaska Airlines, Inc: 4
American Airlines: 44
Avianca Taca, SA: 4
Aviateca, SA: 1
Blue Panorama Airlines Spa: 1
British Airways, Plc: 7
Copa Airlines (Compañía Panameña de Aviación, SA):
13
Cubana De Aviación: 1
Delta Airlines: 19
Lufthansa (Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft So-
ciedad Alemana De Aviación, SA): 2
Iberia (Iberia Líneas Aéreas De España, SA): 29
Klm (Klm Compañía Real Holandesa De Aviación,
SA): 4
Lan (Lan Airlines, SA): 2
Lan (Lan Perú, SA): 1
Latam: 12
Lufthansa German Airlines: 1
Societe Air France: 11
Spirit Airlines, Inc: 2
Taca (Taca International Airlines, SA): 1

Trans Elite Omnibus: 1
United Airlines: 16

Fuente: Elaboración propia con datos extraídos del
Buró Comercial de la Procuraduría Federal del Con-
sumidor. Disponible en http: //burocomercial.profe-
co.gob.mx/BC/faces/bus_sector.jsp Consultado el 19
de febrero de 2015.

Al hacer una revisión sobre las principales materias de re-
clamación por parte de los pasajeros ante la Procuraduría
Federal del Consumidor, se pueden encontrar diversos e
importantes temas los cuales son señalados a continuación:

Poca claridad en la venta de boletos

El aumento de las ventas por internet le ha permitido a las
aerolíneas ofrecer sus servicios a través de éste medio, te-
niendo como resultado mayor alcance y menores costos de
operación. Son diversas las estrategias de las aerolíneas pa-
ra atraer clientes potenciales a sus sitios de internet, las
cuales van desde pagar inserciones en otras páginas, hasta
campañas de publicidad en otros medios de comunicación
como lo son periódicos, la radio y la televisión, anuncian-
do ambiciosas promociones. Sin embargo, una vez que el
usuario trata de adquirir boletos con las tarifas publicadas,
descubre que resulta prácticamente imposible acceder a di-
chos precios pues además de sumarse los impuestos que
por ley corresponden, la aerolínea agrega diversos servi-
cios adicionales, los cuales no son opcionales para el usua-
rio y se vuelven en condicionantes para obtener el boleto.

Este tema ya ha sido analizado en diversos países al consi-
derarse directamente como publicidad engañosa. Destaca
el fallo emitido por el Tribunal de Justicia Europeo que ha
dictaminado que las búsquedas y reservas de vuelos por In-
ternet deben mostrar el precio final desde un principio. 

El precio final que deba pagarse ha de precisarse cada vez
que se indiquen los precios de los servicios aéreos, inclui-
da la primera vez que aparezca en la pantalla. Eso es así no
sólo respecto del servicio aéreo seleccionado por el clien-
te, sino también respecto de cada servicio aéreo cuya tari-
fa aparezca en la pantalla.2

También la IATA en sus disposiciones para la protección de
los usuarios se pronuncia al respecto y sugiere que exista la
mayor transparencia en el boleto:
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Los pasajeros deben tener acceso claro, transparente a la si-
guiente información: > Información de tarifas, incluyendo
los impuestos y cargos, antes de comprar un billete; 3

Por ello, es necesario que se obligue a los concesionarios o
permisionarios a volver el proceso de compra más simple
y transparente para el pasajero, publicando desde el primer
momento el costo total del boleto impuestos incluidos, y se
les impida a agregar de forma automática servicios que no
hayan sido expresamente solicitados por el pasajero. Esto
permitiría que el consumidor conozca en todo momento
cuánto va a pagar y pueda consultar de manera sencilla di-
versas opciones para tomar su decisión de compra de ma-
nera informada.

Discriminación

Un tema que causa gran indignación entre los usuarios de
servicios de transporte aéreo, es la discriminación por par-
te de las aerolíneas a personas con discapacidad. Aunque la
Circular Obligatoria CO SA-09.2/13 de la Dirección Gene-
ral de Aeronáutica Civil señala que “los concesionarios y
permisionarios de servicio al público de transporte aéreo,
deben permitir el abordaje a una persona con discapacidad
y/o movilidad reducida, incluyendo personas con discapa-
cidad intelectual o psicosocial, sin asistente”, existen que-
jas presentadas ante el Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación, en las cuales personas con discapacidad
señalan que debido a su condición, personal de las aerolí-
neas les ha impedido abordar.4 Nuevamente, se trata de
una materia que ya se encuentra legislada en otras partes
del mundo, como es el caso de la Unión Europea: 

Los transportistas aéreos encargados de efectuar vuelos da-
rán prioridad al transporte de las personas con movilidad
reducida y sus acompañantes o perros de acompañamiento
certificados, así como de los menores no acompañados.5

Las disposiciones de la IATA para la protección de los
usuarios señalan al respecto que:

Las compañías aéreas deben ayudar a los pasajeros con
movilidad reducida de una manera compatible con las nor-
mas de seguridad pertinentes y las consideraciones opera-
cionales;6

Por lo anterior, es necesario que se legisle en éste sentido y
que se sancione a los concesionarios o permisionarios que
incumplan con la regulación, para garantizar que los pasa-

jeros con discapacidad no enfrenten obstáculos al transpor-
tarse.

Cancelación de vuelos con conexión o redondos, por no
utilizar algún tramo

Otra de las prácticas que debe de revisarse es la decisión
unilateral de las aerolíneas de realizar la cancelación de bo-
letos a pasajeros que no hicieron uso del servicio para tras-
ladarse en alguno de los trayectos, es decir, pasajeros que
compraron vuelos de los denominados redondos –ida y
vuelta- o con conexión, aquellos que requieren de varios
vuelos para llegar a un destino. Generalmente, las aerolí-
neas cancelan el boleto para el resto de vuelos si el pasaje-
ro no abordó en uno de los trayectos previos.

También sobre este tema existen antecedentes en otros paí-
ses por calificar este proceder como abusivo y perjudicial
para el pasajero. Tribunales en Europa han condenado ésta
situación y en las controversias presentadas han resuelto en
favor del usuario. Destaca el razonamiento realizado por el
Juzgado de lo Mercantil en Bilbao, España, ya que señala
que es injustificable la cancelación que hace la aerolínea en
estos casos, pues lo que busca es vender nuevamente algo
que ya estaba vendido:

No cabe aducir que la compañía padece un perjuicio por
dejar un asiento libre que podría ocupar otro pasajero. En
primer lugar, porque podría disponer de la plaza si hay lis-
ta de espera y, aunque no fuera así, no habría perjuicio al-
guno del transportista, que percibe el precio del viajero que
no embarca en el trayecto de ida. El juzgado reconoce con-
tundente: lo que pierde la compañía aérea es la posibilidad
de vender por segunda vez el billete a un nuevo pasajero,
la posibilidad de lucrarse dos veces. Y este perjuicio no jus-
tifica en ningún caso la cancelación del billete de vuelta.7

Por ello, ésta práctica debe de prohibirse y las aerolíneas
deben de respetar los boletos que han sido adquiridos por
el pasajero, pues el concesionario o permisionario no pue-
de argumentar perjuicio alguno o señalar argumentos que
la justifiquen. 

Realizar cambios o transferencias de boletos

Para el pasajero resulta un verdadero viacrucis. De acuer-
do con datos de las propias aerolíneas, realizar un cambio
puede significar un gasto adicional para el usuario de entre
$290 y $1700 pesos.8 Al no existir una regulación al res-
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pecto, las aerolíneas imponen condiciones excesivas al pa-
sajero, así como la aplicación de cargos que en muchos ca-
sos superan el costo original del boleto, por lo cual en mu-
chas ocasiones el consumidor prefiere darlo por perdido.
Por esto, es necesario establecer condiciones claras al res-
pecto, que permitan que el pasajero conozca desde el pri-
mer momento qué opciones tiene en caso de requerir reali-
zar algún cambio.

Retrasos

Uno de los problemas que se presentan con mayor fre-
cuencia es la impuntualidad de las aerolíneas en sus opera-
ciones. Este tema que parece se ha vuelto práctica habitual,
provoca pérdidas millonarias, frena la competitividad y la
productividad, convirtiéndose en un problema no sólo para
la economía mexicana, también para la conectividad del
país con el mundo. Tan sólo el pasado 20 de marzo, 4200
pasajeros resultaron afectados debido al retraso de 22 vue-
los y la cancelación de otros tres, debido a problemas ope-
rativos de dos aerolíneas.9

La Gráfica II expone las demoras atribuibles a las aerolí-
neas en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de Méxi-
co, terminal desde la que se realizan la tercera parte de las
operaciones aéreas comerciales del país. Como se observa,
el porcentaje de retrasos de aerolíneas nacionales práctica-
mente duplica los promedios de las compañías internacio-
nales, lo cual permite ilustrar que se trata en buena medida
de un problema de malas prácticas locales. Es importante
remarcar que éstas cifras incluyen exclusivamente las de-
moras cuya responsabilidad es únicamente de la aerolínea,
es decir, no considera los retrasos por condiciones meteo-
rológicas, medidas aeroportuarias para garantizar la seguri-
dad operacional o dificultades con el abastecimiento de tur-
bosina, por mencionar algunos.

De acuerdo con la metodología de la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes para medir los índices de puntua-
lidad, un vuelo se considera en horario si se realizó hasta
15 minutos después de lo que estaba previsto. Hablar de
demoras mayores a esto refleja problemas en la organiza-
ción de las aerolíneas que se han institucionalizado por fal-
ta de regulación. Más alarmante aún resulta observar casos
de aerolíneas que operan hasta con un 40% de retrasos y
que a pesar de haber sido evidenciadas sus malas prácticas
por diversos medios de comunicación,10 siguen sin corre-
gir dicha situación.

Para combatir este problema, es necesario responsabilizar
a las aerolíneas por sus demoras y compensar al pasajero,
para que recupere al menos una parte del costo de oportu-
nidad que representa perder horas esperando su vuelo, y al
mismo tiempo, obligue a las aerolíneas a mejorar sus es-
tándares y ofrecer un servicio eficiente. 

Para el cálculo de las compensaciones se propone tomar
como punto de partida el costo promedio de un vuelo na-
cional, de acuerdo a la metodología del Monitor del Esta-
do de la Actividad Aérea.11 La tarifa promedio de la prin-
cipal ruta en vuelos nacionales (Ciudad de
México-Cancún) durante 2015 fue de $2478.20. Para la
principal ruta internacional (Ciudad de México-Los Ánge-
les) la tarifa promedio fue de $5290.20. 

Se proponen tres escenarios distintos en los que el pasaje-
ro pueda recibir una compensación por el retraso de su vue-
lo. En primer lugar, cuando sea mayor a dos horas, recibi-
rá una indemnización de lo que resulte más alto entre el
treinta por ciento del valor total que haya pagado por su bo-
leto, y diez Unidades de Medida y Actualización que equi-
valen a $730.40, lo que representa prácticamente la tercera
parte del valor del boleto promedio nacional. Para el se-
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gundo escenario, cuando el retraso supere las cuatro horas,
el resarcimiento deberá ser de lo que resulte mayor entre el
sesenta por ciento del valor total del boleto y veinte Uni-
dades de Medida y Actualización, así como alimentos y be-
bidas. Por último, si el retraso fuera mayor a seis horas, la
compensación será de lo que resulte más alto entre el no-
venta por ciento del costo total del boleto y treinta Unida-
des de Medida y Actualización, también deberá proporcio-
narle alimentos y bebidas, y en caso de que aplique,
también hospedaje. En todos los casos el prestador del ser-
vicio deberá poner a disposición del pasajero los medios
necesarios para que se mantenga comunicado.

La aplicación de estas medidas en otras partes del mundo
ha ocasionado que las aerolíneas con tal de evadir las com-
pensaciones previstas, opten por cancelar el vuelo después
de un retraso, dejando a los pasajeros sin poder trasladarse
después de haber soportado horas de espera. Para impedir
que dichas prácticas se repliquen en México, se propone
que si después de una demora el vuelo es cancelado, el
usuario sea compensado con cuarenta Unidades de Medida
y Actualización, y le sea reembolsado el costo total de su
boleto.

Negativa de aerolíneas a las solicitudes de cancelación
de boleto por parte de los usuarios 

Otra de las quejas recurrentes de los pasajeros es la difi-
cultad para cancelar su boleto, aun dando aviso a la aerolí-
nea con anticipación. Los pasajeros que solicitan la cance-
lación del servicio contratado, se encuentran con
procedimientos complicados y penalizaciones abusivas,
que buscan que el pasajero desista. Al igual que con la ad-
quisición de cualquier producto o servicio, el pasajero de-
be tener el derecho a solicitar la cancelación o devolución
de su boleto si por alguna razón ya no va a hacer uso del
mismo. También es comprensible que por la propia natura-
leza del servicio de transporte aéreo, el concesionario o
permisionario busque obtener alguna compensación por la
cancelación, pero ésta debe quedar claramente regulada y
no ser establecida arbitrariamente por la aerolínea. 

En otros países existe normatividad en la que se establecen
los montos máximos de penalización de acuerdo al tiempo
previo con el que el pasajero notifique a la aerolínea.
Muestra de ello, son las legislaciones de España, Colombia
y Argentina que son referidas a continuación:
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La legislación mexicana también debe de incorporar regu-
laciones al respecto, que le otorguen al pasajero el derecho
de realizar cancelaciones, conociendo desde el primer mo-
mento los límites que tiene la aerolínea en cuanto a penali-
zaciones y, con ello, tomando la mejor decisión de manera
informada. 

Equipaje

Si bien, el Reglamento de la Ley de Aviación Civil en su
artículo 38 señala el derecho que tiene el pasajero de trans-
portar hasta 25 kilogramos de equipaje de manera gratuita,
las aerolíneas imponen cláusulas con las que pretenden que
el usuario viaje con una cantidad menor de equipaje y, en
caso de excederse, pague una cuota adicional, violando
completamente éste derecho. Se propone retomar las dis-
posiciones referentes al equipaje del Reglamento en la Ley,
con el fin de sancionar de acuerdo a ésta, a los concesiona-
rios o permisionarios que no respeten este derecho.

Por otra parte, es necesario actualizar los montos de in-
demnización para el pasajero en caso de que la aerolínea
extravié o dañe su equipaje. El Convenio de Montreal esti-
pula en su artículo 22, que en caso de destrucción, pérdida
o avería del equipaje, el transportista deberá compensar al

pasajero con el pago de hasta 1000 derechos especiales de
giro,12 lo cual equivale a $25,280 pesos. Actualmente, la
Ley de Aviación Civil en su artículo 62, estipula que la in-
demnización por pérdida o avería del equipaje facturado
será de hasta 75 salarios mínimos, es decir, $5,478 pesos,
cifra bastante lejana a la considerada por el Convenio de
Montreal y que definitivamente no corresponde con el va-
lor real del equipaje del usuario. 

Cláusulas desmedidas 

Bajo el concepto de reglas tarifarias, los concesionarios o
permisionarios imponen una serie de cláusulas que son to-
talmente favorecedoras para las aerolíneas, pero que dejan
al pasajero en estado de completa indefensión jurídica.
Ninguna cláusula en un contrato privado puede estar por
encima de la Ley, por ello, se propone que las condiciones
que vayan en contra de los derechos del pasajero estableci-
dos en la Ley, sean nulas, sin que el concesionario o per-
misionario interponer recursos para hacerlas válidas.

Es necesario dar atención a los reclamos de los usuarios,
creando marcos jurídicos que responsabilicen a los conce-
sionarios o permisionarios por sus actos. Con ello se esta-
blecerán las condiciones necesarias para impulsar una in-
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dustria con aerolíneas más competitivas, capaces de satis-
facer las demandas esenciales de los pasajeros.

Pero además, es urgente darle al sector mayor transparen-
cia, para que el pasajero pueda tomar una decisión de com-
pra de manera informada. Por ello también se propone que
los concesionarios o permisionarios del servicio de trans-
porte aéreo comercial entreguen mensualmente Secretaría
informes, bitácoras, estadísticas, reportes e índices de re-
clamaciones a la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, para que esta última los haga públicos a través de
sus plataformas de difusión, de manera accesible para el
pasajero. 

Esta iniciativa busca crear un catálogo de derechos del pa-
sajero, por lo que además de los puntos ya expuestos, se re-
toman algunos postulados del Reglamento, con el fin por
una parte de dotarlos de la misma fuerza que el resto de
prerrogativas para garantizar su cumplimiento, y por otro,
que el pasajero encuentre en un solo ordenamiento, de ma-
nera clara y eficaz, los principales derechos a los que debe
tener acceso.

Por lo anteriormente expuesto se somete a consideración
de la Honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciati-
va con proyecto de:

Decreto

Mediante el cual se reforman diversas disposiciones de
la Ley de Aviación Civil.

Artículo Único. Se adicionan el artículo 2, fracción VIII
Bis, el artículo 49, se crea el artículo 49 bis, se modifica el
párrafo segundo del artículo 62 y se adiciona un último pá-
rrafo al artículo 84 y las fracciones XIII, XIV y XV al ar-
tículo 87 de la Ley de Aviación Civil, para quedar como si-
gue:

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

[…]

VIII Bis. Pasajero: persona que se traslada a través
del servicio de transporte aéreo. Tendrá ésta calidad,
desde el momento en que realiza el contrato con el
concesionario o permisionario, hasta que se cumpla
el objeto del mismo.

[…]

Artículo 49. El contrato de transporte de pasajeros es el
acuerdo entre un concesionario o permisionario y un pasa-
jero, por el cual el primero se obliga a trasladar al segundo,
de un punto de origen a uno de destino, contra el pago de
un precio. 

El contrato deberá constar en un billete de pasaje o boleto,
cuyo formato se sujetará a lo especificado en la norma ofi-
cial mexicana correspondiente.

El concesionario o permisionario está obligado a pro-
porcionar un servicio de calidad y eficiente a todos sus
pasajeros. Para garantizar lo anterior, el contrato, que
se perfecciona con la compra del boleto, deberá cumplir
con cuando menos los siguientes derechos del pasajero:

I. Es obligación de los concesionarios o permisiona-
rios de servicio al público de transporte aéreo pre-
sentar al pasajero desde el primer momento el costo
total del boleto impuestos incluidos. 

II. No podrán realizarse cargos adicionales por prio-
ridad de abordaje, selección de asientos o cualquier
otro que pretenda condicionar el transporte del pa-
sajero al pago o contratación de servicios adiciona-
les.

III. Los concesionarios o permisionarios deberán es-
tablecer mecanismos para garantizar el transporte
de personas con discapacidad. No se podrán estable-
cer condiciones o aplicar cargos adicionales para
permitir su abordaje. 

IV. El pasajero mayor de edad puede, sin pago de
ninguna tarifa, llevar a un infante menor de dos años
a su cuidado sin derecho a asiento y sin derecho a
franquicia de equipaje, por lo que el concesionario o
permisionario está obligado a expedir sin costo algu-
no a favor del infante el boleto y pase de abordar co-
rrespondientes;

V. En el caso de que el pasajero haya adquirido bo-
letos de ida y vuelta o con conexión, podrá disponer
de ellos para cada trayecto particular, es decir, el
transportista no podrá negarle el embarque a un tra-
mo por no haber utilizado alguno de los vuelos del
trayecto total.

VI. El pasajero que así lo desee podrá realizar cam-
bios en su itinerario o transferir su boleto a otra per-
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sona, cumpliendo con los requisitos administrativos
que para ello solicite la aerolínea. En caso de que por
el cambio o la reimpresión del boleto el concesiona-
rio o permisionario aplique algún cargo, éste en nin-
gún caso podrá superar el veinte por ciento del valor
total del boleto, siempre y cuando el pasajero dé avi-
so al concesionario o permisionario al menos cuatro
horas previas a la salida de su vuelo.

VII. En caso de que exista retraso en la hora de sali-
da programada y la causa sea atribuible al concesio-
nario o permisionario, el pasajero será indemnizado
y/o compensado por el proveedor del servicio de
acuerdo a los siguientes criterios: 

A) Si la demora es mayor a dos horas desde la ho-
ra de salida programada en el boleto, el pasajero
recibirá una indemnización equivalente a lo que
resulte mayor entre diez Unidades de Medida y
Actualización o el treinta por ciento del valor del
boleto.

B) Si la demora es mayor a cuatro horas, el pasa-
jero recibirá una indemnización equivalente a lo
que resulte mayor entre veinte Unidades de Me-
dida y Actualización o el sesenta por ciento del
valor del boleto. Además, el concesionario o per-
misionario le proporcionará alimentos y bebidas
o compensará el gasto de alimentación con dos
Unidades de Medida y Actualización por pasaje-
ro.

C) Si la demora es mayor a seis horas el pasajero
recibirá una indemnización equivalente a lo que
resulte mayor entre treinta Unidades de Medida
y Actualización o el noventa por ciento del valor
del boleto. Además de alimentos y bebidas o de
cinco Unidades de Medida y Actualización por
pasajero para gastos de alimentos. En caso de que
la demora sobrepase de las 23hrs. tiempo local, se
le deberá de proporcionar al pasajero hospedaje
para pernoctar en algún hotel dentro del aero-
puerto o trasladarlo a algún hotel cercano y pro-
gramar su salida en el próximo vuelo que esté dis-
ponible, a menos que el pasajero acepte de forma
voluntaria continuar esperando.

En todos los casos, el proveedor del servicio de-
berá poner a disposición de los pasajeros en espe-

ra acceso a llamadas telefónicas y envío de corre-
os electrónicos. 

Si además de la demora, se produjera la cancela-
ción del vuelo por responsabilidad atribuible al
concesionario o permisionario, éste deberá com-
pensar al pasajero con cuarenta Unidades de Me-
dida y Actualización y, a elección del pasajero,
programar su salida en el siguiente vuelo que es-
té disponible o devolverle el costo total del boleto.

VIII. Si por caso fortuito o fuerza mayor, la aerona-
ve debe realizar un aterrizaje en un lugar distinto al
de destino, el concesionario o permisionario deberá
trasladar al pasajero por los medios de transporte
más rápidos disponibles hasta el lugar de destino.

IX. El pasajero podrá solicitar la devolución de su
boleto en caso de que decida no efectuar el viaje. Si
lo comunica al proveedor del servicio hasta con vein-
ticuatro horas de anticipación a la salida del vuelo, el
concesionario o permisionario podrá retener hasta el
diez por ciento del valor total del boleto por concep-
to de cargo por cancelación. Pasado este plazo el con-
cesionario o permisionario determinará las condicio-
nes de la cancelación, sin embargo, en ningún caso
podrá retener más del veinte por ciento del valor to-
tal del boleto.

X. El pasajero podrá transportar como mínimo y sin
cargo alguno, veinticinco kilogramos de equipaje
cuando los vuelos se realicen en aeronaves con capa-
cidad para veinte pasajeros o más, y quince kilogra-
mos cuando la aeronave sea de menor capacidad,
siempre que acate las indicaciones del concesionario
o permisionario en cuanto al número de piezas y res-
tricciones de volumen. El exceso de equipaje debe ser
transportado de acuerdo con la capacidad disponible
de la aeronave y el concesionario o permisionario, en
este caso, tiene derecho a solicitar al usuario un pa-
go adicional.

El concesionario o permisionario proporcionará al
pasajero, un talón de equipaje por cada pieza, male-
ta o bulto de equipaje que se entregue para su trans-
porte. El talón debe contener la información indicada
en las normas oficiales mexicanas correspondientes y
debe constar de dos partes, una para el pasajero y
otra que se adhiere al equipaje.
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Además, el pasajero podrá llevar en cabina hasta dos
piezas de equipaje de mano, siempre que por su na-
turaleza o dimensiones no disminuyan la seguridad y
la comodidad de los pasajeros, de conformidad con
lo establecido en las normas oficiales mexicanas co-
rrespondientes.

XI. El concesionario o permisionario estará obligado
a pagar las indemnizaciones previstas en el presente
artículo dentro de un periodo máximo de diez días
naturales posteriores a su reclamación por parte del
pasajero, salvo las compensaciones de alimentos y
hospedaje que deberán ser cubiertos al momento de
que el retraso del vuelo se actualice.

Toda cláusula o disposición que pretenda exonerar al
concesionario o permisionario de su responsabilidad,
evitar el pago de las indemnizaciones o compensaciones
antes mencionadas o a fijar un límite inferior al esta-
blecido en el presente artículo será nula de pleno dere-
cho y no tendrá efecto alguno. En ningún caso, será po-
sible el perdón, condonación o cualquier figura que
implique el no pago de las indemnizaciones, compensa-
ciones o sanciones establecidas en el presente artículo. 

Artículo 49 Bis. Con el fin de dar cumplimiento a las
disposiciones señaladas en esta sección, los concesiona-
rios o permisionarios de servicio al público de trans-
porte aéreo deberán de contar con un módulo de aten-
ción al pasajero en cada una de las terminales en donde
operen. La Secretaría deberá establecer mecanismos
para regular estos módulos y garantizar que los proce-
dimientos que ahí se realicen se hagan de forma senci-
lla y expedita. En caso de que los concesionarios o per-
misionarios incumplan con estos procedimientos, la
Secretaría impondrá sanciones de acuerdo a lo dispues-
to en los artículos 87 y 89 de esta Ley, las cuales se apli-
carán independientemente de las compensaciones pre-
viamente señaladas para el pasajero. 

Artículo 62. Para los daños a pasajeros, el derecho a per-
cibir indemnizaciones se sujetará a lo dispuesto por el ar-
tículo 1915 del Código Civil para el Distrito Federal en
Materia Común y para toda la República en Materia Fede-
ral, salvo por lo que se refiere al monto que será el triple de
lo previsto en dicho artículo. Para la prelación en el pago
de las indemnizaciones, se estará a lo dispuesto en el ar-
tículo 501 de la Ley Federal del Trabajo. 

La indemnización por la destrucción o avería del equipaje
de mano será de hasta ochenta Unidades de Medida y Ac-
tualización. Por la pérdida o avería del equipaje facturado
la indemnización será equivalente a la suma de ciento cin-
cuenta Unidades de Medida y Actualización.

Artículo 84. La Secretaría verificará el cumplimiento de
esta Ley, sus reglamentos y demás disposiciones aplica-
bles. Para tal efecto, los concesionarios o permisionarios y,
en el caso del servicio de transporte aéreo privado no co-
mercial, los propietarios o poseedores de aeronaves, esta-
rán obligados a permitir el acceso a los verificadores de la
Secretaría a sus instalaciones, a transportarlos en sus equi-
pos para que realicen sus funciones en términos de la pre-
sente Ley, su Reglamento y las disposiciones que al efecto
expida la Secretaría y, en general, a otorgarles todas las fa-
cilidades para estos fines, así como a proporcionar a la Se-
cretaría informes con los datos que permitan conocer de la
operación y explotación de los servicios de transporte aé-
reo. 

[…]

Las personas físicas o morales que sean sujetos de verifi-
cación, cubrirán las cuotas que por este concepto se origi-
nen.

Los concesionarios o permisionarios del servicio de
transporte aéreo comercial, estarán obligados a entre-
gar mensualmente a la Secretaría informes, bitácoras,
estadísticas, reportes, índices de reclamaciones y todos
aquellos datos que permitan transparentar su funcio-
namiento. La Secretaría publicará y dará seguimiento a
la información presentada, conforme a la legislación vi-
gente en materia de transparencia y protección de da-
tos personales.

Artículo 87. Se les impondrán a los concesionarios o per-
misionarios de servicio al público de transporte aéreo las
siguientes sanciones por:

[…]

XIII. Incumplir con el pago de indemnizaciones en
favor del pasajero fijadas en la Sección Primera, Ca-
pitulo XI de la presente Ley, multa de tres mil a cin-
co mil Unidades de Medida y Actualización.
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XIV. No contar con un módulo de atención al pasa-
jero en las terminales en donde operen, multa de tres
mil a cinco mil Unidades de Medida y Actualización.

XV. No entregar informes mensuales de su actividad
a la Secretaría, multa de tres mil a cinco mil Unida-
des de Medida y Actualización.

[…]

Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo Federal y la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, contarán con un plazo de 90 días
hábiles, contados a partir de la entrada en vigor del presen-
te Decreto, para realizar en el ámbito de sus respectivas
competencias, las adecuaciones y modificaciones a los re-
glamentos y a las demás disposiciones administrativas que
posibiliten la materialización del mismo.

Tercero. El Ejecutivo Federal y la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, contarán con un plazo de 90 días
hábiles, contados a partir de la entrada en vigor del presen-
te Decreto, para elaborar las Normas Oficiales Mexicanas
a las que se hace referencia en los artículos reformados.

Cuarto. Los permisionarios y concesionarios del servicio
de transporte aéreo comercial contarán con un plazo de 90
días hábiles, contados a partir de la entrada en vigor del
presente Decreto, para adecuar sus procedimientos con el
fin de dar cumplimiento a las disposiciones señaladas el
mismo.

Quinto. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes en
coordinación con los concesionarios y permisionarios, de-
berá realizar acciones de difusión a través de campañas de
publicidad, para dar a conocer los alcances del presente de-
creto.

Sexto. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes de-
berá implementar un mecanismo público, eficaz y expedi-
to que, en caso de que la salida de un vuelo se retrase o can-
cele, permita al pasajero conocer las causas y determine si
es responsable de ellas el concesionario o permisionario.

Notas: 

1 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, Programa Sectorial de Co-
municaciones y Transportes. Disponible en 

http://www.sct.gob.mx/fileadmin/banners/Programa_Sectorial_de_Co
municaciones_y_Transportes.pdf Consultado el 23 de febrero de 2016.

2 Para mayor información, consultar sentencia dictada en el caso
Unión Federal de las Centrales y Asociaciones de Consumidores de
Alemania contra Air Berlín y su sistema de reserva online en 2008.
Morales, Miguel, “Las aerolíneas tendrán que mostrar el coste total del
vuelo”, Computerhoy. Disponible en: http://computerhoy.com/noti-
cias/life/aerolineas-tendran-que-mostrar-coste-total-del-vuelo-23179
Consultado el 03 de marzo de 2016.

3 IATA, Core principles on consumer protection, Disponible en
https://www.iata.org/policy/Documents/consumer_protection_princi-
ples.pdf Consultado el: 22 de marzo de 2016.

4 Ortuño, Gonzalo, “Volaris es la aerolínea con más quejas por discri-
minación”, Animal Político. Disponible en http://www.animalpoliti-
co.com/2015/06/volaris-obliga-a-personas-con-discapacidad-a-viajar-
acompanadas-es-la-aerolinea-con-mas-quejas-por-discriminacion/
Consultado el 18 de febrero de 2016.

5 Artículo 11 del Reglamento (ce) no 261/2004 del Parlamento Euro-
peo y del Consejo de 11 de febrero de 2004 por el que se establecen
normas comunes sobre compensación y asistencia a los pasajeros aé-
reos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran re-
traso de los vuelos, y se deroga el Reglamento (CEE) no 295/91.

6 IATA, Core principles on consumer protection, Disponible en 

https://www.iata.org/policy/Documents/consumer_protection_princi-
ples.pdf Consultado el: 22 de marzo de 2016.

7 Barrio, Lidia, “Prácticas abusivas en el transporte aéreo”, Eroski

Consumer. Disponible en 

http://www.consumer.es/web/es/viajes/derechos_del_viaje-
ro/2011/07/29/202012.php. Consultado el 27 de febrero de 2016.

8 Sánchez Perales, José, “¿Cuánto cuesta cambiar un boleto de
avión?”, El Financiero. Disponible en 

http://www.elfinanciero.com.mx/archivo/cuanto-cuesta-cambiar-tu-
boleto-de-avion.html Consultado el 20 de febrero de 2016.
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9 González, Susana, “Afectados, más de 4 mil pasajeros por cancela-
ción de vuelos y demoras”, La Jornada. Disponible en 

http://www.jornada.unam.mx/2016/03/20/economia/021n2eco Con-
sultado el 20 de marzo de 2016.

10 Martínez, Everardo, “Vivaerobus llega o sale tarde del AICM 1 de
2 veces”, El Financiero. Disponible en http://www.elfinanciero.
com.mx/empresas/vivaaerobus-llega-o-sale-tarde-del-aicm-de-
veces.html Consultado el 24 de febrero de 2016.

11 El Monitor del Estado de la Actividad Aérea es una dependencia de
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

12 Los Derechos Especiales de Giro son una divisa creada por el Fon-
do Monetario Internacional, un derecho equivale a $25.28 pesos de
acuerdo al tipo de cambio del 11 de marzo de 2016.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 19 de abril de 2016.—
Diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 73, 115 y 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Carlos Alberto de la Fuente Flores, del
Grupo Parlamentario del PAN

Quien suscribe, Carlos de la Fuente Flores, diputado del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, y 77, numeral 1, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el inciso c de la fracción V y la fracción VI del
artículo 115 y se adiciona la fracción X del artículo 116 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En mayo de 2010, diputados y senadores de diferentes gru-
pos parlamentarios de la LXI Legislatura del Congreso de

la Unión, participaron en diversos trabajos coordinados a
través de una mesa interparlamentaria, integrada por las
Comisiones de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territo-
rial; del Distrito Federal; de Federalismo; de Desarrollo
Regional y de Vivienda del Senado de la República y por
las Comisiones de Desarrollo Metropolitano; de Desarrollo
Social, de Vivienda, del Distrito Federal y de Fortaleci-
miento al Federalismo de la Cámara de Diputados, con la
finalidad de enfrentar la problemática del desarrollo metro-
politano y comprometer esfuerzos para promover la co-
rrecta adecuación al marco jurídico federal.

La mesa impulsó el análisis y la discusión de diferentes
propuestas, con base en una agenda y diagnóstico con sus-
tento técnico, entre funcionarios de gobierno estatales y
municipales, legisladores locales y representantes de los
sectores social y privado vinculados en la problemática
metropolitana, la cual se realizó a través de cuatro foros re-
gionales, dando como resultado la necesidad de elevar a
rango constitucional la regulación del fenómeno metropo-
litano.

Con la reciente reforma constitucional al artículo 122 de
nuestra Carta Magna, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 29 de enero de 2016, para que los habitantes
de la Ciudad de México puedan gozar de los derechos po-
líticos que consagra la Constitución para el resto de los
mexicanos, entre otras disposiciones, se estableció la atri-
bución del Congreso de la Unión de legislar en materia de
la zona metropolitana de la Ciudad de México.

Efectivamente, la base C del artículo 122 determina que la
federación, la Ciudad de México, así como sus demarca-
ciones territoriales, y los estados y municipios conurbados
en la zona metropolitana, establecerán mecanismos de co-
ordinación administrativa en materia de planeación del de-
sarrollo y ejecución de acciones regionales para la presta-
ción de servicios públicos, en términos de la ley que emita
el Congreso de la Unión y que en dicha ley se establecerá
las bases para la organización y funcionamiento del Con-
sejo de Desarrollo Metropolitano y la forma en que se to-
marán sus determinaciones. A dicho consejo le correspon-
derá acordar las acciones en materia de asentamientos
humanos; protección al ambiente; preservación y restaura-
ción del equilibrio ecológico; transporte; tránsito; agua po-
table y drenaje; recolección, tratamiento y disposición de
desechos sólidos, y seguridad pública.

Estas disposiciones constitucionales aplican sólo a la zona
metropolitana de la Ciudad de México, por lo que sigue
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pendiente reformar nuestra constitución para dotar de fa-
cultades a estados y municipios a coordinarse para una me-
jor gestión metropolitana que incida en el equilibrio armó-
nico entre los procesos de urbanización, producción,
población y sustentabilidad ambiental.

Las zonas metropolitanas se pueden concebir como una de-
limitación geográfica y social de ciudades, en las que per-
sonas interactúan sin distinción de límites y comparten de
manera habitual actividades económicas, políticas, socia-
les, culturales, y territoriales. En esa delimitación territo-
rial, se genera una gran interrelación de actividades de dis-
tinta índole, tales como flujos de inversión, dependencia
laboral, de movilidad e incluso de prestación de servicios
públicos de manera que resulta imposible tomar una deci-
sión sobre una ciudad de la zona metropolitana sin consi-
derar todo su entorno.

El concepto de zona metropolitana surge en Estados Uni-
dos de América en la década de los años veinte y se ocupó
para referirse a una “ciudad grande”. Naciones Unidas de-
fine zona metropolitana como: “la extensión territorial que
incluye a la unidad político-administrativa que contiene a
la ciudad central, y a las unidades político-administrativas
contiguas a ésta que tienen características urbanas, tales
como sitios de trabajo o lugares de residencia de trabaja-
dores dedicados a actividades no agrícolas, y que mantie-
nen una interrelación socioeconómica directa, constante e
intensa con la ciudad central y viceversa” (Unikel,
1978:118).

En México el Consejo Nacional de Población (Conapo),
define como “zona metropolitana al conjunto de dos o más
municipios donde se localiza una ciudad de 50 mil o más
habitantes, cuya área urbana, funciones y actividades reba-
san el límite del municipio que originalmente la contenía,
incorporando como parte de sí misma o de su área de in-
fluencia directa a municipios vecinos, predominantemente
urbanos, con los que mantiene un alto grado de integración
socioeconómica.

También se incluyen a aquellos municipios que por sus ca-
racterísticas particulares son relevantes para la planeación
y política urbanas de las zonas metropolitanas en cuestión.
Adicionalmente, se define como zonas metropolitanas a to-
dos aquellos municipios que contienen una ciudad de un
millón o más habitantes, así como aquellos con ciudades de
250 mil o más habitantes que comparten procesos de co-
nurbación con ciudades de Estados Unidos de América.

La evolución de la delimitación de las zonas metropolita-
nas en México, pasó de 26 zonas metropolitanas identifi-
cadas de 1940 a 1980, a 59 en 2010, según el estudio de
Consejo Nacional de Población (Conapo), la Secretaría de
Desarrollo Social (Sedesol) y el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (Inegi), las cuales concentran a 367
municipios, representando a 56.8 por ciento de la pobla-
ción, es decir, 63.8 millones de habitantes.

La realidad metropolitana en la que vive más de la mitad
de los mexicanos, requiere mejorar la capacidad de res-
puesta de los tres ámbitos de gobierno, lo que implica inci-
dir en diversos mecanismos, instrumentos y estrategias de
planeación, coordinación y gestión, para enfrentar los múl-
tiples retos que las aquejan y darle viabilidad de largo pla-
zo a la calidad de vida de sus habitantes.

De tal forma que es fundamental avanzar hacia una distri-
bución territorial de la población y sus actividades más
equilibradas, bajo condiciones de equidad que reduzcan la
pobreza, marginación y desigualdad social que existe en
las ciudades, al tiempo de constituirse en espacios de ejer-
cicio de los derechos humanos.

Una realidad a la que se enfrentan municipios que integran
a las zonas metropolitanas, es la fragmentación de tipo po-
lítico, territorial y de decisiones de injerencia jurisdiccional
que envuelve a cada municipio, quienes además, general-
mente tienen autoridades emanadas de distintas corrientes
políticas con visiones, planes y proyectos divergentes que
les impide avances sustanciales en sus procesos de planea-
ción integral, obstaculizando con ello una verdadera aso-
ciación entre municipios y/o entre entidades federativas,
generándoles problemas de tipo funcional, económico, so-
cial y político.

La Carta Magna considera a los municipios como una ins-
tancia administrativa, y los establece como base de la divi-
sión territorial de los estados y de su organización política,
y en la actualidad no les otorga el carácter de orden jurídi-
co a los que se encuentran ubicados dentro de una zona me-
tropolitana, quedando en una situación singular que ha per-
mitido su control por los gobiernos estatales, que los
limitan en su régimen, y en reiteradas ocasiones los acota
para por motu propio atender las problemáticas de admi-
nistración y gobernabilidad de sus límites territoriales.

Si bien es cierto, es potestad de cada municipio atender sus
propias necesidades de planeación, también es cierto que
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pueden conseguir ventajas comunes cuando los municipios
se asocian entre sí a nivel metropolitano.

La falta de una adecuada legislación con relación a las fa-
cultades que tienen las distintas autoridades sobre los asun-
tos metropolitanos, así como los mecanismos y el manejo
de los recursos federales destinados para el desarrollo de
estas zonas, no permite detonar positivamente las ventajas
sociales y económicas que las metrópolis representan y por
el contrario, robustecen el desorden y la falta de acuerdos
entre las autoridades con respecto a su manejo.

A pesar de que se han realizado diversos esfuerzos por
atender el tema metropolitano, como lo ha sido la creación
del Fondo Metropolitano, con el que se trata de impulsar la
competitividad económica y las capacidades productivas
de las zonas metropolitanas, hasta el día de hoy, el manejo
del tema y de los recursos que reciben las zonas metropo-
litanas, ha sido poco eficiente y poco transparente por al-
gunas entidades federativas, debido a que los recursos en
ocasiones se ejercen de manera tardía y cuando se ejercen,
muchas veces no son para proyectos de impacto metropo-
litano, lo que convierte muchas veces a dichos montos en
cajas chicas de gobiernos locales. A parte de que la partici-
pación de los alcaldes en la toma de decisiones y en el des-
tino de los recursos, es limitada y en algunas ocasiones nu-
la.

La legislación vigente resulta insuficiente para asegurar la
planeación y la coordinación de índole metropolitana. Por
lo tanto se carece de instituciones u órganos encargados
con las atribuciones suficientes para ejercer la acción espe-
cializada que requiere el ordenamiento territorial y el fo-
mento del desarrollo metropolitano sustentable.

El tema metropolitano es necesariamente concurrente, ya
que conlleva una toma de decisiones entre autoridades con
distinto nivel de representación política y programas de go-
bierno sobre asuntos, necesidades y problemas que tras-
cienden el ámbito municipal y cuyas consecuencias pueden
repercutir muchas veces en el desarrollo de la entidad fe-
derativa respectiva.

La insuficiencia del marco legal actual en esta materia, las
diferencias en la normatividad urbana, las disposiciones
administrativas contrapuestas y la ausencia de mecanismos
eficaces de coordinación entre estados y municipios cons-
tituyen serios obstáculos para la administración y gestión
metropolitana. A pesar de que estados y municipios en co-
laboración con la federación han realizado distintos esfuer-

zos de coordinación intergubernamental a través de acuer-
dos, convenios, organismos y consejos, mismos, que en
reiteradas ocasiones, se han caracterizado por su limitada
capacidad de funcionamiento en el diseño de políticas y es-
tratégicas de planeación urbana.

Es fundamental que se cristalice una reforma constitucio-
nal que permita subsanar omisiones jurídicas en este tema,
principalmente cuando resultan tan significativas cada vez
que se discuten y aprueban los presupuestos de egresos de
cada año en materia metropolitana y para acciones rele-
vantes en términos de derechos humanos de las personas,
como en infraestructura y medio ambiente que implican
mejorar el bienestar y calidad de vida de casi 64 millones
de personas que viven en zonas metropolitanas.

Por ello, resulta impostergable mejorar los mecanismos de
gestión y coordinación metropolitana entre los diversos
ámbitos de gobierno, como son hasta la fecha los Consejos
de Desarrollo Metropolitano y para lo cual será necesario
que el Congreso de la Unión cuente con facultades para
regular el tema a través de una ley bloque de constitu-
cionalidad o ley general. Lo anterior se explica en vir-
tud de que cualquier determinación legislativa que
eventualmente adopte el Congreso en la materia tendrá
implicaciones importantes en la organización jurídico-
política y sus relaciones de horizontalidad con otros
municipios y verticales tanto con el gobierno estatal co-
mo el federal. Dicha complejidad jurídica solamente
puede ser solventada con una ley de carácter general
con características de vinculatoriedad en los tres órde-
nes de gobierno.

El contenido de esta propuesta puede subsumir las líne-
as de orientación del régimen metropolitano de la re-
cientemente promulgada reforma de la Ciudad de Mé-
xico.

En este orden de ideas, la presente iniciativa busca re-
formar los artículos 73, 115 y 116 constitucionales a
efecto de generar el desideratum más amplio a favor de
consolidar los cauces por los cuales pueda transitar la
modernización de la vida de nuestras ciudades y muni-
cipios.

En virtud de lo expuesto, se propone otorgar atribucio-
nes al Congreso de la Unión para la emisión de una Ley
General en materia de Gestión Metropolitana que esta-
blezca el marco de actuación, desarrolle los principios,
defina los rubros, instancias, derechos y obligaciones de
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las partes en esta trascendente materia. Dicha legisla-
ción si bien tendrá relación con la señalada en la actual
fracción XXIX-C, en materia de asentamientos huma-
nos, esta iniciativa propone dejar dicho párrafo intoca-
do a efecto de no trastocar el régimen que en la materia
ya existe con un grado importante de madurez.

Los cambios que se proponen a los artículos 115 y 116
pretenden abrir las hipótesis recepcionales de la even-
tual legislación general que se vislumbra como ley ge-
neral de gestión metropolitana.

Decreto

Único. Se crea un inciso b) en la fracción XXIX-C del
artículo 73, se reforma el inciso c de la fracción V y la
fracción VI del artículo 115 y se adiciona la fracción X del
artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXIX-B. ...

XXIX-C. Para expedir:

a) Las leyes que establezcan la concurrencia del go-
bierno federal, de los estados y de los municipios, en
el ámbito de sus respectivas competencias, en mate-
ria de asentamientos humanos, con objeto de cum-
plir los fines previstos en el párrafo tercero del ar-
tículo 27 de esta Constitución; y

b) La legislación general en materia de gestión
metropolitana, que contemplará la regulación de-
rivada de la continuidad demográfica de dos o
más municipios ubicados en una o más entidades
federativas a efecto de generar las condiciones
necesarias para la ejecución de servicios públicos
con base en principios de sustentabilidad, intero-
perabilidad, equidad, eficacia, eficiencia y corres-
ponsabilidad, en las materias de protección al
ambiente; preservación y restauración del equili-
brio ecológico; desarrollo urbano; transporte;
tránsito; agua potable y drenaje; recolección, tra-
tamiento y disposición de desechos sólidos, y se-
guridad pública.

Dicha legislación dispondrá los requisitos para la
creación y funcionamiento de entidades de ges-

tión metropolitana, así como sus facultades, fina-
lidades, objetivos y mecanismos de financiamien-
to.

XXIX-D a XXX. ...

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen inte-
rior, la forma de gobierno republicano, representativo, de-
mocrático, laico y popular, teniendo como base de su divi-
sión territorial y de su organización política y
administrativa, el municipio libre, conforme a las bases si-
guientes:

I. a IV. ...

V. Los municipios, en los términos de las leyes federa-
les y estatales relativas, estarán facultados para:

a) y b) ...

c) Participar en la formulación de planes de desarro-
llo regional, los cuales deberán estar en concordan-
cia con los planes generales de la materia. Cuando la
federación o los estados elaboren proyectos de desa-
rrollo regional deberán asegurar la participación de
los municipios. Los municipios que integren zonas
metropolitanas participarán en la planeación del
desarrollo regional e incluirán en dicha planea-
ción las acciones de las entidades de orden me-
tropolitana que correspondan;

d) a i) ...

VI. Cuando dos o más centros urbanos situados en te-
rritorios municipales de dos o más entidades federativas
formen o tiendan a formar una continuidad demográfi-
ca, la federación, las entidades federativas y los munici-
pios respectivos, en el ámbito de sus competencias, pla-
nearán y regularán de manera conjunta y coordinada el
desarrollo de dichos centros con apego a las disposicio-
nes en la materia.

VII. a X. ...

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá,
para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no
podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola per-
sona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un so-
lo individuo.
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Los poderes de los estados se organizarán conforme a la
Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las si-
guientes normas:

I. a IX. ...

X. La federación, los estados y municipios conurba-
dos en zonas metropolitanas, coadyuvarán para que
las entidades de gestión metropolitana correspon-
dientes cumplan con sus funciones, en términos de la
legislación en la materia

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión emitirá la legislación
general a que se refiere el presente decreto dentro de los
365 días de la entrada en vigor de este decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.— Diputado
Carlos Alberto de la Fuente Flores (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen y a la Comisión de Fortalecimiento al Fe-
deralismo, para opinión.

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGU-
RIDAD PÚBLICA

«Iniciativa que reforma el artículo 31 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo del dipu-
tado José Máximo García López, del Grupo Parlamentario
del PAN

El suscrito, diputado José Máximo García López, así como
los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional de la LXIII Legislatura del Honora-
ble Congreso de la Unión, en ejercicio de las facultades
que me confieren los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, nu-
meral 1, fracción I, 76, numeral I, fracción II, 77, numeral
1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se per-
miten poner a la consideración de esta tribuna, iniciativa
con proyecto de decreto que reforma la fracción IV del ar-

tículo 31 de la Ley General del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública.

Exposición de Motivos

Hablar de la reinserción social de la delincuencia en el ám-
bito penitenciario es uno de los objetivos de las políticas de
la Seguridad Pública preceptuados en los artículos 18 y 21
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en materia de derechos humanos. Esa función del Es-
tado, es reconocida en nuestro sistema como respuesta a
una demanda de justicia, a efecto de sancionar al culpable,
consumar la reparación del daño en favor de la víctima u
ofendido por el delito y en paralelo reorientar la vida de las
personas que han delinquido para ser incorporados a la vi-
da social tras compurgar la pena impuesta.

Las funciones de la Seguridad Pública federal en México
corren por cuenta de la Secretaría de Gobernación a través
del Consejo Nacional de Seguridad Pública el cual confor-
me los Estatutos de la Conferencia Nacional del Sistema
Penitenciario tienen como objetivo regular la integración
organizacional y funcional de los trabajos de promoción y
coordinación de esfuerzos de todos los centros de reclusión
para recuperar el sentido de la reinserción social, basada en
el trabajo, la capacitación laboral, la educación, las activi-
dades deportivas y desde luego, la salud.

Es entonces donde ubicamos que esta conferencia confor-
mada por toda la federación facilita la cooperación entre
los centros penitenciarios e instituciones públicas y priva-
das, así como crea un vínculo de participación ciudadana
para la ejecución de programas y proyectos que generan
acuerdos para la ejecución de acciones tendentes a lograr
una efectiva reinserción social de los internos.

En este sentido, la reinserción social del sentenciado es uno
de los objetivos principales a instrumentar en política pú-
blica penitenciaria, siempre con estricto cumplimiento a la
legislación aplicable, la cual emana principalmente de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y
en lo que será la Ley de Ejecución de Sanciones Penales,
aún pendiente de aprobación por el Congreso.

Es entonces donde nace el sentido de la presente adición
ante el impostergable reto de generar no sólo los instru-
mentos para hacer efectiva esta política pública, sino ade-
cuar a las instituciones y las normas para hacer que se pro-
picien procedimientos legales de respeto a la integridad de
las personas en reclusión.
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Es cuando vemos a la luz de la conferencia, en los casos
particulares que van sumando datos de la vida interna de
los centros penitenciarios que dan lugar a la elaboración de
los planes sexenales que se han ido modificando para des-
ahogar las necesidades de la sociedad como en el caso del
actual Plan Misión 2040.

El fin de la reclusión no sólo es mantener al interno aisla-
do de la sociedad, sino generar los esfuerzos para reencau-
sar su hábitos de conducta, costumbres y procesos cognos-
citivos con la mirada puesta al futuro a fin de que el interno
sea capaz de generar nuevos patrones de vida ajenos a las
tendencias de cometer ilícitos, así como eliminar los facto-
res que llevan a la reincidencia.

Para México responder a la exigencia social de brindar cer-
tidumbre en los procedimientos penitenciarios para que
operen con eficacia y garantizar la mediante los programas
de trabajo comunitario, educativo, salud y deporte en el
marco del Sistema de Seguridad Pública que consagra la
ley fundamental es una tarea que también involucra a los
responsables del gobierno, custodia, vigilancia y capacita-
ción dentro de los centros penitenciarios, pero ha sido un
galimatías hacer tangible la función en forma autónoma pa-
ra erradicar la corrupción interna de manera coordinada
con las funciones de la salud.

El fomento a la salud para las personas en prisión, el en-
torno psicológico y psiquiátrico, como factores indispensa-
bles para la formación humana, son un menester que el Es-
tado debe acatar y velar por que se cumpla en los distintos
niveles de gobierno. Al ser un derecho humano el digno
trato y el derecho a la salud de las personas en reclusión,
vemos la necesidad de hacerlo patente para que los inte-
grantes de la Conferencia Nacional del Sistema Penitencia-
rio emitan programas de reinserción social adecuados a las
necesidades que persigue la sociedad y en consonancia con
la salud física y mental de los internos.

A mayor abundamiento, para reencausar las vidas de los in-
ternos tomando en cuenta también los perfiles psicológicos
y psiquiátricos particulares como parte de la procuración
de un mejor cumplimiento de atención a la salud y que ade-
más las fracciones XVI, XIX, XX y XXI del artículo 3 y 13
apartado C de la Ley General de Salud, no obstante que di-
chos preceptos, son destinados para la población que no es-
tá privada de la libertad, por efectos de los lineamientos
dictados en los artículos 1, 4, 18 y 21 de la Constitución,
también deben ser aplicables e interpretados para estable-
cer bases y modalidades del acceso a servicios de salud.

Lo anterior, también es observable a la luz de los artículos
6 párrafo tercero y 11 de la Ley que Establece las Normas
Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, para
un armónico de la actividad de la educación encaminada a
la rehabilitación, y no sólo en medidas de solución ante
contingencias infectocontagiosas en los penales, sino en la
salud mental, atendiendo los factores que hacen con mayor
intensidad la afluencia de personas en las cárceles con ten-
dencia a volver a delinquir, debido a factores emocionales
perjudiciales enmendables en los que impera la estrecha re-
lación con el uso de alcohol o drogas.

Es de explorado derecho enfrentar que la relación entre los
vicios, la delincuencia, y salud mental van de la mano, el
consumo de drogas no conduce inexorablemente a las con-
ductas delictivas, pero si son factores que pueden asimilar
y curar los trastornos de personalidad, por ende al carecer
de leyes que nos den mayores elementos para una real re-
habilitación, daremos más atención a las enfermedades psi-
quiátricas, y no sólo para determinar los patrones de com-
portamiento para definir pre liberaciones, sino como un
medio adicional de solución a la sobrepoblación peniten-
ciaria.

En la recomendación de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, número 38/2015, Caso Violación al De-
recho a la Salud y Pérdida de la Vida de V1, dada por el
evento suscitado en el Centro Federal de Readaptación So-
cial de Hermosillo, Sonora, se actualiza el deber de gene-
rar estándares de salud mental como factores para la efi-
ciente reconducción de conductas educativas y
pedagógicas.

Por ello, debemos ser capaces de generar una armonización
legislativa con sustento exigible de derecho interno claro y
efectivo de los centros penitenciarios, todo ello en marco
de dotar de mayor legitimidad en los esfuerzos y los recur-
sos dotados a la Conferencia Nacional del Sistema Peni-
tenciario.

Resolutivo

Único: Se reforma la fracción IV del artículo 31 de la Ley
General del Sistema de Seguridad Pública, para quedar co-
mo sigue: 

Artículo 31. …

I. a III. …
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IV. Proponer mecanismos para implementar la educa-
ción, la salud integral, psicológica, psiquiátrica, pre-
vención social, y el deporte como medios de reinserción
social;

V. a IX. …

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2016.—
Diputado José Máximo García López (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 29 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Alberto Martínez Urincho y Arturo Santana Al-
faro, del Grupo Parlamentario del PRD

1. Planteamiento del problema

El artículo 29 de la Constitución Federal establece la sus-
pensión o restricción del ejercicio de derechos y garantías.
Este artículo previene que la restricción o suspensión sólo
procederá en los casos de invasión, perturbación grave de
la paz pública u otro que ponga a la sociedad en grave pe-
ligro o conflicto. Tal medida, tendrá como único fin resta-
blecer la normalidad y garantizar el goce de los derechos
humanos. Sin embargo, las causales para decretar un Esta-
do de excepción se han mantenido desde la Constitución de
1856-1857. Es decir, La actual redacción del artículo 29
Constitucional refleja la realidad del siglo XIX y no la del
constitucionalismo moderno del siglo XXI. Su problema
no es sólo temporal, el texto tiene un problema estructural
innegable, ya que la formulación sobre “cualquier otro [ca-
so] que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto” o
bien de “perturbación” representa una disposición ambigua
que permite un margen de interpretación profundamente
discrecional. Cabe señalar que, la propia Corte Interameri-

cana de los Derechos Humanos ha señalado que los Esta-
dos no pueden argüir razones de “orden público” o “o bien
común” para establecer el Estado de excepción. Por estas
razones, la presente Iniciativa se propone: primero, armo-
nizar entre la Constitución Federal con la Convención
Americana de los Derechos Humanos las causas que origi-
nen el Estado de excepción, y segundo, establecer la vota-
ción por de mayoría calificada para la aprobación del Con-
greso para evitar la gobernabilidad unilateral y propiciar
una gobernabilidad multilateral consensada.

2. Argumentos

Primero. El establecimiento de los “Estado de Excepción”
tiene sus orígenes en la antigua Roma. Bajo la figura del
iustitium se permitían poderes extraordinarios para enfren-
tar amenazas externas tales como guerras o invasiones, o
bien internas como las rebeliones. Así entonces el Senado
emitía una norma denominada senatus consultum ultimum,
en el que se solicitaba a los cónsules y pretores romanos
que eliminaran los riesgos para Roma. El término iustitium,
construido exactamente como solstitium, significa literal-
mente “parada, suspensión del derecho”: quando ius stat —
explican etimológicamente los gramáticos— sicut solsti-
tium dicitur ya que se dice iustitium cuando el derecho está
detenido, como el sol en el solsticio.

Igualmente en la antigua Grecia antigua estaba la figura de-
nominada stasi, que hace referencia al caos proveniente de
la guerra. La stasi puede traducirse como detención de un
orden, es decir, como suspensión de un orden establecido;
en este sentido puede ser considerado como una figura aná-
loga al iustitium romano. 

Hay que resaltar que tanto en Roma como en Grecia, a la
“detención del derecho” le precedía una razón de Estado a
efecto de restaurar la regularidad política.

Siguiendo el origen de la figura en juego en la doctrina de
la razón de Estado es la existencia del Estado mismo; y
frente a la amenaza de algo que pueda destruirlo, que pue-
da mermarlo o partirlo, es que el mismo genera un disposi-
tivo de defensa: suspende el orden jurídico, suspende el
Derecho en busca de canalizar el ejercicio de poder para
sobrevivir, “para salvar al Estado”.

Ahora bien, el moderno Estado constitucional ha evolucio-
nado y adquirido márgenes de validación cada vez más
acotados. Las situaciones que dan lugar a su estableci-
miento son los conflictos armados: invasión, guerra o con-
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flicto interno; los originados por desastres naturales como
huracanes, incendios, sismos, epidemias, crisis sanitarias, o
de origen químico, biológico o nuclear, y el relacionado
con crisis políticas y sociales dentro de un Estado, éste úl-
timo el de mayor polémica.

Segundo. Sobre la suspensión de los derechos, en el con-
texto de un auténtico Estado democrático y social, resulta
importante debemos preguntarnos: ¿Quién se protege con
el estado de excepción? ¿Al Estado, al territorio, a su po-
blación, al orden social? ¿Cuáles son los valores y bienes
que busca proteger? ¿La paz pública, la seguridad nacional,
los valores democráticos? Por tanto, resulta trascendente
que dilucidemos con racionalidad el medio para el estable-
cimiento del Estado de excepción, sobre todo, por las di-
versas experiencias en América Latina, donde a través de
medios constitucionales, se ha decretado el estado de sitio
—la versión extrema del estado de excepción en el que las
autoridades militares sustituyen a las civiles— es muestra
de la desnaturalización de la medida y su utilización políti-
ca.

Y no son pocas las duda, ya la experiencia sufrida por va-
rias poblaciones de nuestro hemisferio en décadas recien-
tes, particularmente por desapariciones, torturas y asesina-
tos cometidos o tolerados por algunos gobiernos. Esa
realidad ha demostrado una y otra vez que el derecho a la
vida y a la integridad personal son amenazados cuando el
hábeas corpus es parcial o totalmente suspendido. Como lo
manifestó el Presidente de la Comisión (Interamericana de
Derechos Humanos) en la audiencia sobre esta consulta: 

“…la Comisión está persuadida que, así como en el pa-
sado reciente miles de desapariciones forzadas se hu-
bieran evitado si el recurso de hábeas corpus hubiese si-
do efectivo y los jueces se hubieran empeñado en
investigar la detención concurriendo personalmente a
los lugares que se denunciaron como de detención, tal
recurso ahora constituye el instrumento más idóneo no
sólo para corregir con prontitud los abusos de la autori-
dad en cuanto a la privación arbitraria de la libertad, si-
no también un medio eficaz para prevenir la tortura y
otros apremios físicos o sicológicos, como el destierro,
castigo tal vez el peor, del que tanto se ha abusado en el
subcontinente, donde millares de exiliados conforman
verdaderos éxodos”1

Tercero. En México la suspensión de garantías está pre-
vista en el artículo 29 constitucional que establece como
supuestos de procedencia: a) casos de invasión, b) per-

turbación grave de la paz pública, y c) cualquier otro
que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto. Es-
ta redacción procede de la Constitución de 1857 que lo de-
finía en términos idénticos.

Ahora bien, sobre la suspensión de garantías en el siglo
XIX tenemos dos importantes referentes: el primero, el que
data del 7 de junio de 1861 y en el contexto de la Guerra
de Reforma (1857-1861).2 Este decreto estableció lo si-
guiente (transcripción literal): 

“El Excmo. Sr. presidente interino de la República se ha
servido dirigirme el decreto que sigue: 

El C. Benito Juárez, presidente interino constitucional
de los Estados-Unidos Mexicanos, a todos sus habitan-
tes, sabed: 

Que el soberano congreso de la Unión ha tenido a bien
decretar lo siguiente: 

Art. 1. La primera parte del art. 5º, sección 1ª, titulo 1º
de la Constitución quedará en estos términos: “En caso
de interés público nacional, todo individuo puede ser
obligado a prestar trabajos personales mediante una jus-
ta retribución.” 

2. Se suspende la garantía que concede el art. 7º del mis-
mo título y sección. La libertad de imprenta se sujetará
por ahora a la ley de 28 de Diciembre de 1855 en lo que
no se oponga a las leyes de reforma; pero respecto de es-
critos que directa o indirectamente afecten la indepen-
dencia nacional, las instituciones, el orden público o el
prestigio de los poderes, el gobierno podrá prevenir el
fallo judicial, imponiendo a los autores de los escritos
una multa que no pase de mil pesos, la cual se impondrá
al dueño de la imprenta en caso de ignorarse quién es el
autor, o cuando éste no tenga con que satisfacerla. Pue-
de el mismo gobierno, en vez de la pena pecuniaria, im-
poner la de prisión o confinamiento por seis meses. Los
gobernadores de los Estados podrán aplicar las mismas
penas; pero en caso de confinamiento darán cuenta al
gobierno general para que designe el lugar, quedando
entretanto el reo asegurando competentemente. Los
diputados al congreso de la Unión quedan sometidos, lo
mismo que los demás ciudadanos, a los preceptos de es-
te artículo. 

3. Para ejercer la garantía concedida por el art. 9º en
asuntos políticos, se necesita el permiso de la autoridad. 
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4. Los gobernadores de los Estados, el del Distrito y je-
fes políticos de territorios, expedirán inmediatamente un
reglamento sobre portación de armas, en que designarán
cuáles son las prohibidas, y el requisito con que se han
de portar las permitidas; bajo el concepto de que, en nin-
gún caso podrá con este pretexto, imponerse gravamen
alguno pecuniario. En este sentido queda limitada la ga-
rantía que concede el art. 10. 

5. Se suspenden las garantías de que habla la primera
parte del art. 13, la concedida en la segunda parte del
art. 18 y en la primera y segunda parte del artículo 19. 

6. La primera parte del art. 16, se limita en estos térmi-
nos: “Nadie puede ser molestado en su persona, domici-
lio y posesiones, sino en virtud del mandamiento de la
autoridad competente”. 

7. Se suspende la garantía concedida en el art. 21 res-
pecto de los delitos políticos. Solamente el gobierno ge-
neral, y en caso de delito político, podrá imponer penas
gubernativas, que no pasen de un año de reclusión, con-
finamiento o destierro. Estas penas solo las aplicará en
los casos en que no hubiere consignado los reos a la au-
toridad judicial. 

8. Desde el momento en que se empieza a obrar con las
armas en la mano en el sentido de cualquiera opinión
política, el delito deja de ser meramente político, y en-
tra en la esfera de común. 

9. La segunda parte del art. 26, se limita en estos térmi-
nos: “En tiempo de guerra podrán exigir los militares,
bagaje, alojamiento y servicio personal en los términos
que dispone la ordenanza.” 

10. La suspensión de estas garantías durará el término
de seis meses. 

11. Se declara que ha estado y está vigente la ley de
conspiradores de 6 de Diciembre de 1856. 

Dado en el salón de sesiones del congreso de la Unión, en
México, a siete de Junio de mil ochocientos sesenta y uno.-
Francisco de P. Cendejas, diputado vicepresidente.- E. Ro-
bles Gil, diputado secretario.- G. Valle, diputado secretario. 

Por tanto, y con acuerdo del consejo de ministros, mando
se imprima, publique, circule y observe. Dado en el pala-
cio nacional de México, a 7 de Junio de l861.- Benito Juá-

rez. — Al C. León Guzmán, ministro de Relaciones y Go-
bernación. 

Y lo comunico a V. E. para su inteligencia y fines consi-
guientes. 

Es importante señalar que en este Decreto la referencia al
concepto de “orden público”.

Por otra parte, el segundo referente, concierne al Decreto
del 11 de diciembre de 1861 determinada la suspensión de
algunas garantías constitucionales y se facultaba amplia-
mente al Ejecutivo, como a continuación de cita3 (trans-
cripción literal): 

El C. presidente constitucional de la República se ha servi-
do dirigirme el decreto que sigue: 

El C. Benito Juárez, presidente constitucional de los Esta-
dos-Unidos Mexicanos, a sus habitantes, sabed: 

Que el congreso de la Unión ha tenido a bien decretar lo si-
guiente: 

Art. 1. Se declara vigente la ley de 7 de Junio del co-
rriente año, que suspendió algunas de las garantías que
otorga la Constitución, haciéndose extensiva la suspen-
sión que ella establece a las que conceden los arts. 11 y
27 en su primera parte. 

2. Se faculta omnímodamente al Ejecutivo para que dic-
te cuantas previdencias juzgue convenientes en las ac-
tuales circunstancias, sin más restricciones que la de
salvar la independencia e integridad del territorio
nacional, la forma de gobierno establecida en la Cons-
titución y los principios y leyes de Reforma. 

3. Esta suspensión de garantías y la autorización conce-
dida al Ejecutivo por la presente ley, durarán hasta trein-
ta días después de reunido el congreso, al que dará cuen-
ta del uso que hubiere hecho de estas facultades. 

Dado en el salón de sesiones del Congreso de la Unión
en México, a once de Diciembre de mil ochocientos se-
senta y uno.–Vicente Riva Palacio, diputado presiden-
te.–Juan N. Guzmán, diputado secretario.–M. M. Ovan-
do, diputado secretario. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y observe.
Palacio nacional de México, a 11 de Diciembre de 1861.
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–Benito Juárez. –Al C. Francisco J. Villalobos, oficial ma-
yor encargado del despacho de Gobernación. 

Y lo comunico a vd. para su inteligencia y fines consi-
guientes

Sobre este Decreto, resulta imprescindible la invocación de
los conceptos de independencia e integridad del territorio.

Ahora bien, ya en el siglo XX, se expidió el 1° de junio de
1942 un Decreto por el que se autoriza al Ejecutivo Fede-
ral, con acuerdo del Consejo de Ministros y con aprobación
del Congreso de la Unión, la suspensión, por el tiempo de
duración del conflicto, en todo el territorio nacional, de
aquellas garantías que constituyeran obstáculo para hacer
frente rápida y fácilmente a la situación creada por el esta-
do de guerra y con motivo de la agresión sufrida por parte
de Alemania, Italia y Japón donde se hundió de dos barcos,
a pesar de la condición de no beligerantes. 

Con posterioridad, el 13 de junio de 1942, se expidió la
Ley de Prevenciones Generales relativa a la Suspensión de
Garantías establecida por decreto de 1° de junio de 1942,
así como el Reglamento relativo a Suspensión de Garantí-
as.

En la Ley de Prevenciones Generales relativa a la Suspen-
sión de Garantías establecida por decreto de 1° de junio de
1942, se establecía:

a) Se entendía, por legislación de emergencia, la dicta-
da por el Ejecutivo Federal, en uso de las facultades que
le confiere el artículo 3° del decreto de 1° de Junio de
1942.

b) Las autoridades locales y las municipales, tienen el
deber de velar por la eficaz observancia de esta ley. El
ministerio público Federal podrá dictar las órdenes y
providencias para lograr una mayor eficacia en la coo-
peración de las autoridades. 

c) La garantía otorgada en el artículo 4° de la Constitu-
ción tendrá las siguientes limitaciones: los países ene-
migos solamente podrán realizar actos de comercio en
territorio nacional mediante autorización del ejecutivo;
sujetarse a las disposiciones que el ejecutivo dicte cuan-
do estime perjudicial a la defensa nacional el ejercicio
de determinada profesión, comercio o trabajo; impedir
mediante la ley las ganancias ilícitas obtenidas median-
te la especulación de artículos de consumo necesario. 

d) La garantía consagrada en el artículo 5° constitucio-
nal tendrá la siguiente limitación: facultad del Ejecutivo
Federal para exigir trabajos de todos aquellos que estén
en aptitud de prestarlos en actividades conexas con la
defensa nacional, mediante justa retribución. 

e) Las garantías consagradas en los artículos 6° y 7°
constitucionales no tendrán limitaciones más que la ob-
servancia de los requisitos que establezcan: las depen-
dencias federales a cargo de los medios de difusión.

f) La garantía consignada en el artículo 9° de la consti-
tución se sujetará a las siguientes disposiciones: los or-
ganizadores de cualquier reunión deberán dar aviso con
24 horas de anticipación al Agente del Ministerio Públi-
co Federal; los asistentes a la reunión no podrán portar
armas y permitirán la presencia de la autoridad federal,
a que se refiere el párrafo anterior; la misma autoridad
tendrá la facultad de impedir o disolver la reunión, si
aparece que ésta tiene por objeto alterar el orden públi-
co y autorizó hacer uso de la fuerza pública.

g) La garantía consagrada en el artículo 10° se restrin-
girá de la siguiente manera: facultad del ejecutivo fede-
ral para hacer requisa de armas entre los particulares;
decomisar las armas de los infractores a este precepto;
facultad del Ejecutivo para reglamentar la portación de
armas, la Secretaria de la Defensa Nacional será la úni-
ca dependencia con aptitud legal para la expedición de
permisos; prohibición absoluta de asistir a una reunión
de más de 10 personas portando armas.

h) La garantía consignada en el artículo 11 de la consti-
tución se sujetará a las siguientes disposiciones: facul-
tad del ejecutivo para determinar los requisitos para en-
trar al territorio nacional o salir de él; determinar las
condiciones para viajar en territorio nacional; fijar el lu-
gar de residencia de personas al servicio de la defensa
nacional.

i) Las garantías consignadas en el artículo 14 de la
Constitución quedarán restringidas en la forma siguien-
te: el Presidente de la República podrá ordenar median-
te acuerdo por escrito la concentración por tiempo inde-
finido de extranjeros y nacionales en lugares
determinados; podrán ser ocupados los bienes y dere-
chos reales de los países enemigos o de sus nacionales y
los de personas que hayan perdido la posibilidad de re-
alizar sus actividades normales, debido a disposiciones
dictadas por un país con el que México tenga relaciones;
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y las propiedades o negociaciones de los nacionales, así
como sus derechos reales. 

j) La garantía de que habla el artículo 19 tendrá la si-
guiente restricción: la detención puede prolongarse a
juicio del Ministerio público. 

k) Las garantías consignadas en el artículo 20 que darán
sujetas a las siguientes restricciones: no se decretará la
libertad bajo fianza si es perjudicial para la defensa na-
cional, se autoriza la incomunicación, podrá ser amplia-
do el termino de 48 horas de la fracción III del precepto
constitucional, podrá suprimirse la publicidad de au-
diencia; no se dará entrada a ninguna demanda de am-
paro en que se reclame alguna disposición de las leyes
de emergencia; el ejecutivo federal dictará la legislación
punitiva para sancionar los delitos en que incurran fun-
cionarios públicos en la aplicación de la legislación de
emergencia. 

En tanto, el Reglamento relativo a Suspensión de Garantí-
as precisaba, entre otras cosas:

a) En la aplicación de las leyes de emergencia, las auto-
ridades federales y locales regirán su actividad por de-
terminadas reglas respetando la legislación de emergen-
cia dictada por el Ejecutivo Federal. 

b) En los casos a que se contrae el último párrafo del ar-
tículo 7° de la Ley de prevenciones, el Ministerio Públi-
co procederá conforme a las siguientes reglas: el agente
investigador aportará pruebas del delito cometido, seña-
lará día y hora para que en audiencia se reciban pruebas
del inculpado, recibirá las pruebas y expresará su pare-
cer sobre el caso a la Procuraduría General, el Procura-
dor pronunciará su fallo. 

c) En los casos a que se refiere el artículo 8° de la Ley,
se procederá en los siguientes términos: el aviso de que
trata la fracción I debe darse por escrito en el D.F. al
Procurador General, o al que este encargado de la mate-
ria penal en la primera instancia; la falta de aviso de que
se trata, se sanciona por el Procurador General con mul-
ta de hasta quince mil pesos o arresto por quince días, si
se otorga prueba de que se dio aviso, se levantará la san-
ción impuesta; a quienes porten armas en una reunión se
les detendrá con el auxilio de la fuerza pública y pues-
tos a disposición de la Secretaría de la Defensa; en caso
de que no se permita la presencia de los agentes federa-

les en una reunión, se disolverá con fuerza pública y se
les consignará a la autoridad judicial federal; en caso de
que se haga uso de la violencia para impedir que la au-
toridad cumpla con su deber, los responsables serán cas-
tigados con el doble de la pena señalada; si el agente de
la autoridad de la fracción IV del art. 8° no cumple con
lo dispuesto, será sancionado por omisión con multa de
quince días y suspensión hasta por un mes del cargo. 

d) Las facultades del art. 13 de la Ley, se sujetarán a lo
previsto: cuando un agente del Ministerio Publico no
obedezca instrucciones del Procurador, dará aviso a di-
cha dependencia, exponiendo sus motivos; en el caso de
aseguramiento de cosas, se dejará constancia escrita de
su recibo; en el ejercicio de funciones procederá acom-
pañado de testigos.

e) La aplicación de lo dispuesto por los artículos 14 y 15
de la ley, se sujetará a lo siguiente: las medidas de que
se traten estos artículos serán aplicadas por los funcio-
narios del Ministerio Público Federal con previo aviso a
la Procuraduría General; todo delito con motivo del uso
de facultad derivado del estado de suspensión de garan-
tías, será considerado de orden federal.

Cuarto. Es importante subrayar que la actual redac-
ción del primer párrafo del artículo 29 constitucional
mantiene, con pocos cambios, el texto constitucional del
siglo XIX. En particular, las causas para “suspender las
garantías constitucionales” no han variado desde la
Constitución de 1857. Observemos: 

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación
grave de la paz pública, o cualesquiera otros que
pongan a la sociedad en grande peligro o conflicto,
solamente el presidente de la República, de acuerdo con
el consejo de ministros y con aprobación del congreso
de la Unión, y, en los recesos de éste, de la diputación
permanente, puede suspender las garantías otorgadas en
esta Constitución, con excepción de las que aseguran la
vida del hombre; pero deberá hacerlo por un tiempo li-
mitado, por medio de prevenciones generales y sin que
la suspensión pueda contraerse a determinado indivi-
duo. Si la suspensión tuviere lugar hallándose el con-
greso reunido, éste concederá las autorizaciones que es-
time necesarias para que el ejecutivo haga frente a la
situación. Si la suspensión se verificare en tiempo de re-
ceso, la diputación permanente convocará sin demora al
congreso para que las acuerde.4
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Asimismo, el artículo 29 de la Constitución de 1917 seña-
laba:

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación
grave de la paz pública, o cualesquiera otros que
pongan a la sociedad en grande peligro o conflicto,
solamente el presidente de la República, de acuerdo
con el consejo de ministros y con aprobación del con-
greso de la Unión, y, en los recesos de éste, de la dipu-
tación permanente, puede suspender las garantías otor-
gadas en esta Constitución, con excepción de las que
aseguran la vida del hombre; pero deberá hacerlo por un
tiempo limitado, por medio de prevenciones generales y
sin que la suspensión pueda contraerse a determinado
individuo. Si la suspensión tuviere lugar hallándose el
congreso reunido, éste concederá las autorizaciones que
estime necesarias para que el ejecutivo haga frente a la
situación. Si la suspensión se verificare en tiempo de re-
ceso, la diputación permanente convocará sin demora al
congreso para que las acuerde.5

Cabe señalar que desde 1917, se registran cuatro reformas
al artículo 29 de la Constitución Federal: 1981, 2007, 2011
y 2014. En todas ellas se reproducen las mismas causales
para establecer el Estado de excepción. 

Así, la reforma constitucional publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación del 21 de abril de 1981 se señalaba lo
siguiente:

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación
grave de la paz pública, o cualesquiera otros que
pongan a la sociedad en grande peligro o conflicto,
solamente el Presidente de los Estados Unidos Mexica-
nos, de acuerdo con los Titulares de las Secretarías de
Estado, los Departamentos Administrativos y la Procu-
raduría General de la República y con aprobación del
Congreso de la Unión, y en los recesos de éste, de la Co-
misión Permanente, podrá suspender en todo el país o
en un lugar determinado las garantías que fueren obstá-
culos para hacer frente rápida y fácilmente a la situa-
ción; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por
medio de prevenciones generales y sin que la suspen-
sión se contraiga a determinado individuo. Si la suspen-
sión tuviese lugar hallándose el Congreso reunido, éste
concederá las autorizaciones que estime necesarias para
que el Ejecutivo haga frente da la situación, pero si se
verificase en tiempo de receso, se convocará sin demo-
ra al Congreso para que la acuerde.

Por otro lado, la reforma constitucional publicada en el
Diario Oficial de la Federación del 2 de agosto de 2007
precisaba: 

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación
grave, o cualquier otro que ponga a la sociedad en
grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titu-
lares de las Secretarías de Estado y la Procuraría Gene-
ral de la República y con la con aprobación del Congre-
so de la Unión, y en los recesos de éste, de la Comisión
Permanente, podrá suspender en todo el país o en un lu-
gar determinado las garantías que fueren obstáculos pa-
ra hacer frente rápida y fácilmente a la situación; pero
deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio de
prevenciones generales y sin que la suspensión se con-
traiga a determinado individuo. Si la suspensión tuviese
lugar hallándose el Congreso reunido, éste concederá
las autorizaciones que estime necesarias para que el Eje-
cutivo haga frente da la situación, pero si se verificase
en tiempo de receso, se convocará sin demora al Con-
greso para que la acuerde.

Posteriormente, en una ambiciosa reforma constitucional
de 2011 –que cambió el paradigma jurídico en muchos sen-
tidos- se impulsó un nuevo régimen con diversos tópicos
como:

a) En el artículo 1º se:

• Transforma la denominación del Capítulo I, Título
Primero para pasar de “De las garantías individua-
les” a “De los derechos humanos y sus garantías”;

• Reconoce constitucionalmente a los derechos hu-
manos contenidos en tratados internacionales al mis-
mo nivel que los consagrados en la norma funda-
mental;

• Dispone que las normas relativas a derechos hu-
manos se interpretarán de conformidad con los trata-
dos internacionales “favoreciendo en todo tiempo a
las personas la protección más amplia”. Así, además
de establecer la obligación de realizar la interpreta-
ción conforme a tratados, también se prevé la apli-
cación del principio pro persona, por el que todas las
autoridades que aplican la ley quedan obligadas a
preferir aquella norma, o aquella interpretación, que
mejor proteja al ser humano;
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• Dispone que todas las autoridades, en el ámbito de
sus competencias, tienen la obligación de promover,
respetar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos. Se trata de un mandato integral, no solamente
porque está dirigido a todas las autoridades, sino
porque la obligación abarca los diversos ámbitos de
la actuación pública. Es un mandato para transfor-
mar el desempeño diario de las autoridades;

• Consagran los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad de los de-
rechos humanos como fundamento de la actuación
pública;

• Obliga al Estado a prevenir, investigar, sancionar y
reparar las violaciones a los derechos humanos, y

• Precisa la prohibición de discriminación por moti-
vo de preferencias sexuales.

b) El artículo 3 incluye la disposición de que la educa-
ción que imparta el Estado fomentará el respeto a los de-
rechos humanos;

c) En el numeral 11 se reconoce el derecho al asilo y re-
fugio para quedar: “En caso de persecución por motivos
de orden político, toda persona tiene derecho de solici-
tar asilo; por causas de carácter humanitario se recibirá
refugio”;

d) En el artículo 15 se prohíbe la celebración de conve-
nios o tratados en virtud de los que se alteren los dere-
chos humanos reconocidos por la Constitución y en los
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano
sea parte;

e) El sistema penitenciario debe organizarse sobre la ba-
se del respeto a los derechos humanos (artículo 18);

f) En el precepto 29 constitucional se regula un nuevo
régimen de suspensión y restricción de derechos y ga-
rantías, además se constituye un núcleo duro de dere-
chos que no pueden suspenderse nunca, ni aun en esta-
dos de excepción;

g) Por otra parte, se otorga derecho de audiencia a las
personas extranjeras sujetas al proceso de expulsión
previsto en el artículo 33;

h) Se prevé en el artículo 89 fracción X que el Poder
Ejecutivo, en la conducción de la política exterior, ob-
servará como principio el respeto, la protección y la pro-
moción de los derechos humanos;

i) En el artículo 97 se suprime la facultad de investiga-
ción de violaciones graves de derechos humanos que se
encontraba en la esfera competencial de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación;

j) La facultad de investigación se incorporó al artículo
102, Apartado B, de manera cuestionable, como una
“nueva” atribución de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos. Además, se pretende dotar al ombuds-
man de mayor autonomía, verificar una consulta públi-
ca en su proceso de elección, brindar mayor fuerza a sus
recomendaciones a través de un control político a cargo
del Poder Legislativo (Cámara de Senadores) que podrá
llamar a los servidores públicos que no acepten o no
cumplan las recomendaciones y, finalmente, amplía la
competencia del ombudsman a la materia laboral;

k) En el artículo 105 fracción II inciso g) se prevé que
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos puede
interponer acciones de inconstitucionalidad contra leyes
de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así co-
mo de tratados internacionales celebrados por el Ejecu-
tivo Federal y aprobados por el Senado de la República,
que vulneren los derechos humanos consagrados en la
Constitución y en los tratados internacionales de los que
México sea parte, y 

l) Finalmente se establece la obligatoriedad de legislar
sobre determinadas materias6 (Ley sobre Reparación
del Daño por Violaciones a Derechos Humanos, Ley a
que se refiere el artículo 11 constitucional sobre el Asi-
lo, Ley Reglamentaria del artículo 29 constitucional en
materia de Suspensión del ejercicio de los Derechos y
las Garantías, así como para expedir la Ley Reglamen-
taria del artículo 33 constitucional, en materia de Ex-
pulsión de Extranjeros).

Sin duda, todas las reformas de 2011 se han visto poten-
cializadas y reforzadas en virtud de lo mandatado en diver-
sas sentencias pronunciadas por la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, en los varios casos que contra México
en 2008, 2009 y 2010, y dentro de los cuales destaca por
sus efectos en el orden jurídico mexicano, el ya famoso ca-
so Rosendo Radilla Pacheco vs México en (2009). 
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Ahora bien, con relación al nuevo régimen para la suspen-
sión de los derechos derivada de la reforma de 2011, el en-
tonces ministro presidente de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, Juan N. Silva, escribió lo siguiente: 

“… las limitaciones de los derechos no tienen cabida
salvo en los casos y en las condiciones que nuestro tex-
to constitucional establece. Propiamente hablando, la
modificación experimentada en el párrafo primero del
artículo inaugural de la Constitución hace notoria la dis-
tinción entre la restricción de derechos y su suspensión,
siempre por lo que hace únicamente a su ejercicio. Lo
anterior, sin embargo, no debe leerse como una flexi-
bilización para limitar derechos, dado que lo esencial
de esta porción normativa es la reiteración del ca-
rácter excepcional y reglado de tal proceder. Es una
lista cerrada y explícita.

Es decir, los derechos humanos solamente se pueden
restringir o suspender en los supuestos expresamente
previstos en la Constitución. Y más: exclusivamente en
las condiciones en ella establecidas. Apreciadas en su
conjunto, estas pautas se conforman en dos requisitos
inseparables para limitar derechos. No basta con la po-
sibilidad de desprender vía interpretación una hipótesis
implícita de restricción o suspensión de derechos, en ra-
zón de que, si bien ese ejercicio hermenéutico podría
concluir en un nuevo caso de limitación, nunca podría
completarlo con la regulación de las condicionantes en
las que opera, que solo pueden ser explícitas.

En otros términos, aunque en principio los casos en
que pudieran restringirse o sus penderse derechos
humanos podrían derivarse por vía de interpretacio-
nes, aduciendo una lectura sistemática de las dispo-
siciones constitucionales —por ejemplo, al contrastar
el enunciado normativo que reconoce un derecho con
una diversa disposición orgánica del texto constitucio-
nal que confiere una atribución a alguna autoridad, para
de esa forma buscar sustentar la limitación de ese dere-
cho a la luz de dicha facultad—, lo cierto es que como
las condiciones de tal limitación también deben tener
base constitucional, ello es algo que solo puede ser ex-
preso.

Quienes interpretan la Constitución pueden en un
momento dado pretender haber descubierto nuevos
supuestos de restricción o suspensión de derechos
humanos, no explicitados en el propio texto constitu-
cional, pero lo que de ninguna manera pueden atri-

buirse es la capacidad de derivar por vía hermenéu-
tica las condiciones en las que operan tales casos im-
plícitos de limitación de derechos, pues esa tarea co-
rresponde en exclusiva a aquellos a quienes se
encomienda el rol de instancia legisladora constitu-
cional. Y si no se puede lo segundo, entonces lo prime-
ro no se sostiene. Por ello, bajo el texto constitucional
reformado los dos requisitos son inseparables”7

Por otro lado, siguiendo nuestra línea argumentativa, y
pese a los alcances y las transformaciones estructurales
del sistema jurídico por la reforma constitucional del
20111, el artículo 29, primer párrafo, preservó, indebi-
damente, las causales para decretar el Estado de excep-
ción del siglo XIX. Esto para quedar en los siguientes tér-
minos: 

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación
grave de la paz pública, o de cualquier otro que pon-
ga a la sociedad en grave peligro o conflicto, sola-
mente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos,
de acuerdo con los titulares de las Secretarías de Estado
y la Procuraduría General de la República y con la apro-
bación del Congreso de la Unión o de la Comisión Per-
manente cuando aquel no estuviere reunido, podrá res-
tringir o suspender en todo el país o en lugar
determinado el ejercicio de los derechos y las garantías
que fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y fácil-
mente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo
limitado, por medio de prevenciones generales y si n
que la restricción o suspensión se contraiga a determi-
nada persona. Si la restricción o suspensión tuviese lu-
gar hallándose el Congreso reunido, éste concederá las
autorizaciones que estime necesarias para que el Ejecu-
tivo haga frente a la situación; pero si se verificase en
tiempo de receso, se convocará de inmediato al Congre-
so para que las acuerde.

Continuando con la argumentación, hay que recordar que
se presentó una reforma constitucional al artículo 29 del 10
de febrero de 2014. El actual texto constitucional estable-
ce:

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación
grave de la paz pública, o de cualquier otro que pon-
ga a la sociedad en grave peligro o conflicto, sola-
mente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos,
con la aprobación del Congreso de la Unión o de la Co-
misión Permanente cuando aquel no estuviere reunido,
podrá restringir o suspender en todo el país o en lugar
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determinado el ejercicio de los derechos y las garantías
que fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y fácil-
mente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo
limitado, por medio de prevenciones generales y sin que
la restricción o suspensión se contraiga a determinada
persona. Si la restricción o suspensión tuviese lugar ha-
llándose el Congreso reunido, éste concederá las autori-
zaciones que estime necesarias para que el Ejecutivo ha-
ga frente a la situación; pero si se verificase en tiempo
de receso, se convocará de inmediato al Congreso para
que las acuerde.

Cuarto. La actual redacción del artículo 29 Constitucional
refleja la realidad del siglo XIX y no la del constituciona-
lismo moderno del siglo XXI. Su problema no es sólo tem-
poral, el texto tiene un problema estructural innegable:
la formulación “cualquier otro [caso] que ponga a la so-
ciedad en grave peligro o conflicto” o bien de “pertur-
bación representa una disposición ambigua que permi-
te un margen de interpretación profundamente
discrecional.

Es evidente que las causas permitidas por el artículo 27.1
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
(guerra, de peligro público o de otra emergencia que ame-
nace la independencia o seguridad del Estado) se encuen-
tran asociadas a razones de seguridad nacional. En
cambio las causales para decretar el Estado de excepción
que establece el artículo 29 de la Constitución Federal, sal-
vo el caso de “invasión”, las dos restantes requieren de
una decisión discrecional del poder público en la medi-
da en que corresponde a éstos decidir cuándo se consi-
dera que el Estado se encuentra en una situación que se
traduzca en perturbación grave de la paz pública o de
cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro
o conflicto. Luego entonces, esa discrecionalidad puede
derivar en el abuso del procedimiento constitucional,
puesto que basta la sola apreciación del presidente de la
República de haberse actualizado, circunstancia previs-
ta por la norma constitucional.

Resulta entonces que causales como “perturbación gra-
ve de la paz pública” o “grave peligro o conflicto” por
razones intrínsecas del concepto se asocien más a cues-
tiones de “orden público” que a razones de seguridad
nacional.

Recordemos que la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos establece en el artículo 27 la suspensión de
garantías, y en el 29, las normas de interceptación, preci-

sando que “ninguna norma puede ser interpretada en el
sentido de suprimir y limitar injustificadamente el ejer-
cicio de derechos, desnaturalizándolos o vaciándolos de
contenido efectivo”.

Al respecto, la Convención Americana de Derechos Hu-
manos, en sus artículos 27.1 y 27.2, 25.1 y 7.6, precisa que: 

Artículo 27. Suspensión de Garantías 

1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emer-
gencia que amenace la independencia o seguridad del
Estado Parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la
medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exi-
gencias de la situación, suspendan las obligaciones con-
traídas en virtud de esta Convención, siempre que tales
disposiciones no sean incompatibles con las demás obli-
gaciones que les impone el derecho internacional y no
entrañen discriminación alguna fundada en motivos de
raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 

2. La disposición precedente no autoriza la suspensión
de los derechos determinados en los siguientes artícu-
los: 3 ( Derecho al Reconocimiento de la Personalidad
Jurídica ); 4 ( Derecho a la Vida ); 5 ( Derecho a la In-
tegridad Personal ); 6 ( Prohibición de la Esclavitud y
Servidumbre ); 9 ( Principio de Legalidad y de Retroac-
tividad ); 12 ( Libertad de Conciencia y de Religión );
17 ( Protección a la Familia ); 18 ( Derecho al Nombre
); 19 ( Derechos del Niño ); 20 ( Derecho a la Naciona-
lidad ), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías ju-
diciales indispensables para la protección de tales dere-
chos. 

Artículo 25. Protección Judicial 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rá-
pido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces
o tribunales competentes, que la ampare contra actos
que violen sus derechos fundamentales reconocidos por
la Constitución, la ley o la presente Convención, aun
cuando tal violación sea cometida por personas que ac-
túen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal 

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a re-
currir ante un juez o tribunal competente, a fin de que
éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto
o detención y ordene su libertad si el arresto o la deten-
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ción fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes
prevén que toda persona que se viera amenazada de ser
privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez
o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la
legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser
restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse
por sí o por otra persona.

Quinto. Por su parte, la Corte Interamericana ha definido
estándares de protección y obligaciones de los Estados par-
te. En la Opinión Consultiva OC-6/86,8 estableció que “en
circunstancias excepcionales y bajo condiciones preci-
sas, la Convención permite suspender temporalmente
algunas de las obligaciones contraídas por los Estados
(art. 27)”. En este sentido, la CoIDH precisó:

“El artículo 30 se refiere a las restricciones que la pro-
pia Convención autoriza a propósito de los distintos de-
rechos y libertades que la misma reconoce. Debe subra-
yarse que, según la Convención (art. 29.), es ilícito todo
acto orientado hacia la supresión de uno cualquiera de
los derechos proclamados por ella. En circunstancias
excepcionales y bajo condiciones precisas, la Con-
vención permite suspender temporalmente algunas
de las obligaciones contraídas por los Estados (art.
27). En condiciones normales, únicamente caben res-
tricciones al goce y ejercicio de tales derechos. La dis-
tinción entre restricción y supresión del goce y ejercicio
de los derechos y libertades resulta de la propia Con-
vención (arts. 16.3, 29.a y 30). Se trata de una distinción
importante y la enmienda introducida al respecto en la
última etapa de la elaboración de la Convención, en la
Conferencia Especializada de San José, para incluir las
palabras “al goce y ejercicio “, clarificó conceptualmen-
te la cuestión (Conferencia Especializada Interamerica-
na sobre Derechos Humanos, San José, Costa Rica, 7-22
de noviembre de 1969, Actas 5 y Documentos,
OEA/Ser. K/XVI/1.2, Washington, D.C. 1973 (en ade-
lante “Actas y Documentos “) repr. 1978, esp. pág. 274). 

Asimismo, de acuerdo a los razonamientos de la CoIDH,
para que sea procedente la suspensión o restricciones de los
derechos humanos es necesario que se cumplan las si-
guientes condiciones:9

a) Que se trate de una restricción expresamente auto-
rizada por la Convención y en las condiciones particu-
lares en que la misma ha sido permitida; 

b) Que los fines para los cuales se establece la restric-
ción sean legítimos, es decir, que obedezcan a “razones
de interés general” y no se aparten del “propósito para
el cual han sido establecidas “. Este criterio teleológico,
cuyo análisis no ha sido requerido en la presente con-
sulta, establece un control por desviación de poder; y 

c) Que tales restricciones estén dispuestas por las leyes
y se apliquen de conformidad con ellas. 

Por otra parte, la CoIDH en la misma Opinión Consultiva
señaló que no puede “invocarse el “orden público” o el
“bien común” como medios para suprimir un derecho
garantizado por la Convención o para desnaturalizarlo
o privarlo de contenido real.” Ello, de conformidad a lo
siguiente: 

“31. La Corte expresó al respecto en anterior ocasión
que es posible entender el bien común, dentro del con-
texto de la Convención, como un concepto referente a
las condiciones de la vida social que permiten a los in-
tegrantes de la sociedad alcanzar el mayor grado de de-
sarrollo personal y la mayor vigencia de los valores de-
mocráticos. En tal sentido, puede considerarse como un
imperativo del bien común la organización de la vida
social en forma que se fortalezca el funcionamiento de
las instituciones democráticas y se preserve y promueva
la plena realización de los derechos de la persona hu-
mana... No escapa a la Corte, sin embargo, la dificul-
tad de precisar de modo unívoco los conceptos de “
orden público “ y “ bien común “, ni que ambos con-
ceptos pueden ser usados tanto para afirmar los de-
rechos de la persona frente al poder público, como
para justificar limitaciones a esos derechos en nom-
bre de los intereses colectivos. A este respecto debe
subrayarse que de ninguna manera podrían invocar-
se el “orden público “o el “bien común “como me-
dios para suprimir un derecho garantizado por la
Convención o para desnaturalizarlo o privarlo de
contenido real (ver el art. 29.a de la Convención).
Esos conceptos, en cuanto se invoquen como funda-
mento de limitaciones a los derechos humanos, deben
ser objeto de una interpretación estrictamente ceñida a
las “justas exigencias “ de “ una sociedad democrática “
que tenga en cuenta el equilibrio entre los distintos inte-
reses en juego y la necesidad de preservar el objeto y fin
de la Convención (La colegiación obligatoria de perio-
distas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos), Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de
noviembre de 1985. Serie A No. 5, párrs. 66 y 67)”. 
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Este criterio se había vertido ya con anterioridad por la
CoIDH10 en la OC-5/85 al señalar lo siguiente: 

67. No escapa a la Corte, sin embargo, la dificultad de
precisar de modo unívoco los conceptos de “orden pú-
blico” y “bien común”, ni que ambos conceptos pue-
den ser usados tanto para afirmar los derechos de la
persona frente al poder público, como para justificar
limitaciones a esos derechos en nombre de los intere-
ses colectivos. A este respecto debe subrayarse que de
ninguna manera podrían invocarse el “orden públi-
co” o el “bien común” como medios para suprimir
un derecho garantizado por la Convención o para
desnaturalizarlo o privarlo de contenido real (ver el
art. 29.a) de la Convención). Esos conceptos, en cuan-
to se invoquen como fundamento de limitaciones a los
derechos humanos, deben ser objeto de una interpreta-
ción estrictamente ceñida a las “justas exigencias” de
“una sociedad democrática” que tenga en cuenta el
equilibrio entre los distintos intereses en juego y la ne-
cesidad de preservar el objeto y fin de la Convención. 

Sexto. Una de las importantes reformas constitucionales de
2011 fue, sin duda, la incorporación de principio pro homi-
ne o el principio pro persona. Sin embargo, la aplicación
de dicho principio tiene sus dificultades técnicas que hay
que dilucidar en la resolución de casos abstractos y con-
cretos: primero, cuáles son las bases para determinar la
interacción entre la Constitución y los tratados que conten-
gan normas de protección de derechos humanos de las per-
sonas, y segundo, qué implica el mandato específico para
la interpretación de las normas en derechos humanos, cual-
quiera que sea su naturaleza o posición en el sistema jurí-
dico.

Hay que recordar que, desde la década de los años ochen-
ta, la CoIDH dejó entrever en sus resoluciones la defini-
ción del principio pro persona. Entonces el juez Rodolfo E.
Piza Escalante, en uno de sus votos adjuntos a una decisión
de la CoIDH, conceptualizó dicho principio como: 

[Un] criterio fundamental [que] [...] impone la naturaleza
misma de los derechos humanos, la cual obliga a inter-
pretar extensivamente las normas que los consagran o
amplían y restrictivamente las que los limitan o restrin-
gen. [De esta forma, el principio pro persona] [...] conduce
a la conclusión de que [la] exigibilidad inmediata e incon-
dicional [de los derechos humanos] es la regla y su condi-
cionamiento la excepción.11

En años posteriores, este principio fue adoptado por los tri-
bunales federales, incluso antes de la reforma de 2011. Así,
lo demuestra un criterio jurisprudencial de un Tribunal Co-
legiado de Circuito:

“El principio pro homine que implica que la interpreta-
ción jurídica siempre debe buscar el mayor beneficio
para el hombre, es decir, que debe acudirse a la nor-
ma más amplia o a la interpretación extensiva cuan-
do se trata de derechos protegidos y, por el contrario,
a la norma o a la interpretación más restringida,
cuando se trata de establecer límites a su ejercicio, se
contempla en los artículos 29 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos y 5 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, publicados en el
Diario Oficial de la Federación el siete y el veinte de
mayo de mil novecientos ochenta y uno, respectivamen-
te. Ahora bien, como dichos tratados forman parte de la
Ley Suprema de la Unión, conforme al artículo 133
constitucional, es claro que el citado principio debe apli-
carse en forma obligatoria”.12

Ahora bien, una vez vigente la reforma de 2011, buena par-
te de tribunales colegiados empezaron a pronunciarse so-
bre la conceptualización y aplicación de tal principio. Vea-
mos algunos criterios jurisprudenciales:

“Con motivo de las reformas constitucionales de 10 de
junio de 2011, el párrafo segundo del artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece que las normas relativas a los derechos huma-
nos se interpretarán de conformidad con la Constitución
y los tratados internacionales de la materia, para favo-
recer en todo tiempo a las personas con la protección
más amplia. Así, existe la obligación constitucional de
velar por la interpretación más extensiva sobre el punto
jurídico a dilucidar -principio pro homine-, que también
está recogido en los artículos 29 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos y 5 del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, publicados en el
Diario Oficial de la Federación el siete y el veinte de
mayo de mil novecientos ochenta y uno, respectivamen-
te, dado que esto deriva en respetar el principio de ac-
ceso a la justicia, previsto en el numeral 17 de la Ley
Suprema, que obliga a las autoridades en todos los pro-
cedimientos, incluyendo los administrativos, a dar opor-
tunidad de defensa y atender a la integridad de los escri-
tos presentados. Por ello, si la autoridad administrativa
en un procedimiento requiere al gobernado para que, en-
tre otras cosas, señale domicilio para recibir notificacio-
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nes y éste desahoga lo solicitado en una hoja membre-
tada con su nombre y domicilio, se debe atender a la in-
tegridad del documento, concluyendo que a falta de otro
citado expresamente, en ese inmueble se realizarán las
posteriores notificaciones que deban ser personales.”13

“La Corte Interamericana de Derechos Humanos, al ex-
plicar el alcance de este principio, en relación con las
restricciones de los derechos humanos, expresó que
“entre varias opciones para alcanzar ese objetivo de-
be escogerse aquella que restrinja en menor escala el
derecho protegido”. Así, cuando esa regla se manifies-
ta mediante la preferencia interpretativa extensiva,
implica que ante diferentes interpretaciones de un
dispositivo legal, debe optarse por aquella que con-
duzca a una mejor y más amplia protección de los
derechos fundamentales, descartando así las que res-
trinjan o limiten su ejercicio. Bajo este contexto, re-
sulta improcedente que, a la luz del principio pro homi-
ne o pro persona, pretendan enfrentarse normas de
naturaleza y finalidad distintas, sobre todo, si no tutelan
derechos humanos (regulan cuestiones procesales), pues
su contenido no conlleva oposición alguna en materia
de derechos fundamentales, de modo que el juzgador
pudiera interpretar cuál es la que resulta de mayor be-
neficio para la persona; de ahí que si entre esas dos nor-
mas no se actualiza la antinomia sobre dicha materia, el
citado principio no es el idóneo para resolver el caso
concreto”14

Asimismo, los tribunales federales ha determinado que pa-
ra aplicar el principio pro homine es ponderar el peso de
los derechos humanos, a efecto de estar siempre a favor del
hombre, lo que implica que debe acudirse a la norma
más amplia o a la interpretación más extensiva cuando
se trate de derechos protegidos y, por el contrario, a la
norma o a la interpretación más restringida, cuando se
trate de establecer límites a su ejercicio.15

Por otra parte, según criterios jurisprudenciales, el referido
principio –su directriz interpretativa- tiene dos variantes16

por la cual se busca optimizar más un derecho constitucio-
nal. Esta variante, a su vez, se compone de: 

1.) Principio favor libertatis, que postula la necesidad
de entender al precepto normativo en el sentido más
propicio a la libertad en juicio, e incluye una doble ver-
tiente: primera, las limitaciones que mediante ley se
establezcan a los derechos humanos no deberán ser

interpretadas extensivamente, sino de modo restric-
tivo; y segundo, debe interpretarse la norma de la
manera que optimice su ejercicio; 

2.) Principio de protección a víctimas o principio favor
debilis; primero, referente a que en la interpretación de
situaciones que comprometen derechos en conflicto, es
menester considerar especialmente a la parte situada en
inferioridad de condiciones, cuando las partes no se en-
cuentran en un plano de igualdad; y segundo, la direc-
triz de preferencia de normas, la cual prevé que el Juez
aplicará la norma más favorable a la persona, con in-
dependencia de la jerarquía formal de aquélla.

En sentido, y una vez entendido el concepto del principio
pro homine, y comprendido su directriz interpretativa, re-
sulta evidente que las causas para decretar el Estado de ex-
cepción, previstas en el artículo 29 constitucional –y basa-
das en razones de seguridad nacional, pero también de
orden público- dan pauta a interpretaciones más extensas
para la restricción o suspensión de los derechos humanos. 

En cambio, las causales previstas en la Convención Ameri-
cana de los Derechos Humanos para que un Estado parte
suspenda o restrinja el Habeas Corpus -que atienden a ra-
zones estrictas de seguridad nacional- son interpretación
restringida y favorecen la optimización de los derechos.
Por tanto, es consecuente, la armonización de las causales
para decretar el Estado de excepción previstas en la Cons-
titución Federal con las que contempla la Convención
Americana de los Derechos Humanos. 

Séptimo. Al momento de presentar la presente Iniciativa,
se discute de la minuta la minuta con Proyecto de Decreto
por el que se expide la Ley Reglamentaria del artículo 29
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en la Cámara de Diputados. 

El referido proyecto de Ley Reglamentaria desarrolla tres
importantes conceptos como causales para decretar el Es-
tado de excepción: el de “Invasión”, “Perturbación grave
de la paz pública” y “Grave peligro o conflicto”. Esto es: 

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá
por:

I. Invasión. La entrada de fuerzas armadas, sin la auto-
rización correspondiente, pertenecientes a otro Estado, a
cualquier parte del territorio nacional;
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II. Perturbación grave de la paz pública. Situaciones de
violencia que alteren la estabilidad social y pongan en
riesgo la integridad, seguridad o libertad de la población
o de una parte de ella; y que representen una amenaza a
la capacidad de las instituciones del Estado para hacer
frente a dichas afectaciones; 

III. Grave peligro o conflicto. Circunstancias excepcio-
nales que generen afectaciones a la población por facto-
res de orden sanitario, ambiental, climático, químico o
físico, o bien, por acciones que los expongan a emer-
gencias o desastres, sean de origen natural o antropogé-
nico, y

IV. Restricción o suspensión. Restricción o suspensión
del ejercicio de derechos y sus garantías en términos del
artículo 29 constitucional

Si se examina con cuidado, el concepto de “Invasión” es
más cercano a razones de seguridad nacional y que intrín-
secamente se asocia a la integridad del territorio e preser-
vación de la soberanía e independencia del Estado. Sin em-
bargo, los conceptos de “Perturbación grave de la paz
pública” y “Grave peligro o conflicto” se asocian al con-
cepto de orden público e interés social.

En argumentos anteriores hemos citado que la CoIDH se
ha pronunciado en el sentido de que no puede “invocarse
el “orden público” o el “bien común” como medios para
suprimir un derecho garantizado por la Convención o pa-
ra desnaturalizarlo o privarlo de contenido real. 

Al reflexionar sobre el concepto de “orden público” o
“bien común” es menester hacer una exploración en los cri-
terios jurisprudenciales, para determinar su alcance y sig-
nificado.

Los tribunales federales han señalado que el “orden públi-
co y el interés social se perfilan como conceptos jurídicos
indeterminados, de imposible definición, cuyo contenido
sólo puede ser delineado por las circunstancias de modo,
tiempo y lugar prevalecientes en el momento en que se re-
alice la valoración. En todo caso (…) se debe tener presen-
tes las condiciones esenciales para el desarrollo armóni-
co de una comunidad, es decir, las reglas mínimas de
convivencia social”.17 Asimismo, según los jueces para
aplicar “el criterio de interés social y de orden público, se
debe sopesar el perjuicio que podría sufrir la parte quejo-
sa con la ejecución del acto reclamado y el monto de la
afectación a sus derechos en disputa, con el perjuicio que

podrían sufrir las metas de interés colectivo perseguido
con los actos concretos”.18

Octavo. Sin duda, la suspensión de las garantías puede ser,
en algunas hipótesis, el único medio para atender a situa-
ciones de emergencia pública y preservar los valores supe-
riores de la sociedad democrática. Sin embargo, el Estado
de excepción puede dar origen a los abusos, y que de he-
cho, se han dado en la región. Y cuando las medidas de ex-
cepción no están plenamente justificadas a la luz del ejer-
cicio efectivo de la democracia representativa se tiene el
riesgo de iniciar un régimen autocrático.

Siendo que la suspensión o restricción de los derechos un
asunto toral en las democracias, resulta consecuente que el
Congreso de la Unión apruebe, por votación calificada de
los miembros presentes de cada una de las Cámaras, a
efecto de que se permita el libre juego democrático de los
diferentes grupos parlamentarios y abandonar la gober-
nabilidad unilateral y adoptar la gobernabilidad multi-
lateral consensada.

3. Fundamento legal

Por todo lo anteriormente expuesto, quienes suscriben, Al-
berto Martínez Urincho y Arturo Santana Alfaro, dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática en la LXIII Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77, numeral 1, y 78 numeral 1 del Reglamento
de la Cámara de Diputados; sometemos a consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, la siguiente::

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el párrafo primero del artículo 29 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el párrafo primero del artículo 29 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 29. En los casos de guerra, de peligro público o
de otra emergencia que amenace la independencia o se-
guridad del Estado, solamente el Presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, con la aprobación de las dos ter-
ceras partes, de quienes integran las cámaras del
Congreso de la Unión podrá restringir o suspender en todo
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el país o en lugar determinado el ejercicio de los derechos
y las garantías que fuesen obstáculo para hacer frente, rá-
pida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un
tiempo limitado, por medio de prevenciones generales y
sin que la restricción o suspensión se contraiga a determi-
nada persona. En caso de que el Congreso no se encuen-
tre reunido, la Comisión Permanente lo convocará de
inmediato. Si la restricción o suspensión tuviese lugar ha-
llándose el Congreso reunido, éste concederá las autoriza-
ciones que estime necesarias para que el Ejecutivo haga
frente a la situación; pero si se verificase en tiempo de re-
ceso, se convocará de inmediato al Congreso para que las
acuerde.

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Corte interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva
OC.8/87 del 30 de enero de 1987, “El Habeas Corpus bajo suspensión
(Arts. 27.2, 25,1 y 7.6 Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, solicitada por la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos), numeral 36.

2 Memoria Política de México, “1861 Decreto del congreso. Se sus-
penden algunas garantías constitucionales y se faculta ampliamente al
Ejecutivo”, Fuente consultada el 5 de Abril de 2016, www.memoria-
politicademexico.org/Textos/3Reforma/1861SGC.html

3 Ibídem.

4 Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, “Constitución Federal
de los Estados Unidos Mexicanos (1857)”, fuente consultada el 5 de
Abril de 2016. www.juridicas.unam.mx/infjur/leg/conshist/pdf/1857
.pdf

5 Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, “Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos (1917)”, versión original, fuente
consultad el 5 de Abril de 2016. www.juridicas.unam.mx/infjur/leg/
conshist/pdf/1917.pdf

6 Según el Quinto Transitorio del Decreto del 11 de junio de 2011, se
deberían promulgar, en el término de un año, las siguientes leyes re-
glamentarias: Ley sobre Reparación del Daño por Violaciones a Dere-
chos Humanos; Ley a que se refiere el artículo 11 constitucional sobre
el Asilo; Ley Reglamentaria del artículo 29 constitucional en materia
de Suspensión del ejercicio de los Derechos y las Garantías, y la Ley
Reglamentaria del artículo 33 constitucional, en materia de expulsión
de Extranjeros.

7 Silva Meza, Juan N., “El impacto de la reforma constitucional en ma-
teria de derechos humanos en la labor jurisdiccional en México”,
Anuario de derecho constitucional latinoamericano, año XVIII, Bogo-
tá Colombia, 2012, pp. 156-157

8 Corte Interamericana de Derechos humanos, Opinión consultiva OC-
6/86 del 9 de mayo de 1986, numeral 14.

9 Ibídem, numeral 18. 

10 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión consultiva
OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985 “La colegiación obligatoria de
periodistas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos)”.

11 “Opinión Separada del juez Rodolfo E. Piza Escalante”, en Corte
Interamericana de Derechos Humanos Exigibilidad del Derecho de Rec-
tificación o Respuesta (arts. 14.1, 1.1 y 2 Convención Americana sobre
Derechos Humanos), Opinión Consultiva oc-7/86 del 29 de agosto de
1986, serie A, núm. 7, párr. 36. También revisar la “Opinión Separada del
juez Rodolfo E. Piza Escalante”, en Corte Interamericana de Derechos
Humanos, La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva oc-
5/85 del 13 de noviembre de 1985, serie A, núm. 5, párr. 12.

12 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Principio pro homine. Su
aplicación es obligatoria. Época: Novena Época, Registro: 179233,
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada,
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI,
Febrero de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis:I.4o.A.464 A, Pági-
na: 1744.

13 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acceso a la justicia y pro

homine. Las autoridades administrativas tienen obligación constitucio-
nal de aplicar esos principios al momento de proveer sobre el desaho-
go de un requerimiento (reforma constitucional publicada el 10 de ju-
nio de 2011), Época: Décima Época, Registro: 2000183, Instancia:
Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro V, Febrero de
2012, Tomo 3, Materia(s): Constitucional, Tesis: VI.3o.A.3 A (10a.),
Página: 2223
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14 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Principio pro homine o pro

persona. Si en un caso concreto no se actualiza la antinomia de dos
normas que tutelan derechos humanos para que el juzgador interprete
cuál es la que resulta de mayor beneficio para la persona, aquél no es
el idóneo para resolverlo. Época: Décima Época, Registro: 2005477,
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurispru-
dencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro
3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Constitucional Tesis: II.3o.P.
J/3 (10a.), Página: 2019

15 Ver, Suprema Corte de Justicia de la Nación. Principio pro homine.
Variantes que lo componen, Época: Décima Época, Registro: 2005203,
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 1, Di-
ciembre de 2013, Tomo II, Materia(s): Constitucional, Tesis: I.4o.A.20
K (10a.), Página: 1211

16 Ibídem. 

17 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Suspensión, nociones de
orden público y de interés social para los efectos de la, Época: Novena
Época, Registro: 199549, Instancia: Tribunales Colegiados de Circui-
to, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Fe-
deración y su Gaceta, Tomo V, Enero de 1997, Materia(s): Administra-
tiva, Tesis: I.3o.A. J/16, Página: 383 

18 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Suspensión definitiva. Es
procedente su otorgamiento cuando el acto reclamado consiste en el re-
querimiento de información y documentos que el quejoso estima son
confidenciales (artículos 31 de la ley federal de competencia económi-
ca y 33 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. Época:
Novena Época, Registro: 185639, Instancia: Tribunales Colegiados de
Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Fe-
deración y su Gaceta, Tomo XVI, Octubre de 2002, Materia(s): Admi-
nistrativa, Tesis: I.9o.A.58 A, Página: 1454 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2016.— Diputados:
Alberto Martínez Urincho, Arturo Santana Alfaro (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 34 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, a cargo del diputado
Alejandro González Murillo, del Grupo Parlamentario del
PES

Alejandro González Murillo, diputado por el Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social a la LXIII Legisla-
tura del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
por los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
una fracción XXIV Ter al artículo 34 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, con base en la siguien-
te

Exposición de Motivos

El impulso que se ha dado durante las últimas administra-
ciones al desarrollo de las micro, pequeñas y medianas em-
presas (Mipymes) ha sido significativo; sin embargo, aún
se requiere de un mayor apoyo gubernamental para hacer
posible el pleno desarrollo de este importante sector de la
producción.

A pesar de lo anterior, hoy, las Mipymes representan la ba-
se de la economía nacional; según datos del censo econó-
mico del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (In-
egi), en 2014, habían más de 5.6 millones de Mipymes que
empleaban a cerca de 29.7 millones de mexicanos, se trata,
entonces, de la mayor fuente de trabajo del país.

En este sentido, resulta de la mayor relevancia redoblar es-
fuerzos para impulsar el desarrollo del sector. Hoy, más
que siempre, requerimos apoyar y fomentar la creación de
Mipymes para encauzar el emprendimiento de las y los me-
xicanos; además, dicha medida resulta eficaz, en la dismi-
nución de la economía informal que tanto daño causa a las
finanzas públicas de nuestro país.

De esta manera, las Mipymes, pueden y deben ser un me-
dio, efectivo y eficaz para favorecer una mayor formalidad
de nuestra economía; ello, con el consabido mejoramien-
to de las prestaciones laborales en nuestras fuentes de tra-
bajo.
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Al respecto, es importante señalar que las Mipymes pro-
porcionan estabilidad al mercado laboral nacional gracias
al gran número de trabajos que generan. Ahora bien, la
cantidad de empleos va de la mano con los bajos costos
salariales; el simbólico nivel de inversión que implica la
apertura de una Mipyme así como su flexibilidad adminis-
trativa y operativa.

Sobre el último punto, hay que destacar que una adminis-
tración y operación sencilla, es una de las principales for-
talezas de las Mipymes: dicha mayor flexibilidad les per-
mite adaptarse de mejor manera a los cambios del mercado
y posibilita emprender proyectos innovadores en mejores
condiciones, de forma más rápida y eficiente.

Actualmente, México atraviesa por una delicada situación
económica como consecuencia del desplome en los precios
del petróleo y la crisis financiera mundial. Esta crisis no ha
permitido crecer a la economía, generando la precariedad
de los ingresos y un déficit en la creación de empleos, lo
cual afecta, de manera muy particular, a las y los jóvenes;
quienes requieren ocuparse laboralmente y no encuentran
trabajo digno.

Por tal razón, la presente iniciativa busca adicionar una
fracción XXIV Ter al artículo 34 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal para establecer que la Se-
cretaría de Economía promoverá, orientará, fomentará y
estimulará el desarrollo de la micro, pequeña y mediana
empresa; a través de la implementación de programas, pro-
yectos y fondos públicos.

Con dicha propuesta se busca impulsar la puesta en marcha
de programas, políticas y fondos públicos que impulsen el
desarrollo de las Mipymes como factores económicos que
inhiban la economía informal; generen empleos dignos y
contribuyan a la reactivación económica de nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto por el que se adiciona una fracción XXIV Ter
al artículo 34 de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal

Artículo Único. Se reforma la fracción XXIV del artículo
34 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, para quedar como sigue:

Artículo 34. A la Secretaría de Economía corresponde el
despacho de los siguientes asuntos:

I. a XXIV Bis. (…)

XXIV Ter. Promover, orientar, fomentar y estimular el
desarrollo de la micro, pequeña y mediana empresa; a
través, de la implementación de programas, proyectos y
fondos públicos.

XXV. a XXXIII. (…)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2016.— Diputado
Alejandro González Murillo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 1o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Felipe Reyes Álvarez, del Grupo Parlamentario
del PRD 

Problemática:

Desde el nacimiento del México independiente, en “Los
Sentimientos de la Nación” José María Morelos y Pavón,
planteo la creación de un país que pugnara por la igualdad
en todos los sentidos, por un país que velara por el desa-
rrollo de sus ciudadanos sin importar raza, religión o con-
dición social.

La lucha por los Derechos Humanos no es para nada ajena
a la actualidad y por tanto los temas relacionados con ellos
también han experimentado un notable desarrollo y expan-
sión. En los últimos años hemos visto como además de ser
incluidos en las constituciones y leyes de los Estados, han
pasado también a la escena internacional al ser incluidos en
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múltiples instrumentos internacionales y al establecerse
también sistemas internacionales para su protección.

Los Estados deben cumplir con su obligación de respetar,
proteger y garantizar los derechos de todos los ciudadanos
sin discriminación y a asegurar que todas las personas par-
ticipen en las discusiones sobre políticas y leyes que afec-
ten sus derechos. 

Debemos parar a toda costa la discriminación ya que estas
conductas prejuiciosas, son las que producen desigualdad
desfavoreciendo al individuo. La sociedad debe de formar
una conducta basada en los ideales de igualdad y de respe-
to que es obligación del Estado garantizar, corregir y erra-
dicar esas prácticas.

La defensa de los Derechos Humanos es una tarea de to-
dos, pero específicamente, las instituciones del Estado de-
ben de estar obligadas a la procuración de prácticas inclu-
yentes.

En la siguiente gráfica se muestra el aumento de quejas y
expedientes abiertos contra dependencias en los años 2013
y 2014.
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Consideraciones

Que según lo establece la Comisión Nacional de Derechos
Humanos estos son el conjunto de prerrogativas sustenta-
das en la dignidad humana, cuya realización efectiva resul-
ta indispensable para el desarrollo integral de la persona.
Este conjunto de prerrogativas se encuentra establecido
dentro del orden jurídico nacional, en nuestra Constitución
Política, tratados internacionales y las leyes.;1

La misma CNDH señala que los elementos de respeto a los
derechos humanos se dividen en principio básicos como el
de Universalidad, señala que los derechos humanos corres-
ponden a todas las personas por igual. Principio de Inter-
dependencia: consiste en que cada uno de los derechos hu-
manos se encuentran ligados unos a otros, de tal manera
que el reconocimiento de uno de ellos , así como su ejerci-
cio, implica necesariamente que se respeten y protejan
múltiples derechos que se encuentran vinculados. Principio
de Indivisibilidad: Se habla de indivisibilidad de los dere-
chos humanos en función a que poseen un carácter indivi-
sible pues todos ellos son inherentes al ser humano y deri-
van de su dignidad.

Lo anterior faculta al Estado a actuar como garante de los
derechos humanos; con la máxima potestad, lo que le per-
mitiría un proceso de armonía y crecimiento en el quehacer
cotidiano de la ciudadanía. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
establece dentro del quinto párrafo del artículo 1o. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.

Con base en lo anterior y en apego a lo que sugiere la
CNDH de clasificar los derechos humanos únicamente en
civiles, económicos, sociales, culturales y ambientales,
partiendo que dentro del conjunto de derechos humanos no
existen niveles ni jerarquías pues todos tienen igual rele-
vancia, por lo que el Estado se encuentra obligado a tratar-
los en forma global y de manera justa y equitativa, en pie
de igualdad y dándoles a todos el mismo peso.2

Me permito citar el argumento algunas vez vertido que “es
oportuno y necesario adecuar nuestro marco regulatorio a
la movilidad social, actual y futura”

Fundamento Legal 

Con base en lo Anterior el suscrito Diputado Felipe Reyes
Álvarez, pone a consideración la presente iniciativa con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los estados Unidos Mexica-
nos, y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Por tanto y en atención a lo anteriormente expuesto, some-
to a la consideración de esta Honorable Cámara la presen-
te iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforma el artículo 1o. en su quin-
to párrafo del Capítulo I, De los derechos humanos y
sus garantías, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el artículo 1o. en su quinto párrafo del
Capítulo I, de los Derechos Humanos y sus Garantías, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 1o.  ... 

Las normas relativas...

Todas las autoridades...

Está prohibida la esclavitud...

Queda prohibida toda discriminación, distinción y exclu-
sión que atenten contra la dignidad humana y que en
consecuencia impida , anule o afecte el reconocimiento
y el ejercicio de los derechos intrínsecos de las personas. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas: 

1 www.cndh.org.mx/Que_son_derechos_humanos 

2 www.cndh.org.mx/ 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro sede de la Cámara de
Diputados a los 22 días del mes de abril de 2016.— Diputado Felipe
Reyes Álvarez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE POBLACIÓN

«Iniciativa que reforma los artículos 3o., 6o. y 84 de la Ley
General de Población, a cargo del diputado Ricardo Quin-
tanilla Leal, del Grupo Parlamentario del PES

El suscrito, diputado federal Ricardo Quintanilla Leal, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro
Social en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, tengo a
bien someter a consideración de esta Soberanía la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto, al tenor del siguien-
tes:

Consideraciones

Uno de los compromisos de México, como Estado parte de
la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad, es armonizar la legislación a los contenidos de
este instrumento internacional. 

Con la presente iniciativa se pretende contribuir al proceso
de armonización, y con ello salvaguardar los derechos de
este sector social en la legislación de población de nuestro
país.

El principio de progresividad supone la obligación de los
Estados, de crear indicadores para verificar efectivamente
el avance progresivo del ejercicio de los derechos. Este
principio debe observarse en las leyes, políticas públicas,
decisiones judiciales y, en general, en toda conducta estatal
que afecte derechos.

La progresividad y la no progresividad están directamente
relacionados con el estándar del máximo uso de recursos
disponibles. La progresividad pasa también por una revi-
sión de que efectivamente se haga uso del máximo de los

recursos disponibles; y no sólo económicos, sino también
recursos tecnológicos, institucionales y humanos.

En el ámbito internacional, los Principios de Limburgo y
las Directrices de Maastricht establecen que dado la esca-
sez de recursos no libera a los Estados de sus obligaciones
mínimas, en caso de no poder cumplirlas a cabalidad deben
mostrar que han realizado “todo esfuerzo a su alcance para
usar la totalidad de los recursos que están a su disposición
en pos de satisfacer, con carácter de prioritario, esas obli-
gaciones mínimas”.

De acuerdo con el texto de Luis Daniel Vázquez y Sandra
Serrano, “Los principios de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad. Apuntes para su Apli-
cación”1, progresividad implica tanto gradualidad como
progreso. Significa un progreso que supone definir metas
de corto, mediano y largo plazo. El progreso patentiza que
el disfrute de los derechos siempre debe mejorar. 

Asimismo señalan que la progresividad requiere del diseño
de planes para avanzar hacia el mejoramiento de las condi-
ciones de los derechos mediante el cumplimiento de dichos
planes.

Además, apuntan que los derechos económicos, sociales y
culturales son siempre de exigibilidad progresiva. El ele-
mento a resaltar, cuando pensamos en el principio de pro-
gresividad es que en materia de implementación, este prin-
cipio aplica por igual a derechos civiles y políticos, y a
derechos económicos, sociales y culturales, porque siem-
pre habrá una base mínima que debe atenderse, pero sobre
ella los Estados deberán avanzar en su fortalecimiento. 

Los derechos humanos codificados en tratados internacio-
nales, prosiguen, no son más que un mínimo, las medidas
que adopte el Estado deben ser deliberadas, concretas y
orientadas al cumplimiento de las obligaciones.

Por lo que Encuentro Social propone que en ejercicio de
sus atribuciones, contenidas en la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, y la presente Ley, la Secreta-
ría de Gobernación propicie transversalmente, es decir en
todas las dependencia con sus respectivas atribuciones la
inclusión de las personas con discapacidad.

La Organización de las Naciones Unidas ha expresado su
preocupación por la difícil situación en que se encuentran
las personas con discapacidad que son víctimas de múlti-
ples o agravadas formas de discriminación por motivos de
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raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de
cualquier otra índole, origen nacional, étnico, indígena o
social, patrimonio, nacimiento, edad o cualquier otra con-
dición. Como se puede observar en este ordenamiento, al
carecer de la finalidad de propiciar la inclusión de las per-
sonas con discapacidad.

La Convención suscrita por nuestro país señala que “ajus-
tes razonables” son las modificaciones y adaptaciones ne-
cesarias y adecuadas que no impongan una carga despro-
porcionada o indebida, cuando se requieran en un caso
particular, para garantizar a las personas con discapacidad
el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las de-
más, de todos los derechos humanos y libertades funda-
mentales.

Por lo que se propone que la transversalidad y los ajustes
razonables sean los principios que guíen la estrategia de in-
clusión de las personas con discapacidad. 

Además la presente iniciativa propone que las estancias se-
an accesibles para las personas con discapacidad y los
adultos mayores, para que con ello se evite la discrimina-
ción por su condición de discapacidad al momento de asis-
tir a una estancia.

Asimismo, la ONU, también se ha reconocido la importan-
cia de la accesibilidad al entorno físico, social, económico
y cultural, a la salud y la educación y a la información y las
comunicaciones, para que las personas con discapacidad
puedan gozar plenamente de todos los derechos humanos y
las libertades fundamentales.

La accesibilidad es entendida como el acceso de las perso-
nas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las
demás, al entorno físico, el transporte, la información y las
comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de
la información y las comunicaciones, y a otros servicios e
instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en
zonas urbanas como rurales.

La accesibilidad tiene una importancia fundamental para
las personas con discapacidad, ya que sin ella, el disfrute
de los demás derechos humanos por parte de dicho grupo
de la población se ve frustrado: se le niega el derecho al
trabajo a una persona con discapacidad si su lugar de tra-
bajo no es accesible; de igual manera, se viola el derecho a
la educación de un niño con discapacidad si no es accesi-
ble el transporte público para que pueda trasladarse de su
casa a la escuela.

En este tenor, México tiene un compromiso internacional a
desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas
mínimas y directrices sobre la accesibilidad de las instala-
ciones y los servicios abiertos al público o de uso público.

Además, nuestra legislación doméstica prevé a la accesibi-
lidad como un derecho humano. Ley General de las Perso-
nas con Discapacidad prevé en los artículos 13y 15:

Artículo 13.

Las personas con discapacidad tienen derecho al libre
desplazamiento en condiciones dignas y seguras en es-
pacios públicos. Las dependencias de la Administración
Pública Federal, Estatal y Municipal vigilarán el cum-
plimiento de las disposiciones que en materia de accesi-
bilidad, desarrollo urbano y vivienda se establecen en la
normatividad vigente. 

Los edificios públicos que sean construidos a partir del
inicio de la vigencia de esta Ley, según el uso al que se-
rán destinados, se adecuarán a las Normas Oficiales que
expidan las autoridades competentes, para el asegura-
miento de la accesibilidad a los mismos. 

Artículo 15

Para facilitar la accesibilidad, en la infraestructura bási-
ca, equipamiento urbano y espacios públicos se contem-
plarán entre otros, los siguientes lineamientos: 

I. Que sean de carácter universal y adaptado para todas
las personas; 

II. Que cuenten con señalización e incluyan tecnologías
para facilitar el acceso y desplazamiento, y que posibi-
liten a las personas el uso de ayudas técnicas, perros
guía u otros apoyos, y 

III. Que la adecuación de las instalaciones públicas sea
progresiva.

Otro precepto que apoya lo expuesto, es el contenido en la
fracción XXII del artículo 9 de la Ley Federal para Preve-
nir y Eliminar la Discriminación, que prevé:

Artículo 9. Queda prohibida toda práctica discriminato-
ria que tenga por objeto impedir o anular el reconoci-
miento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de
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oportunidades. A efecto de lo anterior, se consideran co-
mo conductas discriminatorias: 

XXII. Impedir el acceso a cualquier servicio público o
institución privada que preste servicios al público, así
como limitar el acceso y libre desplazamiento en los es-
pacios públicos

Así podemos hacer una revisión por todo el marco jurídi-
co, y encontraremos disposiciones similares a las invoca-
das, sin embargo, la Ley que nos ocupa carece de esta me-
dida que sin duda se armonizará con la legislación
mencionada.

Por otra parte, el Estado Mexicano, se encuentra compro-
metido con la Convención y el Comité de Derechos Hu-
manos de la ONU a ofrecer formas de asistencia humana o
animal e intermediarios, incluidos guías, lectores e intér-
pretes profesionales de la lengua de señas, para facilitar el
acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público. 

La Convención señala que por “lenguaje” se entenderá tan-
to el lenguaje oral como la lengua de señas y otras formas
de comunicación no verbal;

Por lo que le resulta ineludible atender las necesidades de
comunicación de las personas, tanto indígenas como con
discapacidad que se encuentren en las estancias. 

La Ley General para la Inclusión de las Personas con Dis-
capacidad conciben a la lengua de señas mexicanas como 

Lengua de Señas Mexicana. Lengua de una comunidad de
sordos, que consiste en una serie de signos gestuales arti-
culados con las manos y acompañados de expresiones fa-
ciales, mirada intencional y movimiento corporal, dotados
de función lingüística, forma parte del patrimonio lingüís-
tico de dicha comunidad y es tan rica y compleja en gra-
mática y vocabulario como cualquier lengua oral 

De la misma manera, esa norma establece que la Lengua de
Señas Mexicana, es reconocida oficialmente como una len-
gua nacional. 

Finalmente, se propone actualizar el nombre de la Reforma
Agraria por el de Secretaría de Desarrollo Agrario, Territo-
rial y Urbano. La Secretaría fue creada por las reformas a
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, pu-

blicadas en el Diario Oficial de la Federación el 2 de ene-
ro de 2013.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, quien suscribe somete a consideración
de esta Soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Población

Único. Se reforma el artículo 6, la fracción V del artículo
84; y se adicionan la fracción VII al artículo 3 y la fracción
X al artículo 84 de la Ley General de Población, para que-
dar como sigue: 

Artículo 3. …

I. a VI. … 

VII. Propiciar transversalmente la inclusión de las
personas con discapacidad mediante ajustes razona-
bles y el respeto de sus derechos humanos;

VIII. XIV. …

Artículo 6o. El Consejo Nacional de Población se inte-
gra por un representante de la Secretaría de Goberna-
ción, que será el titular del ramo y que fungirá como
Presidente del mismo, y un representante de cada una de
las Secretarías de Relaciones Exteriores, Hacienda y
Crédito Público, Desarrollo Social, Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, Econo-
mía, Medio Ambiente y Recursos Naturales, Educación
Pública, Salud, Trabajo y Previsión Social, de Desarro-
llo Agrario, Territorial y Urbano y de los Institutos
Mexicano del Seguro Social, de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, Nacional de las
Mujeres y Nacional de Estadística y Geografía; así co-
mo de la Comisión Nacional de Desarrollo de los Pue-
blos Indígenas y del Sistema Nacional para el Desarro-
llo Integral de la Familia, que serán sus respectivos
titulares o los Subsecretarios, Secretarios Generales o
Subdirector General, según sea el caso, que ellos desig-
nen. Por cada representante propietario se designará un
suplente que deberá tener el mismo nivel administrativo
que aquél, o el inmediato inferior, y cuyas funciones
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muestren correspondencia e interacción con las políticas
públicas en materia de población y desarrollo.

…

…

…

Artículo 84. …

…

I. a V. …

VI. Que se cuente con áreas de estancia separadas para
mujeres y hombres, garantizando el derecho a la preser-
vación de la unidad familiar, excepto en los casos en los
que la separación sea considerada en razón del interés
superior de la niña, niño o adolescente; asimismo, pro-
curará que sea accesibles para las personas con dis-
capacidad y los adultos mayores;

VII. …

VIII. Que en las instalaciones se evite el hacinamiento;

IX. Recibir un trato digno y humano; y

X. Informar con el apoyo de intérpretes de las len-
guas maternas o de señas mexicanas, según sea el ca-
so.

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la sede de la Cámara de Diputados, a 19 de abril de 2016.—
Diputado Ricardo Quintanilla Leal (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Población, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 383 Bis al Código Pe-
nal Federal, a cargo del diputado Juan Manuel Cavazos
Balderas, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Juan Manuel Cavazos Balderas, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional en la LXIII Legislatura, y con fundamento en lo es-
tablecido en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, fracciones I y IV, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta asamblea, una iniciativa con proyecto de decreto por el
que adiciona al Código Penal Federal con un artículo 383
Bis, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los datos personales son cualquier información que iden-
tifica o hace identificable a una persona. Se trata de todo
aquello que nos da identidad, nos caracteriza, describe y
nos hace diferente a otros individuos.

Los datos personales como nombre o nombres, apellidos,
sexo, estado civil, homonimia, voz, rasgos físicos, Registro
Federal de Causantes (RFC), Clave Única de Registro de
Población (CURP), fecha de nacimiento, edad, nacionali-
dad, huellas dactilares, números de licencia y de seguridad
social, números de tarjeta de crédito y de cuentas banca-
rias, nombres de usuario y contraseñas, información finan-
ciera o médica, entre otros, dan identidad a una persona.

La Ley Federal de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de los Particulares, en su artículo 3o., fracción V,
considera datos personales: cualquier información concer-
niente a una persona física identificada o identificable1.

Esta situación se violenta cuando existe el robo de identi-
dad, mismo que se origina cuando se adquiere, transfiere,
posee o utiliza información de una persona física o jurídi-
ca de forma no autorizada, con la intención de efectuar o
vincularlo con algún fraude u otro delito por lo que lesiona
la integridad y el patrimonio de las personas y afecta, al
igual, a instituciones financieras.

La globalización de los mercados y el avance tecnológico
han incrementado el robo de identidad con el uso de inter-
net y el comercio electrónico.
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De acuerdo con el más reciente informe de la Comisión
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de
Servicios Financieros (Condusef), en 2015 se registraron
100 mil 488 reclamaciones por probable robo de identidad,
contra 41 mil 697 casos en 2014, es decir, un aumento de
141 por ciento de un año a otro. A su vez, el monto global
de la defraudación creció 127 por ciento, al brincar de 110
millones de pesos a 250 millones, cifra que según el titular
de ese organismo, Mario Di Constanzo, estaría subestima-
da2.

En el Código Penal Federal mexicano, seis artículos (del
386 al 389 Bis) contemplan el delito de fraude, previendo
penas y multas de acuerdo con el monto y valor de lo de-
fraudado o falsificación de documentos (del 243 al 246);
sin embargo, ninguno de dichos artículos contempla el ro-
bo de identidad cometido a través del uso de medios elec-
trónicos o de internet, debido a que a través de éstos se co-
meten delitos informáticos y financieros.

En México tan sólo en cinco códigos penales tienen tipifi-
cada a esta conducta ilícita como usurpación de entidad o
suplantación de identidad.

En la Ciudad de México y en los estados de Tlaxcala y Mé-
xico este delito está señalado como usurpación de identi-
dad; y en Colima y Nuevo León está tipificado como su-
plantación de entidad. Mientras que en el Código Penal del
Estado de Tabasco lo señala como utilización de documen-
tación falsa o apócrifa.

Por lo que es necesario y urgente tipificar y homologar el
delito de robo de identidad en el ámbito federal. Los tér-
minos deben estar acordes con la legislación federal para
evitar contradicciones que impidan perseguir este delito.

La presente iniciativa tiene como objeto tipificar el delito
de robo de identidad en el ámbito federal para lo cual pro-
pone adicionar el artículo 383 Bis al Código Penal Federal.

En consecuencia de lo expuesto, someto a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto que adiciona el Código Penal Federal con un
artículo 383 Bis

Artículo Único. Se adiciona el artículo 383 Bis al Código
Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 383 Bis. Comete el delito de suplantación de
identidad, al que por cualquier medio se atribuya la
identidad de otra persona, u otorgue su consentimiento
para llevar la suplantación de su identidad, producien-
do con ello un daño moral o patrimonial u obteniendo
un lucro o un provecho indebido para sí o para otra
persona. Se le impondrá una pena de dos a ocho años de
prisión y de cuatrocientos a seiscientos días de multa.

Se aumentarán en una mitad las penas previstas en el
párrafo anterior, a quien se valga de la homonimia, pa-
recido físico o similitud de la voz para cometer el delito
establecido en el presente artículo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Notas:

1 La nueva Ley Federal de Protección de Datos Personales protege la
información personal que pueda encontrarse en las bases de datos de
cualquier persona física, o empresa como, aseguradoras, bancos, tien-
das departamentales, telefónicas, hospitales, laboratorios, universida-
des, etc. Esta ley regula la forma y condiciones en que las empresas de-
ben utilizar los datos personales de sus clientes.

El Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos
(IFAI) está facultado para imponer infracciones y sanciones a quienes
hagan mal uso de los datos personales. Aquellas entidades que mane-
jan datos personales deberán prever medidas de seguridad y establecer
mecanismos para que los usuarios puedan Acceder, Rectificar, Cance-
lar u Oponerse al manejo de su información personal.

2 Periódico Milenio, “Por Bandas Extranjeras, Crece Robo de Identi-
dad en México”, véase 

http://www.milenio.com/politica/Condusef-robo_de_identi-
dad_0_707929207.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2016.— Diputado
Juan Manuel Cavazos Balderas (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, suscrita por los diputados José
de Jesús Zambrano Grijalva y José Guadalupe Hernández
Alcalá, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del Problema

En el centro de las diversas iniciativas que se han presen-
tado en el Congreso para reformar la Ley General de Salud
en materia de Cannabis medicinal, se encuentra la necesi-
dad de reconocer en la Ley las cualidades terapéuticas de
la Cannabis, así como fomentar la producción o importa-
ción de medicamentos hechos a base de cannabis. No obs-
tante, ha faltado hacer énfasis en un aspecto que es funda-
mental para que en nuestro país se impulse la investigación
científica y el desarrollo de suplementos alimenticios he-
chos a base de cannabis no psicoactivo, el cual tiene canti-
dades mínimas de tetrahidrocannabinol inferiores a 1 por
ciento (uno por ciento).

Los tratamientos a base de cannabis no psicoactivo con
cantidades mínimas de THC han resultado muy exitosos
para el tratamiento de la epilepsia refractaria y el mejor
ejemplo de su eficacia es el tratamiento que recibe la pe-
queña Grace. Por esa razón, en la presente iniciativa que-
remos proponer el reconocimiento de las cualidades tera-
péuticas de la cannabis, el fomento a la producción
medicamentos, así como también la regulación de la can-
nabis no psicoactiva para que estemos en capacidad de
abarcar un amplio espectro de pacientes que necesitan alle-
garse de tratamientos a base de cannabis psicoactiva y can-
nabis no psicoactiva.

Argumentos

Nos encontramos en un momento crucial en el que se ha
generado un consenso internacional y un reconocimiento
en torno a los enormes costos que ha tenido la política de
drogas a nivel mundial. 

Hay coincidencia en que se han invertido muchos esfuer-
zos en una política que no consiguió los objetivos que se
propuso y descuidó un área muy importante respecto al
progreso científico y la protección de la salud.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en su artículo 4o., que “…toda persona tiene de-
recho a la protección de la salud… “ y los legisladores te-

nemos la responsabilidad de lograr que ese precepto cons-
titucional se cumpla. En ese sentido es que presentamos es-
ta iniciativa para que se reconozcan las cualidades terapéu-
ticas de la Cannabis, para fomentar la investigación
científica, los experimentos clínicos y la producción de
medicamentos y suplementos alimenticios a base de can-
nabis, así como eliminar de nuestro marco jurídico todas
las prohibiciones relativas a la cannabis en cuanto a la pro-
ducción, preparación, acondicionamiento, posesión, adqui-
sición, importación y prescripción médica de tratamientos
a base de cannabis.

Conocedores de los preceptos que establecen las Conven-
ciones Internacionales de Estupefacientes signadas por
nuestro país, como la Convención Única de Estupefacien-
tes expedida en 1961 y enmendada por el protocolo de
1972, así como con la Convención sobre Sustancias Psico-
trópicas de 1971 y la Convención Contra el Tráfico Ilícito
de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988 y
estando plenamente conscientes de los preceptos que esta-
blece el Régimen Internacional de Fiscalización de Estupe-
facientes que nos rige, ponemos a consideración de este
Congreso, una propuesta que plantea regular la cannabis
para fomentar la investigación científica, el uso médico, así
como para establecer competencias a la Secretaría de Sa-
lud y al Consejo de Salubridad General para que ejecuten
las medidas de fiscalización, vigilancia y control sanitario
de la producción de los preparados y medicamentos a base
de cannabis.

Fundamento

Por lo expuesto, y con fundamento en la fracción II del ar-
tículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud

Único. Se adicionan las fracciones IX y X del artículo 17,
el artículo 284 bis; Se reforma el artículo 234, el primer
párrafo del artículo 237, así como los artículos 243, 245 de
la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 17. Compete al Consejo de Salubridad General:

I. a VII. (…)
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VIII. Analizar las disposiciones legales en materia de
salud y formular propuestas de reformas o adiciones a
las mismas.

IX. Establecer incentivos para fomentar la investiga-
ción y desarrollo de medicamentos huérfanos y su-
plementos alimenticios a base de cannabis no psico-
activa, destinados al tratamiento de las
enfermedades poco frecuentes.

X. Establecer lineamientos para promover la investi-
gación científica del cannabis con fines terapéuticos,
y

XI. Las demás que le correspondan conforme a la frac-
ción XVI del artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y esta Ley.

Artículo 234. ...

1. Acetildihidrocodeina.

2. Acetilmetadol (3-acetoxi-6-dimetilamino-4,4-difenil-
heptano)

3. Acetorfina (3-0-acetiltetrahidro- 7?-(1-hidroxi-1-etil-
butil)-6, 14-endoeteno-oripavina) denominada también
3-0-acetil-tetrahidro- 7? (1-hidroxi-1-metilbutil)-6, 14-
endoeteno-oripavina y, 5 acetoxil-1,2,3, 3_, 8 9-hexahi-
dro-2? (1-(R) hidroxi-1-metilbutil)3-metoxi-12-metil-3;
9?- eteno-9,9-B-iminoctanofenantreno (4?,5 bed) fura-
no.

4. Alfacetilmetadol (alfa-3-acetoxi-6-dimetilamino-4, 4-
difenilheptano).

5. Alfameprodina (alfa-3-etil-1-metil-4-fenil-4- propio-
noxipiperidina).

6. Alfametadol (alfa-6-dimetilamino-4,4 difenil-3-hep-
tanol).

7. Alfaprodina (alfa-1,3-dimetil-4-fenil-4-propionoxipi-
peridina).

8. Alfentanil (monoclorhidrato de N-[1-[2-(4-etil-4,5-
dihidro-5- oxo- 1H-tetrazol-1-il) etil]-4-(metoximetil)-
4-piperidinil]-N fenilpropanamida).

9. Alilprodina (3-alil-1-metil-4-fenil-4- propionoxipipe-
ridina).

10. Anileridina (éster etílico del ácido 1-para-aminofe-
netil-4- fenilpiperidin-4-carboxilíco).

11. Becitramida (1-(3-ciano-3,3-difenilpropil)-4- (2-
oxo-3- propionil-1-bencimidazolinil)-piperidina).

12. Bencetidina (éster etílico del ácido 1-(2-benciloxie-
til)-4- fenilpiperidin-4-carboxílico).

13. Bencilmorfina (3-bencilmorfina).

14. Betacetilmetadol (beta-3-acetoxi-6-dimetilamino-
4,4- difenilheptano).

15. Betameprodina (beta-3-etil-1-metil-4-fenil-4- pro-
pionoxipiperidina).

16. Betametadol (beta-6-dimetilamino-4,4-difenil-3-
heptanol).

17. Betaprodina (beta-1,3,dimetil-4-fenil-4-propionoxi-
piperidina).

18. Buprenorfina.

19. Butirato de dioxafetilo (etil 4-morfolín-2,2-difenil-
butirato).

20. Cannabis sativa, índica y americana o marigua-
na, su resina, preparados y semillas, que contenga
Tetrahidrocannabinol (THC) en cantidad igual o su-
perior a 1 por ciento.

21. Cetobemidona (4-meta-hidroxifenil-1-metil-4- pro-
pionilpiperidina) ó 1-metil-4-metahidroxifenil-4- pro-
pionilpiperidina).

22. Clonitaceno (2-para-clorobencil-1-dietilaminoetil-
5- nitrobencimidazol).

23. Coca (hojas de) (erythroxilon novogratense).

24. Cocaína (éster metílico de benzoilecgonina).

25. Codeína (3-metilmorfina) y sus sales.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2016 / Apéndice  III469



26. Codoxima (dehidrocodeinona-6-carboximetiloxi-
ma).

27. Concentrado de paja de adormidera (el material que
se obtiene cuando la paja de adormidera ha entrado en
un proceso para concentración de sus alcaloides, en el
momento en que pasa al comercio).

28. Desomorfina (dihidrodeoximorfina).

29. Dextromoramida ((+)-4-[2-metil-4-oxo-3,3-difenil-
4-(1- pirrolidinil)-butil] morfolina) o [+]-3-metil-2,2-di-
fenil-4- morfolinobutirilpirrolidina).

30. Dextropropoxifeno (? -(+)-4 dimetilamino-1,2-dife-
nil-3-metil-2 butanol propionato) y sus sales.

31. Diampromida (n-[2-(metilfenetilamino)-propil]-
propionanilida).

32. Dietiltiambuteno (3-dietilamino-1,1-di-(2’-tienil)-1-
buteno).

33. Difenoxilato (éster etílico del ácido 1-(3-ciano-3,3-
difenilpropil)-4-fenilpiperidín-4-carboxílico), o 2,2 di-
fenil-4- carbetoxi-4-fenil) piperidin) butironitril).

34. Difenoxina (ácido 1-(3-ciano-3,3-difenilpropil)-4-
fenilisonipecótico).

35. Dihidrocodeina.

36. Dihidromorfina.

37. Dimefeptanol (6-dimetilamino-4,4-difenil-3-hepta-
nol).

38. Dimenoxadol (2-dimetilaminoetil-1-etoxi-1,1-dife-
nilacetato), ó 1-etoxi-1-difenilacetato de dimetilaminoe-
tilo ó dimetilaminoetil difenil-alfaetoxiacetato.

39. Dimetiltiambuteno (3-dimetilamino-1,1-di-(2’-tie-
nil)-1-buteno).

40. Dipipanona (4,4-difenil-6-piperidín-3-heptanona).

41. Drotebanol (3,4-dimetoxi-17-metilmorfinán-6 ?,14-
diol).

42. Ecgonina sus ésteres y derivados que sean converti-
bles en ecgonina y cocaína.

43. Etilmetiltiambuteno (3-etilmetilano-1,1-di(2’-tie-
nil)-1- buteno).

44. Etilmorfina (3-etilmorfina) ó dionina.

45. Etonitaceno (1-dietilaminoetil-2-para-etoxibencil-5-
nitrobencimidazol).

46. Etorfina (7,8-dihidro-7 ?,1 (R)-hidroxi-1-metilbutil
06-metil-6- 14-endoeteno- morfina, denominada tam-
bién (tetrahidro-7 ?;-(1-hidroxi- 1-metilbutil)-6,14 en-
doeteno-oripavina).

47. Etoxeridina (éster etílico del ácido 1-[2-(2-hidroxie-
toxi) etil]-4-fenilpiperidín-4-carboxílico.

48. Fenadoxona (6-morfolín-4,4-difenil-3-heptanona).

49. Fenampromida (n-(1-metil-2-piperidinoetil)-propio-
nanilida) ó n- [1-metil-2- (1-piperidinil)-etil] -n-fenil-
propanamida.

50. Fenazocina (2’-hidroxi-5,9-dimetil-2-fenetil-6,7-
benzomorfán).

51. Fenmetrazina (3-metil-2-fenilmorfolina 7-benzo-
morfán ó 1,2,3,4,5,6-hexahidro-8-hidroxi 6-11-dimetil-
3-fenetil-2,6,-metano- 3-benzazocina).

52. Fenomorfan (3-hidroxi-n-fenetilmorfinán).

53. Fenoperidina (éster etílico del ácido 1-(3-hidroxi-3-
fenilpropil) 4-fenilpiperidín-4-carboxílico, o 1 fenil-3
(4-carbetoxi- 4-fenil- piperidín)-propanol).

54. Fentanil (1-fenetil-4-n-propionilanilinopiperidina).

55. Folcodina (morfoliniletilmorfina ó beta-4- morfoli-
niletilmorfina).

56. Furetidina (éster etílico del ácido 1-(2-tetrahidrofur-
furiloxietil)- 4-fenilpiperidín-4-carboxílico).

57. Heroína (diacetilmorfina).

58. Hidrocodona (dihidrocodeinona).
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59. Hidromorfinol (14-hidroxidihidromorfina).

60. Hidromorfona (dihidromorfinona).

61. Hidroxipetidina (éster etílico del ácido 4- meta-hi-
droxifenil-1 metil piperidín-4-carboxílico) o éster etíli-
co del ácido 1-metil-4-(3- hidroxifenil)-piperidín-4-car-
boxílico.

62. Isometadona (6-dimetilamino-5-metil-4,4-difenil-3-
hexanona).

63. Levofenacilmorfan ( (-)-3-hidroxi-n-fenacilmorfi-
nán).

64. Levometorfan ( (-)-3-metoxi-n-metilmorfinán).

65. Levomoramida ((-)-4-[2-metil-4-oxo-3,3-difenil-4-
(1- pirrolidinil)-butil]-morfolina), ó (-)-3-metil-2,2 dife-
nil-4- morfolinobutirilpirrolidina).

66. Levorfanol ( (-)-3-hidroxi-n-metilmorfinán).

67. Metadona (6-dimetilamino-4,4-difenil-3-heptano-
na).

68. Metadona, intermediario de la (4-ciano-2-dimetila-
mino-4, 4- difenilbutano) ó 2-dimetilamino-4,4-difenil-
4-cianobutano).

69. Metazocina (2’-hidroxi-2,5,9-trimetil-6,7-benzo-
morfán ó 1,2,3,4,5,6, hexahidro-8-hidroxi-3,6,11,trime-
til-2,6-metano-3- benzazocina).

70. Metildesorfina (6-metil-delta-6-deoximorfina).

71. Metildihidromorfina (6-metildihidromorfina).

72. Metilfenidato (éster metílico del ácido alfafenil-2-
piperidín acético).

73. Metopon (5-metildihidromorfinona).

74. Mirofina (miristilbencilmorfina).

75. Moramida, intermediario del (ácido 2-metil-3-mor-
folín-1, 1- difenilpropano carboxílico) o (ácido 1-dife-
nil-2-metil-3-morfolín propano carboxílico).

76. Morferidina (éster etílico del ácido 1-(2-morfolino-
etil)-4- fenilpiperidín-4-carboxílico).

77. Morfina.

78. Morfina bromometilato y otros derivados de la mor-
fina con nitrógeno pentavalente, incluyendo en particu-
lar los derivados de n-oximorfina, uno de los cuales es
la n-oxicodeína.

79. Nicocodina (6-nicotinilcodeína o éster 6-codeínico
del ácido-piridín-3-carboxílico).

80. Nicodicodina (6-nicotinildihidrocodeína o éster ni-
cotínico de dihidrocodeína).

81. Nicomorfina (3,6-dinicotinilmorfina) ó di-éster-ni-
cotínico de morfina).

82. Noracimetadol ((+)-alfa-3-acetoxi-6-metilamino-
4,4- difenilbeptano).

83. Norcodeina (n-demetilcodeína).

84. Norlevorfanol ( (-)-3-hidroximorfinan).

85. Normetadona (6-dimetilamino-4,4-difenil-3-hexa-
nona) ó i, 1-difenil-1-dimetilaminoetil-butanona-2 o 1-
dimetilamino 3,3-difenil-hexanona-4).

86. Normorfina (demetilmorfina ó morfina-n-demetila-
da).

87. Norpipanona (4,4-difenil-6-piperidín-3hexanona).

88. N-Oximorfina

89. Opio

90. Oxicodona (14-hidroxidihidrocodeinona ó dihidro-
hidroxicodeinona).

91. Oximorfona (14-hidroxidihidromorfinona) ó dihi-
droxidroximorfinona).

92. Paja de adormidera (Papaver Somniferum, Papaver
Bracteatum, sus pajas y sus semillas).

93. Pentazocina y sus sales.
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94. Petidina (éster etílico del ácido 1-metil-4-fenil-pipe-
ridin-4- carboxílico), o meperidina.

95. Petidina intermediario A de la (4-ciano-1 metil-4-
fenilpiperidina ó 1-metil-4-fenil-4-cianopiperidina).

96. Petidina intermediario B de la (éster etílico del áci-
do-4- fenilpiperidín-4-carboxílico o etil 4-fenil-4-pipe-
ridín-carboxílico).

97. Petidina intermediario C de la (ácido 1-metil-4-fe-
nilpiperidín- 4-carboxílico).

98. Piminodina (éster etílico del ácido 4-fenil-1-(3- fe-
nilaminopropil)-piperidín-4-carboxílico).

99. P (amida del ácido 1-(3-ciano-3,3-difenilpropil)-4-
(1- piperidín) -piperidín-4-carboxílico) o 2,2-difenil-4-1
(carbamoil-4- piperidín)butironitrilo).

100. Proheptacina (1,3-dimetil-4-fenil-4-propionoxia-
zacicloheptano) ó 1,3-dimetil-4-fenil-4-propionoxihe-
xametilenimina).

101. Properidina (éster isopropílico del ácido 1-metil-4-
fenilpiperidín-4-carboxílico).

102. Propiramo (1-metil-2-piperidino-etil-n-2-piridil-
propionamida)

103. Racemetorfan ( (+)-3-metoxi-N-metilmorfinán).

104. Racemoramida ((+)-4-[2-metil-4-oxo-3,3-difenil-
4-(1- pirrolidinil)-butil] morfolina) ó ((+)-3-metil-2,2-
difenil-4- morfolinobutirilpirrolidina).

105. Racemorfan ((+)-3-hidroxi-n-metilmorfinán).

106. Sufentanil (n-[4-(metoximetil)-1-[2-(2-tienil)etil]-
4- piperidil] propionanilida).

107. Tebacón (acetildihidrocodeinona ó acetildemetilo-
dihidrotebaína).

108. Tebaína

109. Tilidina ((+)-etil-trans-2-(dimetilamino)-1-fenil-3-
ciclohexeno-1-carboxilato).

110. Trimeperidina (1,2,5-trimetil-4-fenil-4-propionoxi-
piperidina); y

...

...

Artículo 237. Queda prohibido en el territorio nacional, to-
do acto de los mencionados en el artículo 235 de esta ley,
respecto de las siguientes sustancias y vegetales: opio pre-
parado, para fumar, diacetilmorfina o heroína sus sales o
preparados, cannabis sativa, índica y americana o marihua-
na y sus derivados, cuyo contenido de tetrahidrocanna-
binol, sea igual o superior a 1%, papaver somniferum o
adormidera, papaver bactreatum y erithroxilón novograten-
se o coca, en cualquiera de sus formas, derivados o prepa-
raciones. La cannabis sativa, índica y americana o ma-
rihuana, así como sus derivados, queda exceptuada de
la prohibición tratándose exclusivamente de fines médi-
cos y científicos, de conformidad con lo que establece
esta ley.

(…)

Artículo 243. Los preparados que contengan acetildihidro-
codeína, codeína, destropropoxifeno, dihidrocodeína, etil-
morfina, folcodina, nicocodina, corcodeína y propiram; así
como tetrahidrocannabinol en cantidad igual o supe-
rior a 1 por ciento (uno por ciento), que formen parte de
la composición de especialidades farmacéuticas, estarán
sujetos, para los fines de su preparación, prescripción y
venta o suministro al público, a los requisitos que sobre su
formulación establezca la Secretaría de Salud.

Artículo 245. En relación con las medidas de control y vi-
gilancia que deberán adoptar las autoridades sanitarias, las
substancias psicotrópicas se clasifican en cinco grupos:

I. Las que tienen valor terapéutico escaso o nulo y que,
por ser susceptibles de uso indebido o abuso, constitu-
yen un problema especialmente grave para la salud pú-
blica, y son:

(…)

(…)

(…)
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(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Tenociclidina TCP 1-[1-(2-tienil) ciclohexil]-piperi-
dina.

Canabinoides K2

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

II. (...)

III. Las que tienen valor terapéutico, pero constituyen
un problema para la salud pública, y que son:

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)
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(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Temazepam

Tetrahidrocannabinol en sus isómeros: D6a (10a),
D6a (7), D7, D8, D9, D10, D9 (11) y sus variantes es-
tereoquímicas.

Tetrazepam

Triazolam

Zipeprol

Zopiclona

Y sus sales, precursores y derivados químicos.

Otros:

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

IV. (…)

V. (…)

284 Bis. La Secretaría de Salud facilitará la importa-
ción de materias primas o productos terminados que no
cuenten con registro sanitario a los pacientes que tienen
enfermedades poco frecuentes con afecciones crónico-
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degenerativas para que tengan la posibilidad de acce-
der a los tratamientos que les prescriban sus médicos y
puedan gozar de los tratamientos cuya calidad, seguri-
dad y eficacia haya sido probada en otros países, para
lo cual se deberá facilitar la autorización y las exencio-
nes fiscales necesarias.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2016.— Diputados:
José de Jesús Zambrano Grijalva, Guadalupe Hernández Alcalá (rúbri-
cas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 144 de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Marbella Toledo Ibarra, diputada de la LXIII Legislatura,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en la Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II; 73 fracciones XVI
y XXX en relación con el artículo 4o., párrafo cuarto, to-
dos de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma el artículo 144 de la Ley
General de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS), los papilomavirus humanos (PVH) son la causa de
la infección viral más común en el sistema reproductivo,
mismos que son contraídos por la mayoría de las mujeres y
los hombres sexualmente activos en algún momento de su
vida, llegando a presentarse incluso como infección recu-
rrente.

Existe una gran variedad de PVH y una gran mayoría de
ellos no generan ningún problema en el organismo y sue-
len desaparecer sin ninguna intervención al paso de unos
meses después de haberse contraído, que es poco después
del inicio de la vida sexual del portador. Son transmitidos
por vía sexual y alrededor de 90 por ciento remite al cabo
de dos años. Sin embargo, un pequeño porcentaje de las in-
fecciones provocadas por determinados PVH pueden per-
sistir y convertirse en cáncer cervicouterino (CCU).

En su gran mayoría, las infecciones por PVH son asintomá-
ticas y se resuelven de forma espontánea sin la necesidad de
ningún procedimiento para su detección o tratamiento para
su erradicación. A pesar de ello, tipos específicos de PVH
como el 16 y el 18, pueden dar lugar a lesiones precancero-
sas, que –de no tratarse–, pueden evolucionar hacia un CCU,
en un proceso que suele durar varios años.

Es por este desarrollo prolongado que los síntomas del
CCU se detectan únicamente cuando el cáncer está en una
fase avanzada, presentándose como sangrado vaginal irre-
gular intermenstrual (entre periodos menstruales) o sangra-
do vaginal anormal después de haber tenido relaciones se-
xuales; dolor de espalda, piernas o pélvico; cansancio,
pérdida de peso, pérdida de apetito; molestias vaginales,
flujo vaginal oloroso o hinchazón de una sola pierna.

Si bien es cierto que la mayoría de las infecciones por PVH
remiten por sí solas, todas las mujeres corren el riesgo de
que una infección por PVH se vuelva crónica y que las le-
siones precancerosas evolucionen hacia un CCU invasivo.

El CCU es, por mucho, la enfermedad más frecuente entre
las relacionadas con los PVH y en una casi todos los casos
de cáncer cervicouterino, se puede atribuir a una infección
por PVH. 

A nivel mundial, el CCU es el cuarto cáncer más frecuente
en la mujer y se estima que tan sólo en 2012 se presentaron
530 mil nuevos casos que desencadenaron 7.5 por ciento
de las mortalidad femenina por cáncer, y año con año se
producen 270 mil defunciones por CCU, ocurriendo 85 por
ciento en países en desarrollo1. 

La OMS afirma que “El principio central de un método in-
tegral de prevención y control del cáncer cervicouterino
consiste en actuar durante todo el ciclo vital utilizando la
evolución natural de la enfermedad para identificar en los
grupos de edad pertinentes las oportunidades de efectuar
intervenciones eficaces2.”
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Conforme a la gráfica anterior, presentada en la nota de la
OMS y la Organización Panamericana de la Salud (OPS),
la prevalencia de la contracción de PVH a partir de los 15
años escala de manera significativa, mientras que las lesio-
nes precancerosas y el CCU mismo se reducen, pero avan-
zan en un largo periodo de tiempo. Ello significa que diri-
giendo las campañas preventivas a las niñas de 9 a 13 años
de edad, podrían reducirse significativamente los casos.

Desde el 1 de octubre de 20123 la vacuna contra el virus
del papiloma humano se aplica en nuestro país a niñas en-
roladas al sistema de educación pública a partir de los 10
años de edad, así como en lo general en un “barrido” casa
por casa, pero la ley respectiva no ha sido modificada para
catalogarla como una vacuna obligatoria y garantizar así que
siempre se cuente con el presupuesto necesario para su abas-
to y aplicación en el sistema nacional de salud del país. 

Sin embargo, el hecho de que la población a la que va enca-
minada la aplicación de las vacunas contra VPH 16 y 18
(causante de 70 por ciento del CCU a nivel mundial) es dia-
metralmente distinto a los lactantes que reciben las vacunas
a través de los programas nacionales de vacunación, por lo
que las campañas que deben establecerse son distintas.

La aplicación debe realizarse en tres ocasiones en el curso
de 6 meses. La matriculación a educación básica en nues-
tro país es elevada y –por tanto-, la aplicación en las es-
cuelas ha sido una posibilidad; sin embargo, se requieren
diferentes enfoques que alcancen a las niñas no escolariza-
das que pueden ser especialmente vulnerables por las con-
diciones en las que viven, como es el caso de las niñas en
situación de calle o migrantes.

Este esfuerzo abonará a la disminución de la tasa de mor-
tandad por cáncer cervicouterino en nuestro país, pues al
reducir las probabilidades de la transmisión del virus del
papiloma humano en las niñas y mujeres más jóvenes de
nuestro país, podemos aspirar a una reducción concreta a
futuro.

México cuenta con una larga historia sanitaria en materia
de aplicación y producción de vacunas que ha permitido la
erradicación total de enfermedades en nuestro país, gracias
al Programa Nacional de Vacunación, instrumentado en la
propia Ley General de Salud.

Pero los avances logrados no pueden ser un límite. Modifi-
car el artículo 144 de la Ley General de Salud, para incluir
de manera permanente la vacuna contra PVH como una de
las “enfermedades transmisibles que en el futuro estimare
necesarias”, podría ser la gran diferencia para velar por la
población de nuestro país, y en el caso en comento de ma-
nera particular por las niñas, jóvenes y mujeres que son
susceptibles a contraer CCU.

Con base en lo dispuesto por el artículo 39, fracción XVI,
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
compete a la Secretaría de Salud estudiar, adaptar y poner
en vigor las medidas necesarias para luchar contra las en-
fermedades transmisibles.

Por su parte, la Ley General de Salud precisa en su artícu-
lo 3o., fracción XVI, que es materia de salubridad general
la prevención y control de las enfermedades transmisibles,
complementando el citado artículo 144, en donde se hace
mención de las vacunas que deben ser aplicadas en nuestro
país de manera obligatoria.

En el mismo sentido, la Ley General de Salud estipula en
sus artículos 61, fracción II y 64, fracción III, que la salud
de la infancia y la adolescencia son programas prioritarios,
la atención de los niños y la vigilancia de su crecimiento y
desarrollo.

La introducción definitiva de la vacuna de VPH al Sistema
Nacional de Vacunación debe ser un esfuerzo con origen
legislativo que detone el trabajo en conjunto que lleve a la
sensibilización de toda la población acerca del cáncer cer-
vicouterino y su prevención. 

Por lo antes expuesto y fundado, someto a consideración
del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 144 de la Ley
General de Salud

Único. Se reforma el artículo 144 de la Ley General de Sa-
lud, para quedar como sigue:
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Artículo 144. Las vacunaciones contra la tosferina, la dif-
teria, el tétanos, la tuberculosis, la poliomielitis, el saram-
pión y los papilomavirus humanos, así como otras contra
enfermedades transmisibles que en el futuro estimare nece-
sarias la Secretaría de Salud, serán obligatorias en los tér-
minos que fije esta dependencia. La misma secretaría de-
terminará los sectores de población que deban ser
vacunados y las condiciones en que deberán suministrarse
las vacunas, conforme a los programas que al efecto esta-
blezca, las que serán de observación obligatoria para las
instituciones de salud.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Corresponderá a las autoridades encargadas de
las presentes disposiciones emitir y efectuar las adecuacio-
nes normativas y operativas correspondientes a fin de dar
cumplimiento al presente decreto en un plazo no mayor a
120 días.

Notas:

1 Información disponible en el enlace http://www.who.int/mediacen-
tre/factsheets/fs380/es/ 

2 Artículo disponible en el enlace http://apps.who.int/iris/bitstre-
am/10665/85344/1/9789275317471_spa.pdf

3 Información disponible en el enlace 

http://archivo.eluniversal.com.mx/notas/873748.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2016.— Diputada
Marbella Toledo Ibarra (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.
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